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Generalidades


Los interdictos son el producto de un estado de necesidad indiscutibles que se presentaba en los casos en que el POSEEDOR de un bien que no tenía título con que reclamar sus derechos o la protección del Estado frente a comportamientos de extraños que perturbaban su POSESION, o lo despojaban de ella.

Era necesario un mecanismo judicial por medio del cual se ordenara el cese de la perturbación, considerándose el perturbado amparado por la Ley o que se restituya aquella cosa arrebatada o quitaba al legítimo poseedor.


Esta protección posesoria a través de la vía interdictal fue conocida en el antiguo Derecho Romano, bien a través del tantas veces nombrado amparo de gracia vin fieri veto, o bien por los interdictos reitinendae possessionis y recuperandae possessionis, de los cuales hemos hablado anteriormente.


Recapitulando sobre las características de estos interdictos, señalamos que a través del interdicto reitinendae possessionis, el presunto poseedor ante la afirmación de estar poseyendo y ser turbado por terceros que le impedían el normal ejercicio de su posesión, solicitaba ser mantenido en su posesión. Según la naturaleza del bien protegido por este interdicto, se expresaban en forma distinta; así cuando el amparo solicitado refería a un bien inmueble, se le denominaba uti possidetis con un lapso fatal de caducidad de una año a partir del momento de la expoliación.

Si se trataba del amparo sobre un objeto mueble, se le conocía con el nombre de interdicto uturbi.


Por el interdicto recuperandae possessionis, el presunto poseedor solicitaba la restitución por vía judicial del objeto del cual fue despojado violenta, clandestina o precisamente, y según las circunstancias en que fuera despojado, la protección tomaba una denominación especial. Se denominaba Interdicto de Vi, cuando el despojo había sido realizado con violencia. Cuando el despojo se había producido en forma clandestina, se le llamaba Interdicto de clandestina possession, y si se trataba de un despojo de quien la tenía hasta ese momento en forma precaria, se denominaba Interdicto de precario.


Conforme la doctrina de Ihering, la protección posesoria se refería al poseedor que ejercía su derecho conceptuarse propietario. Poseía título del dueño o se trataba de la posesión del propietario. Cuando se arraigó la protección contra el despojador con violencia (interdicto de vi), se protege al poseedor por su simple relación de proximidad con la cosa poseída.


En la Edad Media, reafirmamos lo expresado en cuanto a su relación con la problemática religiosa y a las acciones concedidas para proteger bienes de los representantes de la iglesia o la iglesia misma (exceptio spoli actio spoli).


En Venezuela se consagra la tutela interdictal desde el mismo Código de 1836, o Código Arandino, donde se consagró esta institución en forma simple, buscando mantener en la posesión al poseedor perturbado o restituirle el objeto del cual fue despojado. La posesión requerida es una como especie de posesión legítima, entendiendo ésta más como derecho que como poder de hecho. En los Códigos posteriores, y en especial los Códigos 1873,1880 y 1904, se mantienen los principios señalados con la variante del Código de 1873 de reconocer esta tutela en la posesión fundada en un justo título. El Código de 1916 decanta el concepto de posesión legítima en los términos actualmente conocidos; se extiende también el ámbito de la protección posesoria a bienes protegidos por los anteriores Códigos.

Conceptos etimológicos

Sobre su origen etimológico no hay un acuerdo generalizado. En Venezuela, nuestros juristas de la posesoria Parra Certad, etc., estiman que el vocablo deriva de las palabras “INTER”, que significa “mientras tanto” y “DICERE”, que significa “decir” o “decidir”. Esa referencia se hace en conocimiento de una decisión provisoria denominada “sentencia interin dicta”, que expresaba una sentencia dictada provisionalmente. Por otra parte, Justiniano encuentra su etimología en la locución “quia inter duos dicitar”, que traduce la expresión “porque está dicho entre dos”.

CONCEPTO LEGAL

Nuestro Código Civil vigente y la mayoría de los Códigos se abstienen de dar un concepto genérico de los interdictos, limitándose a definirlos en forma particular según que se trate del interdicto de amparo o del interdicto de despojo. En nuestro deseo por encontrar un concepto genérico, transcribimos la opinión de nuestro Don Andrés Bello, que expresaba que “la acciones posesorias son aquellas en que se trata d ella posesión momentánea, esto es, de averiguar quien es el que tiene o debe tener actualmente al posesión sin perjuicio de la verdadera propiedad o dominio....” Al parecernos inadecuada la concepción anterior, emitimos nuestra opinión y decimos que “el interdicto es la fórmula legal expedida por medio del cual se protege el derecho de la posesión, sin prejuzgar sobre sus fundamentos y frente a la perturbación y el despojo de terceros”.


Es fórmula porque traduce una solución provisoria a un estado de necesidad de quien tiene la posesión de un bien, por ser perturbado en ella o despojado sin que haya mediado proceso y decisión que le afecten.

 Legal, porque fue consagrado como norma al advertirse la reiteración de las situaciones irregulares frente a los poseedores. Recuérdese que los interdictos aparecen como fórmula  de costumbre, mediante el cual el pretor protegía la posesión fundado en su justo leal saber y entender, sancionando el incumplimiento de su sentencia con multas o toma de prenda, etc. Al no protegerse el título de posesión o propiedad, sino un derecho evidente de posesión, “un hecho posesorio”, como se afirma generalmente, no podía ser objeto del tutelaje ordinario por ello se le consagró en forma especial.


Expedita, por realizarse a través del procedimiento brevisimo, en razón de los hechos mismos que protege. Constituye este procedimiento el peso de la justicia y el punto de equilibrio para quien tiene un derecho derivado de su relación con la cosa.


Se protege el Derecho a la Posesión.- Hemos sostenido que la posesión, más que un poder de hecho es un hecho jurídico o un derecho, en forma tal que la protección se consagra en razón de ese derecho a poseer, pues caso contrario podría conseguirse amparo de circunstancias viciadas.


Sin prejuzgar sobre sus fundamentos.- No se discute el mejor derecho a poseer o el título con que actúa el perturbador o despojador; ello es motivo del juicio posesorio ordinario o de la acción reivindicatoria, el interdicto ampara sin prejuzgar sobre los fundamentos del derecho a poseer del querellante o del querellando.

Naturaleza jurídica

Lo primero que tratamos de precisar en esta temática es si la acción interdictal es una acción personal o una acción real.


En este sentido nuestra mejor fuente, que es Savigny, considera que las acciones de posesoria, y es obvio que la interdictal es su mejor expresión, es una acción personal, pues no se trata en su criterio de tutelar el derecho de posesión, sino el hecho mismo de posesión. Esta tesis, compartida por la gran mayoría de los tratadistas conocidos, aun cuando difiramos de ella, presenta algunas modalidades, como son :

a)  Se acepta la circunstancia de ser una acción personal que tutela el hecho simple de la posesión, agotándose en esa acción toda la capacidad jurídica de legitimarse procesalmente para proteger su posesión turbada o arrebatada. No podrá el poseedor querellante reclamar por la vía del posesorio ordinario sus lesionados derechos, pues la decisión interdictal le afecta a él con la inmutabilidad de la Cosa Juzgada, aun cuando ésta sea meramente formal.

b)  Otros aceptan la naturaleza personal de la acción que protege un hecho actual su legitimación para acudir al posesorio ordinario haciendo valer sus derechos. La postura opuesta señala que los interdictos son una acción real porque al proteger la posesión como el derecho que tiene sobre una cosa, aun cuando carezca del ius disponendi, plasma de todo el derecho real que protege, y, por tanto, se legitima frente a cualquier persona que perturbe o despoje el bien de su actual poseedor, con abstracción del derecho superior que éste pueda tener sobre la cosa. Es común encontrar en la división de las acciones reales la clasificación que genera la existencia de acciones reales petitorias y acciones reales conservatorias, siendo obvio que en este último caso se está realizando un señalamiento tácito a la posesión y a los interdictos.


Fundamento de la acción interdictal


En el prólogo de la obra “tutela interdictal de la Posesión” de Ignacio Serrano, aparece una cita de Felipe Heck, que trata sobre el problema de la fundamentación de la protección posesoria, que por traducirse fundamentalmente en los interdictos vamos a transcribir en forma sucinta.


Para este autor existen cuatro teorías explicativas de las razones o fundamento de esta protección posesoria, traducida en la vida interdictal:
a)  Teoría de la Paz.

b)  Teoría de la presunción.

c)  Teoría de la personalidad.

d)  Teoría de la continuidad.


1.- Teoría de la Paz.- Por medio de esta teoría se sostiene que “cualquier ataque a la situación actual de tenencia de una cosa es al mismo tiempo una alteración de la paz o del orden público”. Al respecto, afirmaríamos sin rubor que se trata de una teoría extrema, mediante la cual cualquier acto, por insignificante que sea en el mundo social, siempre que afecte a uno de sus individuos es una alteración de la paz y del orden público.

2.- Teoría de la presunción.- mediante esta teoría, la “posesión presume la propiedad, porque es como la avanzada de la propiedad”. Es la célebre protección romanística inicial ; se protegería al poseedor en cuanto actuaba en concepto de dueño, más ese título no es el importante en la protección interdictal, donde lo importante es el hecho jurídico de la posesión aún frente al legítimo propietario.

3.- Teoría de la personalidad.- Es como proteger el mundo intrínseco de quien ejerce posesorios con derechos pues, al afectársele personalmente con una lesión a su posesión (perturbación o despojo) debe protegerse su integridad espiritual.

4.- Teoría de la continuidad.- La tutela interdictal o protección posesoria “traduce en una protección provisional que no inquieta del problema de la titulación del derecho correspondiente, alienta dentro de si, como todo lo humano, un deseo de permanencia, de continuidad”. Con esta tesis el propio Heck y su apologista creen haber logrado la verdadera fundamentación de la protección posesoria.

EL HECHO GENERADOR.- La descripción circunstanciada de los hechos que motivan el requerimiento de la protección posesoria lo hemos denominado EL HECHO GENERADOR.- La calificación que demos a este hecho determinará la naturaleza del interdicto requerido.


Se le llama a esta descripción circunstanciada de los hechos la LESION POSESORIA, de Los Mozos la conceptualiza como el hecho que provoca el nacimiento de la acción interdictal, la cual trata de restablecer la paz jurídica. De los Mozos, de esta manera, se coloca entre los adherentes a la Teoría de la Paz, como fundamento de la tutela interdictal.


La característica individualizada del hecho que genera la protección interdictal, está consustanciada con una categoría tutela en forma especial, así que según sea esa característica, estaremos en presencia de una protección calificada (amparo y restitución). El derecho interdictal es uno, la protección de la posesión a través del derecho interdictal es variada. Esa tutela está referida a la pretensión del querellante de ser mantenido en el goce pacífico d ella cosa poseída, o de que se le restituya el bien del cual ilegalmente despojado, o dicho en otras palabras corresponde al interdicto de amparo y al interdicto de despojo.


Conforme a esta tesis, podemos señalar que hay dos tipos de hechos generadores que corresponden a los dos tipos de interdicto reseñados :

a)  Hecho generador que motiva el interdicto de amparo y que se caracteriza por la sola turbación de la paz posesoria. Se inquieta al poseedor a través de actos de terceros que con intención o sin ella impiden que el poseedor realice todos los actos posesorios a que tiene derecho y que hasta entonces venía realizando sin perturbación alguna. Para determinar que existe perturbación, deben afirmarse al existencia de hechos que impiden el normal ejercicio posesorio.


Este hecho generador que provoca perturbación en el derecho del poseedor, puede ser caracterizado de la siguiente manera :


a.1.- El perturbador debe actuar contra la voluntad del poseedor, pues si su actuación está enmarcada dentro de los cánones contractuales o como efecto de una tolerancia manifiesta y tácita, no podemos concluir que existe perturbación.


a.2.- El perturbación debe tener ese animus turbandi en procura de la posesión para si, pues caso contrario la acción carecería de causa y la perturbación no afecta  el ejercicio de los actos posesorios más allá de la circunstancialidad.


a.3.- Debe tratarse de actos materiales o morales que puedan probarse, ya que no se protege contra la expectativa ni contra actitudes meramente  teóricas. Significa también que deben tratarse de hechos actuales o anteriores y nunca de hechos futuros para lo cual existe otra categoría de protección interdictal.

Evidencia, igualmente, una imposibilidad de tutelar el supuesto o la presunción de una lesión posesoria improbable.


a.4.- Debe ser identificados el turbador en forma tal que pueda existir un legitimado pasivo en la acción interdictal a intentarse. El interdicto “in genere” que obre contra una persona indeterminada o contra cualquiera, no es posible en la protección interdictal. Debe referirse a una persona natural o jurídica, pero identificable por quien ejerce al acción interdictal y a los efectos procesales.


a.5.- El perturbador en su actuación dolosa debe buscar lograr la posesión d ella cosa poseída pues si los hechos se producen con ánimo distinto y como producto de enfrentamientos personales o por razones que no envuelven la pretensión del turbador de convertirse en poseedor no se aplica la protección posesoria.


a.6.- Si se trata de una perturbación por conducta negativa del perturbador que se abstiene de cumplir con obligaciones a que está comprometidos, deben derivarse los hechos o pruebas que demuestren la existencia de la obligación del querellado y la actuación negativa que genera la turbación.


Lo que diferencia la perturbación del despojo es que en el poseedor actual no se produce una exclusión absoluta de su relación con la cosa poseída, solo molesta , turba o lesiona el normal ejercicio posesorio, pero no excluye de la posesión al poseedor actual, legitimado a los efectos de ejercer el interdicto.

Sin embrago, es bueno aclarar que exclusión no significa desposesión total, es suficiente que se le excluya de parte de la cosa o que se le impida en forma absoluta el normal ejercicio sobre una parte considerable de la cosa.

b)  Hecho generador que motiva el interdicto de despojo y que se caracteriza porque el poseedor es excluido de su posesión no pudiendo en lo sucesivo ejercer los actos posesorios que ordinariamente ejecutaba. En las más arraigada y tradicional doctrina la circunstancia del despojo debe ocurrir mediante la desposesión violenta o clandestina.


Los requisitos que condicionan la existencia de este hecho generador son :


b.1.- Que el despojado sea un poseedor actual y legítimo que ejercer en forma ordinaria sus actos posesorios.


b.2.-Que el poseedor rival tenga la evidente intención de sustituirle en la posesión y al efecto le sustituya, ejerciendo sobre la cosa los actos posesorios que con anterioridad a la circunstancia del despojo ejercía el poseedor actual.


b.3.-Que el poseedor rival haya entrado a poseer contra la voluntad del poseedor actual, realizando la sustitución por actos que puedan conceptuarse de violentos de clandestinaje, a pesar que el Código Civil de 1942 lo eliminó como elementos condicionantes.


Ya anteriormente hemos definido los conceptos de violencia y clandestinaje y a ellos nos remitimos.

Fundamento legal

Los hechos generadores de los interdictos de amparo y restitución se encuentran fundados en normas expresas y al efecto tenemos :

a)  El art. 782 del Código Civil vigente, que consagra el supuesto de hecho del interdicto de amparo es del tenor siguiente :


“Quien encontrándose por más de un año en la posesión legítima de un inmueble, de un derecho real, o de una universalidad de muebles, es perturbado en ella, puede, dentro del año, a contar desde la perturbación, pedir que se le mantenga en dicha posesión.


El poseedor precario puede intentar esta acción en nombre y en interés del que, posee, a quien le es facultativo intervenir en el juicio.


En caso de una posesión por menor tiempo, el poseedor no tiene esta acción, sino contra el no poseedor o contra quien lo fuere por un tiempo más breve”.

b)  El art. 783 del Código Civil vigente, consagra el supuesto de hecho del interdicto de despojo, el cual es del tenor siguiente :


“Quien haya sido despojado d ella posesión cualquiera que ella de una cosa mueble o inmueble, puede dentro del año del despojo, pedir contra el autor él, aunque fuere el propietario, que se le restituya en la posesión”.


Procesalmente hablando, las normas antes señaladas tienen su correspondencia en artículo programático de la materia interdictal, contenido en el artículo 596 del Código de Procedimiento Civil vigente, el cual transcrito a la letra es del tenor siguiente :


“En los casos de los artículos 782 y 793 del Código Civil, habiendo constancia de la perturbación o despojo, el Juez deberá decretar el amparo o la restitución sin la citación de la otra parte, con mayor celeridad en el procedimiento contra el autor de la perturbación o del despojo”.

COEXISTENCIA DE LOS HECHOS GENERADORES

La presencia de lo que hemos denominado hechos generadores nos conducen a interrogante que no podemos pasar por alto en un estudio sobre problemas interdictales, como son posible la coexistencia sobre un mismo poseedor y sobre un mismo objeto posesorio de hechos que por una parte inquieta, perturban o lesionan la paz posesoria, pero que simultáneamente a través de un proceso de clandestinaje o violencia, provoca un despojo parcial. Decimos parcial, porque es obvio si el despojo a la desposesión fuera absoluta no cabría la coexistencia con el hecho generador de la perturbación.


Esta realidad puede presentarse y traduce la posibilidad de ejercer el poseedor perturbado o despojado simultáneamente ambas acciones interdictales :la de amparo y la de despojo. Amparo frente a varios hechos que perturban el normal ejercicio de los actos posesorios del poseedor actual y perturbado y restitución de aquella porción de posesión que le ha sido arrebatada o sustraída con violencia o clandestinaje.


En esta situación sustantiva produce una afirmación mucho más importante y es que ambas acciones interdictales son acumulables. Esta afirmación es sostenida con énfasis por Prieto Castro y Jaime Guasp, en España.


Nuestro tantas veces citado Certad, al estudiar el problema expresa : “Siendo diferente los hechos generadores de los interdictos, los mismos difieren sustancialmente en sus efectos. Concluyese en la imposibilidad del concurso dado el carácter alternativo de los interdictos”. Esta posición radial determina que el legitimado activo puede solicitar el amparo, o alternativa la restitución, pero no puede acumular en su pretensión un derecho de amparo y un derecho a la restitución.


Sostenemos que ambas acciones no son excluyentes, pues como hemos visto en este tema del hecho generador pueden coexistir ambos hechos que se excluyan y coexistiendo los hechos, siendo uno mismo el legitimado activo y uno mismo el legitimado pasivo : siendo el mismo el objeto poseído, no existen razones para rechazar su acumulación. Es cierto que si se ha producido el despojo absoluto, no puede existir la perturbación, ya que nadie puede ser perturbado en el goce de un derecho que no ejerce o que no tiene, pero en el supuesto planteado nada hay que se oponga a tal circunstancia.


La problemática de la acumulación presenta otra hipótesis también interesante en aquellas casos en que el legitimado activo, ante la existencia de hechos generadores que estima perturbatorios, ejerce el interdicto de amparo cuando en realidad ha sido despojado, o viceversa, creyéndose despojado ejerce el interdicto de despojo cuando en la realidad ha sido perturbado.


En la obra de De los Mozos, encontramos una muy buena opinión fundada en una decisión del Tribunal Supremo de España y en los criterios de Guasp y Leonardo Prieto Castro, ya reseñados. Expresa De los Mozos : “ejercitada una acción posesoria se estiman que se dan los hechos de la otra, se falle sobre ésta y asimismo se admite la posibilidad de un ejercicio acumulado de ambas acciones. Lo que ha sido también defendido posteriormente por la doctrina. Para ello se funda Guasp en que la consecuencia más importante que se desprende del criterio de la unidad de interdictos en nuestro derecho positivo, consiste en su carácter perfectamente intercambiable, por así decirlo, y en la posibilidad que indiferentemente unas mismas circunstancias den lugar a otra....”


En la revista de Ciencias Políticas del año de 1910-1911, J.E. Muñoz Rueda, en un trabajo denominado “Interdicto de Despojo”, realiza algunas afirmaciones importantes, las cuales son transcritas por Certad : “Como los hechos que originan el amparo y la restitución se confunden muchas veces, es admitido en la práctica usar de los interdictos conjuntamente, pudiendo ser restituidos y amparados, y los jueces no han de ser tan severos para rechazar el interdicto por encontrar que no debe ser de amparo sino de restitución o viceversa, sino que ampararán o restituirán sin temor a ultrapetita....”


Dentro de los varios argumentos críticos de Certad para sostener la posición contraria de destacan los siguientes :

a)  Los jueces deben resolver con arreglo a lo alegado y probado en autos. Si esos hechos configuran una acción posesoria distinta al despojo invocado en el libelo, debe aclararse sin lugar la acción propuesta, pues los jueces no pueden suplir ni corregir la defensas de las partes.

b)  En el supuesto que se intentare el interdicto restitutorio y se resolviere el amparo, el querellado vería cercenado sus derechos. En efecto, como se ha alegado la restitución, demostrando que es legítima, no repreguntará a los testigos a los fines de evidenciar vicios en la posesión, clandestinidad, violencia o precariedad.

c)  El considerar que el Juez, de resolver en aquella forma, incurrirá en ultrapetita.

Nuestra posición en esta hipótesis lamentablemente difiere de nuestro amigo Certad, pues creemos que la calificación de la acción, en base a los hechos presentados y a las pruebas aportadas, es de la soberanía del Juez, resultando insubstancial la calificación que hubiese dado el actor ; en consecuencia, no incurre en ultrapetita quien administrando justicia, califica la naturaleza jurídica de una acción interdictal en forma distinta a la realizada por la parte querellante. De esto resulta que si se ha solicitado la restitución, el Juez puede acordar el amparo o viceversa.

ETIMOLOGÍA DE LOS CONCEPTOS “DESPOJO” Y “PERTURBACIÓN”.
Despojo : “Apoderamiento violento o no, que una persona hace por si sola, sin la autorización de los Tribunales o del poder público de cosa o derecho de otra persona. La privación de la cosa o derecho por la autoridad competente y por los trámites legales no constituyen propiamente despojo, aunque se haga violentamente y se de tal nombre. El despojo puede ser justo o injusto, según que asista o no al despojante razón jurídica para el apoderamiento de la cosa o del derecho, pero siempre es ilegal, pues nadie puede hacerse justicia por si mismo”.

Perturbación : “Acto de despojo o tentativa del mismo, contra el propietario, el legítimo poseedor tan solo o el simple tenedor, éste con  respecto a un extraño y que permite la adecuada defensa procesal a través del interdicto de retener....”.

Ámbito interdictal

Cuando hablamos de ámbito en términos de extensión y en materia interdictal, nos referimos a la circunstancia de determinar los límites y el objeto que se tienen para el ejercicio de las acciones correspondientes.


Es premisa necesaria que señalemos el concepto que de acción tengamos ; y al respecto señalamos que ACCION es el derecho que se tiene de perseguir en juicio cuanto se nos debe en obligaciones. Es también “el poder jurídico concedido a todo ciudadano de solicitar del Juez, mediante la demanda, que actúe la pretensión que hace valer el demandante contra el demandado”. Cuando ese derecho de petición está referido al restablecimiento de la paz posesoria para mantener o restituir el derecho al poseedor perturbador o despojado, nos estamos refiriendo a la Acción Interdictal, como procedimiento especial, pues ya hemos señalado que no quedan descartados los derechos a reclamarlos en Juicio Posesorio ordinario.


El principio general en materia de extensión es que todo poseedor lesionado en su posesión por perturbación o despojo, puede protegerse interdictalmente, pero cuando los hechos generadores devienen de determinaciones judiciales, la doctrina predominante afirma un primer límite a la tutela interdictal.

LOS INTERDICTOS Y LAS DETERMINACIONES JUDICIALES.

La problemática planteada está referida a las situaciones en que un tercero que no ha participado de la controversia judicial, se afecta por una determinación judicial, en la cual su voluntad ha sido siempre ajena y la afectación lesiona su posesión perturbándolo o despojándolo. En estos casos, como ya afirmamos , la doctrina dominante sostiene que contra las determinaciones judiciales no cabe la tutela interdictal por existir medios distintos de defensa del tercero perturbado o despojado, contra aquella medida o determinación lesionadora, como es el caso de la acción de tercería, la oposición de terceros a medidas cautelares, etc.


Nuestra Jurisprudencia no ha sido constante, al punto que se encuentran contradictorias de nuestro más lato Tribunal. José Román Duque Sánchez, ha dividido la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en tres etapas en que la motivación y la decisión del problema planteado es distinto :

a)  La primera etapa, que está referida a la posición adversa de la Casación fundada en la jurisprudencia del 21 de octubre de 1929, en la cual se estableción que las condiciones de procedencia de la acción interdictal, como son la violencia y el clandestinaje, eran imposible de darse en un acto cumplido por una autoridad judicial dentro de las normas legales.

b)  La segunda etapa, es sucedánea de la reforma de nuestro Código Civil en 1942, pues al eliminarse los requisitos de violencia y clandestinaje como únicos factores del despojo, se consideró necesario revisar la jurisprudencia instituida anteriormente, adaptarlo a la nueva realidad y decidir de consiguiente la factibilidad de la tutela interdictal contra las medidas judiciales y ejecución de sentencia. En tal sentido, el 20 de diciembre de 1946, consagró la nueva posición. Dicha jurisprudencia es del tenor siguiente :


“Nada tiene que ver aquí la legalidad del acto considerado en sí mismo y respecto del Juez ; lo que importa en este caso son las repercusiones injustas que pueda tener el acto contra personas extrañas al juicio y que no debieran sufrir sus consecuencias. Las sentencias y sus ejecuciones, y medidas o providencias judiciales, por legítimas que sean, pueden perjudicar a terceros que no tuvieron ocasión de defenderse en el juicio ; estos terceros tienen varias vías entre las cuales pueden optar para defenderse de dichos perjuicios ; una de ellas es la interdictal, como se reconoce en doctrina y jurisprudencia. La máxima res inter alios indicatae ali no periudicandt, se aplica no solo a las sentencias, sino con mayor razón a toda determinaciones o medida del Juez en el proceso, con lo cual queda dicho que no pueden aplicarse ni oponerse a terceros, porque sus efectos han de limitarse a las partes que intervinieron en el juicio y a sus causa habientes”.


Esta  sentencia posteriormente fue ratificada por decisión en 1957 y ya en la nueva república el 6 de marzo de 1959, ante ponencia del Dr. José Román Duque Sánchez, el cual se acogió a la jurisprudencia de 1946, con la siguiente introducción :


“La jurisprudencia de 1929, sentada cuando para la acción de despojo se requería violencia o clandestinidad, condiciones imposibles de darse en un acto cumplido por una autoridad judicial dentro de las normas legales, tiene hoy bajo el nuevo Código Civil, en nuevo alcance al eliminarse esas condiciones, pues aún tratándose de actos de autoridad cumplidos dentro del marco legal, como es la ejecución de una sentencia que conlleva al entrega material a un tercero de un inmueble en poder del demandado a quien se le quita contra su voluntad, puede significar despojo para un tercero, a los solos efectos del interdicto posesorio por el ejercible. El Diccionario de la Lengua Española dice : “despojar, privar a uno de lo que goza y tiene, desposeerlo  con violencia. Quitar jurídicamente la posesión de los bienes o habitación que uno tenía, para dársela a su legítimo dueño, procediendo sentencia para ello”.


“Más cónsona con la nueva disposición del artículo 783 del Código Civil, es, por tanto, la jurisprudencia de la extinguida Corte Federal  y de Casación del 20 de diciembre de 1946”.


Añade de inmediato esta jurisprudencia partidaria de la tutela interdictal contra las determinaciones judiciales, en ponencia del Dr. Duque Sánchez :

“En cuanto a las determinaciones y medidas judiciales y ejecuciones de sentencias si bien no cabe de que contra quien es o fue en el juicio en que se libraron no puede combatirlas con un interdicto, porque en lo petitorio va ínsito lo posesorio, en cambio respecto de los terceros perturbadores por esos actos legítima, la verdadera doctrina y la verdadera jurisprudencia es que dichos terceros tienen abierta la vía interdictal para defender su posesión contra tales actos y medidas, sean preventivas o de ejecución”.

c)  La tercera etapa provocada por las innumerables críticas que recibió la jurisprudencia del 46, confirmada en el 59, vuelve a la doctrina del 29 y reactualiza la tesis e no ser procedente la vía interdictal contra las determinaciones judiciales. Esta nueva postura jurisprudencial arranca con la decisión de la Corte del 2 de junio de 1965, en ponencia del Dr. Carlos Acedo Toro, que recibe el apoyo del Dr. Duque Sánchez, ponente de la anterior jurisprudencia al considerar éste que estuvo “convencido por los nuevos argumentos contenidos en dichos fallo”. Esta sentencia es del siguiente tenor :


“.... El despojo es el fruto del acto arbitrario, y como tal ilícito, del mismo interesado que procede por su propia autoridad. Lo ordenado y ejecutado por la autoridad judicial legítima no puede constituir despojo, porque el despojo es ilícito y lo que la autoridad judicial hace dentro de sus atribuciones es ilícito.


Si en la práctica tales actos llegan a lesionar de algún modo en sus derechos a terceros, ellos pueden valerse de las vías legales que garantizan esos derechos, pero no de la vía interdictal posesoria, destinada exclusivamente a obtener la restitución en caso de despojo, pues repetimos, no se puede hablar de despojo cuando se trata de actuaciones legales de una autoridad judicial legítima en ejercicio de sus funciones.


De otro modo se llegaría a consecuencias que la más elemental lógica rechaza. En efecto, si llamamos despojo al acto judicial de embargo de unos bienes, ocurre preguntar : ¿Quién es el despojador ?. El particular que solicitó la medida, o el juez que la decretó por ministerio de su autoridad legal, y sin que nadie lo obligara a ello ? No parece que pueda dudarse de que, en tal caso, lo sería el Juez, ya que dicha medida, aunque solicitada por un particular, es obra y responsabilidad exclusiva del funcionario judicial. Y si tal es el caso, llevando las cosas hasta sus últimas consecuencias, habría que concluir que, de ser declarado con lugar el interdicto, se debería imponer necesariamente las costas al autor del despojo, o sea, al Juez que decretó el embargo, en cumplimiento de lo previsto en el artículo 604 del Código de Procedimiento Civil, que ordena condenar en costas, en la decisión respectiva del interdicto, a quien resultare despojador o perturbador. Estas costas por ministerio de la Ley son de impresión imperativa como tiene establecido esta Corte”.


Más adelante la sentencia comentada expone el ejemplo de la determinación judicial por medio del cual se embargan bienes que son de terceros, y fundándose en el art. 469 del Código de Procedimiento Civil señala, que para hacer oposición a una medida de embargo se requiere al prueba fehaciente del derecho a poseer o tener la cosa por acto jurídico que la Ley no considera inexistencia, lo que en materia interdictal está descartado por requerirse a estos fines solo el hecho posesorio.

Teoría “Certad”

En la Teoría es obligatorio citar, en primer término, a Leonardo Certad, que considera procedente la vía interdictal contra las determinaciones judiciales. Sostiene Certad los siguientes argumentos :

a)  Al no legitimar pasivamente al actor, éste y el demandado también “a espaldas” del terceros, podrían despojarlo legalmente, lo que significa mayor peligrosidad social, o lo que es lo mismo, si se niega la vía interdictal ante la posibilidad de lesionar a las partes en un juicio a través de un instrumental distinto que facilita las pruebas, debe concedérsele cuando esa misma situación se logra con una determinación judicial en un proceso cualquiera.

b)  El argumento legal que deriva de la cláusula 123 del Código de Bustamante, que expresa : “que se determinan por la Ley del Tribunal los medios y trámites para que se mantengan en posesión al poseedor inquietado, perturbado o despojado en virtud de medidas o acuerdos judiciales o por consecuencias de ellos”. Señala Certad que al reservarse Venezuela ese artículo, es norma vigente en el Derecho Venezolano.

c)  “La ejecución de la medida es, fatalmente, la lesión posesoria” cuando se priva al poseedor de sus derechos de disponer la cosa, aun cuando esté  en custodia del mismo poseedor.


Nuestra posición es adversa a la procedencia del interdicto contra las determinaciones judiciales sean cuales ellas fueren , se traten de medidas preventivas o de actos de ejecución de sentencia. Nuestra argumentación la sintetizamos en los siguientes postulados :

1)  En una determinación judicial no existe arbitrariedad, ilicitud, violencia o clandestinaje, circunstancias éstas que motivan la existencia de la lesión posesoria, o más en concreto, despojo posesorio. En efecto, la actuación jurisdiccional produce decisiones actuando en derecho y con derecho. Su conducta se ajusta a la ley aplica en ella la ley.

2)  Los terceros poseedores perturbados o despojados por una determinación judicial, tienen medios propios y apropiados para la defensa de sus derechos, bien por vía incidental con la oposición de posesión, cuando no pueda ejercer los derechos por vía incidental.

3)  No existe legitimado pasivo, al no poder legitimarse al Juez que es la expresión misma de la Ley, tampoco configurarse la medida, por no tener la voluntad de constituirse en una posesión rival a la posesión actual y legalmente ejercida. Si la lesión se produjera, los derechos de terceros todavía pueden ser ejercidos.


Los interdictos y los actos de la administración :


Conocidos de todos es que el Estado descansa en su actividad dinámica sobre tres elementos que configuran lo que algunos han llamado la triada clásica : Legislación, Administración  y Justicia (o jurisdicción). El Estado suma en sí mismo los tres elementos y a través de ella se expresa y expresa toda su concepción. Puede suceder que actos de la administración contraríen o lesionen los derechos de los particulares, sin que se afecte al elemento jurisdiccional. Cuando se produce un enfrentamiento entre lo jurisdiccional y lo administrativo, hay un conflicto de poderes, pero cuando la actividad administrativa lesiona los intereses particulares , nace entonces la llamada justicia administrativa, o procedimiento contencioso administrativos.


La justicia administrativa o jurisdicción contencioso administrativo es la controversia entre la administración como órgano del poder público y los particulares bien que sean personas naturales, civiles o entes morales.


Esta idea previa nos señala la aceptación constitucional y legal de que actos de la administración, o del Estado, a través de sus órganos, pueden originar conflictos a resolver jurisdiccionalmente, cuando lesionan los derechos de los particulares.

De tal forma que si el Estado perturba o despoja de sus derechos posesorios a un particular, éste queda por si legitimado para actuar frente a la administración.


La problemática surge por dos circunstancias :

a)  Cuando no se trata del derecho de la posesión, sino del hecho posesorio.

b)  Si tal controversia puede resolverse por la tutela interdictal.


Para tratar de sentar una pauta motivacional sobre este problema, vamos a resolver previamente algunas cuestiones que interesan a los fines consiguientes :


Antecedentes.- Se señala que los antecedentes de esta problemática arrancan con la célebre polémica que los no menos célebres Julián Viso y Luis Sanojo sostuvieron en una revista especializada “El Foro”, a mediados del siglo pasado, y que fueron recogidos en un trabajo intitulado “Estudios Escogidos”, bastante conocido por nuestros abogados litigantes. 


Julián Viso sostuvo que los actos de las administración pública no constituían perturbación o despojo sobre los derechos de los particulares10. Todo acuerdo, providencia o resolución de la administración en el círculo de sus atribuciones o competencia no constituyen base para admitir los interdictos posesorios.

10.  La Perturbación puede ser de dos especies : De Hecho y de Derecho, es decir, el Interdicto puede fundarse, o en su ataque material sobre la posesión, o un ataque judicial, que puede resultar de una notificación o intimación, o en una acción entablada ante los Tribunales o en un acto extrajudicial equivalente. Habrá, pues, perturbación, si, por, ejemplo, un tercero ocurre para el Tribunal para que le intime a alguno que edifica sobre su terreno, que no continúe la obra por tener la Servidumbre Altius Nom Tollendi ; pero debe siempre tenerse presente que para la perturbación de derecho es preciso que la intención del perturbador haya sido crearse un derecho a expensa o con detrimiento de la posesión de su adversario. Debemos examinar también los actos de las autoridades y cuerpos administrativos pueden producir o dar lugar al Interdicto de Manutención en virtud de ocasionar perturbamiento en la posesión.


El art. 8 de la Constitución, establece perfectamente la separación de los tres poderes legislativo, ejecutivo y judicial, aunque propia y verdaderamente tan solo dos gobiernan toda la sociedad, el que hace la Ley y el que le ejecuta, es decir, Poder Legislativo y Poder Ejecutivo que se ejerce de dos maneras : o aplicando la Ley a los casos particulares, o asegurando la ejecución final de ella por Reglamento u órdenes de mando. Si las funciones judiciales son distintas y deben siempre permanecer separadas de la función administrativas, los jueces no pueden turbar en manera alguna las operaciones de los cuerpos administrativos. Este es un principio que ha dominado siempre las relaciones de la justicia y de la administración, y que reposa en las consideraciones más graves y mes íntimamente unidas al interés público. Si las autoridades administrativas son independientes, en su acción, en la de los jueces, las providencias de aquellas no pueden anularse, recurriendo a la actividad judicial, para entorpecer de esta manera la acción administrativa. Por la jurisprudencia de otros países, fundándose en la separación de las funciones judiciales y administrativas, ha enseñado que la providencia y disposiciones dictadas por las autoridades administrativas en negocios de sus atribuciones, forman estado y deben ejecutarse sin entorpecer su curso con la admisión de interdicto posesorios de manutención y restitución. 
Si la Constitución del Estado asegura y establece la independencia entre la autoridad judicial y la administrativa, deben declararse improcedentes los interdictos implorados, contra la providencia administrativa ; porque, de lo contrario, dicha independencia sería desconocida de un modo repugnante en tales juicios sumarios, puesto que sin dar audiencia en ellos a la autoridad administrativa, se someten sus actos a la censura de los Tribunales. No ejerciéndose por ninguna de las dos autoridades superiores superioridad sobre la obra, los actos de administración solo pueden ser reformados por su Superior inmediato, y los Tribunales de Justicia, no ejerciendo jurisdicción ninguna sobre la administración, debe respetar por sus actos escrupulosamente. Deduce de lo expuesto que, reconociendo nuestro sistema político y constitucional de la Independencia respectivas de los poderes activos que establecen, se hace lugar a las doctrinas expresadas que conducen directamente a no admitir los interdictos posesorios, alegando por fundamento providencias acuerdos o resoluciones de los cuerpos o autoridades administrativas, librada en el círculo de sus atribuciones o competencia.


Luis Sanojo en la orilla opuesta. Admite los interdictos contra los actos de autoridades administrativas, aunque con la reserva de que no contra todo acto administrativo se dan los interdictos posesorios.

Luis Sanojo.- El foro.- Contradiciendo la posesión de Viso, expuso: Sería un principio estéril y sin consecuencia alguna el de la división de los poderes, si los tres que ejercen la soberanía nacional no estuviesen en tal manera organizados y combinados que cada uno de ellos tuviese una vigilancia constitucional sobre los demás. De que valdría, en efecto, que se le hubiesen asignado atribuciones distintas a cada una de las grandes secciones del poder público, si cada una de ellas hubiese de ver con impasibilidad e indiferencia que las demás se atribuían facultades que no les pertenecían ? ¿Qué sería del constitucionales que los jueces aplicarían ciegamente, por no turbarle en el ejercicio de sus atribuciones. El ejecutivo aprisionaría ilegalmente a los ciudadanos poder judicial en un sistema semejante ? El legislativo dictaría leyes inconstitucionales y les impondría penas arbitrarias, establecería y cobraría contribuciones ilegales ejecutando de mano poderosa sus tiránicas providencias, sin que la autoridad judicial pudiese cubrir con su égida salvadora a los ciudadanos espantados. Tales serían las consecuencias de la doctrina que combatimos. Según los sanos principios, pueden los tribunales oponerse a las demasías de los poderes legislativos y ejecutivos, Permítasenos lo que en otra época dijimos sobre los medios que tienen de resistir al Congreso Nacional. “Nuestra constitución atribuye al poder ejecutivo al facultad de oponerse a que las decisiones del Congreso, que a su modo de ver estén en consonancia con la pública conveniencia, tengan de ley, si las dos terceras partes de cada una de las cámara no insisten en que se lleve a cabo la medida objetada. Esta traba dificulta en gran manera el despojo que las cámaras intentan hacer de las facultades ejecutivas. Si una mayoría prestó su apoyo a una decisión inconsulta, es muy difícil el voto de dos terceras partes se preste a sancionarla. Así, pues, tiene en sus manos el jefe de la administración un medio de defensa contra el poder legislativo. Y el judicial, ¿quedará entregado a la discreción de aquellos dos poderes reunidos ? El tiene el derecho, o más bien el deber de desatender a una ley opuesta a la constitución. 
Esta es la ley fundamental, superior a todas las potencias activas de la sociedad y fuente de donde parten : no pudieran atropellarla sin destruir el título de su legitimidad. ¿Podrá un juez, según nuestro principio, desobedecer la Constitución para acatar una disposición del Congreso ?. Esto sería atentar contra las garantías sociales y desconocer el principio fundamental de los gobiernos constitucionales”. No pueden, pues los distintos poderes proceden de un modo paralelo, so pena de que el más fuerte e invasor absorba las facultades de todos. Ya hemos visto los medios que tiene el poder judicial para contener al legislativo, que es, o por lo menos debe ser, el primero de los poderes nacionales, ¿y no ha temer alguno para reprimir los excesos del ejecutivo ? Cuando éste, metiendo su hoz en mies ajena, dispone  de la propiedad de los ciudadanos deberán los magistrados del orden judicial ver con ojo impasible e indiferente tamaño atentado ? Una de las primeras garantías que puede haber en una nación es un poder judicial independiente que tenga a raya al poder que con tanta frecuencia suele abusar. Hubiéramos tenido una magistratura independiente y no hubiéramos visto desafuero. El habeas corpus, que tanto estiman los ingleses, es uno de los medios de represión que tiene el poder judicial contra el ejecutivo. Este derecho se da para favorecer a las personas, y las propiedades quedarán sin protección, si no hubiesen tribunales que amparasen pronta y eficazmente a los ciudadanos despojados. A nadie se le ha ocurrido decir que se turba al ejecutivo con el habeas corpus, bien que se de contra un acto de este poder. Del mismo modo se pueden conceder interdictos contra los actos de las autoridades ejecutivas, sin que éstas puedan quejarse de usurpación de sus atribuciones. Lo que se hace en uno y otro caso es no permitirles que se excedan y se salgan de ellas.

Entre nosotros es del resorte de los tribunales conocer de todas las contiendas que versen sobre derechos civiles, aun cuando en ellas tenga interés la nación. Cuando el gobierno tiene que cobrar una contribución, que exigir el cumplimiento de un contrato o que reivindicar una propiedad como nacional, debe ocurrir a los tribunales, como cualquiera otra parte. Si de mano poderosa toma la propiedad de un particular, comete un verdadero despojo y se halla en el caso de todo despojador. Son, por consiguiente, los tribunales competentes para remediar el mal ; tienen el deber de amparar al ciudadano que ocurre a ellos en busca de reparación contra las arbitrariedades del poder. No se nos ocurre cual sea el caso que las autoridades administrativas puedan legalmente tomar la propiedad de un ciudadano. La expropiación por causa de utilidad pública debe verificarse a juicio del congreso, y no pueden los funcionarios ejecutivos decretarla, sin que se expongan a los interdictos de los tribunales. No se les oye antes de anular sus providencias, porque tampoco se oye al particular que turba a otro en su posesión. Preciso es que entiendan el gobierno y sus subalterno que ni un momento durarán los efectos de su arbitrariedad, que no pueden esperar poseer lo ajeno por todo el tiempo que pueden un juicio ordinario, largo y costoso las más de las veces. Sabemos muy bien cual es la triste suerte de estos principios en la América española ; pero no creemos que los profesores del derecho puedan difundir principios contrarios al derecho.


Al final de la polémica es evidenciaban ciertas coincidencia entre ambos juristas12 , dando entrada a la distinción tradicional de los actos de la administración pública en : realiza en interés de toda la comunidad que representa, como son los actos de higiene, de seguridad, etc.

b)  Actos de iure gestioni, cuando la actuación orgánica tiene por finalidad e interés el propio patrimonio del Estado, considerado en si mismo, distintamente de cualquier consideración comunitaria. Esta división, aceptada por Ramiro Parra, conduce a la aceptación de los interdictos cuando el Estado realiza iure gestioni, negándose todo derecho cuando actúa iure imperii ; más en opinión de Kummerow, “la discriminación es inaceptable” en los actuales momentos.

12.- Viso.- Obra citada.- En respuesta a la posesión de Sanojo, señala : Cuando al administración pública forma reglamento, para la ejecución de las leyes, o aplica éstas a los casos particulares que se presentan, ella ejerce el imperium merum, pues se limita a imponer obediencia a los ciudadanos ; pero cuando decide las reclamaciones elevadas por intereses opuestos, previo cualquier debate contradictorio, ella ejerce imperium mixto, es decir, usa del poder de juzgar o de la jurisdicción anexa a su derecho de mando. El poder administrativo se divide en administración pura y administración contenciosa. La primera consiste en el ejercicio del imperium merum y la segunda en el derecho de jurisdicción inherente a la autoridad de mando, de que está revestido el jefe del Estado, o sea imperium mixtium cui inest jurisdictio, están comprendidos en lo  contencioso administrativo.

Dice además el señor Redactor : “Cuando el gobierno de mano poderosa toma la propiedad de un particular, comete un verdadero despojo y se halla en el caso de todo despojador. Son, por consiguiente, los Tribunales competentes para remediar el mal ; tienen el deber de amparar al ciudadano que ocurre a ellos en busca de reparación contra las arbitrariedades del poder”. Concedido, Sr. Redactor, pues no defendemos con nuestra doctrina tales atentados ; nosotros decimos que las providencias de las autoridades administrativas libradas en el círculo de sus atribuciones no pueden dar motivo a los interdictos posesorios....

Aquí incide la posibilidad de que legitimado pasivo de esta nueva relación pudiera ser el juez u otro funcionarios auxiliar de justicia interviniente, pero además de que no está planteada esa hipótesis, en la presente cuestión deben en principio y en teoría de descartársela por la ausencia de uno u otro, desde el punto de vista posesorio, del animus perturbandi o spoliandi.

El criterio de casación, hoy imperante, de que “no constituye despojo, en ningún caso, lo ordenado y ejecutado por autoridad legítima en ejercicio de sus funciones”, hace improcedente la vía interdictal para reparar la lesión que a un tercero haya podido ocasionar la aplicación judicial de una medida, cualquiera que sea ella.

La imposibilidad de separar estas cuestiones es evidente. Porque independientemente de que los hechos ejecutados constituyen por su entidad intrínseca, perturbación o despojo, ellos fueron realizadas por una autoridad judicial movilizada por la solicitud o actividad del querellado. Entonces, la interrogante obligada es conocer si el hecho sin la tutela de la autoridad judicial, sería un hecho ilícito ; y en este caso, si la intervención de la autoridad judicial lo legitimaría. La respuesta es : si el querellado, aun pretendiendo con absoluta fe tener derecho, entra por una sola cuenta, sin asistencia de autoridad en un inmueble del cual el querellado es poseedor legítimo, con ánimo de reemplazar al poseedor o de molestarlo, es obvio que el hecho constituirá un despojo o una perturbación.

Pero si lejos de hacerse justicia por si mismo, para lograr ese objetivo utiliza la vía judicial adecuada, no pude entonces hablarse de ilegitimidad. Si tenía derecho a poseer y no obró su sola voluntad, su propio árbitro, sino que movió el aparato de la ley, demostró al actuar una conducta cívica, respetuosa del orden jurídico. Ahora bien, si el ejercicio de esa actividad formalmente correcta, atropella o lesiona el legítimo interés de un tercero en el caso, el verdadero poseedor se debe admitir entonces que, bajo una apariencia de legalidad, se encubrió una actividad evidentemente arbitraria.

Ante este nuevo elemento, la arbitrariedad, surge una doble dificultad, de hecho, descubrir sus señales identificadoras ; y de derecho, en caso de que se logre reconocerla, saber si por una vía indirecta, la de este proceso, distinto e independiente del anterior, en el cual no actúan las mismas partes ni desempeña ningún papel el juez que intervino en el anterior, puede el Tribunal modificar o destruir los efectos de las decisiones que en el se produjeron.

“El problema jurídico planteado es, si contra medida practicada por un Tribunal, no puede intentar una acción interdictal”, concluyendo que, pese a la vacilante jurisprudencia d ellos Tribunales, admitiéndola y negándola, debe admitirse en este caso en consideración al signo de arbitrariedad presente en las actuaciones practicadas, por haber recaído sobre bienes de que no estaban en posesión de aquel contra quien se decretaron, sino el Instituto, que es un tercero ; y por haberse pretendido extender los efectos del convenimiento a terceras personas no incluidas en la relación procesal donde éste se produjo.

Si como está expuesto, la ilicitud o arbitrariedad de los hechos cubiertos de apariencia legal, está en haberse ejecutado sobre bienes no poseídos por el demandado, extendiendo así los efectos d ella cosa juzgada a un tercero como sería el Instituto, bastaría a éste la comprobación de su legítima posesión para que prosperará la querella ; pero siempre a condición de que aquella “apariencia legal” fuera vulnerable. Así lo ha entendido el apoderado actor y, por lo mismo, debe examinarse si los decretos y medidas judiciales aludidos son cuestionables ante este Tribunal o, en otros términos, si contra aquellos actos emanados de autoridad judicial legítima son procedentes acciones como la intentada.

Nuestra Corte Suprema de Justicia, en sentencia de 2 de junio de 1965, concluye que no constituye despojo, en ningún caso, lo ordenado y ejecutado por autoridad legítima en ejercicio de sus funciones.

Cabe preguntar : ¿ Cuadra tal acto de despojo al acto de un juez en ejercicio de su legítima autoridad ?. Una sentencia que ordena la entrega de una cosa, o de un decreto de embargo sobre ella, pueden ser considerados como actos de despojo ? Juzga esta Corte que no. El despojo es el fruto del acto arbitrario y, como tal ilícito, del propio interesado que procede por su propia autoridad. Lo ordenado y ejecutado por la autoridad judicial legítima tales actos constituir a lesionar de algún modo en sus derechos, a terceros, ellos pueden valerse de las vías legales que garantizan esos derechos, pero no de la vía interdictal posesoria destinada exclusivamente la restitución en caso de despojo, cuando se trata de actuaciones legales de una autoridad judicial en ejercicio de sus funciones. De otro modo, se llegaría a consecuencias que la más elemental lógica rechaza”....

El Amparo Constitucional

Negada la tesis de la protección interdictal frente a decisiones del Estado, podría pensarse en proteger la Posesión contra actos del Estado que no tengan carácter político, a través del Amparo Constitucional. En efecto, el artículo 49 de la Constitución Nacional de 1.961, expresa : “Los Tribunales ampararán a todo habitante de la República en el goce y ejercicio de los derechos y garantías que la Constitución Nacional establece, en conformidad con la Ley”. La objeción fundamental es que la Posesión hecho no queda protegida, pues por la redacción de la norma se infiere la protección de la Posesión Derecho ; más por aquella decisión de la Casación venezolana de no aceptar el amparo hasta tanto se dicte una Ley reglamentaria, cualquier posición resulta extemporánea. Habrá que esperar que se dicte tal Ley conocer los principios que ella consagra.


En este campo de las decisiones de la administración, la conclusión a que arribamos es la de concederla cuando los actos de la administración perturban o despojan a los particulares en el ejercicio de su posesión legítima o de buena fe, siempre que tal actuación administrativas se hubiese realizado al margen de las disposiciones legales y reglamentarias, siendo ilegal su actuación, o de extralimitación en las funciones correspondientes.


Si la actuación es producto de un derecho legal y se ha realizado conforme a los requerimiento para que tal acto tenga eficacia jurídica, no existe la menor duda que entonces no procede la tutela interdictal. Sin embargo, por tener la administración ciertos privilegios, muchos de los cuales están consagrados en la Ley de hacienda Pública y en la Ley de la Procuraduría General de la República, es necesario siempre cumplir con las exigencias mínimas señaladas en tales leyes, como es el caso de los procedimientos administrativos previos y conciliatorios. De la misma manera, deberá probarse por el interesado que el bien por él poseído no tiene tratamiento especial por la legislación vigente, como es el caso de los bienes que constituyen patrimonio del Estado, así como también de aquellos bienes que por su naturaleza son y pertenecen al dominio público, donde no caben los derechos individuales.


Alguna doctrina ha señalado en este sentido que debe tratarse de bienes del comercio o que por su naturaleza son susceptibles de estar en el comercio. Se señala, asimismo, la necesaria cualidad del bien de ser adquirido en dominio a través de la institución de la usucapión.


Esa permisibilidad condicionada a ciertos hechos es producto de la naturaleza misma del Estado, que por su jerarquía de ente superior al servicio de la sociedad integral, no puede atacársele sin cumplir previamente ciertos y determinados requisitos, sea cual fuese la naturaleza del juicio a instaurarse contra ella. Más aún en el caso de la posesión donde más que el derecho, se tutela de normal el hecho, lo que constituye de más difícil acepción a los efectos de la acción contra el Estado.


Para el perjudicado queda siempre abierta la posibilidad del ordinario a través del contencioso-administrativo, lo cual es una mayor garantía de su posesión y de los derechos que de él derivan.

En data reciente una sentencia de segunda instancia precisa el ámbito del Amparo Constitucional, partiendo de la afirmación que caracterizándose el estado de derecho por el imperio de la ley y el mantenimiento del régimen de legalidad con énfasis en la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela, el Amparo tiene por objeto garantizar en forma real, eficaz y práctica, las garantías individuales establecidas en dicha Constitución, buscando proteger los derechos y garantías individúales en ella consagrados; por cuya razón a la jurisdicción le es imperativo conocer y resolver las acciones de amparo constitucional que se ejerzan, siempre y cuando previamente la acción se encuadre en las exigencias de inadmisión que consagra el artículo 6 de la Ley de Amparos y Garantías Constitucionales que al texto señala: 

Artículo 6.- No se admitirá la acción de amparo: 
1) Cuando hayan cesado la violación o amenaza de algún derecho o garantía constitucionales, que hubiesen podido causarla; 
2) Cuando la amenaza contra el derecho o la garantía constitucionales, no sea inmediata, posible y realizable por el imputado; 
3) Cuando la violación del derecho o la garantía constitucionales, constituya una evidente situación irreparable, no siendo posible el restablecimiento de la situación jurídica infringida. 
Se entenderá que son irreparables los actos que, mediante el amparo, no puedan volver las cosas al estado que tenían antes de la violación; 
4) Cuando la acción u omisión, el acto o la resolución que violen el derecho o la garantía constitucionales hayan sido consentidos expresa o tácitamente, por el agraviado, a menos que se trate de violaciones que infrinjan el orden público o las buenas costumbres. 

Se entenderá que hay consentimiento expreso, cuando hubieren transcurrido los lapsos de prescripción establecidos en leyes especiales o en su defecto seis (6) meses después de la violación o la amenaza al derecho protegido. 
El consentimiento tácito es aquel que entraña signos inequívocos de aceptación. 

5) Cuando el agraviado haya optado por recurrir a las vías judiciales ordinarias o hecho uso de los medios judiciales preexistentes. En tal caso, al alegarse la violación o amenaza de violación de un derecho o garantía constitucionales, el Juez deberá acogerse al procedimiento y a los lapsos establecidos en los artículos 23, 24 y 26 de la presente Ley, a fin de ordenar la suspensión provisional de los efectos del acto cuestionado; 

6) Cuando se trate de decisiones emanadas de la Corte Suprema de Justicia; 

7) En caso de suspensión de derechos y garantías constitucionales conforme al artículo 241 de la Constitución, salvo que el acto que se impugne no tenga relación con la especificación del decreto de suspensión de los mismos; 

8) Cuando esté pendiente de decisión una acción de amparo ejercida ante un Tribunal en relación con los mismos hechos en que se hubiese fundamentado la acción propuesta. 

Es con esa norma que se arriba la conclusión que el Amparo es una acción extraordinaria, residual o subsidiaria, ya que es admisible solo cuando no existen otros recursos ordinarios, o cuando se hubieren agotado todos los recursos y mecanismos legales existentes para conseguir aquello que constituye petitorio de la acción, aunado a que debe tipificarse los hechos dentro de una norma constitucional, porque con el amparo se restablece una situación jurídica constitucional violada o amenazada de ser violada.- 

Para saber si un amparo es procedente  el primer elemento que debe analizarse  es si la querellante o quejosa tiene posibilidad de obtener satisfacción con algún recurso ordinario dentro del procedimiento civil.-

Una vez determinado la inexistencia u opción de recursos o acciones ordinarias, debe el tribunal determinar si ha cesado la violación del derecho o garantía constitucionales alegada como violada, que hubiesen podido causarla, tanto en sede procedimental como en la sede sustantiva; la opción cierta de materializar o reparar por vía de amparo la restitución o salvaguarda de la garantía violada o que los hechos alegados no se ajusten a la verdad y que no se trate de decisiones que emanan de nuestro más alto Tribunal de Justicia.- 

en especial a los derechos y garantías al hombre y al ciudadano previstas normativamente en el máximo texto de la República.- 

Los derechos y garantías del hombre y del ciudadano están contenidos en el titulo III de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, denominadas “los Deberes, Derechos Humanos y Garantías” referidos, entre muchos más, a 

a) El debido proceso 

b) El derecho a la defensa 

c) A no ser discriminado 

d) al libre desenvolvimiento de su personalidad, sin más limitaciones que las que derivan del derecho de los demás y del orden público y social 

e) A la igual ante la ley. 

f) A la aplicación de los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, suscritos y ratificados por Venezuela 

g) A que la ley no le sea aplicada retroactivamente 

h) Al acceso a los órganos de administración de justicia 

i) A que la justicia sea gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, equitativa y expedita sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles. 

j) a la libertad y seguridad de la persona humana 

k) al derecho de propiedad 

l) Al acceso a la información y a los datos que sobre sí misma o sobre sus bienes consten en registros oficiales o privados de carácter público 

m) A la salud, a la educación. 

Esto y los demás derechos humanos deben ser amparados constitucionalmente conforme al artículo 27 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, pero exigiendo extra sede constitucional que el administrador de justicia sea competente para conocer y decidir el asunto sometido a su conocimiento y decisión porque “.Todo acto dictado en ejercicio del Poder Público que viole o menoscabe los derechos garantizados por esta Constitución y las leyes es nulo, y los funcionarios y empleados públicos que lo ordenen o ejecuten incurren en responsabilidad penal, civil y administrativa según los casos, sin que le sirvan de excusa órdenes superiores (Artículo 25 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela).- 

Las garantías constitucionales mayormente violadas y recurribles en acción de amparo son: 

1.-  EL DEBIDO PROCESO.-

El debido proceso es el reconocimiento por la ley, como única forma de sancionar una situación jurídica controvertida por lo que nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto, siguiendo las formas procesales, la forma y secuencia de los actos de procedimiento y pautas necesarias para la validez de cada acto del proceso, aplicándose a todo tipo de actuación judicial y administrativa; es decir, que las causas, solicitudes y acciones deben ser canalizadas y llevadas a través de mecanismos procesales previamente estatuidos, preservando a las partes sus derechos procesales como el principio de contrariedad de la litis, el principio de control de las pruebas (y todos los derechos probatorios), el cumplimiento de los actos fundamentales, la cosa juzgada, las formas procesales, la igualdad procesal, y otros derechos tutelados por el proceso como mecanismo de materialización de alegatos y pruebas. 

El proceso existe para que exista la justicia y para que esta sea administrada, es decir que el proceso no surge del proceso sino que se genera a partir de una situación extra y meta procesal, de un negocio jurídico o de un conflicto inter partes que debe tener una solución de justicia.- Son como reglas de juego en un conflicto jurídicamente trascendente 

En síntesis podemos señalar que el debido proceso es el conjunto de garantías que protegen al ciudadano sometido a cualquier proceso, que le aseguran a lo largo del mismo una recta y cumplida administración de justicia; que le aseguren la libertad y la seguridad jurídica, la racionalidad y la fundamentación de las resoluciones judiciales conforme a Derecho. Desde este punto de vista, entonces, el debido proceso es el principio madre o generatriz del cual dimanan todos y cada uno de los principios del Derecho Procesal. 

EL DERECHO A LA DEFENSA.- 

La garantía constitucional del derecho a la defensa constituye la médula central de todo el proceso para que nadie pueda ser condenado sin ser oído (audi alteram parte o notice and hear) y con el derecho a la defensa como, principio general los derechos subsidiarios de la misma: derecho de acceso al expediente, el derecho a formular alegatos y presentar pruebas, derecho a una decisión expresa, motivada y fundada en derecho, el derecho a recurrir, el derecho de acceso a la justicia, derecho a la tutela judicial efectiva, a ser juzgado por los jueces naturales y varios más.- Es de tanta importancia este derecho a la defensa que algunas legislaciones lo consideran un derecho natural, o como en Francia que se considera PRINCIPIO GENERAL DEL DERECHO por lo que no haría falta su consagración expresa y positiva.- 

En la mejor síntesis posible podemos señalar, a partir de una vieja sentencia de la entonces Corte Suprema de Justicia (1966) que el derecho a la defensa es el reconocimiento de que existen principios generales de Derecho Constitucional, aun cuando no figuren literalmente incorporados en ningún artículo de la Constitución; que son principios normativos inspiradores del sistema jurídico e institucional de Venezuela; por lo cual la defensa se constituye en un derecho inviolable en todo estado y grado del proceso (pro cives).- 
AMPARO CONTRA ACTUACIONES Y DECISIONES JUDICIALES.- 
Los tribunales de justicia son la mejor expresión de la eficacia de la ley y una de las razones que dan seguridad a sus actuaciones es que sus decisiones pueden ser revisadas en distintos niveles y a través de medios, instrumentos y recursos que la propia ley consagra para que la justicia sea prístina.- Se revisa en grado con el recurso de apelación y, luego con el recurso de Casación. Se revisa en grado extraordinario en sede constitucional mediante amparos en que las decisiones son revisadas y analizadas solo como expresión de la normativa constitucional, es decir de la justicia constitucional, cuando de la actuación del Juzgador surgen violaciones a la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 

Todo ello significa que el producto del proceso responde a la legalidad integral y que cuando ella no está testimoniada en las actas y decisiones, es sujeto de revisión o amparo y, eventualmente, nulo.- 
No es aceptable la tesis del amparo constitucional contra cualquier decisión  judicial, ni siquiera contra errores jurisdiccionales de un Juez, como sería mala interpretación de una norma, incorrecta aplicación de la Ley o una incompetencia territorial, formal etc., porque tal conducta abriría la compuerta hacia la inseguridad jurídica y tal yerro procesal del Juez tiene consagrado las opciones para el ejercicio de los recursos ordinarios. Cualquier Juez de la República, puede errar en la interpretación de una norma aplicar equivocadamente el dispositivo de ella, puede olvidar defensas, equivocar la institución jurídica aplicable, o no ejercer la soberanía que tiene para actuar de oficio en ciertas circunstancias, más no por ello su conducta puede ser subsumida en la que usurpación de funciones o de autoridad.

La solicitud de amparo constitucional no puede ser sustitutiva de los medios ordinarios y extraordinarios de revisión de decisiones o actos judiciales, que establece la Ley.


Para que exista Amparo, debe existir previamente una relación indisoluble, vinculante y efectiva entre un hecho determinado y una norma constitucional violada. La simple ilegalidad no tiene tutela dentro de la Ley de Amparo sobre Derecho y Garantías Constitucionales, si ella no concurre, concordada vitalmente, a una norma constitucional.


En una sistemática de lo que podríamos llamar requisitos de procedencia del amparo contra decisiones judiciales, podemos señalar:

1. Procede cuando no existan otros recursos ordinarios o extraordinarios, o que se hubieren agotado todos los recursos existentes y mecanismos legales para obtener satisfacción de los derechos subjetivos violados. Ello en función de un principio mayor; y es el amparo  tiene una naturalezas residual o subsidiaria, que sólo obtiene vigencia en la medida que no exista modo o manera alguna distinta de alcanzar  la satisfacción del eventual derecho subjetivo violado. Si el recurso de amparo no fuere subsidiario o residual, supliría todo el sistema legal venezolano. Ha dicho Nuestra Sala de Casación que la acción de amparo, como un medio extraordinario, procede cuando se hayan agotado o no existieran otras vías que permitan la reparación del daño. Especialmente es claro el segundo de los anteriores extremos, por cuanto de admitirse el amparo como "recurso paralelo y supremo", resultaría entonces que los demás recursos específicos, ordinarios y normales carecerían de objeto, de utilidad y de sentido, lo que es aceptable por que vendría a convertir en inútiles disposiciones consagradas en otros textos legales.

2. Procede y se otorga sólo en situación en que el funcionario haya usurpado funciones (ejerce funciones que corresponde a otro poder o a distinto funcionario del poder público); o una autoridad que no le ha sido otorgada legítimamente, es decir que haya actuado con arbitrariedad, lesionando un derecho constitucional (ABUSO DE AUTORIDAD). Esta figura que es la más comúnmente denunciada está  referida: a) Que el juez ha afectado la seguridad jurídica que emana de la Cosa Juzgada, constituida esta institución en el pilar fundamental del proceso o que haya violentado o lesionado el derecho a la defensa y el control judicial de las pruebas; b) Que el juez ha hecho uso indebido, desmedido, exagerado o arbitrario de las atribuciones que le son atribuidas por Ley, c) Que la decisión constituya un acto jurídico lesivo a la conciencia jurídica, al infringir en forma flagrante, por ejemplo, los derechos individuales que no pueden ser renunciados por el afectados; o que se haya vulnerado, sin que exista recurso ordinario, el derecho a la defensa, d) El abuso de poder  que es la invasión de las funciones del juez en la esfera de otro juez, e) La desviación de poder.

3. Que no se trate de una vía de hecho imputable a la conducta del propio requeriente del amparo. Si un derecho constitucional ha sido violado por causa imputable al propio lesionado, motivado por la conducta de éste, o como consecuencia directa de su comportamiento frente al asunto, no puede tal conducta tutelarse a través de un amparo.

4. Que el acto impugnado afecte, concreta y directamente, preceptos constitucionales garantizados de un derecho inherente a la persona; pues el Amparo no puede hacerse valer contra actos ilegales, ya que está limitado a los que, en forma violación de la Carta Fundamental, lesiones al particular en los derechos que ella consagra.

5. No afectar derechos fundamentales de terceros que no tienen relación directa con las partes o el objeto del juicio, en circunstancias que el ejercicio de los derechos procesales no restablezcan o permitan restablecer el derecho lesionado.

Si bien la doctrina admite que el recurso de amparo es admisible contra decisiones judiciales, existe consenso y jurisprudencia que ella sólo procede en casos extremos, como bien lo señaló la Sala Político Administrativa en sentencia del 05 de junio de 1986, en la que señala:


"……Tal cuando un Tribunal incurriere en usurpación de autoridad (artículo 119 de la Constitución), dictando algún acto de naturaleza administrativa o legislativa en perjuicio de los derechos o garantías constitucionales de una persona……".

Con mayor definición la Sala Político Administrativa se pronunció el 12 de diciembre de 1989, cuando señaló:


"En virtud de ello se hace imperativo concluir que la palabra competencia no tiene el sentido procesal estricto como un requisito del artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucionales, por cuanto no se refiere solo a la incompetencia por la materia, valor o territorio, sino que también corresponde a los conceptos de abuso de poder o extralimitación de atribuciones, y en consecuencia esa actuación lesione o vulnere derechos o garantías constitucionales".


"En efecto, el Juez actuando dentro de su competencia, entendida ésta en el sentido procesal estricto puede hacer uso indebido de las facultades que le están atribuidas para fines totalmente distintos a los que se le confirió o actuar haciendo uso indebido de ese poder, independientemente del fin logrado, y dicte una resolución o sentencia y ordene un acto que lesione un derecho constitucional."


Al entender de manera más amplia la expresión "actuando fuera de su competencia" consagrada en el artículo 4 ejusdem, se procura un vínculo al aspecto constitucional del asunto, ya que la propia constitución prohíbe el abuso de autoridad y la usurpación de funciones, cuando los artículos 117,118 y 119 establece que el ejercicio de la función pública debe estar sujeta a la Constitución y a las leyes, que cada rama del Poder Público tiene sus funciones propias y que la autoridad usurpada es ineficaz y sus actos son nulos".

La cosa juzgada
Cuando una sentencia alcanza la Autoridad de Cosa Juzgada es decir, cuando se ha producido “...una fuerza creadora que transforma una relación jurídica, de carácter privado, en una declaración de estado, de carácter político-social” (Humberto Cuenca, la Casación Civil, volumen I, página 177). Emerge del contenido de aquello que ahora es Ley la ejecución de lo decidido desvinculada totalmente del proceso que lo generó, debiéndose producir ejecución en bienes de los condenados y nunca de terceros ajenos, o extraños procésales. Aquello que quedó firme es de un contenido institucional inmutable que produce una verdad verdadera incontrovertible en cuanto a su finalidad, pues representa la voluntad misma de la Ley, que debe ser ejecutada pues su razón de ser es materializar y ejecutar, aún con la coerción del dispositivo legal que lleva implícito, lo decidido. Al producirse actuaciones de ejecución al margen de lo decidido se pervierte la actuación misma porque se extralimita la función y competencia del que así actúa. 

 La cosa juzgada es una institución jurídica que tiene por objeto fundamental garantizar el estado de derecho y la paz social, y su autoridad es una manifestación evidente del poder del estado cuando se concreta en ella la jurisdicción. 

La eficacia de la autoridad de la cosa Juzgada, según el TSJ  en sentencia de fecha 21 de febrero de 1990, se traduce en tres aspectos: 

a) inimpugnabilidad, según la cual la sentencia con autoridad de cosa juzgada no puede ser revisada por ningún juez cuando ya se hayan agotado todos los recursos que dé la ley, inclusive el de invalidación (non bis in eadem). A ello se refiere el artículo 272 del Código de Procedimiento Civil; 

b) Inmutabilidad, según la cual la sentencia no es atacable indirectamente, por no ser posible abrir un nuevo proceso sobre el mismo tema; no puede otra autoridad modificar los términos de una sentencia pasada en cosa juzgada; y, 

c) Coercibilidad, que consiste en la eventualidad de ejecución forzada en los casos de sentencias de condena; esto es, “la fuerza que el derecho atribuye normalmente a los resultados procésales”; se traduce en un necesario respeto y subordinación a lo dicho y hecho en el proceso. 
Al respecto, el maestro Eduardo J. Couture señala en su libro "Fundamentos de Derecho Procesal”, tercera edición, Pág. 402, lo siguiente: 
“Además de la autoridad, el concepto de cosa juzgada se complementa con una medida de eficacia. 
Esa medida se resume en tres posibilidades (...Omissis...) la inimpugnabilidad, la inmutabilidad y la coercibilidad. 
La cosa juzgada es inimpugnable, en cuanto la ley impide todo ataque ulterior tendiente a obtener la revisión de la misma materia: non bis in eadem. Si ese proceso se promoviera, puede ser detenido en su comienzo con la invocación de la propia cosa juzgada esgrimida como excepción. 

También es inmutable o inmodificable. (...omissis....) esta inmodificabilidad no se refiere a la actitud que las partes puedan asumir frente a ella, ya que en materia de derecho privado siempre pueden las partes, de común acuerdo, modificar los términos de la cosa juzgada. La inmodificabilidad de la sentencia consiste en que, en ningún caso, de oficio o a petición de parte, otra autoridad podrá alterar los términos de una sentencia pasada en cosa juzgada. 

La coercibilidad consiste en la eventualidad de ejecución forzada. Tal como se expondrá en su momento, la coerción es una consecuencia de las sentencias de condena pasadas en cosa juzgada. Pero esa consecuencia no significa que toda sentencia de condena se ejecute, sino que toda sentencia de condena es susceptible de ejecución si el acreedor la pide”. 

La cosa juzgada presenta un aspecto material y uno formal, éste último se presenta dentro del proceso al hacer inimpugnable la sentencia, mientras que la primera trasciende al exterior, con la finalidad de prohibir a las partes el ejercicio de una nueva acción sobre lo ya decidido, obligando a su vez a los jueces, así como al resto de las personas, a reconocer el pronunciamiento de la sentencia que contiene el derecho que debe regir entre las partes. 
Todos las anteriores afirmación tiene vigencia en el contexto de un proceso llevado a cabo dentro de los cánones legales establecidos por la ley, no cuando existe vulneración de un derecho constitucional, porque la norma constitucional prela siempre sobre toda cuestión de derecho positivo interno.- Cuando se llega a estado de sentencia y en efecto se pronuncia una sentencia con colusión, dolo, violación constitucional de los derechos fundamentales del hombre, en detrimento de una tercera persona quien se ve involucrada y afectada por una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada sin que le hubiere sido posible realizar las consideraciones pertinentes salta a la vista la injusticia en un pronunciamiento judicial y un estado vulnerado en sus fibras más profunda: la justicia y la legalidad, por lo que se han creado mecanismos que impidan hacer de la injusticia y del atropello ley positiva aplicable sin recurso y sin remedio, es el amparo que debe calificar aquella cosa juzgada como irrita. 

Pudiera penarse que existe una contradicción entre la autoridad de la cosa juzgada y la justicia, cuyo balance por el principio de la seguridad jurídica debiera favorecer la cosa juzgada; pero la razón de justicia es superior y por ella es que existe, instrumentos de enervación de esa cosa juzgada reivindica la justicia contra la cosa juzgada que se califica de irrita.- 

A partir de una sentencia, citada por la quejosa, del 12 de diciembre de 1985, con ponencia del Magistrado Adán Febres Cordero y ratificada reiteradamente por el Tribunal Supremo de Justicia hasta el 19 de mayo del año 2000 (previamente también fueron declaradas nulas las sentencias pasada con la autoridad de la Cosa Juzgada en fechas 24 de mayo de 1995 y 18 de diciembre de 1995”).- La primera de las sentencias citadas, por ser de importancia trascendental, no solo en este caso, sino para todos los procesos, se transcribe la referida sentencia, citada como se dijo, por la parte querellante. 

Viene dándose frecuentemente el caso de que por desaplicación de ciertas normas procesales, cuya observancia determina la eficacia del derecho de defensa, este derecho resulta frustrado, en su virtualidad procesal, pues, como en el caso de autos, se da la situación de que se pronuncie una sentencia definitiva en cualquiera de las instancias sin el conocimiento de la parte perdidosa, que en la ignorancia de su pronunciamiento queda impedida de recurrir contra ella dentro de los perentorios términos legales ; y por pretenderse en esa situación, la existencia de una cosa juzgada substancial, inadmisible desde todo punto de vista, pues habiéndose encontrado la parte perdidosa en la imposibilidad de conocer el advenimiento del acto trascendental de sentencia, el término de apelación no pudo transcurrir, y en consecuencia, mientras ese término no hubiere transcurrido válidamente, la decisión no podrá haber adquirirlo los atributos de la cosa juzgada. 

Cada vez que fueren violadas aquellas normas o preceptos, en cuyo cumplimiento estuviere interesado el orden público por tener la finalidad de conceder oportunidades para el ejercicio de facultades procesales defensivas, tales como alegatos, recursos, promociones, peticiones, etc., tales violaciones infectan de invalidez a las actuaciones por defensa omitidas, es decir, las hace anulables, compete a la jurisdicción la atribución de velar por la integridad de la legislación y la uniformidad de la jurisprudencia, y específicamente, cuando le fuere demostrada la violación del derecho de defensa por trasgresión o desaplicación de formas procesales que lo garanticen, casar la decisión irrita y establecer en el caso concreto la doctrina aplicable y conducente a asegurar a la parte agraviada por la indefensión, el goce pleno en el proceso de su derecho de defensa, mediante el ejercicio cabal de las facultades procesales que le hubieran sido impedidas por anomalías procesales, pues el derecho de defensa, por ser sí mismo una garantía constitucional, es también expresión y consecuencia de la garantía de igualdad de los ciudadanos ante la ley de la recta aplicación de ésta, más aún, en caso de especie, de la propia Constitución. 

En aquellos casos en que ostensiblemente resulte violado el derecho de defensa por un proceso irregular, cuya anomalía conduzca inevitablemente a una sentencia contentiva en apariencia de una cosa juzgada substancial, por ejemplo, no ser apelada dentro del término legal, y constituyese tal irregularidad una anomalía inadmisible debido a los graves vicios que afectan la validez del procedimiento, por incidir sobre el derecho de defensa no ejercicio, tal como las facultades de impugnar, solicitar o alegar, cuyo ejercicio oportuno pueda haberle sido impedido a la parte contra quien obra el fallo, debe admitirse que tales circunstancia manifiestamente irregulares e in idóneas para producir actos procesales válidos, son causa de nulidad de las actuaciones realizadas , en casos, resultaría también inficionada de nulidad la sentencia que originen, en el sentido de que no podrá gozar de los atributos de la cosa juzgada, sentencia con apariencia de cosa juzgada sustancial. 

La cosa juzgada sustancial es solo aparente, ya que realmente no puede contener cosa juzgada aquella sentencia que es producto de un procedimiento viciado por graves anomalías, constituidas por faltas o incumplimiento de requisitos esenciales a la validez del procedimiento y que implican la frustración de facultades procesales fundamentales, ínsitas en el derecho de defensa y por ello, involucran la violación grosera de ese derecho, no es potestativo de los Tribunales subvertir las reglas con que el legislador ha revestido la tramitación de los juicios, pues su estricta observancia es materia íntimamente ligada al orden público. 

En la dirección de lo afirmado y trascrito, como punto final y conceptual de la problemática que surge de la cosa juzgada irrita, consideramos que en el amparo debe privar la entidad de los derechos infringidos sobre la necesidad de preservar la inmutabilidad de la cosa juzgada, porque tal institución adquiere autoridad y la eficacia cuando se ha dictado en conformidad con la normativa y principios vigentes y por haber precluido, sea por consumación o falta de actividad oportuna, los recursos que contra ella concede la Ley”, pero no aplica ni es eficaz cuando ella es producto de las violaciones señaladas, cualquiera de ellas (“ignorancia insuperable” , “abuso de autoridad”, violación al “ debido proceso”, al “derecho de la defensa” , “errores procesales o subversión de los trámites procesales” o “fraude procesal”).-  

Al respecto cabe observar que frente al principio de seguridad jurídica, generado esencialmente por la estabilidad de las decisiones y al derecho de los particulares a no ser juzgado por los mismos hechos por los cuales obtuvieron decisiones, se contrapone el derecho de las partes a intervenir en un proceso justo, transparente y equitativo, donde se le garantice a éstos el acceso a la justicia, el derecho a ser oídos, a intervenir en la defensa de sus derechos y a obtener una decisión oportuna y efectiva. 

Esta contraposición entre la estabilidad de las decisiones y el derecho de las partes a intervenir en un proceso justo, generó que la Sala de Casación Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia hiciera referencia a la cosa juzgada aparente, cuando la sentencia proferida no haya sido el resultado de un proceso estable y válido. 

En efecto, en reciente sentencia, la Sala de Casación Civil, precisó lo siguiente: 

“En principio existen, ciertamente, derechos de origen constitucional respecto a los cuales la sentencia puede quebrantar las reglas del debido proceso y los derechos de defensa y a ser oído, no puede adquirir la convicción de definitivamente firme que produce la autoridad de cosa juzgada. Son de esa especie los fallos sobre derechos de índole no patrimonial vinculados a los concernientes a la persona humana, su vida, su libertad, su salud, etc. Una sentencia en que resulten quebrantadas las reglas de orden público sobre la naturaleza y cuantificación de la pena aplicable por la infracción cometida, sirve como ejemplo para evidenciar la existencia de un tipo de reglas de orden público cuya violación en el proceso es siempre susceptible de revisión mediante la acción excepcional de amparo, con el objeto de restablecer la situación jurídica infringida. 
Empero, al lado de esas reglas de orden público protectoras de derechos constitucionales ajenos al comercio y al intercambio, existen otras de idéntico rango constitucional y naturaleza de orden público, cuyo quebranto en la sentencia se hace irrevisable por la definitividad de la cosa juzgada. En esta especie están, igualmente citados a modo de ejemplo, los derechos patrimoniales del trabajador, que sí pueden resultar de algún modo vulnerados por la sentencia, sin que por ello deje de adquirir ésta fuerza de definitiva y carácter de cosa juzgada material o sustancial”. 

Los interdictos frente al Municipio y a los Entes morales

Recordando nuestros conocimientos sobre personas, recordemos que existen personas morales o cuerpos morales que son instituciones por la Ley para la consecución de determinados fines sociales, siendo como es el caso de un centro agrario, de un colegio de abogados, etc.


Por otra parte, existe el Municipio, que constituye la unidad política primaria y autónoma dentro de la organización nacional, siendo entes autónomos con personalidad jurídica, capaces y susceptibles de derechos y obligaciones.


La interrogantes que nos ocupa, consiste en determinar si los actos de estos entes creados por leyes (Constitución y Código Civil) que lesionan, perturben o despojen a los particulares de los bienes por ellos poseídos, son hechos generadores de la acción interdictal a favor del particular perturbado o despojo. En este sentido, sostenemos que tratándose de Cuerpos o entes morales, no existe duda alguna que sus actos pueden ser perfectamente arbitrarios, ilícitos, perturbadores o despojadores y, por tanto, puede el particular afectado solicitar y obtener la  tutela interdictal. Cuando se trata del Municipio, también es procedente la tutela interdictal, salvo que se trate de actos sobre terrenos que forman parte de su propiedad ejidal, en cuyo caso es improcedente la acción interdictal.

LOS INTERDICTOS Y EL PODER LEGISLATIVO

El poder legislativo, además de su función natural para la formación de leyes y de aquellos por su naturaleza son de índole política, puede realizar actos que perturben o despojen a los particulares de bienes por ellos poseídos, como es el caso de las actuaciones legislativas en investigación de cualquier hecho, en cuya situación cabe la protección interdictal a favor del particular perturbado o despojado en los términos establecidos por la legislación ordinaria.


De esta manera hemos cubierto los límites propuestos para comprender el ámbito d ella acción interdictal.

Formalidades de la acción interdictal

Con este subtítulo queremos significar el modo de como debe ejercerse el derecho interdictal o la tutela interdictal, partiendo de la idea que pertenece a un procedimiento especial distinto del procedimiento ordinario, por cuya razón sería factible que el instrumento para el ejercicio de la acción presente modalidades diferentes.


En el procedimiento ordinario las pautas del modo de  ejercer al acción correspondiente se infieren del contenido del artículo 237 del Código de Procedimiento Civil, que determina las formalidades del escrito con el que principia el Juicio Ordinario conforme al art. 236 ejusdem. El artículo 237 es del tenor siguiente :


“En el libelo de la demanda se expresarán sin abreviatura, el nombre, apellido y domicilio del demandante y el carácter con que se presenta ; el nombre, apellido y domicilio del demandado y el carácter con que se le demanda, si no lo fuere personalmente ; el objeto de la demanda y las razones e instrumentos en que ésta se funda.

La cosa que sea objeto de la demanda deberá determinarse con precisión, indicando su situación y linderos, si fuere inmueble ; las marcas, colores y distintivos si fuere semoviente ; los signos, señales y particularidades que puedan determinar su identidad si fuere mueble ; y los datos y explicaciones necesarios si se tratarse de derechos u objetos incorporales.

Si se le demandare la indemnización de daños y perjuicios, se especificarán éstos y sus causas”.

En el juicio ordinario, este artículo constituye un imperativo para quien se pretenda con derecho a requerir comportamiento obligacional por parte de otro sujeto, debiendo demandar, a través de un escrito, denominado libelo de demanda, redactado, cumplimiento al máximo los requerimiento y extremos señalados.


Aunque los interdictos tengan pautado un procedimiento especial, no encontramos razones valederas para que dejen de observarse los principios contenidos en el artículo 237 del Código de Procedimiento Civil, por lo cual la demandada o querella interdictal deben sujetarse a tales requerimientos.


Cuando en cualquier procedimiento por muy especial que éste fuere, no aparecieron reglas y pautas formales de como debe ejercerse el derecho correspondiente, deberán sujetarse a los principios expuestos, correspondientes al Juicio ordinario, como en materia interdictal no existen tales reglas, es obvio que la querella debe contener los requisitos del artículo 237, ya citado.

SUJETOS DE LA ACCIÓN INTERDICTAL.

Al igual que en las controversias del proceso ordinario o de cualquier otra controversia procesal, deben diferenciarse los sujetos de la relación obligacional o causal, de los sujetos de la relación procesal. En el primer caso, están legitimados causalmente, y en segundo, procesalmente. La diferencia, normalmente, estriba en :

a)  que quien ejerce el derecho de petición o acción, sea la misma persona con derecho a tal ejercicio o sus causahabientes a cualquier título.

b)  en que legitimado pasivo, procesalmente hablando, requiere estar a derecho por medio del sistema de la citación o por cualquier otro medio sustantivo.


Legitimado activos.- El legitimado activo en la relación causal es la persona del poseedor que posee el bien sobre el que se ha producido la perturbación o el despojo, dentro de las siguientes características :

1.- Que se trate  de un poseedor legítimo o de un poseedor de buena fe.

2.- Que haya ejercido la posesión por más de un año.

3.- Que se trate de un poseedor actual.

4.- De no tratarse de poseedor legítimo, de buena fe o actual, el ejercicio posesorio debe ser en interés primario del poseedor legítimo o de buena fe.

Cuando el legitimado activo de la relación causal se convierte en legitimado activo de la relación procesal, debe añadirse la existencia de :

5.- El hecho generador que haya causado la perturbación o el despojo.

6.- Si es un mediador posesorio, debe ejercer la acción en interés del poseedor superior.

7.- Los hechos generadores de la tutela interdictal deben haber sucedido en término de un año computado desde la fecha de la acción hacia atrás hasta el momento en que ocurrió la Perturbación o el Despojo. Este es un término fatal, de caducidad, pues pasado el año puede el Juez, aún de oficio, declarar la improcedencia de la acción. Para los efectos del cómputo no es válido el día en que se inició la perturbación o el despojo.

8.- Que se traten de lesiones sobre bienes poseíbles o que puedan ser objeto de la posesión.


Solo en circunstancias en que el accidente o querellante reúnan las condiciones señaladas, su acción será procedente, a reserva d ellos hechos probatorios a que estuviere obligado a probar y no hiciere. La falta de los requisitos enunciados producirá la improcedencia de la acción, salvo que estuviese una consagración de régimen excepcional. Este régimen de excepción, por ejemplo, pudiera deducirse del art. 782 del Código Civil vigente que en su segundo aparte es del tenor siguiente :


“En caso de una posesión por menos tiempo, el poseedor no tiene esta acción sino contra el no poseedor o contra quien lo fuere por un tiempo más breve”.


Esta disposición, en criterio de nuestros más destacados juristas, resultó ambigua y sorpresiva. Se trata de crear una situación de equilibrio ficticia entre quien posee por más de un año y quien no logre consolidar su posesión por ese tiempo mínimo.

Cuando se trata de una acción contra un perturbador que no haya llegado a constituirse siguiera en poseedor rival, sino que existe en él una pretensión racional de llegar a ser poseedor por su conducta perturbadora, es lógico que se le permita el ejercicio de esta acción, o dicho en otras palabras, cuando se trata de simple perturbación, parécenos que nada impide la acción interdictal de quien tenga menos de un año poseyendo, pues el poseedor rival no es más que una situación de expectativa que molesta su paz posesoria ; pero sostenerlo en los mismos términos cuando se trata de un poseedor rival que ha despojado al poseedor actual, resulta un contrasentido, una gradación de posesión por el que tenga más tiempo. En este caso, resulta que es mejor poseedor el que tenga más tiempo poseyendo, lo cual no traduce una realidad cierta en el mundo de la posesión. Para nosotros, la posesión debe consolidarse por el tiempo, para no ser una simple detentación y el tiempo mínimo de consolidación es de un año, conforme al dispositivo del acápite del mismo artículo 782, que condiciona el derecho a la tutela interdictal con la posesión ultra-anual.


Es tal ambigüedad de esta excepción, consagrada a partir de 1942, que la casación en sentencia del 10 de marzo de 1966, confirmando la doctrina sostenida el 4 de noviembre de 1964, expresó :


“.... ante la antinomia existente entre la primera y última parte del art. 782, por establecer dos lapsos distintos de temporalidad de la posesión legítima para el ejercicio del interdicto de amparo, el lapso rector es el de la ultra-anualidad y no el de infraanualidad”. (ver criterio discrepante de Parra).

LEGITIMADOS PASIVOS.

Son legitimados pasivos en una acción interdictal desde el punto de vista causal quienes estén caracterizados conforme a las siguientes pautas :

a)  Perturbador o despojador de un bien poseído por un poseedor legítimo y actual, lesionando los derechos y el normal ejercicio posesorio de éste, turbando la paz posesoria o despojando al poseedor del bien poseído.

b)  Voluntad consciente, racional y exteriorizada de convertirse en un poseedor rival y de realizar los hechos perturbadores o despojadores en conciencia de que afecta a un poseedor legítimo.

c)  Que haya entrado en posesión del bien por tiempo inferior a un año. Porque en caso contrario su posesión se consolidaría y a los efectos interdictales tendría el amparo correspondiente. Si pasado el año, el antiguo poseedor pretendiera recobrar su posesión, deberá ejercer el ordinario posesorio en los términos consagrados en la ley, sobre el mejor derecho a poseer.

La citación

Y aquí llegamos aun punto importante dentro del tratamiento del problema interdictal : el de la citación. Para que un legitimado pasivo causal llegue a convertirse en legitimado pasivo procesal, requiere estar a derecho y haber sido citado.


La citación es el instrumento que permite hacer llevar al conocimiento de quien es parte causal ha sido requerido jurisdiccionalmente para el cumplimiento de determinadas obligaciones. Es el llamamiento a juicio de quien hasta ese momento no es parte procesal. Este mecanismo de conocimiento ha de realizarse ante el órgano jurisdiccional competente, para que tenga la eficacia deseada.


Tiene tanta trascendencia este problema de la citación en la materia interdictal que produjo una solicitud de nulidad ante la Corte Suprema de Justicia la frase contenida en el art. 596 del Código de Procedimiento Civil, que expresa : “..... sin citación de la otra parte....”, acordando la Corte, en sentencia del 26 de enero de 1966, loe elementos necesarios que condicionan la existencia del plenario en los juicios interdictales.


Hasta ese momento, la práctica de los Tribunales de Instancia permitía considerar que la  sola ejecución del decreto equivalía a citación, permitiendo incontables abusos por parte de litigantes de mala fe, que nunca faltan en estrados, quienes buscaban a través de la fórmula interdictal cultivo fácil para obtener prebendas y victorias procesales mal habidas. Muchos querellados se enteraban de la existencia de un juicio interdictal en su contra cuando se les requería al pago de las costas procesales. La justicia en esta materia naufragaba sin poder controlar su timón, hasta que la Corte en pleno frenó el vicio y produjo el retorno del imperio de la Justicia a los estrados venezolanos. 

Pocas veces como sea, una sentencia sirvió de tanto y decantó en muchos el proceso interdictal.


En interpretación del art. 598, la Instancia consideró que había una exención de citar a la otra parte cuando se producía la ejecución del decreto del sumario. La ejecución de ese decreto provisional, equivalía en materia interdictal a citación de la parte contra quien obra el Decreto.


“Dos intereses entran en juego en la fase sumaria de los interdictos posesorios. De una parte, el interés de la sociedad, que ve envuelto el orden social y la garantía no solo de la posesión, sino aún de la propiedad, de la cual la posesión es su manifestación visible, cuando esa misma posesión es molestada o arrebatada. De otro lado, el interés del individuo contra quien se ejecuta el Decreto que acuerda la restitución o el amparo, y quien corre el peligro de ser condenado sin habérsele oído, arrebatándosele así el sagrado derecho de defensa, que es inviolable en todo estado y grado del proceso, como reza la Carta fundamental de la República..... Perturbada o arrebatada, la posesión es necesario de inmediato, y sin conocimiento de la parte a quien se atribuye la perturbación o el despojo, remediar la alteración que esos actos han producidos en el orden social....” (José Román Duque Sánchez, comentando la sentencia d ella Corte en Pleno).


Con la decisión de la Corte, los supuestos para que el contradictorio se iniciara, dependían de :

a)  Que al ejecutar el decreto provisional de la fase sumaria, esté presente el querellado o llamado a juicio para que se entienda citado, a los efectos de dar paso al plenario, sin necesario o fase plenaria ; o

b)  Que si al ejecutar el decreto provisorio del art. 598 no estuviese la parte contra quien obra el decreto, o la persona llamada a juicio se ha pretendido legitimado activo a los fines de obtener la tutela interdictal, debe citársele por los medios ordinarios, a menos que por si mismo y en conocimiento indirecto de la medida acuda al Tribunal que conoce la causa y se dé por citado, para que de esta manera se inicie la fase plenaria, sin temor a lesionar derechos intrínsecos de personas llamadas  a juicio.


Hasta tanto no conste fehacientemente en el expediente que la citación se hubiese producido, no se le dará curso a la fase plenaria del juicio interdictal. Notificación del decreto provisional a los efectos del necesario conocimiento requerido para la validez de determinados actos equivale a citación, cuando consta indubitablemente que en la ejecución del decreto el querellado quedó notificado.


Citada la persona llamada a juicio, existe válidamente el legitimado pasivo y, por tanto, están presentes las partes del proceso interdictal, a los fines de que éste prosiga en los términos consagrados en el Código de Procedimiento Civil.

CAPITULO III

Naturaleza del procedimiento interdictal
LA APELACION : LA COSA JUZGADA, LA CASACION, LAS COSTAS.

Naturaleza del procedimiento interdictal


En el Derecho Venezolano existe un proceso típico, mediante el cual “las cuestiones que se susciten entre partes en reclamación de algún derecho, se ventilarán en juicio ordinario, si tales cuestiones no tienen pautado un procedimiento especial” (artículo 234 del C.P.C.). Todo asunto judicial en principio un procedimiento establecido, salvo que se determinen para ellas procedimiento especiales, y aún en caso que se determinaren procedimientos especiales, las normas del procedimiento ordinario son siempre subsidiarias.


Los procedimientos especiales en criterio de Redenti “los disciplina ; en cambio, la Ley solo en algún rasgo particular, y por ello mismo diferencial, respecto del procedimiento ordinario”.

Hay procedimiento especiales en cuanto a la materia, en cuanto a la providencia, en cuanto al órgano y fundamentalmente en cuanto a la cantidad de actos procesales y tiempo de realización.

En este último, nacen los procedimientos sumarios, caracterizados por la abreviación y compendiosidad de formas.


Los procedimientos sumarios permiten el fin del proceso, con mayor rapidez y menor uso de las formas procesales ; más, la actuación concreta d ella voluntad de la Ley presenta la misma eficacia que los procedimientos ordinarios.


Se ha discutido acerca de la naturaleza de los procedimientos interdictales, pues a partir del 18 de enero de 1966, fecha en que la Corte Suprema de Justicia, en sala plena,  resolvió el recurso de acción popular, introducido por el Dr. Enrique Bustamante Luciani, referido a la nulidad del art. 596, al admitirse en la interpretación del mismo, y con fundamento a la doctrina de Casación anterior, cuyo Ponente fue el Dr. Duque Sánchez, donde se estableció que las veinticuatro horas que tenía el querellado para oponerse se contaban a partir de la ejecución del decreto provisional, independientemente de que el querellado hubiese o no tenido conocimiento de la ejecución del decreto provisorio. Se estimaba que todo el procedimiento interdictal debía seguir el principio en apariencia instituido en el art. 596 “sin citación de la otra parte”, al considerar que el procedimiento interdictal era sumario y constante de dos fases : una “fase sumaria, breve y urgente” y una frase “plenaria”. Los términos de esta calificación o la indiferencia de los términos usados, han producido algunas consideraciones que vamos a señalar a continuación :

A)  Tesis de Alfredo Morles Hernández.- En el trabajo referido con anterioridad, ha señalado que “nuestra doctrina no ha vacilado en asignar la noción del Juicio Sumario a los interdictos posesorios, desde su inicio hasta la sentencia definitiva, y no tenemos noticias de antecedentes doctrinales en que pretendiera dividirse en fases (una sumaria y otra plenaria) a los que por naturaleza es enteramente sumario, no tanto por las características procesales de brevedad o de secreto, como por la trascendencia o jerarquía provisionales del pronunciamiento final que cierra el debate, más adelante agrega : “el verdadero sentido de la naturaleza sumarial de un proceso civil depende de otra cuestión esencial diferente al conocimiento que puede tener el legitimado pasivo acerca d ella existencia de un pleito en su contra, como lo hemos expuesto precedentemente, sino que la división es artificiosa”. Concluye el autor citado que la “brevedad y el secreto por si solos no configuran la condición sumaria del proceso interdictal venezolano, la cual le es atribuida la característica más importante de esos juicios : la provisionalidad de las decisiones dictadas”.


La postura negativista de la naturaleza sumaria de los procedimientos interdictales, surge de la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en pleno que hamos citado con anterioridad, y sus razonamientos bastante densos, merecen por nuestra parte consideraciones especiales.


Hemos afirmado, al inicio de este tema, que sumario es abreviación y compendiosidad de formas procesales, tomando como fuente a Piero Calamandrei. En los mismos términos, el Diccionario Jurídico de Guillermo Cabanellas, señala que la palabra sumario traduce : “breve, resumido, comprendido. Nombre de ciertos juicios en que se prescinde de algunas formalidades y se tramitan con mayor rapidez. De allí que para nosotros, la naturaleza sumaria no está en la provisionalidad de las decisiones, sino que se identifica con la abreviación de los términos y compendiosidad de las formas procesales a utilizarse.


Al trabajo de Morles Hernández le asignamos un mérito estupendo, porque llama la atención sobre las nomenclaturas utilizadas para identificar algunas etapas del proceso, pues resulta absurdo calificar todo un proceso de sumario y expresar luego la existencia de una fase plenaria que se contrapone a aquella.


Esta tesis positivista identifica la naturaleza sumaria con los interdictos, al considerar que, dadas las principales condiciones de existencia de la sumariedad, la calificación de sumario se impone. En efecto, un proceso que por una parte tiene como término final para dictar sentencia quinceava audiencia siguiente a la fecha en que se ejecuta el decreto provisorio y que no consagra la existencia de ciertos actos procesales de ciertas formas y de ciertos mecanismos estructuradores de proceso ordinario por fuerza d ella razón deben ser sumarios. Es así como no existen períodos especiales para poner excepciones, para promover pruebas, para evacuar pruebas, y no se admite la reconvención, etc. Existe oposición, y lo que se ha dado en llamar fase plenaria, con la opción del término de la distancia y nada más. Ello es, sin lugar a dudas, de naturaleza sumaria.

B)  Tesis de las dos fases.- La tesis que estima que el procedimiento interdictal es un procedimiento especial con dos fases. Es especial por ser distinto del procedimiento ordinario y del procedimiento sumario ; dos fases bien definidas combina ambos procedimientos en : “una sumaria y otra plenaria”.

Las decisiones dictadas en la primera, tienen carácter provisional ; pero ello no quiere decir que esas decisiones y los recaudos probatorios en que ellas se fundaron, no surtan ningún efecto en otra etapa plenaria o de juicio ordinario y queden virtualmente anuladas, se trata de un juicio, de una sola relación procesal y si las decisiones dictadas en la fase sumaria no son destruidas en esta fase plenaria, ella produce todos sus efectos legales, toda vez que, como establece la doctrina, las decisiones interlocutorias dictadas en la fase sumaria, adquieren fuerza de cosa juzgada forma, en el sentido de crear una vinculación del tribunal a su propio pronunciamiento, preexcluyéndose la posibilidad de volver sus pasos en el ámbito del proceso pendiente cuando este proceso continúe.

C)  Tesis de las tres fases(Borjas).- Una tercera tesis sostenida por algún Tribunal adhiriéndose a la tesis de Borjas, que señala, no la existencia de dos fases, sino de tres fases, dentro del procedimiento especial. El Tribunal tomó en consideración la misma sentencia comentada por Morles Hernández del 18 de enero de 1966 y sostiene que el procedimiento interdictal tiene tres fases : a) una sumarísima, sin citación de parte que culmina en el decreto provisorio ; b) una segunda fase sumaria, comprendida en un lapso de veinticuatro horas a partir del momento en que el querellando toma formal conocimiento de la acción interdictal ejercida en su contra, bien por haber quedado notificado en el momento de ejecución del decreto provisorio, o bien por haber sido citado en los términos y exigencias del Código de Procedimiento Civil y que culmina al cumplirse dicho término, pudiendo en ese momento suspenderse los efectos del decreto provisorio por haber presentado el querellado prueba fehaciente y justo título de los  actos que han justificado el decreto, o manteniendo el curso del procedimiento al no haber acreditado con justo título las razones de su actuación, en cuyo caso de pleno derecho se abre la tercera fase ; y c) Fase plenaria, que consta de ocho audiencias para que se promuevan cuantas pruebas sean pertinentes, debiendo decidir el tribunal al quinceavo día siguiente a la fecha de terminación del sumario.

D)  Nuestra posición.- Es nuestra opinión que indistintamente de la nomenclatura utilizada para referirse a las llamadas fases del proceso interdictal, el procedimiento interdictal, es sumario por caracterizarse por las dos principales condiciones de existencia de los procedimientos sumarios : brevedad y compendiosidad de formas.


La llamada fase sumaria, si presenta la característica a que se refiere Morles Hernández de interinidad o provisionalidad y, por consiguiente, se caracteriza por ser una fase provisional, pues el decreto interdictal provisorio es realmente interino y sus efectos pueden ser revocados en la etapa del plenario o modificado parcialmente si fuera el caso.


Kummerow llega a al circunstancia de afirmar, y nosotros compartimos esa tesis, que todo el proceso interdictal es interino, pues “lo decidido en el juicio posesorio puede ser modificado por una decisión recaída en un proceso petitorio”. Es más, siguiendo nuestra línea de consecuencia con lo expuesto en el tema de la acción publiciana, consideramos que no solamente por lo decidido en su proceso petitorio, sino que también por lo que resulte de un posesorio o acción publiciana a tenor de lo consagrado en el Art. 606 del Código de procedimiento Civil en concordancia con el Art. 784 del Código Civil vigente.


La apelación


En principio general sobre apelación en materia interdictal es que el procedimiento interdictal admite apelación solo en el efecto devolutivo, a menos que se trate de situaciones en que el heredero solicite la tutela interdictal por posesión civilísima, cuando es despojado por terceros de la posesión y el Juez no le admita el justificativo producido y ordene su ampliación, en cuyo caso la apelación se oirá en ambos efectos.


El principio transcrito sienta las pautas sobre los efectos pero no determina las situaciones que pudieran presentarse en el curso de proceso interdictal, lo cual vamos a tratar de reseñar con la advertencia de tratar solamente de evidenciar la existencia de una irregular y más ilógica jurisprudencia, pues en nuestro procedimiento se ha llegado por vía de la casación a la admisión de apelación en ambos efectos en situaciones distintas de la establecidas excepcionalmente por el art. 605 del Código de Procedimiento Civil.


Las situaciones a reseñar son :

a)  Situación del Decreto provisional.

b)  Situación con respecto a la sentencia que decide la oposición.

c)  Situación con motivo de la sentencia definitiva.


Decreto provisional.


El magistrado José Román Duque Sánchez estima que sobre el decreto provisional, en materia de citaciones debe realizarse el siguiente tratamiento : “a) cuando se niega el amparo o la restitución se da apelación libremente, pero no hay casación, porque no habrá recaído en una actuación contradictoria, ni producido cosa juzgada, desde luego que el interesado podrá volver a promover el interdicto con nuevos o mejores recaudos, o llenando los extremos de cuya omisión hubiese adolecido la primera solicitud ; b) en cambio cuando se acuerdan el amparo o la restitución no hay apelación sino oposición al decreto provisional dentro de las veinte y cuatro horas de ejecutado y el término de distancia.....”.


No señala tan insigne magistrado las razones para su primera afirmación de ofrecer apelación cuando el Juez competente niegue la admisión a la querella interdictal. Nuestro criterio difiere de esta postura y a ella nos referiremos adelante.


Sentencia que decide la oposición.


Prosiguiendo con el criterio del Dr. Duque Sánchez, transcribimos su opinión al respecto, al señalar : a) Cuando la sentencia suspenda los efectos del decreto provisional, por declararse con lugar la oposición y se mantengan el decreto provisional no hay apelación, porque en este caso la no suspensión de los efectos del decreto, no causa gravamen irreparable por la definitiva”.


Sentencia definitiva.


El mismo Duque Sánchez señala sin más premisa que la apelación en estos casos es en ambos efectos, sin motivar las razones que le inducen a tan enfática afirmación. Creemos que ha trasplantado el principio general sobre apelaciones contenido en el art. 178 del Código de Procedimiento Civil, que establece que contra toda sentencia definitiva la apelación se oirá en ambos efectos o libremente. También diferimos de este trasplante o aplicación supletoria de este artículo, que sabemos ha sido acogido por nuestro máximo Tribunal en varias de sus decisiones.


En el sector opuesto milita Alfredo Morles Hernández, tantas veces citado por nosotros, quien afirma :


“Existen dos categorías de casos en que los Jueces decretan la inmediata ejecución de los fallos : a) los que se encuentran amparados por la eficacia de instrumentos que surten efectos erga onmes, es decir, instrumentos públicos con fuerza ejecutiva ; y b) cuando la necesidad de la ejecución inmediata, aunque provisional, así lo impone. En esta categoría entran los interdictos, procesos en los cuales se discuten problemas estrechamente vinculados a la paz pública y en los cuales la apariencia inmediata es de urgente preservación. Al otorgar el Legislador apelación en un solo efecto para los juicios sumarios interdictales, procedió tomando en cuenta razones de técnica procesal evidente, que hacen necesaria la ejecución inmediata d ella decisión en favor de quien mejor demuestre un determinado hecho posesorio en el breve proceso interdictal”.


En opinión de este jurista, la exégesis gramatical del artículo 605 del Código de Procedimiento Civil, nos conduce a la determinación de que el proceso interdictal es un juicio sumario visto en su integridad y no en la forma restringida como ha querido señalar, evidentemente la sola existencia de una fase sumaria que desnaturaliza el resto del procedimiento interdictal.


De esta misma opinión es la Dr. Borjas, cuando señala que la “Regla general, por consiguiente, relativa a la apelación no es la que rige para los juicios ordinarios, de oírse libremente el recurso, sino la de oírlo únicamente en el efecto devolutivo, así se accionen en alzada las decisiones interlocutorias como las definitivas”.


Nuestras opinión.


Nuestra opinión coincide con Borjas y Morles, y a los fines didácticos que nos interesan, señalamos a continuación las razones que motivan nuestra posición :

a)  La apelación es un recurso ordinario para que una decisión en primera instancia sea revisada por su superior, para que la justicia no sea el criterio de un solo órgano, sino la del justo equilibrio que da una revisión ulterior. La división de las apelaciones por sus efectos es una vieja confección romanística, cuya principal característica diferencial hoy día es con las apelaciones de un solo efecto (o efecto devolutivo) el Tribunal que ha pronunciado un fallo no se despoja ni de su competencia ni de su jurisdicción y puede, por tanto, ejecutar el contenido de su fallo en los términos allí expuestos, lo que significa que la revisión que en segunda instancia se realiza, no paraliza el curso de la ejecución del fallo o la continuación de la causa si fuera el caso. Cuando el legislador consagra la apelación de un solo efecto para el juicio interdictal, es porque estima que la ejecución del fallo debe ser ejecutado.


No cabe interpretación.

b)  Existen dos principios generales del derecho antiguo reiteradamente nombrado en nuestros tribunales, que sin lugar de vista de sus consecuencias pareciera igual, pues siendo una actuación única que sube al superior y no pudiendo proseguir el proceso, pareciera tener la misma consecuencia, pero procesalmente hablando se notan algunas diferencias, como la de la reforma de la querella, el desistimiento, etc.


Con respecto al auto que decide la oposición, la respuesta debe tomarse desde las dos situaciones que puedan presentarse.

Si la oposición es declarada con lugar, la decisión toma jerarquía de sentencia definitiva que pone fin el juicio y, por lo tanto, es admisible la apelación que deberá oírse en un solo efecto a tenor de lo consagrado en el art. 605 del Código de Procedimiento Civil y conforme a los principios que en este particular estudiamos. Esta circunstancias permite que, a pesar de la apelación, la decisión deba cumplirse en forma inmediata por no quedar afectado a la apelación individualmente considerada. Si la oposición se declara sin lugar, no hay lugar a ningún tipo de apelación y el procedimiento interdictal sigue su curso, operando de pleno derecho la apertura de la articulación probatoria llamada plenario. En las anteriores afirmaciones hay plena coincidencia con el Dr. José Román Duque Sánchez.


Con respecto al auto que admite o niega las pruebas promovidas, sostenemos que no cabe recurso alguno, ya que por la naturaleza del juicio interdictal : sumario, esta decisión tiene rango de soberanía, es de la legítima majestad del sentenciador, quien  deberá apreciar el mérito que insurjan de pruebas presentadas tomando en cuenta en forma muy particular las opiniones de quienes objeten la admisión de la pruebas, así como de quienes se opongan a la situación de ellas. Solo con la reposición dictada por el superior al momento de decidir sobre la apelación en segunda instancia, podrán corregirse defectos sustanciales en la admisión de las pruebas, pues los defectos formales no afectan el fondo mismo del asunto decidido.

Cosa Juzgada en los juicios interdictales.


Es preliminar indispensable para establecer los efectos de la sentencia interdictal, esbozar algunas consideraciones sobre la cosa juzgada en forma genérica, para luego determinar las característica especiales de ella en los cosa juzgada interdictales.


Para José Chiovenda, la cosa juzgada consiste en : “la indiscutibilidad de la esencia de la voluntad concreta d ella Ley afirmativa en la sentencia”. Para José María Manresa y Navarro, la cosa juzgada es “toda cuestión que ha sido resuelta en juicio contradictorio por sentencia firme de los tribunales de Justicia.

Escriche lo conceptúa como lo que se “ha decidido en juicio contradictorio por una sentencia válida de que hay o no puede haber apelación, sea porque la apelación no es admisible o se ha consentido la sentencia, sea porque la apelación no se ha interpuesto dentro del término prescrito por la Ley ; habiéndose interpuesto se ha declarado desierta”. En el Derecho Español encontramos la definición de L. Prieto Castro Ferrándiz, quien afirma que la cosa juzgada es la “calidad que adquiere una resolución cuando la ley lo declara no impugnable o la parte interesada no la impugna, con la consiguiente vinculación de todo el mundo a ella”.


De los autores venezolanos extraemos el concepto de Cosa Juzgada que nos dejara el recordado Humberto Cuenca, cuando señaló que la Cosa Juzgada “es una fuerza creadora que transforma una relación jurídica, de carácter privado, en una declaración de Estado, de carácter político-social”.


Característica de la Cosa Juzgada : vamos a señalar, a continuación, algunos elementos que en nuestro criterio caracterizan a la Cosa Juzgada ; ellas son : 

a)  La inmutabilidad.- El más jerárquico de los caracteres de la Cosa Juzgada que produce la inatacabilidad de la sentencia o de la resolución judicial. Transforma la voluntad afirmada en una verdad absoluta e indiscutible. Es la verdad verdadera de la problemática dilucidada en el proceso judicial.

b)  La coercibilidad.- Constituida por la circunstancia de hacer cumplir y valer lo decidido por los medios e instrumentos que fueran necesarios, en tanto no sea extra legem.

c)  Preclusión.- Todos los hechos discutidos en el proceso precluyen y, tanto no puede volver a discutirse.

d)  Irrecurribilidad.- Que impide el ejercicio de recursos procesales.

Clasificación de la cosa juzgado por sus efectos.- Las consideraciones anteriores nos conducen a una clasificación de la Cosa Juzgada por sus efectos, por cuanto tratamos con ello de advertir la calidad que adquiere una sentencia interdictal en nuestro país.

En este sentido, se expresa que :

a)  Existe cosa juzgada formal

b)  Existe cosa juzgada material o sustancial.

La cosa juzgada formal afecta la controversia dentro de sus propios límites, pero no fuera de ellos, lo hace inmutable, coercitivo, precluido e irrecurrible en los límites de su propia existencia, pero fuera de ella no queda afectada y las mismas partes con el mismo objeto y con la misma causa, pueden reabrir el litigio, cuando circunstancias de hechos así lo permitan. La cosa juzgada en la  que se ha suscitado, sino que se hace obligatoria fuera del proceso, porque el bien reconocido por la sentencia de valer precisamente como tal fuera del proceso.

En el criterio de Cuenca, “la Cosa Juzgada forma se agota dentro de su mismo proceso e impiden nuevos planteamientos por la triple identidad de persona, objeto y causa, pero admite cambiar en su dispositivo. Producen cosa juzgada formal todas aquellas sentencias provisionales que pueden ser revocadas en otros procesos. Las llamadas providencias cautelares, como medidas preventivas (embargo, prohibición de enajenar y gravar y secuestro), interdictos posesorios y prohibitivos, retardo perjudicial, beneficios, pobreza, interdicción e inhabilitación, etc., producen cosa juzgada formal, pero no sustancial. Lo juzgado en ellas puede ser modificado en decisión posterior. En cambio, la cosa juzgada material o sustancial se mantiene inmutable : no puede ser modificada ni rectificada en otro proceso ni por medio de otra sentencia. Solo puede ser anulada mediante la acción de invalidación”.

Nuestra opinión.


Sostenemos que las decisiones interdictales producen cosa juzgada formal, siendo que sus decisiones se agotan en los límites de su controversia, no constituyendo la decisión elemento válido a los efectos de la exceptio rei iudicata. La sentencia interdictal no produce ejecutoria sobre la posesión. Aunque quede definitivamente firme en el juicio correspondiente, solo afecta el procedimiento.


En sentencia de data reciente Superior Segunda, la Corte 03-04-68 de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, afirmaron que al no producir cosa juzgada material, los juicios interdictales son susceptibles de ulterior debate en otro juicio.


El fundamento de esta consideración arranca de la misma naturaleza del proceso interdictal al constituir un mecanismo expedito contra el imperio de la arbitrariedad, sin trabar la discusión del problema posesorio a través de la acción publiciana o en el ordinario posesorio. Decimos con Julio Dassen que el carácter de todas las acciones posesorias es que por quienes han sido o constituido parte en el proceso. No existe contra la decisión pasada con la autoridad de la cosa juzgada, recursos ni ordinarios ni extraordinarios. Para quienes han intervenido en la litis, lo decidido no puede modificarse ni revisarse por personas naturales o jurídicas, sean de jerarquía superior o sea la misma que dictó la decisión. Para todos, el proceso terminó en forma definitiva.


En Venezuela, la cosa juzgada ha sido tratada como una presunción de verdad iure et de iure, aspecto superado por otras legislaciones. En efecto, el art. 1.395 del Código Civil vigente, consagra en su ordinal tercero y aparte único del mismo, la característica o consideración del presunción de la cosa juzgada y señala :


la autoridad de la cosa juzgada no procede sino respecto de la cosa que ha sido objeto de la sentencia. Es necesario que la cosa demandada sea la misma ; que la nueva demanda esté fundada sobre la misma causa ; que sea entre las mismas partes, y que éstas vengan al juicio con el mismo carácter que en el anterior.


Esta norma sustantiva tiene su correspondencia en el Código de Procedimiento Civil en la norma referida a las excepciones de inadmisibilidad consagrando la exceptiorei iudicata o excepción de la cosa juzgada. En ella se recoge el principio transcrito de la norma sustantiva que requiere para su procedencia :

1)  Que la identidad de la cosa en un nuevo juicio sea jurídicamente la misma que el juicio anterior.

2)  Si la causa del nuevo juicio es la misma del litigio anterior pasado con la autoridad de la cosa juzgada.

3)  Que la identidad de los sujetos, personas o partes del juicio inatacable por la cosa juzgada, sean las mismas de quienes son partes procesales del nuevo juicio.


La identidad del objeto o de la cosa sobre la que ya ha existido un pronunciamiento judicial, debe ser la misma sobre la que verse el litigio en la cual se opone la exceptio rei iudicata.

Calificamos sea identidad del objeto con la referencia de “jurídica” al sostener que debe tratarse jurídicamente el mismo objeto o la misma cosa, pues podría suceder que materialmente ese objeto, que en todo lo demás es idéntica a la primera, en vez de ser también idénticamente el mismo de ésta, es solo una parte de él, o cuando habiendo sido el objeto d ella primera una parte del todo, se pretende pedir en el nuevo juicio la integridad de éste”. El objeto, por tanto, no está precisado en los términos de identificar a la cosa materialmente, sino más bien en la finalidad perseguida o buscada. No es un bien caracterizado, sino más bien una finalidad pretendida. Podría un bien suceder que un primer juicio el objeto fue el mismo, pero que en fallo solo afectó parte del mismo, o como también podría ser que se buscaba el cumplimiento parcial de una obligación, exigiéndose en un segundo juicio una parcela distinta. En ambos casos, no procede la excepción de la cosa juzgada.


Cuando hablamos de una misma causa en relación a un juicio que logra la inmutabilidad de la cosa juzgada y un nuevo juicio, nos referimos al hecho jurídico que da nacimiento al derecho que funda la acción correspondiente. “La causa es el hecho jurídico que se invoca como fundamento de la acción y no se debe confundir con el hecho constitutivo del derecho o con la norma abstracta d ella Ley”. Siempre es necesario determinar la pre-existencia de la causa al juicio pasado con autoridad de la cosa juzgada, por cuanto si es posterior a dicho litigio, obviamente que no será la misma causa. La circunstancia que transformó una legitimación causal en una legitimación procesal, a través de la acción, es la causa, y ella debe ser la misma en el juicio pasado con autoridad de cosa juzgada  y en el nuevo juicio en el cual se invoca la excepción correspondiente.


La tercera y última condición requerida para la procedencia de la excepción y conforme a la norma sustantiva transcrita, consiste en la identidad jurídica de las partes, es decir, los mismo sujetos actuando con el mismo carácter. Las mismas personas que han actuando en el juicio pueden presentarse como contrapartes en otro distinto, pero con cualidades diferentes o viceversa de personas que no han actuando en el juicio que tiene la inmutabilidad de la cosa juzgada, pueden ser jurídicamente la misma en un nuevo juicio por asumir en éste carácter y representación que aquellos tuvieron.


Solo regulan la posesión provisionalmente, puesto que dejan siempre abierta la vía definitiva del petitorio ; para Dassen las acciones posesorias son reivindicaciones provisorias. En el mismo sentido, se pronuncian Planiol & Ripert, cuando afirman : 

“Los fallos en juicio posesorios no constituyen título ni cosa juzgada alegable en el petitorio, y, en el pleito sobre el fondo del derecho, los Tribunales no quedan ligados por el valor que el Juez del posesorio haya dado a los caracteres y al alcance de los hechos o de los actos sucesivamente invocados ante las dos jurisdicciones. Que se exceptúa el caso en que el Juez del posesorio, a pesar de su incompetencia, haya fallado en el petitorio y su fallo no sea ya susceptible de recurso alguno” (tomo III, pág. 183, Derecho Civil Francés).


La conclusión en materia de cosa juzgada es obvia. La decisión interdictal solo procede cosa juzgada formal.

El interdicto y el recurso de casación.


Nuestro título no responde al tratamiento interdictal por la casación venezolana, sino más bien a la capacidad de la alta Corte para conocer y dilucidar cuanto a materia interdictal se refiera, pues de la interpretación de los artículos 418 y 423, ordinal 1o del Código de Procedimiento Civil vigente, surge al duda que acá pretendemos aclarar. En efecto, los artículos reseñados son el tenor siguiente :


Art. 418 : “El recurso de casación podrá intentarse en los juicios civiles y mercantiles, contra la sentencia definitiva de la última instancia respectiva, y contra las interlocutorias con fuerzas de definitivas que se dicten en la última instancia correspondiente al caso y que hagan imposible la continuación del juicio, dictada por las Cortes o Tribunales Superiores o Supremos de los Estados o el Distrito Federal, y por los Tribunales de Primera Instancia, Civiles o Mercantiles, de los Estados o del Distrito Federal”.

Esta Disposición se extiende a los interdictos.


Art. 423 : “No se admitirá el recurso de Casación : Ordinal 1o : En los juicios civiles o mercantiles cuyo interés principal no exceda de cuatro mil bolívares”.


Tesis de la procedencia absoluta o tesis judicial.


Los supuestos contenidos en el artículo arriba transcritos han suscitado varios comentarios, no solo en el ámbito doctrinario, sino también en el terreno jurisprudencial. La casación venezolana para 1926, sostenía la tesis de la procedencia absoluta al afirmar que cuando “el legislador había atribuido el conocimiento de los interdictos el Juez de Primera Instancia, aun cuando no excediere en su cuantía de cuatro mil bolívares, era procedente el recurso de casación, pues si su voluntad hubiera sido excluidos, no hubiera establecido esa competencia de oficio, sino que hubiera dejado  la cuantía a los Juzgados de Parroquia o Municipio, Distrito o Departamento, a Primera Instancia, de acuerdo con el valor de la querella ; pero al referido a Primera Instancia, había tenido en cuenta el carácter de emergencia y casi de orden público de las medidas interdictales y, por tanto, siendo inferior a cuatro mil bolívares ameritaban casación.”


Esta doctrina de la procedencia absoluta acogida por la casación en la sentencia aludida, es renovada por el mismo Tribunal en sentencias de fechas 2 de octubre de 1946, 19 de mayo de 1947, 3 de febrero de 1949 y 7 de febrero de 1960, asentando como cuestión fundamental la casación condicionada a la cuantía, cuando expresa :


“Pues la norma del ordinal 1o del art. 423  del Código de Procedimiento Civil, que excluye el recurso de Casación en los juicios civiles y mercantiles, cuyo interés principal no exceda de Bs. 4.000,oo, no hace distinción alguna entre los juicios ordinarios y aquellos de procedimiento especial, como los interdictos y es sabido que cuando la Ley no distingue mal, puede hacerlo el intérprete, siendo por otra parte ilógico que el fallo en el juicio ordinario de posesión o de propiedad que pudiera después seguirse, sobre la materia objeto del interdicto, no pudiera accionarse en Casación por razón de su mínima cuantía y en cambio si puede serlo el interdicto”.

Tesis doctrinaria.


En el plano doctrinario, Humberto Cuenca señala que la doctrina de la procedencia absoluta es más acertada independientemente de la estimación que el actor haga de su querella, pues  en su criterio el legislador estableció el recurso de Casación a los interdictos, no por el valor de la controversia, sino por la naturaleza del juicio interdictal.

Nuestra posición.


Por nuestra parte, consideramos ajustada a derecho la tesis de la procedencia absoluta sustentada por la casación en 1926 y defendida por Cuenca. A mayor abundamiento, señalamos que la norma contenida en el art. 418 es expresa y los fundamentos de su consagración estuvieron determinados por la naturaleza y función de los juicios interdictales de forma tal que se excluyó el recurso con relación al valor de la controversia procesal. Además, por razones de técnica jurídica, debe aceptarse la tesis de la procedencia plena sobre la tesis de la procedencia condicionada por razón de la cuantía, pues ante la excepción concreta a contrario de una norma especial y negativa.


Las anteriores afirmaciones no traducen fielmente nuestro pensamiento, pues no hemos limitado a interpretar una controversia interpretativa de normas vigentes, pues en el plano meramente teórico, sostenemos que los juicios sumarios, por su propia naturaleza y en especial estos juicios interdictales, no deben ser objeto de la censura de Casación, porque tal situación atenta contra el objeto mismo de la sumariedad, sobre todo cuando se toma en cuenta la institucionalizada lentitud de nuestra Casación.

Situaciones especiales.


Aceptada la tesis de la procedencia absoluta, nos queda por analizar dos situaciones especiales, a saber :

a)  Aquella de los interdictos no estimados. En el  primer caso, es lógico deducir que la estimación o no que se realice de una querella interdictal no afecta la admisibilidad del recurso contra la sentencia definitiva que sobre la materia se dicte en forma definitiva, y en segunda instancia, pues la estimación solo tiene un valor referencial a los efectos de la estimación de honorarios profesionales a tenor de lo consagrado en el art. 173 del Código de Procedimiento Civil vigente y evitar así el abuso ante una querella de valor indefinido y, por tanto, de libre estimación en la oportunidad correspondiente.

b)  La referida a la posibilidad de casar las decisiones incidentales de los interdictos. En cuanto a la segunda situación, no podemos menos que ser enfáticos y señalar que en ninguna circunstancia es permitido el recurso de casación, contra cualquier decisión incidental del juicio interdictal, bien que se trate del decreto provisional, de la oposición o de cualquier otro ; por una parte, porque como hemos afirmado tales decisiones ni siguiera deben tener apelación, mucho menos Casación, y por la otra, el supuesto que permite la casación en materia interdictal es solo para los casos en que ésta sea decidida en la segunda instancia en forma definitiva. La misma Corte ha sostenido este criterio en forma generalizada y en forma particular.


En términos generales, encontramos decisión del año de 1962 el 8 de noviembre en la cual señala con motivo de un interdicto prohibitivo donde se ordenó la suspensión de una obra, decidió : “El anuncio del recurso de casación se hará antes de dictarse sentencia definitiva únicamente cuando aquellos hagan imposible la continuación de la causa.....”, y en ninguno de los casos incidentales de los interdictos se impide la continuación de la causa. Al referirse específicamente al decreto provisional que niega el decreto interdictal, es improcedente el recurso de Casación, y solo es admisible cuando es trata de sentencia definitiva que resuelva la querella en segunda instancia.


Una sentencia del 18 de marzo de 1971, de la casación venezolana, reafirma su jurisprudencia sobre la apelación a la posición en los siguientes términos :


“Al hacer el examen de este asunto la Corte encuentra que en su tramitación se ha incurrido en graves irregularidades con el quebrantamiento de varias disposiciones legales que no han sido denunciadas, pero que este Supremo Tribunal está en el deber de advertir, conforme al artículo 435, aparte final, del Código de Procedimiento Civil”.


“En efecto, se observará que decisión del Juez de Primera Instancia que declaró sin lugar la oposición, era inapelable y, por consiguiente, firme, pues es trataba de una interlocutoria que no causaba gravamen irreparable, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 176 del mencionado Código, “de las sentencias interlocutorias se admitirá la apelación, cuando produzcan gravamen irreparable”.


Ahora bien , la sentencia que declara sin lugar la oposición, como ocurrió en este caso en Primera Instancia, no causa gravamen irreparable, ya, que no suspendiéndose los efectos del decreto de amparo, queda abierta al articulación con que comienza el plenario del procedimiento interdictal, conforme al art. 598 ejusdem, por lo que el posible gravamen causado por la decisión de la oposición, era reparable por la sentencia definitiva de la articulación del artículo 598, sino que concluye el procedimiento sin haber lugar a la etapa plenaria. En tal situación, si hay apelación, porque la decisión si causa gravamen irreparable”.


“En el presente caso en que la oposición fue declarada sin lugar, no había apelación, y menos en ambos efectos, ya que en materia interdictal, en el juicio sumario, no debe oírse apelación (cuando ella procede), sino, el efecto devolutivo, conforme al art. 605 ejusdem.


Pero el caso es que ella no procedía de ningún modo y el Juez de la causa erró al admitirla ; y el superior, en lugar de corregir el error, declarándose sin jurisdicción para conocer, por tratarse de una decisión que no tenía apelación, lo hizo más grave todavía, entrando a conocer de la apelación, con el resultado de terminar por revocar la sentencia de primera instancia que era inapelable”.


“Con todas esta irregularidades, fueron violadas el artículo 176 del C.P.C., según el cual solo se admite la apelación contra las interlocutorias que causan gravamen irreparable, así como el ordinal 3o del art. 1.395 del Código Civil sobre cosa juzgada. Asimismo , los artículos 597,598,605 del citado Código de Procedimiento Civil”.


La más reciente decisión de casación es del 12 de agosto de 1971, expresándose en este sentido nuestro más alto Tribunal :


“El art. 605 del Código de Procedimiento Civil, establece que en el juicio sumario, no se oirá apelación sino en el efecto devolutivo, salvo lo dispuesto en el artículo 6. Para entender lo que quiso instituir el Legislador en este precepto legal, se han sostenido tres criterios diferentes, a saber : 1o, según este criterio, la expresión “Juicio Sumario” significa todo el procedimiento interdictal , por éste un juicio excepcional en el que debe actuarse con rapidez, por lo que todas la apelaciones que se interpongan a él, deben ser oídas en un solo efecto, 2o, este criterio sostiene que es sumario el procedimiento que se tramita en la primera instancia, pero que al dictarse la definitiva, se transforma en ordinario, por lo que las apelaciones interpuestas contra los pronunciamientos en esa instancia, deben oírse en un solo efecto. Y 3o, conforme a este criterio, el juicio interdictal se divide en la primera instancia en dos partes : sumaria y plenaria, siendo la primera la que comienza con la introducción de la querella, hasta la apertura de la articulación, previa la notificación del querellado, pues que ella se caracteriza por la absoluta celeridad con que debe actuar el juez. Y la plenaria es aquella que comienza con la notificación del querellado del decreto interdictal que abre la articulación. Por manera que de los pronunciamientos que se dicten en la primeras parte se dará apelación en un solo efecto, salvo lo establecido en el art. 605 del Código de Procedimiento Civil, y de los que se dicten en la sentencia parte se dará apelación conforme a lo estatuido en el Título VIII, Sección V, Libro Primero del Código de Procedimiento Civil”.


“Ante esta diversidad de criterios, la Sala se pronuncia por el expuesto en el último lugar, por considerar que en realidad el juicio interdictal comprende dos etapas : La  sumaria, que comienza con la solicitud interdictal hasta el momento de abrirse la articulación correspondiente, y la contenciosa o plenaria, que comienza al ésta abrirse, con la consecuencia lógica de que de los pronunciamiento dictados en la primera se da apelación conforme al art. 605 del Código de Procedimiento Civil, con el efecto devolutivo solamente, salvo lo estatuido en el artículo 601 ejusdem, y de los dictados en la segunda, conforme a lo estatuido en el Título VIII, Sección V, Libro Primero del Código de Procedimiento Civil”.


“Considera la Sala que este criterio es reforzado con el final del art. 605 del Código de Procedimiento Civil. En ella se deja a salvo en materia de apelación, lo que se dice en el artículo 601 ejusdem. Y en este último se da, excepcionalmente, apelación en ambos efectos contra los pronunciamientos que se dicten, ordenando la ampliación de las pruebas presentadas por el heredero para obtener el decreto provisional afirmativo, o sea, sobre materia que corresponde a la primera parte del procedimiento interdictal arriba dicha, debiendo aceptarse entonces que el legislador, al expresar en el 605 que en el “juicio sumario” solo se da apelación en un solo efecto, salvo lo dicho en el 601, está admitiendo la división del juicio interdictal en parte sumaria y plenaria, conforme a la tesis acogida por la Sala, y que la primera comprende los actos preparatorios del decreto interdictal”.


“De la exposición de estos principios, se llega a la conclusión de que, tratándose de que la sentencia a la cual se contrae el recurso de hecho declarado sin lugar en la recurrida, es la definitiva del interdicto puesto que fue dictada en la etapa contenciosa del mismo, poniendo fin a éste, la apelación debió ser oída en ambos efectos......”

Las costas.


El art. 604 del Código de Procedimiento Civil consagra en forma expresa la aplicación de las costas. Dicho art. es del tenor siguiente :


En la decisión de la articulación a que se refiere el art. 598, se condenará en las Costas a quienes resultaren despojadores o perturbación.


A los efectos del art. 173, se estimaría en la demanda el valor de la cosa sobre que verse el interdicto. Las reclamaciones de Perjuicios y frutos contra los mismos, se deducirán en juicio ordinario.


Siguiendo la doctrina francesa, nuestra jurisprudencia ha venido fundado la imposición de costas en la llamada Teoría de la Buena Fé, dejando a u lado la denominada Teoría Objetiva del Vencimiento, o lo que es lo mismo, las razones para litigar deben inferirse de la buena fe o razón probable desde el punto de vista sustantivo y no de las razones desde el punto de vista procesal. En interdictos tales elementos no entran en juego, pues el Juez está siempre obligado a imponer las costas a los que resultaren despojadores o perturbadores. Siempre que una acción interdictal sea declarada con lugar, debe haber imposición de costas. Si el Juez nada dijere sobre las costas, queda sobreentendido que las costas fueron impuestas al despojador o perturbador perdidoso.


Si la acción interdictal fuere declarada sin lugar porque ella se temeraria, también es obligatorio la impresión de las costas procesales, pues razones de equidad impiden que la imposición absoluta exista solo a favor del actor, existiendo, cuando se trata del demandado, la posibilidad de interpretar que han existido motivos racionales para litigar por la parte actora.


El art. transcrito pareciera decir que las costas se refiere solo a la articulación específica consagrada en el art. 598 del Código de Procedimiento Civil, pero una sana interpretación nos obliga a entender que se trata de TODO EL JUICIO INTERDICTAL considerado éste como un ente único universal e integral en todas sus instancias y aún con la casación. Solo cuando el juicio se encuentra pasado con autoridad de Cosa Juzgada es cuando se pueden reclamar las costas impuestas en instancia y confirmada, si fuere el caso en la casación.


Cuando la parte no hubiese estimado la acción y por virtud del dispositivo que hoy comentamos se impongan al despojador o al perturbador, el monto de las mismas, debe entenderse a nivel  de la competencia mínima por la cuantía del Tribunal de Primera Instancia que conozca del juicio interdictal.


Existe un criterio distinto que tiene su fundamento, pero que nosotros no compartimos y es que la estimación de ella, en este caso, es libre. Las razones para disentir de esta corriente son entre otras las siguientes :

a)Las costas comprenden los costos del procedimiento, es decir, aquello realmente gastado en la secuela del proceso (arancel, papel sellado, pago a peritos, etc) y los honorarios profesionales. Lo primero no tiene limitación para su cobro y por la tasación legal puede resultar en cualquier grado infinitamente superior al monto estimado de la acción, pero los honorarios no podrán exceder nunca de la mitad del valor de la demanda.

b)  Sería abrir la brecha para el abuso y la inseguridad jurídica y generar la existencia a priori de incidencias y excepciones que en materia interdictal no deben tener existencia. Si por omisión voluntaria o no, el apoderado actor no estimó la demanda, ésta debe entenderse estimada, al menos para la Zona Metropolitana, en diez mil bolívares que conforme al decreto 384 de 1958 es la mínima competencia de los Tribunales de Primera Instancia.


El aparte segundo del art. comentado establece una excepción muy lógica, dada la naturaleza sumaria de todo el juicio interdictal, que evita la existencia de incidencias porque admitirlas sería desnaturalizar la naturaleza sumaria de ella, cual es el que reclamaciones por perjuicios y frutos se reclamen en juicio ordinario, siendo tal circunstancia válida tanto para aquellos juicios en que el querellante interdictal obtenga la victoria y se declare la existencia de despojadores o perturbadores como para los casos en que la acción intentada resulta temeraria o no probada por el actor. En todo caso las reclamaciones por frutos o por perjuicios o por derechos de bienechurías y demás circunstancias análogas, deben deducirse de reclamaciones en forma, en juicio ordinario.


Hemos afirmado hasta la saciedad la existencia en nuestro país de la famosa ACCION PUBLICIANA o Juicio Ordinario Posesorio, con lo que hemos querido señalar que todo afectado favorable o desfavorablemente por una decisión interdictal tiene el derecho o la facultad de discutir en el ordinario posesorio su mejor derecho a poseer, aún aquel que haya sido despojador o perturbador. Cuando el art. 607 expresa que si en este ordinario posesorio se ha probado la falsedad de los fundamentos alegados por el querellante para obtener, como en efecto obtuvo, la restitución o el amparo, se condenará el amparado o restituido a satisfacer todos los perjuicios que por esta causa hubiere sufrido la parte contraria, inclusive las costas que el presunto despojador o perturbador hubiere pagado en el sumario interdictal.


Esta acotación normativa contradice en lago los supuestos que parecieron inferirse de otra norma legal consagrada en el mismo capítulo interdictal. El art. 602 del Código de Procedimiento Civil en su parte in fine pareciere señalar que podrán acudir al ordinario posesorio TODOS LOS AFECTADOS por la decisión, menos quien haya sido declarado despojador. Tal Cosa no se ajusta a la verdad procesal y en este caso se impone en forma amplia el criterio expuesto en el art. 607 comentado en concordancia claro está con el art. 606 ejusdem y demás normas consagratorias de la acción publiciana.

CAPITULO IV

Pruebas en los interdictos

Las pruebas.- Generalidades.- Principios generales del derecho.- Medios de pruebas civiles y procesales : La testifiscal, la prueba instrumental, la confesión, la inspección ocular, la presunciones.- Valoración sui generis de las pruebas de testigos en el juicio interdictal.- Justificativo.- Ratificación de los testimonios contenidos en el justificativo.- La testifical en la plenaria.- La pruebas instrumental en la oposición.- El título de propiedad no es título justo.- Las presunciones posesorias : Clasificación, presunción de legitimidad. Presunción de no intervención del título. Presunción de posesión intermedia. Presunción de posesión desde la fecha del título.- Otras pruebas : La experticia, La inspección ocular, Los Datos Administrativos, La confesión, La articulación Probatoria.

Las pruebas Generalidades


En materias interdictal, el problema probatorio adquiere especial significado, al jerarquizar unas pruebas frente a otras en períodos definidos del proceso interdictal. Constituye de esta manera el problema probatorio capítulo especial y de singular importancia, porque la gran mayoría de las situaciones problematizadas que han de presentarse, tendrán relación directa o indirecta con las circunstancias probatorias.


A los efectos de sistematizar nuestro trabajo, vamos a realizar un enfoque de las pruebas desde tres ángulos :

a)  De los Principios Generales del Derecho.

b)  Los medios de pruebas civiles y procesales.

c)  Valoración de pruebas sui generis en los Juicios Interdictales.


Principios Generales del Derecho.- El principio fundamental en el Derecho Civil, parte sustantiva, está consagrado en los supuestos contenidos en el artículo 1.354, que es del tenor siguiente :


“Quien pida el ejecución de una obligación, debe probarla, y quien pretenda que ha sido libertada de ella, debe por su parte probar el pago o el hecho que ha producido la extinción de su obligación.


Por este principio, la prueba corresponde a quien alega, sea un hecho, sea un derecho. Quien a su favor pretenda una situación, un hecho o las consecuencias de ese hecho, debe probar la existencia y veracidad del mismo a través del sistema probatorio general. Como el primero en pretender un comportamiento es el actor, a él corresponderá la prueba del hecho o situación constitutiva del derecho que pretende. Si son varios los hechos alegados, esos varios hechos deben ser probados.


El artículo transcrito no habla de prueba negativa o prueba de hechos negativa, sino de la carga de la prueba cuando expresa : “.... quien pretenda que ha sido libertado de ella, debe por su parte probar el pago o el hecho que ha producido la extinción de su obligación....”, lo que significa un reconocimiento a la situación generadora de las obligaciones que se pretenda, pero también el que ha cumplido con ella a cabalidad, o que ha realizado el pago a que estaba obligado, o que, en líneas generales existen hechos impeditivos, modificativos o extintivos que impiden o lo eximen de su cumplimiento. Estas situaciones alegadas deben probarse. Por lógica esta pruebas corresponde a la parte demandada o requerida al cumplimiento de la obligación que ha motivado la acción del actor. Para muchos, esta situación configura una inversión  de la carga d ella prueba.


La conducta pasiva, de negar simplemente los hechos alegados por el peticionario o demandante, reafirma el principio de que al actor corresponde probar cuanto ha alegado a su favor, no teniendo en estos casos el demandado que probar nada.


Estos principios generales del derecho son aplicables al procedimiento interdictal, y por ello todo poseedor que alegue ser perturbado o despojado, deberá probar esa perturbación o ese despojo, y si quien ha sido llamado a juicio como perturbador o despojador alegarse situación específica de su condición de poseedor legítimo y actúa, deberá probarlas, así como cualquier otra defensa que a su favor alegue.

Medios de pruebas civiles y procesales.


En una rápida incursión por los medios de prueba consagradas en el ordenamiento civil y admitidas en el ordenamiento procesal, señalamos, a continuación, esas permitidas :


La testifical o pruebas de testigos, consistente en el valor que los testimonios de terceros, que han presenciado o que conocen, o a  quien le han referenciado uno o varios hechos, tienen, a los efectos de dar veracidad a ciertas situaciones alegadas, valor de pruebas. La testifical, en una gradación de las pruebas, ocuparía peldaños inferiores por presentar más inconvenientes que ventajas, pues el testimonio de un tercero está sujeto a factores individuales y sociales, a percepciones subjetivas, a deformaciones personalísticas, a convicciones concientizadas y a una manera de ver y estimar los fenómenos sociales, cualesquiera que éstos sean. Por ello, se afirma que el testimonio se funda en una doble presunción : a) conformidad del conocimiento del testigo con la realidad, y b) su fundamento moral. El testimonio no es una declaración de voluntad, sino una manifestación del pensamiento.


Las condiciones para admitir la testifical son variadas, y están fundadas en las razones expresadas anteriormente ; ellas son, a saber :


a)capacidad, en razón de la edad y de su equilibrio emocional ;


b)extraenidad, para tener la certeza que no tiene interés en la litis y que es extraño a la relación procesal ;


c)conocimiento de los hechos sobre los que se requiere su participación ; y


d)necesidad de su concurrencia, al ser requerido por el Juez o por las partes. No se admiten testigos voluntarios (en materia civil).

Prueba instrumental.- La prueba instrumental es aquella generada con anterioridad al juicio del cual se deriva la situación alegada posteriormente en el proceso. Preexiste o está preconstituída al inicio mismo de la litis y en ella se puede constatar si el derecho, la obligación, la extinción de ésta, la modificación del derecho o la inexistencia alegada, merece fe a los efectos procesales. La  prueba instrumental impide que las relaciones entre los hombres queden archivadas en su memoria, dependiendo de ella y de la fe que merezcan su testimonio posterior.


Según el grado de veracidad y su valor probatorio frente a situaciones particulares o comunes, la prueba instrumental se ha clasificado en :

a)  Instrumentos públicos, cuando emanan o han sido redactados en presencia de funcionarios autorizados por las leyes para que produzcan fe pública, que tiene efecto frente a todo el mundo. Su contenido por principio es cierto y no puede ser negado a menos que se tache de falso, conforme a las causales de tacha contenidas en el artículo 1.380 de nuestro Código Civil vigente. La eficacia de los instrumentos públicos está consagrada en el artículo 1.359 ejusdem, que determina que el mismo hace plena fe entre las partes como respecto de terceros, mientras no declarado falso. Como en los artículos siguientes existen disposiciones complementarias, señalamos que en el instrumento público, a los fines de determinar su eficacia, debe observarse : Con relación al instrumentos mismo, en sus elementos externos que presenta una presunción de legitimidad, como también con  relación a su contenido, cuanto a los suscribientes afecte, que presenta la misma presunción de legitimidad ; pero al tratarse de terceros, no existe presunción sino enunciación simple.

b)  Instrumentos privados que son aquellos producidos por la libre voluntad de las partes, sin que haya participado un funcionario autorizado por las leyes para que derive de él fe pública. Frente a las partes tienen casi el mismo valor probatorio del documento público del documento público, pues entrañan una presunción de legitimidad, pero no puede serle opuesto a terceros.


La confesión constituye la prueba por excelencia, pues contiene implícita y expresamente el reconocimiento del llamado a juicio sobre los hechos que motivaron al controversia. La hemos definido como la declaración judicial o extrajudicial, espontánea o provocada, mediante al cual la parte en perjuicio propio reconoce total o parcialmente la obligación o los hechos que determinan el comportamiento exigido, en forma tal que podemos derivar de ella todos los efectos jurídicos pretendidos.


Para que una confesión tenga esa eficacia jurídica señalada, es necesario que concurran tres elementos : capacidad, objeto y voluntad. La capacidad, como la posibilidad aceptada de poder estar en juicio expresión de no estar impedido legalmente para estar en juicio. Objeto como relación entre el sujeto y los hechos sobre los cuales acepta la pretensión, por  depender de él tales hechos. Voluntad por haber tenido esa intención al manifestar o confesar sobre los hechos reclamados.


La prueba pericial, que es una consecuencia de la imposibilidad en que está el administrador de justicia de apreciar por sus propios medios todos los hechos del que se pretenda inferir consecuencias jurídicas, sea porque su examen requiera aptitudes técnicas ajenas al estudio jurídico, o sea que para su determinación es necesario conocimientos que escapan a ese mundo jurídico. Entonces el examen pericial o por expertos o peritos, sustituye la voluntad del juez, para concluir sobre los asuntos sometidos a su examen, sin que sea vinculante en extremo al Juez que deba decidir.


Los peritos se convierten así en auxiliares de la Justicia y están obligados a cumplir bien y fielmente la misión que les ha sido encomendada.


Inspección ocular, consistente en la objetividad de caracteres y hechos de necesaria comprobación a los efectos de derivar de situaciones o hechos las consecuencias jurídicas necesarias. Por la Inspección Ocular, el Juez toma conciencia por si mismo de situaciones, de hechos, de aspectos y de caracteres necesarios en la determinación judicial que ha de surgir de su examen. Es un conocimiento directo con una realidad planteada pero no conocida.


Las presunciones a las que nos referiremos con detenimientos en otra parte de este trabajo.


Estos medios de pruebas civiles y procesales son admisibles en el procedimiento interdictal dentro de ciertas especificaciones y de ciertas consideraciones en su apreciación, o mejor dicho, en el mérito o valor probatorio que a ellas se atribuyan.

Por ello es que los estudios de esta disciplina han elaborado una teoría propia y autónoma en cuanto a la valoración de estos medios de prueba, tomando para ello el mérito que la jurisprudencia les ha asignado.


Valoración sui generis de las pruebas.


Aceptando la validez de las pruebas civiles en el juicio interdictal, hemos afirmado que ellas tienen una especial valoración a los efectos correspondientes al proceso interdictal. La valoración de las pruebas por el Juez será sui generis, tomando como fundamento su naturaleza, y muy especialmente la oportunidad en que sean promovidas o producidas.


Vamos a reagrupar los medios probatorios estudiados en sentido general en cuatro grandes grupos, a los efectos de su valoración interdictal. En efecto, las pruebas según la oportunidad de promoción o producción, deberán ser valoradas en forma distintas y según la naturaleza que este propio proceso les haya asignado. Estos grupos son :

a)  Referido a la prueba de testigos ;

b)  Referido a la prueba instrumental como título justo y auténtico ;

c)  Las llamadas presunciones posesorias ; y

d)  La experticia, la inspección ocular, los datos administrativos y la confesión.


La prueba de testigos en el Juicio Interdictal.


Esta prueba se hace presente en el Juicio Interdictal en tres momentos distintos y específicos, a saber :


1o) En la fase previa, preconstituyendo con el justificativo del hecho generador d ella perturbación o del despojo.


2o) En la oportunidad en que los mismos dichos de los testigos del justificativo deban ratificar sus declaraciones en el juicio interdictal.


3o) Como testifical simple en el plenario.


El justificativo.- El justificativo de testigos es una prueba preconstituída por el poseedor perturbación o despojado para inferir la existencia del hecho generador de la acción interdictal.

Este justificativo es levantado por ante la autoridad competente, que pueda producir fe pública, como es el Notario, y en aquellos lugares donde no estuvieren creadas las Notarías, cualquier Tribunal competente para ello.


En el justificativo deben existir los elementos de juicios para estimar, en primer lugar, que el poseedor, presuntamente perturbado o despojado, es poseedor legítimo, y, por lo tanto, su posesión ha sido continua, no interrumpida, pública, pacífica, no equívoca y con la intención de tenerla o poseerla en ánimo de dueño. No bastan las menciones ; deben existir hechos significativos que permitan esta deducción ; pues la calificación queden los testigos a esa posesión es irrelevante a los efectos de su determinación. El testigo puede decir que la posesión de alguien es pacífica o pública, o no equívoca ; pero ello no tendrá efectos jurídicos ni podrán pretenderse inferirle a los fines de que sirva de fundamento a la acción interdictal. Debe expresar hechos que lleven al ánimo del juzgador que esos conceptos de posesión legítima corresponden a los hechos narrados por los testigos.


Este justificativo, a pesar de ser fundamento d ella acción interdictal, no constituye una prueba, sino una presunción, una como especie de fumus boni juris, que aunque no rechazada por la contraparte, debe y tiene que ser ratificada posteriormente dentro del propio proceso interdictal.


La necesidad de este Justificativo se infiere del art. 596 del Código de Procedimiento Civil, cuando expresa que en los casos de los artículos 782 y 783, del Código Civil, habiendo constancia de la Perturbación o del Despojo, el Juez deberá decretar el amparo o la restitución, contra el autor d ella perturbación o del despojo. Al hablar de constancia y tratándose de hechos que difícilmente puedan encontrarse en prueba instrumental, se acude a la preconstitución de un justificativo de testigos donde conste tales circunstancias. Es el fundamento y el punto de apoyo de la solicitud de amparo o de restitución, o dicho más técnicamente, de la acción interdictal de amparo o restitución.


Los hechos generadores que debe contener el justificativo, amén de la presunción de posesión legítima, son los que conforme a los artículos 782 y 783, del Código Civil, se requieren para conceptuar la existencia de una perturbación o un despojo.


Es obvio como afirma Certad, que “el justificativo no es el único medio de demostrar la constancia de perturbación o del despojo”, pero no es menos cierto que es la prueba por antonomasia, pues cualquiera otra se convierte en medio de prueba excepcional. El mismo ejemplo de las declaraciones de testigos en un juicio penal, del cual pueden inferirse todos esos hechos que permiten la calificación, no es más que un medio excepcional. No están excluidos otros medios probatorios a los efectos de la constancia que exige el artículo 596, pero las limitaciones propias de su determinación nos permiten asegurar que el Justificativo de testigos es el más idóneo de los medios para producirlo, pero por esa misma razón es también el más idóneo de los instrumentos para lesionar derechos legítimos de poseedores también legítimos. Las deficiencias de estos justificativos, desde el punto de vista de su fe pública y de su veracidad legal, no es imputable al concepto jurídico, sino más bien a problemas sociales y de idiosincrasia en el país, que tienen que ser resueltos a corto plazo.


El supuesto de la situación en que el fundamento de la acción o la constancia a que se refiere el art. 596, no fue una prueba preconstituída de testigos, sino copias certificadas de declaraciones rendidas ante un Juez  Penal, acaeció en el Estado Zulia, habiéndole decidido con fecha 30 de septiembre de 1952, sobre su admisibilidad por el Juzgado Superior del Estado Zulia.


Hemos hablado que en el Justificativo debe constar : a) los elementos de hechos que permitan configurar la existencia del concepto de posesión legítima ; b) la evidencia de haber sucedido el hecho generador, bien la perturbación o el despojo, según sea el caso. Añadiendo nosotros en esta oportunidad la fecha en que ha ocurrido la perturbación o el despojo a los efectos de poder determinar si la acción ha sido ejercida en término útil, y si por ello el presunto poseedor legítimo despojado tiene el derecho a la tutela interdictal. Al no existir indicios sobre este momento en que ocurrieron los hechos generadores, la acción resulta improcedente.


Ratificación de los testimonios contenidos en el Justificativo.


Señalamos que los testimoniales contenidos en el justificativo constituyen solo una presunción a los efectos del decreto provisorio, señalamos su equivalencia con el fumus boni juris (humo de buen derecho), siendo necesario su ratificación en la articulación respectiva para que puedan ser apreciados y sean considerados realmente como elemento probatorio del que se puede inferir consecuencia jurídicas.


En tal sentido, el artículo 598, en su último aparte, consagra lo siguiente :


 “Las declaraciones de los testigos del justificativo que haya servido de base al decreto de amparo o de restitución , no se apreciarán en la sentencia si no son ratificados en la articulación”.


Las deposiciones que los testigos realizaron ante el funcionario competente para dar autenticidad, se realizaron sin que la contraparte afectada pudiera repreguntarles, de forma tal que sus dichos no pueden afectar una decisión final si no se le ofrece a la parte querellada la oportunidad de repreguntarles, de insistir sobre todo y cada uno de los elementos sobre los que han depuesto, en forma tal que la verdad real aflore para hacerla valer como verdad procesal. Aquel justificativo que fundamentó el decreto provisorio señala los tres elementos que hemos mencionado.


Los elementos de hechos que permiten configurar la existencia del concepto de posesión legítima, la evidencia de haber sucedido el hecho generador d ella perturbación o del despojo y la fecha en que supuestamente esos hechos tuvieron lugar. Cada uno de esos rubros afectan al querellado, pues con el primer elemento calificado en el justificativo, la posesión de él es rival, no legítima y viciosa, por una parte, llega a esa posesión por despojo o por perturbación( en este último caso, la gradación es menor) ; por tanto, el querellado es perturbación o despojador, y la fecha de esos hechos no le dan derecho al querellado, sino que mantienen al actor con derecho a la tutela interdictal.

Es en la calificación de las testificales del justificativo cuando el querellado puede hacer valer sus derechos a repreguntar e insistir en hechos que impidan valorar aquellos dichos, por falsos, tendencias y no ajustados a la verdad.


Esta ratificación es necesaria para que la misma pueda ser apreciada en la definitiva y no puede ser sustituida con nuevas testificales en la plenaria ; debe hacerse sobre la base de los testigos originales, demostrando cohesión e integridad en sus respuestas, para que de ellas puedan derivarse los méritos necesarios. La no ratificación o la demostración de falsedad en los dichos de los testigos, producirán la improcedencia de la acción, pues si sobre esa base se consideró con derecho al actor, faltando esa base es lógico suponer que al actor no le asistía el derecho.


Hay un doble deber : a) el del querellado es destruir cuando le afecta si a bien lo tuviere ; b) el del Juez en no admitir el fundamento que motivó el decreto provisorio si no es ratificado debidamente. Hablamos de “ratificación debida”, señalando que debe realizarse en los términos y condiciones señalados. Hay un lapso de ley, improrrogable, y, por tanto, si son rendidos fuera de dicho lapso, no pueden ser apreciados. Para Humberto Cuenca estos lapsos son de orden público, improrrogables, no abreviables y su vencimiento acarrea preclusión o extinción del derecho es decir de los efectos que se aprecian en ella o que dimanan de ella.


Es bueno señalar que la Constancia del 596 del C.P.C., a que nos hemos referido y que traducido en un justificativo preconstituido, no debe confundirse con otros similares, que aunque parecidos, no producen a estos efectos la misma eficacia ; tal es el caso d ellos llamados justificativos de perpetua memoria.


La testifical en la llamada plenaria.


Dentro de las tres fases del proceso interdictal, existe una llamada plenaria, que consta de ocho días, en la cual las partes pueden promover y evacuar cuantas pruebas crean y estimen pertinentes en defensa de sus derechos. En esta fase puede nuevamente el actor promover testificales distintas de aquellas que dieron fundamento a la acción interdictal, no siendo éstas sustitutivas de aquellas, sino que se promoverán con plena independencia de esas, sin más limitaciones que las impuestas por el propio lapso. Se promoverán y evacuarán en estos ocho días.

No puede la parte contraria, tachar los testigos aun cuando tienen el derecho a repreguntarles en la oportunidad en que rindan el testimonio correspondiente.


Por la naturaleza del proceso interdictal, puede el propio Tribunal sin requerimiento alguno repreguntar los testigos presentados y tomar las providencias necesarias para que sus testimonios sean efectuados conforme a la verdad procesal.


El derecho de promover testigos es tanto d ella parte actora como de la parte querellada, siendo más importante para esta última ese derecho, pues por el mismo medio puede demostrar hechos que le favorezcan. Podría presentarse una situación de apreciación y mérito cuando promoviendo nuevos testigos en el plenario distintos a los del justificativo ya ratificado , existieran contradicciones entre las deposiciones de ambos grupos de testigos. En estos casos, la apreciación es de la soberanía del Juez,  quien de normal toma en cuenta las siguientes reglas :

a)  Si la contradicción evidencia que los testigos del justificativo no se ajustaron a la verdad, descartará ambas testificales, por cuanto los testigos del plenario no son sustitutivos de los testigos del justificativo, y en los casos en que resultaren hechos no comprobados por los testigos del justificativo, o que hubiere falso testimonio, o que declaración, simplemente no se ajustó a derecho, debe declarar improcedencia la acción.

b)  Si la contradicción evidencia que los testigos del plenario no se ajustaron a los hechos y sus deposiciones no conducen a ningún hecho probatorio, en tanto que los testigos del justificativo ratificaron sus dichos y fueron repreguntados sin que se observare irregularidad alguna en sus testimonios, tomará para su apreciación el mérito que resulte de los testigos del justificativo, a menos que fuera tan evidente las demostraciones hechas con los testigos del plenario, que deba apreciar por fuerza de hechos los méritos que resultan de sus declaraciones.


Valoración del testigo.


En todo caso, la apreciación de la prueba de testigos corresponde a la soberanía del Juez, quien a su leal saber y entender determinará la veracidad de los dichos. No escapa el Juez, en la apreciación de la testimonial en el proceso interdictal, a ciertas reglas de valoración que siempre debe tomar en cuenta, como son :


1o) Idoneidad del testigo, capaz no solamente desde el punto de ser sujeto de relaciones y efecto jurídicos, sino también por el real conocimiento que pueda tener de los hechos. En materia interdictal es necesario circunscribir esta idoneidad, no solo al conocimiento simple de los hechos, sino que debe existir algún otro elemento que lo haga idóneo, como la veracidad o la relación permanente. En nuestro país se acostumbra finalizar las preconstituidas pruebas de testigos con la interrogante de señalarle al testigo al “razón fundada de sus dichos”, al que se le da poca relevancia, pero de donde podrían obtenerse los elementos necesarios para considerar idóneo el testigo.


2o) Moralidad del testigo, determinada por las condiciones de vida y sentimiento del testigo, pues no resulta igual un testigo de conducta indecorosa que no de intachable conducta moral. Por falta de un sistema que permita relacionar en épocas y expedientes diversos testigos han nacido en el país y para ciertos procesos interdictales testigos profesionales, que llegan al extremo de convertirse en empleados de bufetes que los utilizan en todos y cada uno de los juicios. Hay que poner coto a estos desmanes, y una fórmula, aunque no determinante, es calificar la moralidad del testigo, investigando su conducta, especialmente las circunstancias en que ha sido testigo anteriormente.


3o)Intelectualidad del testigo, entendida como la capacidad de expresar los  hechos y de contestar las preguntas. Están referidas a una categoría especial de hombres que indistintamente de su profesión , clase u oficio, tienen una mayor capacidad de percepción y de transmisión que el hombre normal.


4o) Afectividad del testigo, como el interés que tenga en favorecer o perjudicar a algunas de las partes.


Estas reglas de valoración son independiente de las que para tales fines consagra nuestro proceso adjetivo, y es una simple adaptación de circunstancias ordinarias al proceso interdictal en aquello en que normalmente la frecuencia nos obliga a realizar afirmaciones.


La prueba instrumental.


Dentro de esta categoría de valoración de las pruebas en forma sui generis interdictales, toca ahora a la prueba instrumental, estudiadas a grandes rasgos desde el punto de vista de los principios generales para señalar que ella se hace presente en dos momentos del proceso especial, a saber :

a)  En oposición ; y 

b)  En el plenario.


La prueba instrumental en la oposición.


La oposición es la primera incidencia de partes en el juicio interdictal y es en ella donde la parte contra quien obre la medida puede acreditar en el término de veinte y cuatro (24) horas, haber procedido mediante título justo y auténtico, en cuyo caso deberá levantarse los efectos del decreto provisorio.


La oposición surge como una oportunidad procesal única e incidental para que la parte afectada por el decreto provisorio pueda desvirtuar, sin más fórmulas de juicio, cuanto en la acción le ha sido imputado, para lo cual deberá acreditar haber procedido con título y auténtico. Para ello, el lapso fatal es de veinte y cuatro horas desde el momento en que la parte querellada queda a derecho, bien por haber sido notificado personalmente al momento de ejecutar el decreto provisorio, o bien por haber sido legalmente citado cuando no fue notificado personalmente en la ejecución de aquel decreto. Este lapso es fatal y comienza a correr desde esa notificación o desde la citación. Si se tratare de un Tribunal comisionado, al que se ha concedido término de la distancia, el opositor tendrá a su favor el beneficio del término ; pero si la medida ha sido ejecutada por un Tribunal comisionado de la misma jurisdicción a quien no se le ha concedido término de la distancia, y ha sido notificado el momento querellado, el lapso comienza a contarse desde el mismo momento en que se ejecutó el decreto, debiendo realizarse la oposición en el Tribunal de la causa, que conoce del proceso interdictal incoado contra su persona.


Esta oposición equivale en el juicio ordinario a la contestación de la demanda, vencido el cual precluye el derecho de realizarlo nuevamente para la parte afectada, en cuyo favor se ha establecido la oportunidad procesal correspondiente.


Por ser un proceso especial éste de los interdictos, los actos se ejecutarán, sin que por ello puedan producirse apelación ; y en éste de la oposición de declaratoria de no haber lugar no tiene apelación, como si la tiene la declaratoria de haber lugar (un solo efecto).


Para evitar errores de apreciación debe señalarse que el lapso de veinticuatro (24) horas no se computa por días continuos, sino por días de audiencia, de tal forma que si la ejecución del decreto provisorio se realizó en día viernes, la oposición deberá llevarse a efecto el día lunes de la audiencia siguiente.


En esta oportunidad el querellado tiene el derecho de hacer valer su conducta legal a través de título justo y auténtico. Se dice que un título es justo cuando es capaz de transferir el dominio, y cuando por él se puede evidenciar la causa de la posesión.


Para el maestro Loreto, la redacción del artículo 597 es incorrecta, porque en su criterio supone el hacer caso omiso de la arbitrariedad empleada para obtenerlo. Con estas fases se expresa Loreto : “.... Si se tutela a cualquier poseedor, por el solo hecho de detener la cosa (possideo quae possideo) contra las depredaciones violentas y los despojos clandestinos, manteniéndose así las situaciones concretas que la arbitrariedad quebranta, es manifiesto que al querer hacer provechosa la finalidad perseguida, no debe permitirse al expoliador que legitime su proceder con la alegación de la justicia de la arbitrariedad”.


Borjas por su parte, señala : “No puede el opositor comprobar con toda clase de pruebas la excepción de no ser arbitrarios los actos calificados de perturbación por el querellante, y de que al ejecutarlos, procedió con pleno derecho. La Ley exige... la prueba plena de un título auténtico.... No puede ser desechado por vicios de fondo o de forma, pero sí por estimar que no llena los requisitos indispensables para que sea justo y auténtico...”.

Justeza y autenticidad de un título que acredite obró con derecho, pero ¿qué derecho ?. Es auténtico todo instrumento que deviene de un funcionario público, expedido por éste o simplemente presenciado ; pero ello no es suficiente, debe concurrir el elemento justicia en el título, lo cual es un término ambiguo. Ya dijimos que título justo es aquel capaz de transferir el dominio para determinar de él la causa de la posesión, más como veremos luego sobre esta concepción se produce una confusión inevitable con la propiedad.


Se sostiene que título justo es el que contiene el consentimiento del propio querellante, provocando con el mismo la conducta calificada de turbadora o despojadora. De ser así, la conclusión es que la acción intentada por el acto, carece de uno de sus requisitos fundamentales : el interés y, por tanto, es de imperio declarado improcedente. Puede el querellado “alegar el consentimiento expreso o presumido del que se dice despojado”.


Título justo y auténtico es el acto que auténticamente faculta a la realización del hecho considerado más tarde como hecho generador interdictal.


Contiene la “facultad para el ejercicio del acto posesorio que se reputa como de perturbación o de despojo”.


Cuando hablamos del hecho generador , señalamos como condición de existencia la voluntad o la intención en convertirse en poseedor frente a una posesión actual y legítima ; cualquier título auténtico del que se derive un derecho a ejecutar actos posesorio, elimina esa voluntad, o sea intención espoliadora ; por tanto, no es suficiente a los efectos interdictales, pues veremos como hay título auténtico que contienen derechos y que no sirven para justificar comportamientos estimados perturbadores o despojadores.


La expresión de autenticidad es más clara ; traduce la consideración de ser suficiente y fehaciente, alude de por si a una prueba instrumental escrita que reúne las condiciones procesales y civiles para ser considerado auténtico. No significa que sea realmente auténtico, pero si que se infiera de él autenticidad. La autenticidad lo es más por su continente que por su contenido, más por su forma  que por su fondo ; lo importante es que infiera la característica de autenticidad. Esa circunstancia le basta al juez, le merece fe pública y dimana de tales instrumentos los efectos que para ellos prevé las leyes.  

Instrumentos que pueden considerarse justos y auténticos.


En nuestra opinión que la consideración de justo de un título podría llevarnos a equívocos notorios ; por ello, preferimos señalar cuáles títulos, a nuestra consideración, a pesar de ser auténticos no son justos, es lo que para concluir, Certad llama supuestos problemáticos. No deben ser considerados, en principio, título justo hasta prueba en contrario. De esta manera, colocamos a los títulos justos en un nivel  de presunción juris tatum, que nos puede permitir mayor lógica a la hora de analizarlos.

Tales instrumentos, que no son justos, a pesar de su autenticidad, son :

a)  La autorización administrativa que posea el querellado y del que pretenda hacer valer derecho para actuar en forma tal que su conducta puede ser calificada de perturbadora o despojadora. Esta autorización debe emanar de organismo público para que sea auténtico ; más por ello no es justo ni queda catalogado como tal. El fundamento a este criterio es que si la administración en los términos vistos puede ser legitimado pasivo de una acción interdictal, con mayor razón sus causantes o quienes actúen como perturbadores o despojadores, en virtud de esa supuesta autorización administrativa, deben se considerados expoliadores.

b)  En criterio de Certad, la copia certificada de una medida cautelar no es título justo, aunque si auténtico a los efectos de hacer cesar los efectos de un decreto provisorio en la oportunidad de la oposición.

c)  Otro decreto interdictal no es título justo a los efectos previstos en el artículo 597 del Código de Procedimiento Civil, y, por tanto , en caso de ser opuesto, debe ser rechazado por improcedente. Reafirmamos que en materia interdictal se aplica la máxima de res inter alios acta, impidiendo que a terceros que no intervinieron en un proceso interdictal anterior les afecte con consideración de título generador de derecho. Afecta solamente a las partes que actuaron en dicho acto.

d)  La excepción de dominio público no puede considerarse título justo a los efectos de suspender el decreto provisorio y hacer cesar el procedimiento interdictal. Esta circunstancia puede ser apreciada en el fondo del proceso interdictal, pero no puede tener eficacia presentado como título justo en la parte incidental de la oposición. Es obvio que un sujeto, a menos que se trate del Estado, no puede oponer tal excepción, pues si es válido contra el querellante, lo es válido contra él como persona física o natural, sujeto de derechos y obligaciones y, por tanto, constreñido, al igual que el accidente, a respetar los inmuebles que constituyen o forman parte del dominio público.

e)  El título de propiedad no es título justo.- Hemos dejado adrede este señalamiento para el final por cuanto su consideración es muy especial, sobre todo por cuanto es la circunstancia más concurrida en este problema. El derecho de propiedad  y el título que lo respalda, lleva implícito los derechos a usar, gozar y disponer de las cosas sin más limitaciones que las que consagran las leyes, como es el caso  de la función social sobre inmuebles situación en zonas afectadas a la reforma Agraria.


Teorías sobre el título de propiedad en los Interdictos.


Con ese título de propiedad muchas personas ejercen los actos posesorios o actos que pueden ser calificados como tal, pero en el fondo mismo del problema planteado, está ejerciendo derechos que derivan de su condición de propietario, fundado en su título como tal propietario. ¿Cómo entonces no se considera este título y ese derecho como justo a los efectos de levantar el decreto provisorio a tenor de lo consagrado en el artículo 597 del C.P.C. ?


Esta noción de título nos permite analizar orgánicamente los títulos de propiedad, al sistematizarlo en tres teorías :


No tienen capacidad probatoria.

1)  Los que le niegan capacidad probatoria a los efectos de probar la posesión, existiendo al respecto algunas decisiones jurisprudenciales como :

I)  Decisión del 26 de octubre de 1957 de la Corte Superior en lo Civil y Mercantil y del Trabajo del Estado Zulia, cuando expresa : “el título de propiedad no siempre es garantía de la posesión y en si no es suficiente para suspender los efectos del decreto interdictal”.

II)  Decisión del 27 de octubre de 1961, dictado por la Corte Superior Civil y Mercantil y del Trabajo del Estado Zulia, que es del tenor siguiente : “El título justo y auténtico a que alude el artículo 597 del Código de Procedimiento Civil, es aquel que fundamenta el derecho que asiste al querellado para ejecutar los pretendidos actos de perturbación o de despojo, sin que por ello pueda entenderse como tal el instrumento que prueba el dominio ejercido por el demandado sobre los bienes poseídos por el querellante”.

III)  A nivel de Casación, existe una decisión del 3 de junio de 1916, ratificada en sentencias de fechas 26 de octubre de 1947 y 18 de junio de 1918, que es del tenor siguiente : “Aunque sea justo y auténtico, un título de propiedad no prueba por si misma ésta y la posesión actual, pues la posesión anterior no hace presumir ésta”.


Título de colorandum possessionen.

2)  Los que estiman que los títulos de propiedad deben valorarse solo para colorear al posesión, es decir, para abonar y enfatizar los hechos posesorios ya demostrados. Esta doctrina es sostenida fundamentalmente por la Casación venezolana en sus primeros inicios, cuando en sentencia del 11 de julio de 1904, señaló : “El título de propiedad no siempre es garantía de la posesión ; desde luego que los elementos constitutivos de ésta son dos : el derecho d ella detención y el ánimo de hacerla propia”. Esta misma posición es posteriormente sostenida por nuestro más alto Tribunal, pero con una agregación que determina lo que nosotros hemos llamados teoría de la afectación que veremos en epígrafe siguiente. Previamente es bueno señalar que en Doctrina esta teoría de servir los títulos de propiedad para colorear la posesión está bastante arraigada entre nuestros juristas ; por ejemplo, Certad señala : “Pero el título solo no puede bastar, aun cuando hubiere constancia previa de perturbación o despojo, el título no podrá por si solo reemplazar a la posesión. La causa possessionem, adminiculada a la prueba fehaciente de la posesión”.

Teoría de la afectación.

3)  Teoría que hemos llamados¡ de la afectación, por medio de la cual es cierto que los títulos de propiedad solo sirven para colorear la posesión, más lo significativo en la demostración de ese título de que habla el artículo 597, es que el título presentado, aun cuando no público, afecte la pretensión del querellante por derivarse de él la condición de existencia de los hechos que posteriormente han sido calificados de perturbación o de despojo.


Esta teoría surge de una sentencia de Casación del año 1957, reiterada posteriormente. En la misma, nuestro más alto Tribunal consideró :


“No podría ignorar nuestro legislador el lugar común en todos los tratadistas clásicos y modernos de que título de propiedad solo puede apreciarse ad colorandam possessionem cuando se trata de acción posesoria.


Por estos principios elementales se ha estimado que el Legislador no tuvo el designio de reproducir en el art. 597 el concepto de justo título, contenido en el art. 788 del Código Civil, si no empleó la palabra justo con algunas de las otras acepciones corrientes de este vocablo. El referido precepto nos viene del Código arandino de 1836, de donde lo tomaron nuestros sucesivos Código Civiles y de éste lo trasladó el legislador de 1916 al Código de Procedimiento vigente. Ahora bien, en el año en que Aranda escribió su código, no existía en nuestra legislación esa definición de justo título. Y aunque existiera en las antiguas leyes españolas que nos siguieron rigiendo algunos años después de la independencia, no es creíble que el legislador vernáculo haya querido aplicarla a las modernas concepciones del procedimiento interdictal, que resultaría arruinado por su base si se le diese preponderancia al título de propiedad, contra las acciones en que la propiedad no se discute, sino solo la posesión. En consecuencia, el derecho que el art. 597 exige ser probado por el opositor, no puede ser la posesión, que no se puede probar con título, ni la propiedad que no prueba posesión, sino la voluntad manifiesta del querellante o de su causante consignada en documento auténtico en el sentido de que el querellado pudiese ejecutar los actos en que se hubiese fundado la querella”.


Nuestra primordial discrepancia es simple, no somos solidarios de la autenticidad en los términos ene que los plantea la Corte, pues basta el instrumento privado, siempre que emane del querellante, pues para él vale como si se tratara de documento público.

Las presunciones posesorias.


Las presunciones son en términos procesales medios de pruebas fundados en las conjeturas o indicios que extraemos de los comportamientos humanos y de los fenómenos sociales, determinando la existencia de un patrón consecuencial.


Son medios de pruebas aceptadas por las legislaciones sustantivas y por las leyes procesales en casi las mismas circunstancias que otras pruebas judiciales. Ciertos es que para su existencia es necesaria la presencia de ciertas condiciones, pero difícil es concebir pruebas no sometidas a condición de existencia.


Fundados en las conjeturas o indicios que nos proporcionan una concurrencia de elementos necesarios para determinar su existencia. La conjetura está integrada por la racionalidad, por la parte humana, consciente y determinable por la razón. Los indicios conforman la parte material, los hechos y su relación en tiempo, espacio y situación caracterizando la circunstancia necesaria a los fines judiciales. Ambos conceptos concurren y se combinan para suministrar la información necesaria que se hace valer o del que se estiman consecuencias jurídicas.


De los comportamientos humanos y de los fenómenos sociales por cuanto conforman la unidad reiterada que nos aquellas circunstancia que observamos a los efectos de considerarla como prueba, con valor de realidad y carácter de veracidad. El comportamiento humano repetido contexta un hábito o una costumbre posible de sistematizar, clasificar y gradar. El fenómeno de por si ofrece una caracterización posible de reconstruir.


Determinando la existencia de un patrón consecuencial, que es el resultado lógico de las existencia enumeradas anteriormente. Ese patrón, que es la consecuencia de concurrir. El valor de la presunción se obtiene de ese patrón consecuencial, no aislado y caracterizado en si mismo.


Las presunciones tienen sus signos distintivos con algunos de los conceptos enumerados y con otros no señalados. Con los conceptos de continenti a contenido, con los otros por sus características. Por ejemplo, indicio no es presunción, porque el indicio es el antecedente y la presunción la consecuencia. Indicio es todo rastro, vestigio, huella y circunstancia. Presunción es la consecuencia que de esos elementos se obtengan de su análisis individual y al hacerlo patrón consecuencial.


Clasificación.- La clasificación más conocida y usada por los estudiantes y profesionales del derecho es aquella que divide a las presunciones en :


a)Presunción juris tantum ; y


b)Presunción iure et de jure.


Esta clasificación obedece a la capacidad de valerse por si mismo de las diversas presunciones que pueden existir legalmente. Cuando se bastan por si solas y, por tanto, no admiten prueba en contrario, son presunciones iure et de iure ; en tanto que, cuando la presunción es relativa necesaria de condiciones externas para que puedan tomarse como pruebas y, por tanto, admiten, de quienes afecte, prueba en contrario, son presunciones iuris tantum.


Para determinar fehacientemente a que grupo de presunciones pertenecen hechos particulares, hay que acudir al texto d ella ley, cuando en norma expresa consagra esa eficacia o prohibe la prueba en contrario, no quedará lugar a duda de estar en presencia de una presunción iure et de iure. Caso contrario, cuando se infiere de la norma, hay presunción juris tantum.


A los fines de instrumentar las pruebas de las posesiones, en sus diversas aceptaciones o situaciones, el Código Civil admite las presunciones posesorias, en las cuales quedan evidenciados los fenómenos de los que se aspira la consecuencias jurídica consiguiente. Las presunciones contenidas en el Código Civil son :


a)Presunción de legitimidad


b)Presunción de no inversión del título.


c)Presunción de posesión intermedia.


d)Presunción de posesión desde la fecha del título.


La presunción de legitimidad está contenida en el contexto del artículo 773 del Código Civil vigente, que es del tenor siguiente :


“Se presume siempre que una persona posee por si misma y a título lo propiedad, cuando no se prueba que ha empezado a poseer en nombre de otra”.


Es una presunción que admite prueba en contrario, o iuris tantum, por medio del cual mientras no es demuestre una posesión precaria, debe entenderse que todo poseedor es legítimo con la intención de tener la cosa como suya propia. La parte in fine del artículo 772, traduce también un signo o presunción de propiedad.


Hay quienes afirman un contrasentido en la señalada por no poder presumirse la propiedad por ese solo hecho, más como presunción relativa es válida y aceptable.  Es una presunción de posesión legítima a los efectos posesorios, pero también es una presunción de propiedad a los efectos petitorios.

Claro está que por tratarse de problemas petitorios, la presunción además de relativa se hace frágil, por requerirse fundamentalmente un título y el instrumento que lo contenga, pero en tanto no se demuestre una afirmación de posesión precaria, también debe entenderse como presunción de propiedad a los efectos de exigir comportamientos de terceros frente a la cosa.


“La presunción interesa tanto a quien pretende excepcionarse como a quien pretende ser actor. Al poseedor que ejerce la acción negatoria le interesará ampararse en la presunción, probando solo al relación posesoria actual... “. De allí que ab initio, el actor traiga a los autos los elementos de convicción que demuestren la precariedad o la no posesión.


Presunción de no intervención del título de quien ha empezado a poseer. Deriva del mismo artículo cuanto afirma : “que continúa como principio”. Siendo la causa poseessionis la evidenciada con la posesión actual, debe inferirse que no hay inversión del título de quien se inició en la posesión. Martín Pérez denomina a esta presunción de continuidad del concepto posesorio, lo cual es también correcto, de forma tal que la presunción puede denominarse en ambas formas indistintamente.


La anterior presunción pertenece al grupo de las llamadas presunciones relativas o iuris tantum, que admiten la prueba en contrario ; por tanto, de ella no se infiere la continuidad hasta tener la seguridad que la contraparte no ha demostrado o no la tratado de demostrar en el término correspondiente el cambio del concepto posesorio. Es aplicable a la inversión del título los principios generales estudiados para esa materia en capítulos iniciales.


Presunción de posesión intermedia es aquella que aparece contenida en los supuestos del artículo 779 del Código Civil vigente, el cual de la letra es del tenor siguiente :


“El poseedor actual que pruebe haber poseído en un tiempo anterior, se presume haber poseído durante el tiempo intermedio, salvo prueba en contrario”.


Es una posesión cualquiera la presencia de dos extremos temporales, el de la posesión actual y el de la posesión pasada o preterida de un tiempo extremo, hacen presumir la posesión intermedia, acaecida durante las especificadas unidades de tiempo. No es necesario remontarse a la posesión primaria, o al momento en que se empezó a poseer. Lo importante para hacer valer esta presunción es que existan dos extremos temporales de posesión, para presumir la posesión habida entre ambos extremos.


Es también una presunción relativa o iuris tantum, permitiendo para la parte contra quien obre la presunción, la prueba que durante esa unidad intermedia presumida hubo un poseedor distinto, causahabiente, posiblemente, de éste que alega a su favor la presunción de posesión intermedia.


Presunción de posesión desde la fecha del título es aquella que se infiere de quien tiene una causa possessionis de buena fe. Es un título que le permite la demostración de adquisición de la posesión en un momento dado, y que, por lo tanto, se presenta a su favor la presunción de posesión desde la fecha del título.


Es obvio que ese título debe producir efectos frente a los terceros a quien se le opone, pues caso contrario no puede producir los efectos de presunción aquí señalados.


Esta presunción aparece consagrada en el artículo 780 del Código Civil vigente que reproducimos a continuación :


“La posesión actual no hace presumir la anterior, salvo que el poseedor tenga título ; en este caso se presume que ha poseído desde la fecha de su título, si no se prueba lo contrario”.


En la motivación de este principio aparece otra afirmación que también es presunción, y es que la posesión actual no hace presumir al anterior, pues solo es un extremo del cual no se pueden pretender efectos hacia el pasado, a menos que se le relaciones con otro extremo de posesión anterior. En todo caso, la posesión evidencia una posesión actual tutelada por esa razón a los efectos interdictales, pero no a los efectos “ad usucapionem”, porque en este caso se requiere la prueba de la posesión anterior, o el título del cual pueda presumirse en posesión cierta.

Otras pruebas.


Al mismo tiempo que se admiten las pruebas señaladas, participando de su concepto las presunciones posesorias, en materia interdictal son admisibles, como dijimos anteriormente, todo género de pruebas de las que conforman el sistema probatorio civil.

En este sentido son procedentes, a más de las señaladas :

a)  La experticia que “puede tener un particular interés en el juicio posesorio, en especial cuando la perturbación o el despojo consisten en obras materiales y se trata de determinar el tiempo en que ocurrió el hecho generador a los fines de la caducidad o ultraanualidad”. Cuando se trata de los llamados interdictos prohibitivos, que estudiaremos en tesis, la experticia adquiere singular relieve, constituyendo, las más de las veces, un factor determinante para probar el daño o la obra nueva.

b)  Inspección ocular.- Esta prueba no muy aceptada por nuestros juristas y por nuestros jueces, puede constituir elemento coadyuvante en la determinación d ella existencia del objeto posesorio y de la calidad posesoria cuando circunstancias visibles permiten tal conclusión.

c)  Los datos administrativos no constituyen sino un indicio a los efectos probatorios, Concurrentes con otros indicios o hechos comprobables, tienen valor de prueba en los juicios interdictales.

d)  La confesión tiene la misma jerarquía probatoria que en el Derecho ordinario ; por tanto, es innecesario la repetición de los conceptos y efectos.


La articulación probatoria.


Todas las pruebas a que nos hemos venido refiriendo, tienen un término útil para promover y evacuar de ocho audiencias a partir del momento en que se decida la oposición, cuando ésta se hubiere realizado ; caso contrario, a partir del momento de ejecución del decreto.


La anterior afirmación resume nuestra opinión que a su vez traduce la interpretación jurisprudencial sobre los alcances del artículo 598 del Código de Procedimiento Civil. En efecto, el mencionado artículo expresa : “Siempre que habiéndose llevado a efecto el decreto no se hubiesen suspendido sus efectos, haya  o no habido oposición, se entenderá abierta de hecho, desde la fecha de ejecución del decreto, una articulación por ocho días...”. Siendo que hasta el 5 de mayo de 1965 de Casación había aceptado el criterio que dicha articulación siempre se entendía abierta desde la ejecución del decreto, sin considerar para nada la circunstancia de la necesaria decisión que insurge cuando la parte contra quien obra la medida, realiza la oposición a que tiene derecho en las veinticuatro horas siguientes a la ejecución del decreto si tuvo conocimiento de ella como notificado d  de la misma, o a partir del momento en que se entienda citado. En estos casos el Juez tiene hasta tres audiencias para decidir la oposición a tenor de los dispuesto en el artículo 20 ejusdem, y la eventualidad de un diferimiento por ocupaciones preferentes.


El fundamento que sirvió de base a la Casación para adoptar el nuevo criterio que nos sirve de principio se encontró en un voto salvado de los doctores Arminio Borjas y Pablo Godoy Fonseca, quienes en la oportunidad en que la casación decidió la consideración hoy inaceptada, discreparon d ella misma por las razones que sirven de base a nuestra actual jurisprudencia. Este voto es recogido por el Dr. José Román Duque Sánchez en la sentencia de 5 mayo de 1965.


Circunstancia condicionante de la actual jurisprudencia lo constituye la posibilidad real, que el Juez emita opinión sobre lo principal del pleito, cuando admite pruebas, sin haber resuelto un incidencia legal. Es sabido que siendo la articulación de ocho audiencias, la promoción probatoria puede realizarse en cualquiera de ellas, y si por una simple eventualidad éstas se promovieran entre la primera y tercera audiencia todavía no existe decisión sobre la oposición realizada, es obvio, que se está emitiendo opinión sobre la principal del pleito.


En los términos actuales no corre ninguna articulación mientras no se hubiese decidido la oposición realizada, pues solo cuando se decida esa incidencia es cuando se conoce si los efectos del decreto fueron o no suspendidos. En caso de que resultare, en la decisión incidental de oposición, suspendidos los efectos d ella medida ejecutada la misma articulación se hace inoperante, pues en ese momento para el Juez de la causa, salvo decisión d ella Segunda Instancia, término el proceso cognoscitivo y contradictorio del procedimiento interdictal, denomínese a este sumario y plenario o como se le quiera llamar. Solo cuando subsisten los efectos del decreto por decisión del Juez de la causa interdictal es cuando es procedente la articulación probatoria, llamada comúnmente por la jurisprudencia y tratadistas de la materia etapa plenaria.


La otra problemática que deriva de la relación del artículo 598 del C.P.C., está constituida por la consideración que nos merezca la circunstancia de estimar la articulación probatoria de ocho audiencias como una articulación de pruebas conjuntas donde las ocho audiencias son aptas para promover y/o para evacuar pruebas indistintamente, o si antes por el contrario, existe una ficción, mediante el cual se entiende que el período de las ocho audiencias supone cuatro audiencias para promover pruebas y cuatro evacuarlas, salvo las consideraciones en cuanto al término de la distancia.


En este sentido, razones meramente técnicas permitirían una conclusión de fraccionamiento del período de articulación en dos subperíodo de cuatro audiencias cada una, sirviendo la primera de ellas para promover y las cuarto audiencias de la segunda subetapa lo serían para la evacuación de las  pruebas promovidas  y admitidas por el Juez de la causa. Pero por encima de las consideraciones técnicas se impone criterios hermenéuticos y lógicos que determinan un período único para promover y evacuar, quedando limitadas por la propia naturaleza de la prueba promovida. En los casos de testigos no podrían ser promovidos más allá de la sexta audiencia por cuanto el término de comparencia de los testigos sigue siendo de dos audiencias, lo que significaría que su evacuación, caso de citarse en la misma sexta audiencia, sería en la última de las audiencias de la articulación probatoria.


Si al momento de concluir la octava audiencia, la contraparte del promovente de aquella testifical estuviese todavía sin haber hecho uso de su derecho a la repregunta, es la justicia admitir la habilitación de la audiencia para que el repreguntante agote al máximo su derecho a la repregunta.


La Corte 2a, en fecha del 4 de agosto de 1972, señaló :


“Que el tribunal, al decidir la oposición, establece que el lapso probatorio comenzará a partir de la audiencia siguiente a su decisión. Que se trata de un procedimiento sumario especial donde los lapsos de promoción y evacuación de pruebas se confunden en un solo término, como lo expresa el artículo 598 del C.P.C.....

Que el querellante apela en la cuarta audiencia con lo que persigue “confundir a la Honorable Corte”. Que ella es extemporánea....Al respecto se observa. Los interdictos son procedimiento especiales contenciosos, breves y sumarios que da la Ley, para garantizar la paz social, evitando la violencia y que nadie se haga justicia por si mismo”.


“Respecto a la extemporaneidad de la apelación, hay que observar que entre las disposiciones referentes a los interdictos, no existe ninguna que norme lo referente al lapso para apelar de la admisión de pruebas que se promovieron. En tal situación, el hecho que se trata de un procedimiento breve y sumario, no hay razón para declarar que la apelación ante el silencia de la Ley, es necesario ocurrir a la norma general del art. 177 del Código de Procedimiento Civil : “El término para intentar la apelación es de cinco días, salvo disposición especial”.

CAPITULO V

Los interdictos prohibitivos
ANTECEDENTE.- NATURALEZA.-DIFERENCIAS CON LOS INTERDICTOS POSESORIOS.- CONCEPTO.- HECHOS GENERADOR.-CARACTERES.- CONDICIONES DE PRECEDENCIA DE LA ACCION.- COMPETENCIA.-PRUEBAS.- DIFERENCIAS ENTRE LA DENUNCIA DE OBRA VIEJA Y LA DENUNCIA DE OBRA NUEVA.- CROMOGRMA EXPLICATIVA Y CUADRO SINOPTICO.- EXPLICACION.

LOS INTERDICTOS PROHITIVOS

Antecedentes :


En la busca de antecedentes sobre los interdictos denominados prohibitivos, el maestro Borjas, en sus famosos comentarios, refiere la circunstancia de existir en Francia, en la Edad Media, la acción posesoria de obra nueva, conjuntamente con otras dos acciones posesorias : la “Complainte y la reitegrantes”, que tenían vigencia ante la perturbación o ante el despojo del hecho posesorio por terceros no poseedores.


Ahondando más en sus raíces históricas, el citado jurista señala que la denuncia de la obra nueva y la denuncia de daño próximo, corresponden a dos figuras legales existentes en la época del Imperio Romano, a saber : la “operis novi nuntiato y la damnun infectum”.

Naturaleza.


Diversas teorías se han esbozado para explicar la naturaleza de estas acciones, teniendo como punto de referencia la institución de daño temido se les ha ubicado como formando parte de la problemática posesoria y se les conoce como interdicto de obra nueva e interdicto de obra vieja o de daño temido. Hemos agrupado estas opiniones en cuatro grupos :

1. Quienes le consideran acciones posesorias especiales.

2.  Quienes le consideran acciones accesorias de un Juicio Ordinario que debe producir.

3. Quienes le niegan carácter posesorio.

4. Quienes les consideran acciones cautelares.

1.  En primer grupo de aquellos que le consideran acciones posesorias especiales, ubicamos al maestro Borjas, quien considera que tales acciones son “indudablemente posesorias, en cuanto no pueden ser ejercidas sino por personas que posean las cosas amenazadas por el perjuicio o daño que se teme..., no constituyen por si mismas una controversia verdaderamente autónoma, separada, independiente, relativa a la posesión o a la propiedad de las cosa cuya posesión esté amenazada, sino un derecho de prevenir al amenaza o peligro temidos”. Los interdictos prohibitivos son, en criterio de los adherentes a esta tesis, posesorios ; y sobre ello no cabe discusión, pues solo legitima a poseedores, constituyendo tal circunstancia el elemento de interés en la acción interdictal ; solo que siendo posesoria, tiene caracteres y rangos especialísimos distintos de las acciones posesorias que amparan y restituyen la posesión contra la perturbación y el despojo.

2.  Quienes afirman que solo son acciones accesorias de un Juicio Ordinario que necesariamente habrá de producirse, se fundamentan en un apego rigorista a la letra de la Ley, pues nuestro Código Procesal, en su art. 614, consagra el supuesto de un Juicio Ordinario de Oficio, para el caso de haberse decidido en la articulación de la confirmación de la obra, dictado en la oportunidad del Decreto Provisional. En efecto, señala el mencionado artículo, que “por el mismo hecho de haber quedado decidido en la articulación que se suspenda la obra, tanto el demandante como demandado se entenderán citados para comparecer ante el Juez competente, en el término ordinario para la contestación y conciliación, y para la secuela del Juicio, si la conciliación no tuviera efecto. Son acciones accesorias por cuanto condiciona y depende de lo principal a dilucidar en un Juicio Ordinario.

3.  El tercer grupo por nosotros citado, tiene una postura negativista frente a la consideración de posesoría de los interdictos prohibitivos, y niegan que constituyan o sean acciones posesorias. Existe, en criterio de los sostenedores de esta vieja tesis, una equivocada ubicación de las nociones de denuncias de obra vieja y de obra nueva. En los interdictos prohibitivos no existe ni una defensa ni una protección al hecho posesorio ni a la posesión considerada como un derecho. En el interdicto de obra nueva se exige un comportamiento del constructor o propietario de una obra en razón de vulnerar un estado de cosas existentes, y en la denuncia de daño temido, se trata de una eventualidad perjudicial que provoca un temor racional de daño a bienes poseídos, pero que en manera alguna menoscaban o desconocen el hecho o derecho posesorio.

4.  El último grupo, en el cual nos incluimos, considera a los interdictos prohibitivos como una acción cautelar, o más bien como una medida cautelar para evitar perjuicios mayores, dictada mientras se reconoce por vía principal la razón o el mejor derecho de los litigantes sobre el problema planteado. En este sentido se ha pronunciado Julio Dassen y otros autores argentinos. En efecto, partiendo quizás de la concepción chiovendana de la “Instrumental Hipotética de las Medidas Cautelares” encontramos el mejor fundamento a esta tesis.


Diferencias entre los interdictos posesorios y los prohibitivos.


Establecido que los interdictos prohibitivos en nuestra apreciación constituyen la instrumentalidad hipotética de un juicio principal que determinará la característica dañosa de una obra en construcción o de una obra ya terminada sobre el ejercicio de los actos posesorios y el valor de un bien poseído, es imperativo determinar las diferencias entre los interdictos prohibitivos y los interdictos posesorios.


Basados en las anteriores premisas, señalamos como caracteres diferenciales entre ambos tipos de interdictos los siguientes :

1)  Los interdictos prohibitivos se acuerdan al simple poseedor y no a una especie calificada de poseedores, como se exige en los interdictos posesorios. En los interdictos posesorios, el poseedor debe ser actual e inmediato, legítimo y real, excluyéndose de esta forma al servidor d ella posesión y al poseedor precario, permitiéndosele el ejercicio d ella acción interdictal, solo en nombre y representación del poseedor superior. En los interdictos prohibitivos, como detallaremos más adelante, legitima a cualquier clase de poseedor, aún al propietario y al poseedor de buena fe, cuando demuestran derecho sobre el bien que presuntamente va a ser afectado por la obra nueva  o por la obra vieja. La propiedad en Derechos Reales está tutelada por los interdictos prohibitivos.

2)  En cuanto a la naturaleza d ellos hechos, es obvio que resalta una gran diferencia, pues el hecho generador de los interdictos posesorios es la perturbación o el despojo, en tanto que los interdictos prohibitivos tienen por hecho generador una obra nueva o una obra vieja.

3)  Si la naturaleza es distinta, distinto es el objeto o fin perseguido, pues mientras en el interdicto posesorio se busca el amparo o la restitución, en los interdictos prohibitivos, el objeto es paralizar la obra o lograr una caución suficiente para el caso de comprobar la factibilidad dañosa de una obra ya construida. En los posesorios, el interdicto es un remedio, en los prohibitivos una sanción. En aquellos se refiere a un hecho acaecido, en éstos a una circunstancia probable.

4)  La competencia de los interdictos posesorios es siempre un Juez de Primera Instancia en lo Civil de la Jurisdicción donde se encuentre el bien protegido interdictalmente, en los interdictos prohibitivos el Tribunal Competente puede no ser un Tribunal de Primera Instancia en lo Civil, como apuntaremos en otro capítulo.

5)  Las condiciones de existencia o de procedencia son distintos en uno y otro interdictos. En efecto, los elementos en uno y otro difieren. En los interdictos posesorios, la prueba condicionante, la capacidad de acción o legitimación activa y pasiva, la calidad de la posesión es siempre calificada y específica ; en los interdictos prohibitivos es siempre genérico.

6)  La capacidad jurisdiccional es también distinta, pues en los interdictos posesionarios el Juez debe limitarse a acordar o negar el amparo o la restitución en tanto que en los interdictos prohibitivos, existe un poder discrecional del magistrado para el decreto correspondiente, en especial para el decreto provisorio.


Concepto de Interdicto Prohibitivo.


Los interdictos prohibitivos de obra nueva y daño temido son medidas cautelares consagradas ante la eventualidad de que una obra nueva altere el normal ejercicio posesorio o el valor intrínseco del bien poseído, o una obra ya realizada presente circunstancias que hagan temer un daño futuro.


Hecho generador.


Los supuestos que dan existencia a los interdictos prohibitivos son :

a)  Una obra nueva evidencia en construcciones o trabajos que produce una alteración en el estado anterior de las cosas, al crear un nuevo estado, reconstruir el existente, destruirlo o extinguirlo, o simplemente modificarlo sus caracteres actuales en forma tal que se altere el normal ejercicio posesorio o el valor intrínseco del bien poseído.

b)  Un daño temido, cuando una obra ya realizada por los caracteres que evidencia, presenta circunstancias que hagan temer un futuro daño.


Los caracteres del hecho generador de la obra nueva son :

a)  Alteración : El hecho generador que motiva la acción interdictal debe significar una alteración de un estado de cosas preexistentes. La situación del bien en su relación con otros bienes, sufre preceptiblemente una alteración, un cambio o modificación, en términos que signifique una alteración negativa a otros bienes.

b)  Novedad : La alteración en el estado de cosas debe significar novedad, pues si es un hecho o una circunstancias conocida anteriormente, pierde su condición de hecho generador. La situación anterior ha sido cambiada por la situación actual que produce elementos innovadores y diferenciadores de aquella.

c)  Término útil de un año : Entre el momento que una situación preexistente inicia un período innovador y el momento ene que se ejerce la acción interdictal no debe haber transcurrido un término superior al año, pues si ha transcurrido dicho año el presuntamente afectado pierde el derecho de ejercer el interdicto, creándose, en favor del constructor, una excepción de improcedencia d ella acción por extemporaneidad. Este es un lapso fatal de caducidad, que no admite interpretaciones, consideraciones especiales o extensiones. La obra nueva no debe estar concluida en el período del año. En estos casos se presenta una situación excepcional que acorta dicho término útil de un año al momento en que se termine la obra. A los efectos de iniciar el computo del término útil se considera comenzada una obra, “cuando se ha procedido a su ejecución”. No basta la intención de iniciar la obra ni son valederos los elementos de acopio previo a la iniciación, se requiere que efectivamente lo obra nueva se haya iniciado. Excepcionalmente el término útil de un año se acorta cuando ella es terminada antes del año de iniciada, por lo cual es menester determinar cuando se considera terminada, y en tal sentido se expresa que ésta terminada cuando “este concluida la parte que cause el daño que se teme. No por la conclusión total del proyecto de obra nueva, sino cuando la parte que cause el daño esté terminada. En relación a esta misma parte tampoco es necesario que su conclusión esté llevada a sus últimas consecuencias, como es el caso del llamado acabado o remate d ella obra, sino que esté concluida dicha parte estructuralmente. Hay una relación vinculante entre el término útil y el desarrollo de la obra nueva generador del amparo interdictal ; debe tratarse siempre, a los efectos del computo, de una obra no terminada.

d)  Perjuicio racional : El perjuicio que se teme debe ser racional, pues “la norma no reclama que el daño sea cierto, sino que sea posible, haciendo nacer como tal un temor racional”. La certeza es una presunción iure et de iure, en tanto que la posibilidad racional del daño es solo una presunción iure tantum ; de forma tal que si se evidencia certeza por si misma es procedente y no admite contraprueba, por más que se trate de prueba en contrario. A los fines d ella procedencia de la acción interdictal de obra nueva, la exigencia es menor : el perjuicio debe ser factible, posible o racional. Es difícil concebir la certeza en la eventualidad, más no es descartable. Se habla de temor fundado, de perjuicio racional, de una eventualidad, porque es supuesto que el daño no se ha verificado, pues en este caso existen acciones distintas para proteger al poseedor afectado. El interdicto de obra nueva es preventivo ; sirve para prevenir un daño futuro posible, para evitar que acaezca y que tenga por resultado daños a un poseedor inocente. La realización del daño presenta gradaciones o modalidades, siendo la más importante aquella que permite afirmar que procede la acción interdictal cuando el daño ha acaecido solo parcialmente, existiendo el temor de mayores daños de no lograrse la suspensión inmediata d ella obra.

e)  Ilegitimidad del acto : Constituye esta característica quizás la más controversial y la de más difícil concepción. Para que una obra nueva fundamente una acción interdictal como hecho generador, requiere una ilegitimidad en la construcción o en el acto que va a traducir el daño al poseedor, porque una obra nueva construida con las especificaciones requeridas por las leyes y las ordenanzas vigente difícilmente puede traducir un daño a terceras personas. Un acto ejercido con derecho, difícilmente puede constituir un acto ilegítimo.


Daño temido.


Daño temido es aquella consecuencia que se espera de una obra ya construida. “El daño debe ser grave y próximo a la vez. No es requiere que sea actual y efectivo, pero ha de tratarse no de un peligro genérico de daño futuro, sino de un peligro cierto, inminente o al menos cercano”.


El daño temido resulta de una obra ya realizada que por los caracteres que evidencia, presenta circunstancias que hacen temer la presencia de un daño próximo. El daño sobrevendrá s menos que a tiempo se logren correcciones impeditivas.

Caracteres.

a)  El supuesto de hecho está determinado, fundamentalmente por una obra y a existente d ella que se presume un daño próximo. Obra existente en cuanto que su capacidad natural y su material no requieren de premisas extrañas para que ella cumpla con su finalidad intrínsecas. La  obra vieja o la existencia de un inmueble ya construido, constituye de esta manera el eslabón necesario para entender la tutela interdictal en forma universal, desde el mismo momento en que se inicia una obra (obra nueva) ilimitadamente, y aún después que la obra se hubiese terminada (daño temido).

b)  El daño “debe ser grave y próximo a la vez”. No se trata de un peligro genérico y subjetivo, sino de una consecuencia de circunstancias visibles y probables. El peligro es cierto, siendo por tanto inminente el daño que pueda producir sobre bienes de terceras personas. Si el daño es futuro y muy eventual no existe la tutela de daño temido, pues en estos casos el posible afectado o legitimado causal puede hacer uso de las acciones ordinarias y no de una acción especial y provisional.

c)  La causa del daño es difícil individualizarla para establecer responsabilidades, pues por lo general se trata de circunstancias que se derivan d ella estructura de la obra, que por su estado actual presenta condiciones que permitan determinar con bastante confiabilidad la realización del daño. No es la mano del hombre la que provoca o produce el daño a sobrevenir (aun cuando no es descartable), sino las propias condiciones de la obra ya construida.

d)  El ejercicio d ella acción, en su relación con la obra, no está sujeta a ningún término de caducidad, pues puede ejercerse en cualquier momento en que las circunstancias que haga temer que el daño se presente.

e)  La anterior característica nos lleva a señalar como elemento importante el legitimado pasivo, por cuanto para los casos de daño, éste es siempre el propietario o titular del derecho real sobre la causa de la cual se estime sobrevendrá a corto plazo un daño, pues quien tiene la capacidad de aprovecharse de la causa, tiene la responsabilidad por las daños que sobrevengan de la causa. No queda encasillada la responsabilidad al solo propietario, pues pueden ser titulares del derecho real sobre la causa conceptos al de propietario, si por estas circunstancias se excluyen los poseedores de derechos anticrédito y, lógicamente, los acreedores hipotecarios.


Condiciones de procedencia de la acción.


Desligado el concepto y los caracteres desde un punto de vista sustantivo, se impone señalar las condiciones de procedencia de la acción a través de la concepción objetiva. Ellas son :

a)  Que se tenga razón para temer un daño próximo. La primera condición traduce la relación entre la persona que se pretenda legitimada para intentar la acción interdictal de daños y la causa de la que por sus circunstancias se infiere un daño próximo. Son dos circunstancias concurrentes que implican una conducta del legitimada racional y consciente y una circunstancia posible en la causa que produzca un daño. El temor o racional no puede separarse d ella relación del autor de la causa, como tampoco el daño puede analizarse independientemente sin vínculo a la (s) persona(s) que afectaría. La intensidad del daño no es relevante a los efectos de procedencia d ella acción, aun de tal forma cuando el daño a sobrevenir sea leve, la acción es procedente.

b)  Que la amenaza que provenga de un edificio, un árbol o cualquier otro objeto poseído por un tercero, lo cual amplía considerablemente el ámbito de bienes dañosos o del cual pueda derivarse un daño efectivo, comprenden circunstancias dañosas los bienes muebles y los inmuebles, a nivel de género, y cualquier parte de un inmueble o mueble de especie. Es así como sería de la acción correspondiente : animales, vehículos a motor, muros, edificios, árboles, antenas, avisos.

c)  Que se afecte un bien poseído por el demandante (querellante) sobre el cual tenga la posesión real e inmediata (relación directa con la causa)o el derecho a poseer o tener la causa en virtud de acto jurídico capaz de transmitir tal derecho. Tal circunstancia desviste de naturaleza pública la querella interdictal de obra vieja o daño temido.


Competencia.- En los interdictos prohibitivos , a diferencia de los interdictos posesorios, las fases del procedimiento están delimitadas por norma expresa, constituyéndose un procedimiento de dos fases que combina una fase de simple jurisdicción voluntaria, donde la voluntad d ella Ley se concretiza ante la pretensión unilateral de quien se estima afectado o por afectarse de una vieja. Esta fase desde el punto de vista d ellos actos procesales, si es de naturaleza sumaria en grande tal que los principios de competencia procesal sufren alteraciones circunstanciales. En efecto, la querella podrá proponerse ante cualquier Juez Civil, aun cuando no tenga competencia para conocer del interdicto propiamente dicho, manteniendo incólumes los principios de competencia por la cuantía y el territorio. El anterior principio inviste de competencia especial para la fase no contenciosa a los Jueces de Distrito o Departamento, Parroquia o Municipio, que por la Ley expresa son incompetentes para conocer d ella parte contenciosa del procedimiento interdictal. En virtud de esta competencia ad hoc, pueden y deben resolver a su leal saber y entender la solicitud interdictal, tomando y ejecutando las determinaciones que estime conveniente.


De esta manera, se ha facilitado la ejecución urgente de los decretos interdictales sin el riesgo de la demora que sobreviene a menudo cuando debe comisionarse a distinto Tribunal para le ejecución del decreto. Claro está que la escogencia del Tribunal competente es un derecho de la parte afectada, quien decidirá a su propia conveniencia.


La segunda fase se inicia al haber lugar a proseguir el procedimiento interdictal por inconformidad del querellado en la pretensión del autor. Con este principio sea crean dos supuestos distintos que conducen a dos situaciones distintas :

a)  El Juez que decrete el interdicto prohibitivo no es el competente para conocer del Juicio ordinario, en cuyo caso deberá abstenerse de intervenir (positiva o negativamente) en dicha fase contenciosa, pues él ha cesado su actuación jurisdiccional y se ha alterado su competencia. Su obligación en este supuesto se enfatiza en remitir con la mayor prontitud posible los recaudos pertinentes al Juez que deba conocer del asunto. La norma contenida en el Art. 612 del Código de Procedimiento Civil contempla una única excepción, cual es la circunstancia de haber desistimiento del demandante de su acción interdictal, en cuyo caso el mismo Juez que decretó el interdicto tiene facultad para homologar el desistimiento y suspender los efectos del decreto interdictal. Es de suponer que el principio excepcional que permite el conocimiento del desistimiento es aplicable a los demás casos de autocomposición procesal.

b)  El Juez que decretó el interdicto es el mismo llamado por Ley para conocer de la fase ordinaria del proceso, en cuyo caso las partes se entienden citadas de hecho para la litis contestación a la décima audiencia siguiente a aquellas en que se hubiese publicado el decreto interdictal y sea consignado en el expediente respectivo. Estos principios de competencia enfocan los aspectos elementales que insurgen d ella interpretación de las normas respectivas, habiendo, sin embargo, situaciones complejas no resueltas por las normas y de singulares y complejas interpretaciones.


Tal es el caso en que no siendo el Juez que deba conocer del contradictorio, el mismo que formuló el decreto, en que momento deben enviarse los recaudos, ¿a qué Juez deben enviársele tales recaudos si existieren más un Juez competente para conocer del procedimiento ordinario ?, ¿cómo  se desarrolla el ordinario en los casos en que le ha sido negado el decreto al querellante ?.


En cuanto al momento en que debe ser enviado, el art. 610 del Código de Procedimiento Civil que si “El decreto prohibitivo lo pronunciara un Juez que no sea el que deba conocer la causa, remitirá el expediente, inmediatamente después de ejecutado dicho decreto, al Tribunal competente (mayúsculas y subrayados nuestros), lo cual traduce SIN DILACION en la misma audiencia o en la siguiente, tan pronto como sea posible, pero si no lo hiciere, ¿existe responsabilidad personal ?. Y si haciéndolo como pude suceder la prohibición por desistimiento del demandante, si ha perdido competencia, contradice el efecto d ella palabra inmediatamente, la frase que a renglón seguido de la nueva facultad señalada, cuando allí se indica que tal facultad debe ejercitarse “antes de que se haya dirigido el expediente al Juez de Primera Instancia...”, solo es justificable la frase in fine del Art. 612 ejusdem, cuando expresa que la facultad de suspender los efectos del decreto, puede ejercitarse después de enviados los recaudos al Juez competente “si estuvieran de acuerdo ambas partes”, porque se trata de presenciar y legitimar un acto que las partes, por su libre voluntad han declarado resolver. En este caso, el Tribunal dará aviso al Tribunal competente, más es recomendable que el convenimiento y la homologación le sean certificadas ambas partes para que cualquiera de ellas reitere ante el Juez de la causa el fin del litigio.


Si existiere más de un Tribunal competente para conocer de la fase plenaria del procedimiento interdictal y a los fines de evitar incertidumbre en las partes, conocimiento diversificado por los Tribunales competentes y el riesgo de decisiones contradictorias, nuestro criterio está porque tal competencia se señale en el mismo acto en que se ejecuta el decreto interdictal.


En los casos en que al querellante se le ha negado o se le ha revocado un decreto dictado, tiene la facultad y el derecho de promover el Juicio ordinario por solicitud directa ante el Juez que negó el interdicto, debiendo requerir la citación previa del demandante para la contestación d ella demanda, pues en estos no se entiende citado de pleno derecho, sino que es necesario la citación previa. La diferencia fundamental, con los principios generales expuestos, estriba en que el Juicio ordinario, en los casos en que se ha decretado el interdicto es ope legis, y la citación es auténtica, en tanto que si fue negado el decreto el Juicio ordinario se abrirá a solicitud del autor desfavorecido, la citación debe realizarse siguiendo los principios generales que rigen la materia.

Pruebas en los interdictos prohibitivos.


En materia de pruebas en los interdictos prohibitivos, reproducimos cuanto expresamos con ocasión de los interdictos posesorios, pues la calidad probatoria sigue siendo aquella que acepta nuestro derecho ordinario con las variantes señaladas.

Como en los interdictos prohibitivos no existen las llamadas fases procesales (sumarísima, sumaria y plenaria) que sistematizan el mérito probatorio de los medios permitidos por la ley, resulta obvio que la consideración anterior está referida a los medios de pruebas permitidos y no a la apreciación de ellas, según la fase del proceso.


Sin embargo, para fines didácticos, es bueno señalar en esta materia dos particularidades :

a)La prueba por antonomasia que permite probar, fehacientemente, el daño temido de la obra nueva o de la obra vieja, es la experticia, pues es la que puede lograr las afirmaciones necesarias que traduzcan en aquel temor experimentado por el poseedor amenazado o temeroso del suceso que parece desprenderse de circunstancias concomitantes. En forma escrita, podemos afirmar que esta prueba, a los fines de la demostración de los hechos y de sus causas, es insustituibles y que por medio de ninguna otra prueba puede evidenciarse las causas que pueden determinar el presunto daño.

b)  La primera particularidad crea una situación real en cuanto a la imposibilidad de promoverla y evacuarla para demostrar la existencia de un hecho generador, pues ante la inminencia del daño, ante el auténtico temor de que éste se produzca en forma inmediata, resulta absurdo, difícil y hasta imposible exigir al querellante la práctica de una experticia que por naturaleza impone ciertas premisas y ciertos lapsos de tiempo que, de realizarse, podrían resultar catastróficos, pues en ese término hay la sensata posibilidad de poderse producir el daño ; por ello, para demostrar el hecho generador de un interdicto de obra nueva o de la obra vieja, la doctrina y la jurisprudencia han admitido la testifical y la inspección ocular, sin que obste para afianzar los indicios que insurgen de ella. La realización de la experticia en el transcurso del proceso. La Corte Superior Segunda en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial del Departamento Federal y Estado Miranda. En sentencia de fecha 18 de febrero de 1971, afirmó que la inspección ocular aún asesoramiento de  técnicos, no es suficiente para probar los daños que se causaron con una obra nueva. Nosotros entendemos que la Corte ha querido referirse más que a los daños a la causa de éstos ; no obstante, los términos de dicha decisión parecieron quitarle toda capacidad probatoria a la prueba de inspección ocular cuando afirma : “... ella no evidencia el temor fundado de que la obra en ejecución cause perjuicios al arrendatario del local sobre el cual ella se construye, porque se derrumbe por carecer dicho local de las bases de sustentación y de los requerimientos necesarios en su platabanda para soportarla”. En efectos, no son circunstancias que puedan con la simple apreciación de los sentidos, mediante el reconocimiento directo por el Juez, o de los testigos presenciales, si las bases de un inmueble y su techo por el sistema de platabanda, son capaces de sostener, sin dañarse la carga de ruptura que implican las edificaciones que se le construyan encima, pues su determinación corresponde al técnico en este caso, al ingeniero, mediante el cálculo de la resistencia de los materiales, tal y como ellos fueron usados, y del peso adicional que la nueva construcción le impone”.


Sostenemos que al dejar la Ley a la soberanía o a la prudencia del Juez, la apreciación del mérito probatorio nada impide para que se considere presunción suficiente a los fines de la Ley, la experticia y la inspección ocular para dictar bien el decreto de suspención de la obra, o bien la exigencia de Caución en el caso de que se trate de una obra ya realizada. La Corte Superior Primera en lo Civil y Mercantil, en decisión posterior del 18 de octubre de 1971, aclara el criterio citado al sostener que “la Ley no señala un medio probatorio único o exclusivo para probar relación de causalidad entre obra y daño, no siendo preciso efectuar experticia” ; más adelante, la misma Corte señala : .... “La inspección ocular que el Juez decrete con el fin de constituirse en el sitio y de visu tomar conocimiento de los hechos y la saludable costumbre de asesorarse con un práctico, adquieren el valor de una prueba, con respecto a lo que de ella legalmente se desprende conforme a las características propias de tal prueba, cuyo mérito solo cederá ante una prueba contraria que enerve o destruya lo que ella evidenció...”.


En consecuencia, reafirmamos nuestro criterio de representar la experticia el medio idóneo para demostrar el daño temido en una obra en construcción o de una obra ya terminada, pero que tal circunstancia no excluye en el ámbito de la capacidad discrecional del Juez de atribuirla a la experticia y a la testifical valor probatorio sobre todo si se tiene por finalidad evidenciar el hecho generador.

Diferenciar entre la denuncia de obra vieja y la denuncia de obra nueva.


Para mantener la misma conformación d ella presente tesis, hemos procedido a sistematizar las diferencias existentes entre la denuncia de obra vieja y la denuncia de obra nueva, en forma tal que se evidencien los supuestos de la norma legal vigente, o lo que es lo mismo, las razones de existencia de las acciones correspondientes.

1)  La médula diferencial se extrae de la propia denominación de cada una de las acciones, pues en un caso se trata de una “obra nueva” ; vale decir, una obra no terminada, en construcción, que el uso humano de ella no le haya afectado. En el otro caso se trata de una obra que ya existe, totalmente construida o terminada, y donde el uso humano y el tiempo la han afectado.

2)  La segunda diferencia nos viene dada por el hecho generador del derecho protegido y, por tanto, de las circunstancias que hacen prever una lesión posesoria. En la denuncia de obra nueva, el daño es generado por la mano y voluntad humana, por obra del hombre, en tanto que en la denuncia de obra vieja el hecho generador pertenece al mundo d ella naturaleza pura intrínseca al bien sobre el que recae la denuncia. Es la consideración de peligro o ruina en que se encuentra un bien en término tales que hagan previsible consecuencia que afectan derechos de terceros.

3)  En cuanto al término de caducidad, el interdicto de obra nueva tiene un término de un año a partir de las circunstancias de que se deriva la consecuencia inminente, en tanto que  la denuncia de obra vieja no está sujeta a ningún término de caducidad. Esto que hemos denominado término de caducidad siguiendo la línea de un viejo profesor nuestro, también es considerada como término útil para el ejercicio de la acción, por otros estudiosos del derechos, más ambos conceptos no se contradicen entre si.

4)  En cuanto al procedimiento, la obra vieja o daño temido posee una característica especial no existente en el interdicto de obra nueva, cual es la facultad del poseedor de acudir ala policía cuando exista peligro inminente aun antes de haberse intentado el reclamo judicial sin que tal circunstancia afecte la determinación que el Juez debe tomar. El daño puede ser tan inminente o catastrófico que la acción formalmente ejercida por antes los órganos jurisdiccionales, no podrá impedir en tanto que una vía policial y administrativa, a título preventivo, si podría realizarse. Es lógico que la actuación policial, de producirse, queda suspendida a la decisión jurisdiccional. Esta circunstancia solo procede en los interdictos de obra vieja, más no en los interdictos de obra nueva.

5)  Para el interdicto de obra nueva, existen en el Código Civil algunos supuestos no aplicables en los mismos términos en la denuncia de obra vieja, cual es el de caución suficiente para asegurar el resarcimiento de los daños que pueda generar o derivarse d ella prohibición que acuerde, pues el tiempo de paralización d ella obra traduce una carga económica para el ejecutor que debe soportar y que le debe interesar en aquellos casos en que la denuncia resulte improcedente. Por contrapartida, si el Juez acordase la continuación d ella obra, el ejecutor de la misma deberá prestar caución suficiente para responder de los daños que tal obra pueda causar al denunciante en los casos en que la sentencia definitiva considere procedente la denuncia. A dichos daños debe sumársele el posible valor de la demolición o reconstrucción que haya de realizarse. Estos supuestos de caución en los casos d ella obra vieja son distintos, pues solo el denunciante debe caucionar para aquellos casos en que se ordene la demolición de la obra. Podríamos señalar otras diferencias en cuanto a los medios de prueba, a los legitimados para intentar o sostener la acción, en cuanto a la capacidad de caucionar y en cuanto a la inminencia del daño, pero tratándose de circunstancias que saltan a la vista en los estudios de otros conceptos, no hemos queridos reiterarle en este capítulo.


Cronograma explicativo de los interdictos prohibitivos y cuadro sinóptico.


En la consideración cronológica del proceso judicial de los interdictos denominados prohibitivos determinar previamente el problema d ella legitimación activa y pasiva de las partes en estos Juicios.


En cuanto al legitimado activo, o persona con capacidad procesal para el ejercicio de la acción o de la denuncia, es obvio que habiendo encuadrado el legislador la institución, sustantiva y adjetivamente, en el campo d ella posesión y la protección posesoria (interdictos), el legitimado activo por excelencia es el poseedor en su más genérico sentido, tanto al poseedor de hecho como al poseedor de derecho, o más estrictamente pronunciado, al poseedor actual y/o el propietario actuando como poseedor legítimo. Esta afirmación nos coloca en trinchera opuesta a la del maestro Borjas, pues en su consideración el ejercicio de esta acción es restringida para ciertos mediadores posesorios como el arrendatario o el comodatario antes que nosotros consideramos legitimados para el ejercicio de dicha acción. Nuestro tantas veces comentado Kummerow, señala que “en los casos de inmuebles vendidos, pero no entregados materialmente, la denuncia puede ser propuesta tanto por el comprador, que ha llegado a ser propietario, como por el vendedor, que tiene el deber de custodiar y la obligación de entregar”, lo cual reseña por si solo la extensión que dicho jurista asigna al legitimado activo, pues siendo la compraventa un contrato consensual (sujeto a una condición registral en los casos de inmuebles), el vendedor que ha vendido el bien, no puede ser calificado de poseedor legitimado, ni actual o de hecho, cuando tampoco tiene una relación directa con el objeto vendido.


Legitimado pasivo es el responsable d ella obra bien del  constructor, del propietario, del administrador o de cualquiera que sea el poseedor de ellos derechos inherentes d ella obra (nueva o vieja), siempre represente el bien o responda d ella obra. Cuando se trata de obra nueva, el legitimado pasivo por antonomasia es el ejecutor de la obra, sin que se circunscriba a dicha persona toda la responsabilidad. Cuando se trata de obra vieja, el propietario es la persona contra quien preferiblemente debe intentarse la denuncia correspondiente.


Dentro de los supuestos excluidos a la legitimación de las partes, se excluyen para el ejercicio de la acción los acreedores hipotecarios y anticreticos. Estando tan de moda el llamado sistema de propiedad horizontal, debemos señalar que el legitimado activo para ejercer la acción es la Junta Directiva del condominio o a quienes ellos designen como representante legal con dicha facultad (entiéndase administrador o apoderado judicial) y en los casos de legitimación pasiva la misma directiva del condominio.


La acción se hará por escrito que el legitimado dirija a cualquier Juez que tenga Jurisdicción en lo Civil (no importa la competencia por la cuantía) del lugar, territorio o jurisdicción donde se encuentre la obra (vieja o nueva). Al hablar de escrito debe entenderse un libelo de demanda con las especificaciones que para la validez de tal libelo requiere el Código de Procedimiento Civil.


Producida la denuncia de obra nueva o vieja, según el caso, el Juez, previo conocimiento sumario del hecho, y sin audiencia de la otra parte (in audita parts), deberá decidir lo que estime  conducente a través de un auto judicial que a los efectos especiales de esta situación se denominará decreto.


El Decreto Judicial podrá ser :


a)Prohibiendo la continuación de una obra en construcción (obra nueva).

b)  Autorizando la prosecución de la obra (obra nueva), previa caución del querellado, para responder de los daños que la misma pueda causar al querellante y de los gastos de demolición, reconstrucción o demolición de la obra.

c)  Medidas de seguridad para evitar que una obra ya construida cause un daño al poseedor denunciante(obra vieja), o que el responsable d ella misma caucione en forma suficiente para los casos en que pueda sobrevenir un daño.

d)  Pedir al querellante la ampliación de la prueba en aquellas circunstancias no suficientemente probadas o determinadas en el libelo y en los instrumentos fundamentales de su querella con los cuales ha querido evidenciar el daño a sobrevenir por la obra nueva o vieja.


El supuesto natural de ser la materia interdictal, y en especial ésta de los interdictos prohibitivos, materia urgente, plantea la necesidad de dilucidar si el derecho habrá de producirse en forma inmediata, es decir, en la misma audiencia en que se produce el libelo o en la siguiente, o si, por el contrario, el Juez puede acogerse al término de tres audiencias a que se refiere el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil (este Código habla de días). Es obvio que la prudencia y la racionalidad, amén de las múltiples circunstancias diarias existentes en un Tribunal de la Jurisdicción Civil, aconsejan, que el Juez tome la determinación tan pronto como sea posible, sin que esté presionado por la inmediación ni diferido por el principio consagrado en el art. 20 ejusdem. En todo caso, el Juez, a su libre saber y entender, considerará la urgencia y la gravedad de los planteamientos para librar el Decreto correspondiente.


La ejecución del decreto debe realizarse por el propio Juez que lo ha dictado, por su secretario, en consideración especial consagrada por la Ley, o por comisión a distinto Tribunal del lugar en que el decreto deba ejecutarse. Tratándose de obra nueva, el art. 611 del Código de Procedimiento Civil, expresa lo siguiente :


“Para llevar a cabo la prohibición de continuar la obra, el Juez personalmente pasará o dará comisión bastante a su Secretario para que pase al lugar donde estuviere haciéndose la obra nueva, a notificar que se le prohibe sopena de que se destruirá a costa del dueño todo lo que se adelantare después y de que se exigirá a cada trabajador el duplo de su jornal o salario, en calidad de multa, durante el tiempo de su contravención, si estuviere impuesto de la prohibición.

Esta prohibición se hará válidamente, no solo al dueño de la obra, sino también a los trabajadores que allí se encuentren, y en defecto de aquel y de éstos, a cualquier persona dependiente del dueño, dejando siempre escrita la orden prohibitiva en la cual se dará razón de la persona que la haya solicitado y de la fecha en que se la haya expedido”.


La prohibición de continuar la obra la podrá realizar el Juez que conoce del interdicto, por si mismo o a través de su secretario titular o accidental, a quien facultará suficientemente para que se constituya en el lugar donde estuviese la obra nueva y notifique al constructor o responsable de la obra de la decisión tomada, extendiendo esta notificación a todos y cada uno de los trabajadores de la empresa constructora o que estuviesen realizando trabajos directos sobre la obra, a quienes se le hará saber de la sanción prevista para el incumplimiento, cual es una multa equivalente al doble de su salario diario por cada día de contravención. De esta notificación se dejará copia escrita en cartel especial que se entregará al dueño o constructor de la obra, con copias que se fijarán en sitios visibles de la misma.


No queda excluido en la notificación de la prohibición el supuesto procesal de la comisión, pudiendo el Juez que conoce el interdicto comisionar a otro del lugar donde se encuentre la obra en construcción, para que practique la notificación dentro de las exigencias legales.


Algunos autores y Tribunales d ella República, sostienen que la comisión debe conferirse solamente a un Tribunal de inferior jerarquía ; más por al naturaleza y urgencia del decreto, nada obsta, en nuestro criterio, para que por ocupaciones preferentes o por imposibilidad real, se comisione a un Juez de igual o superior jerarquía.


De las actuaciones que se lleve a cabo en la notificación del decreto se levantará un acta en el que se narrará pormenorizadamente las circunstancias en que se desarrolló el acto, siendo importante anotar en dicha acta el nombre y la Cédula de Identidad personal de todos y cada una de las personas presentes en el acto, quienes deberán firmar dicha acta ; más su negativa a la firma y la audiencia de ellas en el acta no vicia ni el acta ni el acto, pues el Juez suple su voluntad y da fe de lo ocurrido.

Contra dicha acta, solo cabe la Tacha de falsedad en los términos y supuestos consagrados por el Código Civil vigente.


Hemos afirmado que el conocimiento de esta primera etapa compete a cualquier Juez del territorio y la materia, sin que la cuantía delimite la competencia, pudiendo por ello ser competente para conocer y dictar la prohibición, cualquier Juez de Municipio o Parroquia, Distrito o Departamento del territorio donde se encuentre en ejecución la obra cuestionada. Al ejecutar el decreto , el Juez incompetente (Distrito o Municipio) cesa en su capacidad y justificación de conocimiento, deberá remitir los recaudos correspondientes al Tribunal competente conforme a la Ley (de Primera Instancia en lo Civil). No tiene por que esperar el Juez impulso procesal del querellante o del querellado, ni podrá entregar tales recaudos a ninguna de las partes. Si por negligencia o exceso de trabajo los recaudos no hubiesen sido enviados al Juez competente, no podrán conocer o darle curso a reclamos u oposición, solo podrá darle curso al desistimiento del querellante.


En el orden de la explicación cronológica de los interdictos prohibitivos sigue la llamada fase plenaria, cuya oportunidad de inicio depende de que haya sido el Juez competente para el conocimiento de la causa el que la haya decretado y practicado o bien de que fase sumaria se haya llevado por razones que no se debaten ante un Tribunal incompetente. En el primer caso, que el decreto de prohibición se hubiese realizado por el Juez competente para conocer del fondo del asunto, la fase plenaria queda abierta de pleno derecho sin necesidad de decreto.

En este estado de cosas es bueno señalar que debe aplicarse la problemática de la citación estudiada con anterioridad y resulta por nuestra Casación en su comentada sentencia de enero de 1996.

Si al ejecutarse el decreto prohibitivo, el notificado fuese dueño o constructor de la obra, la articulación o fase plenaria queda abierta desde ese mismo instante, pero si al momento de practicar la prohibición no estuviese el dueño o constructor, la articulación comenzará a correr desde el momento en que sea cierto la parte querellada por cualquier medio.


Cuando la prohibición se realiza por Juez incompetente para conocer del fondo del asunto o por Juez comisionado que se encuentra a más de treinta kilómetros del Juez d ella causa, la articulación comenzará a contrarse transcurrido como sea el término de la distancia que debe concertarse en cada caso. Si al momento de la ejecución del decreto se notificara a los querellantes, éste se entenderá citado sin más preámbulo a los efectos d ella articulación por ante el Juez de la causa, comenzando a correr la articulación probatoria sin necesidad de decreto desde el mismo en que el Juez d ella causa reciba los recaudos correspondientes, pudiéndose sumar, si hacer falta, el término de la distancia.


La capacidad probatoria de las partes no tiene limitación alguna, pues todas las pruebas legales son permitidas desde la confesión hasta los testigos, pasando por la experticia, la inspección ocular, etc.

a)  Los otros pasos de la cronología estudiada son la sentencia, que se deberá dictar al décimoquinto día después de concluido el plenario.

b)  La apelación que oída en un solo efecto o efecto devolutivo cuando se ordene la continuación de la obra, previa caución, y cuando se confirma en la sentencia definitiva la suspensión, más hay circunstancias en que  la apelación debe ser oída libremente, y ellas son : a) Cuando se niega la suspensión de la obra solicitada por el querellante ; b) Cuando se pida una ampliación de la prueba fundamental producida por el querellante en el mismo libelo d ella demanda, cuando la sentencia definitiva favorece la suspensión.

Acción   Decreto  fin del plenario  sentencia apelación

          8días      plenario        15º día

CAPÍTULO VI

Las acciones posesorias y Ramiro Parra
Introducción.


FABRETON EDITORES acaban de publicar en dos tomos los trabajos del gran jurista RAMIRO ANTONIO PARRA que vienen a cubrir la escasez de buenos trabajos bibliográficos sobre la materia interdictal, tanto en su aspecto sustantivo como en su parte procesar. Solo los trabajos de LEONARDO CERTAD y las publicaciones de GERT KUMMREOW, testimonian la presencia d ella doctrina nacional en temas de tantas trascendencia jurídica.


Conocimos de la obra de Parra cuando como estudiantes fuimos requeridos a penetrar en su obra posesoria. Tanto en aquella vida estudiantil, como en la profesional, bien ejerciendo la profesión o en la administración d ella Justicia, buscamos en el pensamiento de Parra los elementos necesarios para entender los problemas posesorios que se nos presentaron, más su obra agotada en librerías, nos obligaba a acudir a la biblioteca de los Tribunales “ROJAS ASTUDILLOS” o, en su efecto, a la biblioteca de nuestra Universidad Central de Venezuela. Esta razón motivó que en el presente curso las referencias de Parra son escasas, pues demandada el estudiantado, y con razón, que la bibliografía fuera accesible. Hoy, cuando sale al mundo una nueva edición de la obra de Parra, y dada la circunstancia de hacer de este curso una especie de manual didáctico, para nosotros constituye satisfacción el poder realizar un breve análisis de la obra posesoria de Ramiro Antonio Parra, sin pretensiones científicas y animado del mejor deseo de enjuiciarla en lenguaje entendible para propios y extraños.


La personalidad de RAMIRO ANTONIO PARRA en el mundo del Derecho Venezolano es descollante ; se aprecian profundidad en el saber jurídico, claridad en la definición y valentía en la exposición. Forma parte de lo que se ha dado en llamar la “Escuela Clásica” en materia posesoria, a diferencia de Certad, que lo hemos ubicado en la Escuela Moderna y aún cuando su trabajo está referido en el derogado Código Civil de 1992, cada nota y cada análisis es trascendente, porque por una parte el Reforma de 1942 solo alteró algunos elementos en materia posesoria y, por otra parte, allí quedan explicadas razones y fundamentos que sirvieron de base a la Reforma.


La edición que publica la FABRETON EDITORES, contienen su trabajo central “Las Acciones Posesorias”, dos trabajos más sobre posesión : “La Teoría Objetiva de la Posesión” y “Actos Facultativos y Actos de Tolerancia”, publicado este último en el periódico “El Profesional” de San Felipe, Estado Yaracuy, pero que en la publicación es una repetición innecesaria, pues en el contexto del trabajo central aparece el mismo trabajo como capítulo aparte de la obra. Claro que la editorial, en una nota al pie del trabajo, así lo reseña, pero a los efectos editoriales parece una redundancia. Sigue la obra publicada con el ensayo sobre la “Acción de Deslinde”, y en el segundo tomo aparecen sus votos salvados de cuando fue magistrado de la Corte Suprema de Justicia, donde compartió responsabilidades con otras figuras brillantes de foro venezolanos, como son LUIS BASTIDAS, ARMINIO BORJAS, ANIBAL SIERRALTA TELLERIA, EDUARDO SANTOS y otros.


Objeto de la Acción Posesoria.


En su propia presentación, afirma PARRA que “es falso el principio de que el objeto de los interdictos sea proteger la posesión. Solo el amparo tiene tal finalidad. El de obra nueva y el de obra vieja puedan intentarse tanto por el poseedor como por el propietario”. En nuestra opinión, hay una gran verdad en que los interdicto solo están referidos a la posesión cuando se habla de amparo y restitución, mas no cuando se habla de obra vieja y obra nueva ; por ello, hemos preferido siempre no expresar nueva, sino que, por lo general, hablamos de denuncia de obra tales acciones como interdictos de obra vieja o interdicto de obra nueva o vieja, según sea el acto. Sin embargo, PARRA se detiene en el Amparo, soslayando como protección posesoria la restitución ante un despojo posesorio. Este criterio lo reafirma con mayor énfasis en el primer capítulo del trabajo cuando “ab initio” señala que “solo al amparo corresponde el uso de la expresión de la posesión”. La razón fundamental de esta escisión que realiza este autor, quizá derive de la propia historia de los interdictos, aun en Venezuela. En efecto, los interdictos nacieron en Roma como fórmula para dar consecuencia jurídica, o derechos, a quienes tenían un vínculo permanente con una cosa “ager publicus”, pero no reconocida ni amparada por el derecho quiritario. Los pretores recibieron facultades especiales de dictar esos decretos, que como el “Vin Fiero Veto” creaba el dominio “ad interdictam”.

Siendo que la propiedad, con toda las formalidades de la época, era el único acto protegido por el derecho quiritario y que para ser propietario se requería ser ciudadano romano, hubo necesidad de reconocer esta relación fáctica para atribuirle consecuencia jurídicas “como si fuera dueño”. Al lado de este derecho nació el derecho de usucapiar, cuando el tiempo afirmaba los vínculos entre sujetos y objetos. Con el devenir de los tiempos, los interdictos permitieron la defensa de ese vínculo por un procedimiento expedito y sin que fuera necesario la plena comprobación de la propiedad ; mas ello no significa que se excluya de la protección interdictal a la propiedad misma. Será casi necesario que el justo título exigido para la restitución de la cosa de que fuera despojado el presunto poseedor estuviera conformado por el título de propiedad.


Esta protección al poseedor con justo título despojado del bien poseído ha hecho pensar a muchos de nuestros grandes autores en que la defensa interdictal para loa casos de despojo está más bien referida a la propiedad y no a la posesión en su sentido lato. Sin embargo, aquí sentimos la necesidad de recordar que la posesión puede interpretarse como un hecho o como el derecho a poseer. Si aceptamos en forma absoluta la posesión como un hecho, obviamente que a la postre participaríamos de estas nociones, pero en nuestro caso nuestra posición es distinta.


Creemos que las acciones posesorias están referidas a los casos de perturbación y despojo por parte de quien demuestra ser poseedor legítimo (que es una posesión calificada), quien tiene derecho al amparo y a la restitución.


Naturaleza de al Posesión.


El mismo PARRA, al avanzar en su trabajo, y refiriéndose a los elementos que integran el “hecho posesorio”, el corpus y el animus señala que “el concepto de posesión basado en el contacto del cuerpo con el objeto que posee, peca por exceso de materialismo”, porque el simple contacto físico no da derecho ni engendra obligaciones. Se puede tener un bien y no poseerlo, así como se puede poseer una cosa y no poseerla. Se requiere para ser poseedor elementos que en su conjunto demuestren ante propios y extraños derecho sobre la cosa la cual se realizan actos posesorios o se pretende obtener un resguardo judicial contra la perturbación y el despojo.


A pesar de militar nosotros en la orilla de los que participan que la posesión debe ser vista desde el punto de vista del derecho a poseer, no podemos menos que reconocer que es sabio el consejo de Parra, cuando afirma que “no debería discutirse si posesión es un hecho o un derecho. Lo práctico es saber que la originan el o los hechos que revelan la intención de tener la cosa como propietario...”  “porque obviamente son tan extremas las posesiones que difícilmente se lograría un “consenso” sobre el particular”. Tampoco es la solución aquella explicada de MANUEL ALBALADEJO GARCIA de combinar ambas teorías para que en una posición ecléptica aceptamos una naturaleza que se nutre de tesis contrapuestas, pero que pueden chocar en aspectos fundamentales de su concepción.


Los anteriores hitos no conducen a considerar los elementos integradores de la posesión : el corpus y el animus. Ambos elementos son una Parra indisolubles y deben marchar siempre  juntos. La posesión debe implicar no solo el sentimiento subjetivo o animus, ni tan solo el vínculo fáctico o corpus ; ambos deben coincidir para que exista posesión : “han de marchar siempre de acuerdo”.


En presencia ya de las condiciones de existencia de la Posesión, estudia Parra la problemática de la Coposesión, siguiendo la línea de Consolo, quien constituye para este autor la mejor fuente de su trabajo ; afirma que sobre un objeto indivisible o pro-indiviso pueden coexistir varias posesiones, pero que ello no es posible cuando el objeto poseído sea divisible. Al tratarse de un objeto indivisible poseído por varias personas, cada uno de los poseedores tiene una porción ideal sobre el todo poseído. Por ello resulta que es imposible que “dos personas sin estar en comunidad, posean una misma cosa a la vez, pues siendo la exclusión condición esencial de ella, la una excluye incuestionablemente a la otra”. El caso de la Coposesión ha sido largamente tratado por nosotros y la conceptuamos como la concurrencia de actos posesorios de una pluralidad de sujetos, sobre bienes o derechos poseíbles.


Certad, en este aspecto tan importante de la Posesión, señala que “no puede hablarse de una posesión “in solidum” de los coposeedores sobre la cosa, en el sentido de considerar que todos los coposeedores poseen en una misma relación de espacio y tiempo la cosa entera, lo que no es lógicamente posible”, con lo cual sustituye Certad la tesis señalada y compartida por Parra de las cuotas ideales por cuotas de hecho determinable “por el normal ejercicio de la posesión”. Nosotros, sin intención geniativa, hablamos de afectación integral, porque aun cuando el ejercicio normal de la coposesión sean sobre una cuota parte del bien, el coposeedor tiene derecho sobre la parte considerada integralmente. No importa que el derecho no se ejerza, que se ejerza parcialmente o que se ejerza con mayor gradación que otros poseedores, porque su derecho será sobre el bien considerado integralmente. (Ver capítulo IV, La Posesión).


Al surgir la posesión como una relación fáctica de sujetos y objetos, quedó descartada la posible posesión de derechos ; “sin embargo, las necesidades de la vida obligaron a los romanos a celebrar contratos por los cuales podían usar perpetuamente una desmembración de la propiedad, quedando siempre al dueño el dominio total de la cosa.... como eran derechos, y lo mismo incorporales, no podía existir su tenencia material y los tratadistas tuvieron necesidad de emplear la palabra cuasi-posesión para expresar el goce de aquellos.....”. Ese concepto se ha transmitido por legisladores y ha sido acogido por el nuestro cuando en  el propio artículo matriz de la problemática posesoria (art. 771 del Código Civil), señala que Posesión es “la tenencia de una cosa o el goce de un derecho”... (subrayado nuestro). Poseer un derecho, en criterio de KUMMEROW, es “tener de hecho el poder ínsito al derecho de que se trate”. Ratificamos nuestro concepto parecido al de KUMMEROW, cuando decimos que poseer un derecho “es disfrutar de hecho de un derecho, con abstradicción de la titularidad que pueda tener el sujeto que la ejerce”.


Los derechos poseíbles son : Los derechos reales, como los de propiedad, servidumbre (sobre esto haremos una análisis cuando estudiemos la posición de PARRA sobre la servidumbre), el usufructo ; los derechos de créditos, como el arrendamiento, el comodato, el mutuo y los derechos privados de carácter patrimonial, siempre que su ejercicio pueda ser reiterado, permanente y no agotable en un acto único. Como condiciones para gozar de un derecho, se exige que puedan usucapirse y que puedan tutelarse interdictalmente.

Caracteres de la posesión Legítima.


Al analizar al problemática anterior, comienza PARRA un enjundioso análisis de cada uno de los caracteres de la posesión legítima en forma sistemática con densidad y con prolijios ejemplos, que, aunque referidas en la mayoría de los casos al Estado Zulia, son expresiones reales d ella problemática que insurge de la posesión, amén que no debe olvidarse que PARRA es Zuliano, orgulloso de su tierra y compenetrado profundamente con sus tradiciones jurídicas.


El art. 772 (761 en el Código Civil de 1922, comentado por Parra) del Código Civil vigente, señala : “la posesión es legítima cuando es continua, no interrumpida, pacífica, pública, no equívoca y con intención de tener la cosa como suya propia”. Al exigir “la ley que la posesión sea continua, quiere que durante los períodos señalados para promover las acciones posesorias o para adquirir por prescripción se ejecuten con persistencia actos de dueño, de conformidad con la naturaleza de la cosa”. Se establece un punto de partida : Los períodos señalados para promover las acciones posesorias o para adquirir por prescripción”, lo que significa que la continuidad debe ser mayor de un año, mas no se entiende por que se señala el período necesario para prescribir, por cuanto la circunstancia de que hubiesen transcurrido veinte años o más, no matan el derecho al ejercicio de las acciones interdictales. Cierto que PARRA parte de la idea que es poseíble todo cuanto es prescriptible, más para la tutela interdictal no se requiere que hubiese transcurrido el período necesario para que el presunto poseedor pueda prescribir. Es necesario sin que la posesión sea mayor de un año y que no haya caducado (si se quiere prescrito) el derecho a ejercer la acción interdictal, o lo que es la modestia posesoria o perturbación no se haya prolongado por más de un año, ni que el despojo se retrotraiga más allá de ese término.


Sin embargo, el accionante por vía interdictal no tiene por que comprobar que ha ejercido la posesión durante el año inmediatamente anterior al ejercicio de su acción, pues conforme a la teoría de la carga de la prueba, tales circunstancias debe alegarlos y probarlos la contraparte. Al tutelado interdictal le favorece la presunción posesoria contenida en el art. 779 del Código Civil vigente.


La continuidad supone un hecho personal que demuestra fehacientemente que el poseedor es tal  durante un tiempo dado. Al decirse que la posesión es legítima cuando es continua, supone que el ejercicio de los actos posesorios los ha analizado el poseedor. Ejercer actos continuos es ejercer actos con regularidad manifiesta por una misma persona.


En su oportunidad señalamos que frente a la continuidad se oponía la discontinuidad, que es o son los actos que suspenden en el tiempo el ejercicio de los actos posesorios, bien por una circunstancia manifiesta o bien por circunstancias que el poseedor tolera.


PARRA utiliza con frecuencia la expresión “persistencia” para diferenciar su concepto en su propio criterio de la locación “permanencia” ; “lo que se exige es persistencia en su uso y no la permanencia”. Persistencia es la cualidad de persistir, y persistir se traduce como “permanecer inmutable, constante” (diccionario nuevo, pequeño Larouse).


Estimamos que a los fines buscados por Parra era más adecuada la expresión reiteración.


A los efectos de la prueba de la continuidad , debe tenerse en cuenta que “los vestigios, como cualquier otro indicio, no dan por si solos la plena prueba de la continuidad de la posesión” ; deben ser hechos ciertos que permiten determinar en forma más o menos indubitable que ha habido continuidad o reiteración en el uso, o persistencia en los hechos posesorios.


“La posesión se interrumpe cuando el poseedor contra su voluntad, deja usar la cosa. La interrupción se verifica por el hecho de un tercero que usurpa la posesión ; mientras que la continuidad, como hemos visto, se verifica por el hecho mismo del poseedor, quien no ejerce los actos posesorios, como lo requiere el uso de la cosa”.


Al ser interrumpida la posesión pierde su calificación ; allí que el requisito de la no interrupción se jerarquice en la misma medida que los demás requisitos a que se refiere el artículo 772 del Código Civil. Son requisitos concurrencia que expresan circunstancias y hechos diferentes y que para la apreciación de la posesión legítima tienen la misma jerarquía.


Es conveniente resaltar las diferencias entre continuidad y no interrupción. Por la primera se entiende la persistencia o reiteración en el uso de la cosa por parte de quien se pretende poseedor y deja de haber continuidad cuando por hecho propio el pretendido poseedor deja de poseer la cosa en los términos ya señalados. La no interrupción se verifica cuando por hecho de terceros el poseedor ha dejado de ejecutar sobre la cosa los actos posesorios normales de ejercicio de su derecho de poseedor.


En opinión de PARRA, se distinguen tres casos de privaciones del goce de la cosa por hecho de terceros : primero, cuando el obstáculo es permanente ; segundo, cuando es de poca duración o periódico, y tercero, cuando se limita a simples dificultades.


Esa interrupción, conforme a la normativa legal vigente, no puede ser menor de un año contado el momento en que la perturbación o el despojo se producen. “Al año de la perturbación se pierde el derecho a promover las acciones posesorias”, y en caso de intentarla, el propio perturbación o despojador puede alegar en su favor ese hecho, transformándolo de hecho negativo en hecho positivo. Al estar más  de un año en la posesión de la cosa, el expoliador no puede ser legitimado pasivamente a la acción interdictal ; queda únicamente el ordinario posesorio al poseedor (acción publiciana) para dirimir el mejor derecho a poseer.


PARRA trae a colación la posibilidad de que el promovente de la acción interdictal obtenga sentencia favorable, lo cual consecuencia una continuidad en el ejercicio de la posesión, porque “respecto del que vence en el juicio” se retrotraen “las cosas al estado que tenían al momento del despojo”. En la misma circunstancia es válida la tesis cuando el querellado reconoce su carácter de perturbador o despojador. En casos es obvio que no existe interrupción.


El tercer requisito exigido para calificar de legítima la posesión de la PACIFIDAD a cuyo respecto opina PARRA : “algunos autores creen que la posesión pacífica es la no interrumpida, pero la ley distingue con claridad estos caracteres : Probablemente la confusión nace de que ambos tienen por causa inmediata la perturbación ; mas la diferencia es radical : No hay interrupción, si la molestia no es ha llevado hasta el despojo ; y para que la posesión deje de ser pacífica se necesitan perturbaciones frecuentes, sin llegar nunca a tal extremo, porque desde ese momento no sería pacífica sino interrumpida”.


“Pacífico en Castellano quiere decir sosegado, sin contradicción u oposición alguna, que no ha sufrido interrupción ni impedimento. Luego la posesión pacífica es la tenencia de una cosa o el goce de un derecho sin oposición o contradicción durante un año... una simple molestia sin consecuencia y subsanada a tiempo, no basta para declarar que la posesión no es pacífica”.


La pacifidad está  enraizado a dos término vigentes para el código que comentó PARRA, pero sustituido en nuestra legislación actual por un concepto más general y más apropiado. Se trata de los conceptos de violación y clandestinidad que para el Código comentado por PARRA eran los requisitos que condicionaban la existencia del despojo. Hoy ya no se trata de un despojo a través de la instrumentación violenta o de la clandestinidad, se trata simple y llanamente de una LESION POSESORIA CON INTERCION DE RIVALIZAR AL POSESOR ACTUAL. Esta razón sino elimina, soslaya en mucho la fundamentación de PARRA sobre la pacifidad, ya que casi toda la explicación tiende a sistematizar para la posesión los conceptos y situaciones en que se puede producir el despojo con violencia y clandestinidad. Solo se trata que el despojo violento o clandestino ha perdido aficacia para considerarse como tal despojo ; no ; se trata de que al generalizar nuestra actual legislación nos facilita el entendimiento del concepto.


En la práctica este requisito, aunque importante y necesario para la calificación de legítima de la posesión, no deja de ser una perogrullada ; pues sin un poseedor LESIONADO EN SU POSESION o molestado permanentemente en ella no acude a la vía judicial, o aun si se quiere a la personal, para defender lo que pretende es un derecho, difícilmente pueda merecer la consideración de poseedor legítimo para salvaguardar sus derechos e imponer las cargas o las obligaciones inherentes al mismo.


Es más importante el requisito de la PUBLICIDAD, porque ella conlleva una pública y manifiesta de haber actuado como si fuera propietario de una cosa cuya posesión se pretende.

“La publicidad del uso de la cosa revela a la sociedad en que vive que ha procedido como propietario acaso sin serlo, pero creyendo de buena fe que lo era en realidad, o haciéndolo creer”.

Es una forma de evidenciar con su conducta que la relaciones fáctica no se agota en el simple vínculo sino que existe un ejercicio conocido de actos posesorios sobre la cosa.


Este requisito es la concresión en supuesto normativo de uno de lo más relevantes principios del derecho : LA CONFIANZA JURIDICA, pues al tutelar los intereses de quienes han tenido una conducta calificable de una manera, garantiza la seguridad de que los derechos inherentes a esa conducta no serán vulnerados hasta tanto se pruebe que el comportamiento se realizó en interés o representaciones de otro. Se garantiza “el orden social, reconociendo un derecho en quien lo haya ejercido como dueño”.


Para que la posesión sea pública es indispensable que el poseedor haya “usado la cosa a la vista y con conocimiento de todo el que haya querido ver, o saber ese uso”. No hubo ejercicio posesorio en ocultamiento o en clandestinaje, revestido de temores o exteriorizando una precaridad, representación o interés para favorecer a otro. Es conducta en calidad y apariencia de dueño y “ejecuta los actos de dueño erga onmes, de modo que puedan ser vistos por cualquiera, o cuando haya tenido conocimiento de ello, el que aparezca después como reivindicante”.


Si se actúa a la vista de la comunidad todos, inclusive el propietario, deben percatarse que el comportamiento del poseedor es en carácter de dueño ; por ello, si el propietario no ejerce sus derechos oportunamente, la prescripción adquisitiva en favor del poseedor es un sanción.


El quinto requisito de la posesión legítima es la NO EQUIVOCIDAD de la posesión, lo que significa que de aquella conducta pública en carácter de dueño no surgen dudas sobre la cualidad de dueño o poseedor legítimo de quien así se comporta.

“La frase la posesión debe ser inequívoca, significa que no debe haber duda en la existencia de estos elementos, el corpore y el animus, porque los dos son calificados por el adjetivo equívoco, y, por consiguiente, la duda que se tenga de la existencia de ambos o de uno solo de ellos, vicia la posesión por equívoca ; pero prácticamente no puede dudarse de la tenencia, porque este hecho es de los que deben probarse al juzgador para que de ellos deduzca los caracteres d ella posesión”. Existe una vinculación entre posesión equívoca y posesión dudosa. Es más, llego a pensar en este momento, en refuerzo a viejas tesis sostenidas por mí sobre la POSESION DUDOSA, que el legislador procesal al utilizar el calificativo de dudoso a la posesión no solo se refirió a la DUDA EN EL DERECHO A POSEER, sino también a la posible ILEGIMITIDAD de la posesión al no concurrir en ella todos los elementos que requiere el Art. 772 del Código Civil, nucleados alrededor de la equivocidad presunta de la posesión.


Sin embargo, la posesión equívoca es aquella que es promiscua o lo que es lo mismo, con apariencia de no tener la calidad de legítima por faltar algunos de los elementos esenciales de la posesión : el corpus y el animus.


Dentro de este concepto de la equivocidad, PARRA trata el problema de la comunidad significando que el comunero “no es poseedor precario, no posee la cosa ajena ni en nombre de los otros condueños, sino junto con ello en su propio nombre y por su propia cuenta. En sus actos concurren los dos elementos esenciales de la posesión, goza el derecho o usa la cosa con intención de dueño, sin otra intención que la de no excluir del goce a los otros comuneros, lo cual en nada afecta su intención de propietario”. El comunero actúa en calidad de dueño y no carece ni del corpus ni del animus. Es más “no puede prescribir contra los otros comuneros, sino cambia el uso común de la cosa o del derecho por un goce excluido”. El problema de la Comunidad y con mayor énfasis en el de la COPOSESION ha sido tratada por nosotros detenidamente y en esta oportunidad reiteramos los concepto anteriores.


Siendo los elementos integrantes de la posesión el corpus y el animus, existen situaciones en que detiene la cosa solo CORPUS, pero no existe la intención ni manifiesta, ni subrepticia, de apropiársela, porque reconoce un  derecho superior en nombre de quien actúa. Estos casos se han denominado POSESION PRECARIA.


Este tema, relacionado con la inversión del título, es expuesto por PARRA a renglón seguido del estudio de los requisitos concurrentes para que la posesión sea calificada de legítimo. Apoyado en el tantas veces citado por el CONSOLO, admite que la posesión precaria solo está conformada por la existencia del corpus ; más, sin embargo, añade PARRA que “ el corpore y el animus son inseparables o deja de existir la posesión, porque quien tiene solo animus, no es poseedor, como tampoco lo es quien tiene solo el corpus. El corpus representa el poder de hecho, el señorío actual, en tanto que el animus la pre-existencia del derecho a poseer”. Obvio es que tal postura es compartir la clásica teoría saviniana en su más puro concepto. Sin embargo, aun cuando compartimos los fundamentos de la tesis savigniana, estimamos que puede existir POSESION manteniendo el animus y transmitiendo el corpus, porque aun cuando el detentador o poseedor precario no puede considerarse poseedor, es evidente que la relación fáctica con la cosa la tiene.


La llamada inversión del título es aquella adquisición del derecho posesorio, mediante el cual un tenedor invierte su título actual por el poseedor. Es una forma de adquisición o transmisión d ella posesión denominada “traditio manu”, porque el poseedor recibe de su causante el “ius disponendi”, o capacidad de realizar hechos posesorios en calidad de dueño.


Debemos recordar que título es la causa del derecho cuyos efectos se pretenden. Es solo desde el momento en que se interviene el título cuando el poseedor legítimo puede reclamar los efectos que de la condición de dueño deriven. En opinión de Parra, la intervención del título es “trocar la tenencia de la cosa como ajena por la tenencia de la misma como propia” ; sin embargo, señala que lo que se cambia no es el título cabalmente entendido, sino “un cambio de estado jurídico”.


Intervención del título posesorio.


Nuestro legislador contempla dos causas de intervención del título : a) por hechos de terceros, y b) por hechos del detentador.


Una de las más trascendentales consecuencias de la intervención está referida al derecho de prescribir la cosa intervenida por el título ; más ésto nos lleva a la discusión si el causahabiente a título particular, pues este adquierente de una posesión no tiene el mismo rango que tiene el causahabiente a título universal, pues conforme a las normas sobre sucesión, éste continúa en la personalidad de su causante, lo que en materia posesoria significa que continúa la posesión del de cujus, derivando todos los derechos y cargas, pudiendo, caso de desequilibrio obligacional en contra del heredero, aceptarla a beneficio de inventario y aún renunciarla si fuera el caso. “El heredero universal forma con su causante una sola e idéntica persona jurídica, por lo cual continúa el goce de todos sus derechos y acciones y responde de todas sus obligaciones” ; pero el suceso universal tiene características diferentes al sucesor a título singular, que es motivo de este análisis.


El artículo 781 del Código Civil, expresa : “El sucesor a título particular puede unir a su propia posesión la de su causante para invocar sus efectos y gozar de ellos”. Este supuesto conforme parte de lo que hemos denominado siguiendo una vieja doctrina posesoria POSESION CIVILISIMA.


Parra afirma que para que “el sucesor a título particular pueda unir su posesión a la de su causante, es necesario que haya ejercido en la cosa actos de dueño, pues de no ser así, no ha poseído nada y nada tiene que unir a la anterior”. En una interpretación de estricta teleología, tal circunstancia pareciera ser cierta, pero no puede dar lugar a una simple afirmación, y nada más ; por ello es necesario ahondar más en la problemática. Sintetizando el pensamiento de PARRA, señalamos que en su criterio para que la UNION DE POSESIONES o POSESION CIVILISIMA, pueda proceder, es necesario : 

a)  Que el sucesor particular tenga una posesión.

b)  Que haya ejercido actos de dueño en la cosa objeto de la posesión.

c)  Usar de la cosa poseída y ejercer actos posesorias y de disposición sobre ella.

d)  Que la cosa adquirida por transmisión siga inmediatamente a la ya poseída por el adquirente, pues cuando ha habido interrupción natural o civil, no es admisible la unión.

e)  Que sean homogéneas las cosas poseídas por el adquirente, no solo en cuanto a cosas, sino en cuanto a derechos.


Es para Parra una posesión especial, lo que significa que no toda adquisición singular de una cosa produce la adquisición de los derechos que la cosas derivan es el caso, como es el caso de la prescripción.


CERTAD difiere de PARRA fundado en la tesis que “existe un mandato de la Ley”, que legislador y jurista tienen que aceptar, y que el heredero, sea universal o singular, posee en los mismo términos que tenía el poseedor anterior.


Nuestra posición se acerca más a PARRA, porque sostenemos “que posesión civilísima” tratándose de heredero a título particular, es igual a “accesión de posesiones” o también a “unión de posesiones” que requieren tres condiciones de existencia :

a)  Posesión sobre objeto igual.

b)  Posesión en un mismo plano o grado.

c)  Posesión sobre bienes no incompatibles.


Dadas las tres condiciones  anteriores, el supuesto contenido en el art. 781, producen toda la eficacia jurídica que la misma norma prevé : une la posesión adquirida a la propia e invoca sus efectos en términos que le favorecen.

Actos facultativos y actos de simple tolerancia.


Existe en el trabajo PARRA un capítulo denominado “actos facultativos y de simple tolerancia”, que según dijimos anteriormente, es el mismo publicado en un periódico de San Felipe y que aparece repetido en la publicación realizada por la editorial. Este estudio es el análisis teórico de los supuestos contenidos en el artículo 776 del Código Civil vigente (art. 764 del Código reseñado por Parra) y que es del tenor siguiente : “los actos meramente facultativos y los de simple tolerancia no pueden servir de fundamento para la adquisición de la posesión legítima”.


En el capítulo aparecen deslindados los conceptos de facultades y derechos, así como actos tolerados. PARRA, parafraseando a D. Argentree, señala que : “las facultades son derechos que ha concedido a la humanidad la naturaleza o la ley, por lo que son comunes a todos los individuos d ella especie humana ; que al poner en ejercicio estas facultades, es esencial que obremos de modo excluido sobre nosotros mismos y sobre las cosas que nos pertenecen.... Las facultades son derechos en potencia que al ponerlos en práctica se convierten en hechos que caen bajo el dominio de la Ley, para darles valor jurídico o anularlos o reglamentar su extensión, su iniciación o su duración”.


Según esta definición , existe dos tipos de facultades : a) Los que deviene d ella naturaleza ; b) los que devienen de la Ley. Los ejecutados por virtud de ese derecho inmanente a la persona no son actos posesorios, pues se trata de cosas que no pueden estar sometidos a regulación civil y al comercio. Los que devienen de la ley son aquellos que ejecutan las personas por tener capacidad legal y derechos a su ejercicio, en cuyo caso se trata de un acto humano amparado y regulado por la propia ley.


Esto hace que aquellos actos que se realizan en virtud de un derecho concedido por quien a su vez legitimación o cualidad para concederlo, no constituyen actos posesorios y el ejercicio de los actos sobre la cosa se realiza en interés o con reconocimiento de un derecho superior. Es el caso típico de los llamados “justos títulos” a los efectos de la oposición a la acción interdictal ; si los actos que una persona realiza en virtud de una facultad o autorización expresa concedida por el poseedor legítimo constituyen “perturbación” o son considerados como “despojo”, hacen improcedente la acción interdictal.


Criticando la línea de TROPOLONG y CONSOLO, PARRA expresa que “las facultades son imprescriptibles por ser inherentes a la naturaleza  del hombre ; no así los actos generados de las mismas”. No se prescriben las facultades como tal, pero sí los derechos concedidos en virtud de esa Facultad. Se entrelaza la problemática de las facultades con el de la contradicción, y es así como PARRA afirma que los autores  citados confunden la noción de facultad con los actos facultativos, pues si las facultades son imprescriptibles, la contradicción es impotente para hacerles cambiar, “por aquellos de que siendo las facultades un derecho emanado de la naturaleza o de la propia Ley, tiene que ser de orden público, en tanto que la contradicción a esas facultades son de eminente interés privado, que debe  subordinarse a aquella”.


Los actos de simple tolerancia son los “ejecutados en una ajena sin protesta de su dueño”, es una como especie de autorización tácita al dejar, el propietario, que se realicen sin impedirlos, aun cuando tiene la facultad de impedirlos. La razón por la que lo permite tácitamente puede variar bien, porque estime, en un principio , que no tiene relevancia ni lesionaran su posesión, bien por razón de vecindad o familiaridad o bien porque en circunstancias directas lo hubiera autorizado. El propietario se limita a tolerar la ejecución de esos actos, a tener una conducta pasiva, no haciendo esfuerzos por impedirlos.


Quien ejerza con la tolerancia del dueño o propietario, no puede alegar a su favor la posesión ultra anual, ni la prescripción, ni siguiera puede ejercer o solicitar la tutela interdictal.


No tiene el ejercicio de actos tolerados ni el amparo “ad interdicta” ni el derecho “ad usucapionem”.

Posesión en la servidumbre.


Parra da tratamiento especial a la POSESION DE LAS SERVIDUMBRES, normada por nuestra ley sustantiva en el artículo 787, cuando éste consagra que “en todas las cuestiones de posesión en materia de servidumbre, el uso en el año precedente y, cuando se trate de servidumbres ejercidas en intervalos que excedan de un año, el uso del último período de disfrute, determinarán el estado de cosas que deba protegerse con las acciones posesorias”. Aceptando el legislador venezolano de esta manera la protección posesoria a ciertas servidumbres, existe un supuesto afirmativo sobre el cual descansa la protección posesoria en las servidumbre : el uso en el año precedente y el uso del último período de disfrute, cuando se ha ejercido en intervalos que en conjunto exceden de un año. Sin embargo, en razón de haber variedad en la tipología de las servidumbres, debe determinarse si aquellos supuestos son válidos para todo tipo de servidumbres, cualquiera que sea su naturaleza, o si, por el contrario, es aplicable solamente a un calificado grupo de servidumbres. Como los supuestos son los suficientemente general y expresados con énfasis en la norma citada pareciera que debe  tutelarse TODO TIPO DE SERVIDUMBRE, porque donde no distingue el legislador no debe distinguir el intérprete.


PARRA, hablando de la problemática de la posesión en las servidumbres es claro cuando afirma que “las servidumbres discontinuas y las inaparentes no son susceptibles de amparo”, fundando su tesis en que en estas servidumbres hay una carencia de continuidad si se trata de servidumbre discontinuas, y de publicidad, si se trata de servidumbres aparentes. La propia naturaleza de las servidumbres pareciera darle la razón a PARRA, porque es obvio que las servidumbres discontinuas carecen de continuidad y las aparentes no son tales servidumbres, sino en apariencia y, por tanto, no puede haber una relación sensitiva por el público, lo que involucra el ejercicio de los actos posesorios no es público. Siendo que tanto la continuidad como la publicidad son caracteres vitales para la existencia de POSESION LEGITIMA, es obvio que estas servidumbres no pueden poseerse legítimamente y, por tanto, no pueden tutelarse interdictalmente. Estas servidumbres, en opinión de PARRA, no “existen legal ni jurídicamente hablando”.


“El público no puede darse cuenta de loa actos invisibles, y, por eso mismo, no considerará nunca dueño a quien no haya visto ejecutar actos materiales, que pongan de manifiesto su carácter de propietario”.


Nuestra casación, en sentencia de fecha 22 de abril de 1.971, estableció “que la posesión de la servidumbre, es decir, la manera continuada como se la ejerce, constituye elemento determinante, junto al título de la naturaleza y extensión de la servidumbre”.

En otras palabras, la posesión coadyuda al título adquirido en la servidumbre ; pero es ésta, la posesión, en el ejercicio continuado de hechos posesorios, la que contribuye, en definitiva, a determinar el tipo de servidumbre. Si esto es así en la servidumbre continua, lo contrario debe ser en la discontinua, por cuanto en la misma no puede haber uso continuo por su propia naturaleza.

En nuestro criterio, se trata de un mal entendido, porque la continuidad necesaria para que exista posesión legítima conforme al art. 772 del Código Civil, no es la misma continuidad aplicada a las servidumbres, en la forma en que se consagra en los artículos 710 y 720. Conforme a los dispositivos legales nuestros, aún las servidumbres discontinuas pueden adquirirse por prescripción y, por tanto, tutelarse interdictalmente.


En efecto, el art. 720 del Código Civil es expreso y no amerita interpretaciones rebuscada cuando afirma : “La posesión útil para la “prescripción” de las servidumbres continuas aparentes y discontinuas aparentes se contará... respecto a las servidumbres continuas no aparentes  y discontinuas no aparentes la posesión útil para la prescripción se contará...”.


La apariencia y discontinuidad en las servidumbres no condicionan su posesión, no las descarta d ella prescripción ni del tutelaje interdictal.


La razón para aquella opinión de PARRA y la nuestra, hoy día estriba en la normativa que seguimos ; no es la misma de este autor, que se refirió a los artículos 706 y 707 del Código Civil derogado, cuyas normas fueron sustituirlas.


“Para que la posesión sea protegida por el interdicto de amparo se necesita que el promovente haya poseído durante el año inmediatamente anterior a la perturbación que ha originado el juicio posesorio”.


“Este año se cuenta del día de la molestia posesoria hacia atrás. Nada importa que la posesión sea inmemorial. Si durante el último año ha carecido de uno de los caracteres legales para que sea legítima, la acción es improcedente”.


Ha tratado el legislador de fijar un término para considerar que quien se pretenda poseedor actúa con derecho, pudiendo haber fijado en igual forma un término mayor o menor de diez años o de tres meses. Hay fundamento, pero no hay consistencia cuando se fijó el lapso de la anualidad, por cuanto al ser expreso es absoluto, y el absolutismo puede conducir hechos a injusticia evidentes. Parra anota casos de posibles injusticias cuando se refiere al poseedor que ha poseído por un año menos algunas horas que le cercenan su derecho, en tanto que a otros con un año y unos minutos gozan del tutelaje interdictal, casi en igualdad de circunstancias de aquel a quien se le niega.


Quiere PARRA también en ese aspecto delimitar bien la condición de nulidad para ejercer los derechos interdictales como la condición de nulidad como factor de caducidad para intentar la acción habida como fuere la perturbación y el despojo.

El primero para el es un derecho y quien lo alegue debe probar su existencia, en tanto que “el segundo es un plazo concedido para intentar la acción,.... y quien se le niegue se le ha de probar su inexistencia”.


Aboga  por la supresión de ese término fatal, pero no propone uno sustituto. Nosotros creemos que debe redactarse nuevamente en término que permitan flexibilidad y den cierta soberanía al Juez en la apreciación.


Por razón de las circunstancias, hay que referirse a la posesión civilísima, cuando el poseedor presunto no tiene un año en la posesión, pero une su derecho al de su causante y completa con éste el tiempo necesario para el ejercicio de la acción.


En cuanto al término en que se puede ejercer al acción producida, la perturbación o el despojo es un “término de caducidad” que transfiere el problema, pasado como sea el año de la expoliación al juicio ordinario posesorio (acción publiciana) o por el procedimiento ordinario de la reivindicación si el poseedor tiene título suficiente para su ejercicio. PARRA, que es partidario d ella acción publiciana, formula algunas críticas a la forma como se ha consagrado en la legislación procesal, y propone una reforma que permita discutir mediante la reivindicación el mejor o más probable derecho.


La modestia posesoria de Ramiro Parra.


Los hechos perturbatorios los contexta PARRA es una expresión “molestia posesoria”, determinando tres especie de cosas sobre cuya posesión puede recaer la molestia : a) Los inmuebles ; b)los derechos reales, y c) la universalidad de muebles, y refiriendo únicamente que la “molestia posesoria” es aplicable únicamente como fundamento del amparo. La molestia no debe haberse consumado porque no sería tal molestia, sino despojo.


PARRA trae varias definiciones de molestia posesoria :

a)  la molestia posesoria es ocasionada por un hecho que exterioriza, por parte de quien lo ejecuta, la intención de sustituirse en la posesión total o parcial de otro.

b)  Molestia es la intención de rivalizar a otro en la posesión, revelada por hechos ejecutados por el perturbador, siempre que no llegue a realizarse el propósito de éste.

c)  Molestia es el impedimento o estorbo en el libre goce de la posesión.

d)  molestia es la privación de ese goce o el impedimento para su ejercicio, o la sola intención de privarle del derecho o estorbarle su ejercicio.


Nosotros, en nuestro trabajo expuesto acá, hablamos de molestia algunas veces, pero nos acogimos a las expresiones tradicionales de “perturbación de despojo”. Dijimos en esa oportunidad, tomando el concepto expuesto por el maestro argentino GUILLERMO CABANELLAS, que “perturbación” es el acto de despojo o tentativa del mismo, contra el propietario ; el legítimo poseedor tan solo o el simple tenedor, éste con respecto a un extraño y que permite la adecuada defensa procesal a través del interdicto de amparo (retener para los argentinos). Empero de lo expuesto, es más cónsono con el propósito del trabajo la concepción de “molestia posesoria”.


Los conceptos transcritos nos permiten sistematizar algunas características de la molestia posesoria y sin temor a abanicar en esquemas esta parte del trabajo podemos señalar las siguientes características :


a)La molestia puede ser real y actual, tanto como una pretensión en perturbar o una tentativa en despojar.

b)  La molestia no debe consumarse porque se trasformaría en despojo.

c)  Debe existir la intención de rivalizar en la posesión del poseedor legítimo.

d)  Los hechos que constituyen la molestia deben probarse por quien los alegue.

e)  La intención en rivalizar debe inferirse d ella naturaleza de los hechos realizados y a los resultados que los hechos molestosos han producidos desde el punto de vista de la posesión.


Al lado de las perturbaciones de hecho, existen las perturbaciones de derecho, constituidas, en criterio de PARRA, por actos “judiciales o extrajudiciales dirigidos contra el poseedor, con el fin de rivalizarlo en la posesión”, lo cual nos lleva al trajinado camino detenidamente expuesto de afirmar en esta oportunidad que “ningún acto judicial puede constituir perturbación o despojo”, porque ellos son frutos de actos arbitrarios e ilícitos y ninguna actividad judicial por su propia naturaleza es ilícito ni arbitrario. Frente a los hechos judiciales que pueden menoscabar derechos de terceros, existen instrumentos específicos con que defenderse sin llegar a la vía interdictal, que pondría en tela de juicio toda la actuación jurisdiccional. Afirma PARRA que “la autoridad judicial no perturba nunca”.


En iguales circunstancias, se refiere PARRA a los actos de autoridad administrativas, y con la secuela de la famosa polémicas citada por nosotros entre SANOJO Y VISO, concluye que hay que distinguir si la autoridad procede en virtud de una resolución tomada en interés general : “iure imperii”, o en interés privado del Estudio, “iure gestionis”. En el primer caso señala PARRA, no cabe la acción interdictal, porque el Estado obra en interés de la colectividad, no así cuando actúa en interés de los bienes patrimoniales del Estado, en cuyo caso cabe el amparo interdictal.


En su oportunidad, señalamos que a KUMMEROW le parece que tal discriminación es hoy día inaceptable.


¿Cuál es el objeto de la posesión ? “Es mantener en la posesión legítima y anual al poseedor....” Ahora bien ¿cómo se mantiene al poseedor perturbado en la posesión legítima ? ¿Con la simple notificación, el perturbador debe abstenerse de persistir en la molestia posesoria ? ¿Con el ejercicio coercitivo de la actuación jurisdiccional ?, ¿autorizando querellante perturbado a eliminar “per se” los hechos que constituyen molestia ? Opina Parra que el Juez que decreta el amparo “puede destruir las obras construidas por el perturbador y las cuales constituyen la molestia”.


Diferencias entre Decreto Interdictal y Sentencia Interdictal.


Creemos que debe diferenciarse entre DECRETO DE AMPARO a título provisorio y al sentencia interdictal que acuerda el amparo. En el primer caso , el Juez debe limitarse a notificar la decisión del tribunal al querellado, pues tal decreto no crea, como afirma Certad refiriéndose al interdicto restitutorio, presunción alguna en favor del querellante ni una mejor posición procesal. En el segundo caso, al estar pasada con autoridad de cosa juzgada la sentencia interdictal, puede el Tribunal autorizar las medidas que sean conducentes para que la alteración de objeto poseído retornen al estado que tenían para el momento de la querella, más si se trata de obras concluidas no es procedente acordar la destrucción de tales obras por al vía interdictal del amparo, sino que amerita la denuncia de obra nueva.


Para la parte “in fine” del capítulo que analizamos señala que “nada importa que la obra se construya en el fundo propio o en el del vecino, ni que el daño sea posible o efectivo, para pedir el amparo ; en cambio, cuando la obra puede ocasionar daño al vecino sin pretensión de rivalizarlo e n la posesión, o sin privarlo del goce de un derecho, la acción procedente es la denuncia de obra nueva”.


Adentrando en el terreno procesal del amparo, estudia PARRA varios aspectos de frecuente discusión, sin que existan definiciones absolutas, al menos en el campo doctrinal, porque en la Jurisprudencia los últimos diez años ha sido más o menos constante.


Justo Título y Posesión Legítima.


En primer lugar, una afirmación diferencial entre “justo título y poseer legítimamente” por cuanto todavía muchos litigantes confunden ambos nociones y presentan como “justo título” para formalizar la oposición al decreto interdictal el título de propiedad. A este respecto, señala PARRA que justo título significa “usar una cosa en virtud del derecho de propiedad”, en tanto que poseer legítimamente “es usarla con derecho o sin el, pero con los caracteres generales de la posesión”. Siguiendo la doctrina italiana, señala que tales títulos de propiedad a que nos hemos referido solo “puede apreciarlos  el Juez “Ad colorandam possessionen”, o sea para cerciorarse de la intención del dueño y del poseedor y de la presunción de haber poseído desde la fecha del título si ha comprobado la posesión actual ; pero nunca como prueba de la posesión” actual, porque coadyuda a la prueba a la prueba pero no la condiciona ni le da existencia. Por si solo el título de propiedad no prueba la posesión.


En materia de bienes muebles, se discute si es procedente o no el amparo, y aunque es generalizado el criterio de la jurisprudencia venezolana sobre la improcedencia, es conveniente transcribir el criterio de PARRA al respecto : “no es procedente el amparo cuando se trata de objetos muebles, porque presumiéndose que éstos son propiedad de quien los tiene, la posesión no puede nunca ser motivo de discusión judicial, y en esa especie de interdicto es precisamente lo que se discute. Por las mismas razones tampoco se ampara al que se perturbado en la posesión de un conjunto de muebles, porque para los efectos del art. 794 del Código Civil, lo mismo es un mueble aislado que muchos reunidos....”. Los bienes muebles y las universalidades jurídicas de bienes muebles a los efectos posesorios es los mismo, porque la concurrencia o reunión de muchos, como la observación aislada de uno de ellos, no desnaturaliza la condición de bienes muebles.


La materia probatoria en Ramiro Parra.


La materia probatoria en materia interdictal ha sido bastante analizada por nosotros durante el transcurso de nuestro trabajo, reiterando en esta oportunidad con el criterio de PARRA la problemática de la testifiscal en la prueba de testigos, por cuanto existen vicios y costumbres contrarios a la conveniencias procesal y a los principios jurídicos. Por ejemplo, la calificación de los testigos en cuanto a la capacidad para responder de los hechos.

Los testigos deben responder de hechos que conocen , no deben apreciarlos ni conceptuales, porque sus dichos se referirán solo a los hechos, porque a los testigos se les pregunta que si saben y les consta que la posesión de XX es continua, no interrumpida, pacífica pública, no equívoca y con intención de dueño, pero aun con su contestación afirmativa, “el juez no puede declarar comprobada la existencia d ella posesión por no tener a la vista ningún hecho que le sirva de base para deducirla” ni son los testigos peritos o expertos para calificar los hechos.


“A los testigos debe preguntárseles la existencia de hechos tales como si NN asiste a un fundo determinado, si ha cercado, limpiado, sembrado, si ha recogido los frutos en su oportunidad y ha dispuesto de ellos”, si lo han visto en forma reiterada hacerlo, si la apariencia es de actuar en calidad de dueño, si otras personas han realizado actos similares, etc.


Critica PARRA el que los Tribunales no se adentren a buscar la verdad en el proceso interdictal, sino que se limitan a ser espectadores del proceso, noción superada en el derecho procesal, porque el Juez debe ser director del proceso, y debe buscar a como dé lugar la verdad.


El despojo en Ramiro Parra.


El despojo que analiza Parra está referido al concepto que sobre tal figura tenía el Código de 1922, por lo cual muchas de sus consideraciones no tienen validez dentro del concepto actual de despojo en nuestro Código vigente. En el Código de 22, las condiciones de existencia del despojo fueron la clandestinidad y la violencia, en tanto que para nuestra normativa actual es la ilicitud del actor que rivaliza y priva una posesión rival.

Al eliminar nuestro legislador la clandestinidad y la violencia como condiciones de existencia del despojo, no significó que los eliminó como elementos que conducen al despojo, por lo cual un despojo realizado con violencia o practicado a través de actos clandestinos, tiene su contrapartida en el tutelaje interdictal. Lo que se realizó fue ampliar el concepto de despojo y darle una base de sustentación distinta.


El despojo que analiza PARRA está referido al concepto que El despojo es violatario de norma expresa, la restitución es la sanción. El despojo lo realiza quien no es poseedor legítimo, y el interdicto lo intenta quien si es poseedor legítimo. En el despojo existe una sustitución ilícita ; en la restitución, una sustitución lícita.


Al despojo, que es un concepto material, lo contiene la restitución no puede dar, en criterio de Parra, un amparo, pues la restitución marchan indisolublemente unidos. La acción por la restitución que vendría a ser un concepto procesal. Despojo y res - decisión de restitución es distinta de la de amparo.      El amparo conlleva una prohibición para que un estado de cosas alterada retorne al estado normal, en tanto que la restitución implica la devolución del objeto de la querella. Si la acción es de despojo, no se puede amparar ; si es de amparo, no se puede restituir. 

Este criterio de PARRA difiere del nuestro, pues PARRA como CERTAD, fundado en aquello que debe resolverse  conforme a lo alegado y probado en autos, sin cercenar derechos de defensa de particulares y sin incurrir en ultrapetita, se limita a señalar que la “ley determina condiciones especiales para cada una de las acciones interdictales que ha creado y en ninguna parte del Código se dice que cuando falten algunos de los requisitos exigidos pata emplear una de ellas, pueda usarse la otra” . PARRA se pronuncia por la tesis que ha decidido una acción y puede ejercerse la otra, en cuanto que nosotros, como MUÑOZ RUEDA, hemos considerado que la calificación d ellas acciones corresponden a la soberanía del Juez, sin que la calificación dada por el querellante limite los términos de la controversia.


Hablando de despojo, PARRA, es enfático cuando niega que en materia de derechos o cuasi posesión existir tal despojo, pues la “ley limita de despojo a las cosas materiales.... nadie puede ser despojado de un derecho..... puede haber privación de su goce....”.


El art. 783 del Código Civil es genérico cuando expresa que “quien haya sido despojado d ella posesión, cualquiera que ella sea, de una cosa mueble o inmueble, puede, dentro del año del despojo, pedir contra el autor de él, aunque fuera el propietario, que se le restituye en la posesión”. Dos frases abren la puerta a la discusión : “cualquiera que ella sea” y “de una cosa mueble o inmueble”. La primera permite pensar que aun en aquellas cosas incorporales, puede haber despojo, y la segunda no descalifica a los derechos porque los derechos han sido considerados bienes muebles. Si los derechos se poseen sin linderos pre-establecidos porque la protección tiene que ser limitada, ¿es que acaso PARRA revive la tesis del “quae in iure consistum”, que sirve de fundamento a la idea de que los derechos no son poseíbles por cuanto no son aprehensibles ; sin embargo, se ha dicho que si no se puede detentar, materialmente se puede “gozar” de los derechos, y por ello la noción de nuestro art. 771 del código Civil, que señala que “posesión” es la tenencia de una cosa o el goce de un derecho...”. ¿Qué sucedería, conforme a la doctrina de Parra, cuando la molestia es de tal magnitud y en tal forma permanente que aquel que goza de un derecho queda totalmente privado de seguir ejercitando sobre ella los actos posesorios ?.


En las explicaciones a estos últimos puntos, PARRA llega a considerar a los interdictos fundado en la teoría de la Paz, por cuanto al encontrarse el orden social desequilibrado, se hace necesario lograr la paz social. Esta es solo una teoría en el orden interdictal, mas no justifica de por si todas las situaciones tuteladas por esta institución.


Cuando quien solicita la restitución es un comunero o coheredero, “debe restituírsele, si un extraño o los otros condueños los despojan” de objetos poseídos por la comunidad, porque el coheredero, aun poseyendo en nombre de los demás coherederos, posee también en su nombre, sin pretender excluir a los demás, por ello, al ser despojado aún por otro coheredero, tiene derecho a que se le restituya su posesión. Recuérdese que conforme a nuestra legislación civil, los herederos reciben los bienes de su causante sin necesidad de toma de posesión material, ésta se realiza “ope legis” y todos en los mismos niveles pasan a ser poseedores, amenos que se crea que ha transcurrido el tiempo necesario para que el bien heredero le sea desposeído a sus herederos por haberlos perdido por prescripción adquisitiva en favor de otros o que haya sido considerado abandonado.


Atiende PARRA la circunstancia de una posible solidaridad cuando el perturbador expresa haber obrado por cuenta y riesgo de su mandante o en el peor de las casos cuando el propio mandante reconoce que se trata de una acción realizada en su nombre, en cuyo caso el interdicto siempre procede contra el despojador y no contra el mandante, porque las acciones interdictales son siempre reales, aun cuando en algunas épocas hayan sido denominadas personales. Siendo una acción real lo importante es el objeto de la misma.


Los Interdicto Prohibitivos y Ramiro Parra.


Los últimos dos capítulo de la obra posesoria de PARRA están referidos a los “llamados interdictos de obra nueva y obra vieja” que afianzan nuestro criterio sobre la poca densidad que sus supuestos presentan, quedando la mayor parte de las circunstancias posibles a la libre interpretación. Guardando las distancias, la normativa sobre los llamados interdictos prohibitivos, locución que no agrada a PARRA, se parece a la proposición de un líder campesino sobre una Nueva Ley de Reforma Agraria, quien proponía seria y formalmente que la nueva ley agraria venezolana tuviera dos artículos, el primero que señalara que todas las tierras cultivables le pertenecen a los campesinos, y el  segundo que dijera que los campesinos siempre tenían la razón.

Así pasa con los interdictos prohibitivos : en dos artículos se ha comprendido un universo de posibilidades, confundiendo a cada momento la realidad del problema. Esto, aunado al poco tratamiento del tema por parte de autores y a la escasa jurisprudencia, nos permite concurrir con PARRA en algunas afirmaciones que pueden ser valederas para el entendimiento del problema.


“Obra nueva es el cambio de estado de los inmuebles originados por construcciones artificiales ejecutadas en el suelo propio o ajeno, cosas adheridas a éste, también propio o ajeno, y que sean capaces de producir temor fundado de ocasionar perjuicios en un inmuebles, un derecho real y otros objetos poseídos por el querellante, repite la frase consagrada en el artículo 785 del Código Civil y nos lleva a determinar qué se entiende por “otros objetos”. PARRA, citando a RICCI, quien a su vez cita a PACIFI MAZZONI, transcribe esta afirmación : “bajo la expresión “otro objeto” se comprenden las cosas muebles que tienen en un lugar...”. En la orilla opuesta, algunos sostienen que la frase está referida a bienes inmuebles por determinación de la Ley o por destinación. Nosotros compartimos el criterio del autor al sostener que la frase fue referida a objetos muebles.


En cuanto al objeto de la denuncia de obra nueva, el autor señala que es “detener el curso de la obra para evitar un perjuicio...”. Esta paralización se realiza no solo en bien del constructor, sino también del propietario, pues “si el primero resulta vencido en el juicio, con la obra terminada, le sería más gravosa la ejecución del fallo” y para el propietario, porque el temor fundado se detiene en su favor para que el perjuicio no le sea fatal, si se quiere.


En cuanto a la causa, la mayor parte de los autores se pronuncian por una causa de “ilegitimidad” en la obra que construye el denunciado ; a este criterio se adhiere ARMINIO BORJAS ; nosotros creemos que la ilegitimidad no determina la procedencia de la denuncia, sino el hecho mismo en cuanto que la obra iniciada, aun construida con licitud, perjudique derechos de terceros.


Esta particularidad no fue bien planteada por nosotros en la oportunidad en que estudiamos el problema, pues señalamos como carácter de la denuncia la ilegitimidad del acto de construcción de la obra nueva. Seguimos la doctrina BORJAS, pasando por alto una consideración que de antaño hemos sostenido ; por ello es propicia la oportunidad para complementar y llenar el vacío allí dejado.


Existe con la misma modalidad una condición de procedencia que solo a grandes rasgos analizamos en el capítulo correspondiente, cual es el referido a la “obligatoria caución que todo querellante” debe producir para que el Juez le decrete la paralización d ella obra, ya que ésta sería la única herramienta que impediría paralizaciones a voluntad o por personas interpuestas de cuantos, por cualquier motivo quisieron paralizar una obra. PARRA critica esta posesión, y fundado en nobles principios de espiritualidad social, señala que, de admitirse la tesis, “ únicamente gozarán de ella los favorecidos por la fortuna, que son en menor número que los insolventes, y muchos de aquellos no podrán proponerlo por estar imposibilitados para dar la caución” ; pero  olvida el autor que entre dos consecuencias o premisas debe acogerse aquella que ofrezca menos riesgos a la ciudadanía, porque caso contrario la seguridad jurídica sería letra muerta y ondearía a batiente brisa la anarquía y la retaliación.


Es claro que la caución debe acompañarse de un “Fomus Boni Juris” y un “periculum in mora” para crear la real convicción en el Juez que la amenaza denunciada tiene, al menos, visos de seriedad y factibilidad.


La ubicación de estas acciones como posesorias, ha sido también fuente de controversias y confusiones. A nuestra manera de ver, no se trata de acciones posesorias ni siguiera de acciones posesorias especiales, como los denomina BORJAS, tampoco son acciones petitorias. Su naturaleza es especial, aun cuando no posesorias, yo diría sin pecar de exagerado que se trata de una acción cautelar en procedimiento sumarísimo.


Analizar la obra de RAMIRO ANTONIO PARRA es titánico, porque en su obra hay de todo y para todos, en un lenguaje directo, con citas críticas y criticadas, pero fundamentalmente con profundidad en el conocimiento de la materia, que nosotros, lamentablemente, no hemos llegado a poseer ; sin embargo, aportamos nuestra voluntad para que estudiantes y profesores se hagan una idea de la dimensión de esta gran obra.

CAPÍTULO VII

Los interdictos en nuestra Legislación Procesal Códigos de Procedimiento civil
CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL DE 4 DE JULIO DE 1916

TITULO VII

DE LOS INTERDICTOS

SECCION I

De los Interdictos en general


Art. 594.- El conocimiento de los interdictos corresponde exclusivamente a la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuero de la parte contra quien se intenten.


Art. 595.- El Juez competente para conocer de los interdictos el que ejerza la plena jurisdicción ordinaria en primera instancia en el lugar donde esté situada la cosa objeto de ellos ; respecto d ella posesión hereditaria, lo es también el de la jurisdicción del lugar donde se haya abierto la sucesión.

SECCION II

De los Interdictos Posesorios


Art. 596.- En los casos de los artículo 770 y 771 del Código Civil, habiendo constancia d ella perturbación o despojo, el Juez debe decretar el amparo o la restitución sin citación de la otra parte, con la mayor celebridad en el procedimiento, contra el autor d ella perturbación o del despojo.


Art. 597.- Solo se suspenderán los efectos del decreto a quien se refiere el artículo precedente, cuando aquel contra quien se dirija el interdicto se opusiere dentro de veinticuatro horas de ejecutado dicho decreto, acreditando con título justo y auténtico, que procede con derecho.


Art. 598.- Siempre que, habiéndose llevado a efecto el decreto, no se hubieren suspendido sus efectos, haya o no habido oposición, se entenderá de hecho abierta, desde la fecha de la ejecución del decreto, una articulación por ocho días, y se decidirá necesariamente al décimoquinto  la confirmación o revocatoria de tal decreto.


Las declaraciones de los testigos del justificativo que haya servido de base al decreto de amparo o de restitución, no se apreciarán en la sentencia si no son ratificadas en la articulación.


Si el Juez que ejecutare el auto posesorio residiere en lugar distinto de aquel donde se hubiere dictado, se concederá, además de los ocho días que expresa este artículo, el término de la distancia entre aquellos dos lugares ; pero para la prueba no se concederá en ningún caso término de distancia.


Art. 599.- Podrá cualquier persona, haciéndose responsable de las resultas del juicio, y dando caución, presentarse por el poseedor o por aquel a quien se atribuya la perturbación o el despojo, aun sin poder, interviniendo en la articulación de que trata el artículo anterior.


Art. 600.- Cuando el heredero pida la restitución de la posesión hereditaria o el amparo en ella, comprobará previamente su calidad de heredero y, de un modo directo, el hecho de que las cosas sobre que verse el interdicto las poseía su causante al tiempo de morir, como suyas propias o por algún otro derecho transmisible al heredero, o que las poseías hasta su muerte quien haya precedido en el derecho al solicitante ; y se procederá como se establece en el artículo 596 y los siguientes.


Art. 601.- Cuando el Juez no considere suficiente la justificación producida por el heredero, mandará ampliarla, indicando el defecto. El heredero, en este caso podrá apelar, si no creyere conforme la determinación, e interpuesto el recurso, por escrito o verbalmente, se practicará lo que queda establecido en este Código para la apelación d ella sentencia definitiva.


Art. 602.- En todo caso, aquellos contra quienes obren los derechos de interdictos, tendrán derecho a ser oídos en juicio ordinario ; pero el despojador no podrá reclamar el perjuicio que haya sufrido por la restitución decretada por el Juez.


Art. 603.- Si dos o más personas pidieren a vez la posesión de alguna cosa, o pretendieren ser amparadas en la posesión, con los recaudos del caso, el Juez dará la posesión o amparará en ella a la que apareciere haber probado mejor su derecho posesorio.


Si hubiere duda, de tal naturaleza que no pudiere el Juez resolver en justicia, podrá mandar ampliar las pruebas presentadas fijando los puntos que deban esclarecerse.


Cuando, a juicio del Juez, no bastare la amplicación, podrá, si se tratare de cosa embargable, acordar su depósito en poder de uno de los mismos peticionarios, si el otro lo consintiere, o del que diere mayor garantía de conservarla sin alteración ni menoscabo con cargo de rendir, si fuere productiva, o, en último caso, poder de un tercero que tenga condiciones para depositario.


Si la cosa sobre que versare el interdicto fuere una servidumbre de acueducto, de cloaca o desagüe, u otros derechos incorporables, el Juez hará o mandará practicar inspección ocular, con asistencia de prácticos inteligentes en la materia, para examina si alguno de los fundos o ambos quedan expuestos a ruina o graves perjuicios, según las pretensiones de las partes ; y dictará las medidas conducentes a evitar aquellos daños las cuales deberán cumplirse hasta la resolución definitiva del interdicto.


Ejecutado el decreto del Juez, en los casos que quedan previstos, se entenderá abierta la articulación de que trata el artículo 598 y el juicio interdictal continuará su curso legal.


Art. 604.- En la decisión de la articulación a que se refiere el artículo 598, se condenará en las costas a quienes resultaren despojadores o perturbadores.


A los efectos del artículo 173, se estimará en la demanda el valor de la cosa sobre que versare el interdicto.


Las reclamaciones de perjuicios y frutos contra los mismos se deducirán en juicio ordinario.


Art. 605.- En el juicio sumario no se oirá recurso de apelación sino en el efecto devolutivo, salvo lo dispuesto en el artículo 601.


Art. 606.- Después de pasado el año fijado para intentar los interdictos no podrá pedirse la restitución o amparo sino en juicio ordinario ; a menos que haya hecho uso de fuerza contra el legítimo poseedor, a quien, en este caso, se favorecerá por el interdicto posesorio, en cualquier tiempo.


Art. 607.- Cuando en el juicio ordinario  se pruebe la falsedad de los fundamentos alegados por el querellante para la restitución o el amparo, se le condenará a satisfacer todos los perjuicios que por esta causa sufriere la parte contraria, inclusive las costas que ésta hubiere pagado por el interdicto.


Art. 608.- El Juez que privare a alguien de su posesión sin las formalidades que previene esta Ley, será responsable de todos los perjuicios ante su superior inmediato.

SECCION III

De los Interdictos Prohibitivos.


Art. 609.- La denuncia de obra nueva se hará por escrito ante cualquier Juez que tenga jurisdicción en lo Civil en el lugar donde se halle la obra, y el Juez, procediendo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 774 del Código Civil, proveerá lo que corresponda. No se oirá apelación de la providencia que prohiba la continuación de la obra.


Art. 610.- Si se prohibiera la continuación de la obra nueva, quedará abierta una articulación desde el momento en que se lleva a efecto la providencia. Esta articulación se sustanciará y decidirá del mismo modo que trata el artículo 598.


Si el derecho prohibitivo lo pronunciara un Juez que no sea el que deba conocer de la causa, remitirá el expediente, inmediatamente después de ejecutado dicho decreto, al Tribunal competente para que sustancie y decida la articulación. Concediéndose al efecto el término de la distancia si hubiere lugar, cuando ambos tribunales residen en localidades diferentes.


El fallo del tribunal sobre la articulación comprenderá, no solo el punto sobre continuación o prohibición, sino los demás mencionados en el artículo 774 del Código Civil.


Art. 611.- Para llevar a cabo la prohibición de continuar la obra, el Juez pasará personalmente o dará comisión bastante a su secretario para que pase al lugar donde estuviere haciéndose la obra nueva, a notificar que se prohibe so pena de que se destruirá a costa del dueño todo lo que se adelantare después, y de que se exigirá a cada trabajador el duplo de su jornal o salario, en calidad de multa , durante el tiempo de su contravención, si estuviere impuesto de la prohibición. Esta prohibición se hará válidamente, no solo al dueño d ella obra, sino también a los trabajadores que allí se encuentren, y en defecto de aquel y de éstos a cualquier persona dependiente del dueño, dejando siempre escrita la orden prohibitiva en la cual se dará la razón d ella persona que la haya solicitado y de la fecha en que se la haya expedido.


Art. 612.-  Cuando el Juez que hubiere dictado la prohibición no fuere el mismo llamado a conocer de la causa, no podrá dar ninguna otra determinación a menos que sea para suspender la prohibición por desistimiento del demandante, hecho antes de que se haya dirigido el expediente al Juez de Primera Instancia, y aún después, si estuvieren de acuerdo ambas partes.

Se hará aviso inmediatamente en este caso a aquel magistrado.


Art. 613.- De la providencia recaída en la articulación que prohibida continuar la obra, no se admitirá apelación sino en un solo efecto.


Art. 614.- Por el mismo hecho de haber quedado decidido en la articulación que se suspenda la obra, tanto el demandante como el demandado se entenderán citados para comparecer ante el Juez competente, en el término ordinario, para la contestación y conciliación, y para la secuela del juicio, si la conciliación no tuviere efecto.


Art 615.- En lo demás se observarán los trámites del juicio ordinario y se concederán los recursos que por este Código puedan interponerse.


Art. 616.- Los demás interdictos prohibitivos se sustanciarán y decidirán de la manera establecida para el de obra nueva ; pero, caso de que el peligro esa inminente, se ocurrirá a las autoridades de policía antes o después de haberse intentado el reclamo judicial, sin perjuicio de lo que determine el Juez respectivo.

CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL DE 18 DE ABRIL DE 1904

TITULO VI

DE LOS INTERDICTOS

SECCION I

De los Interdictos en General


Art. 571.- El conocimiento de los interdictos corresponde exclusivamente a la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuere d ella parte contra quien se intenten.


Art. 572.- Es Juez competente para conocer de los interdictos el que ejerza la plena jurisdicción ordinaria en primera instancia en el lugar en que esté situada la cosa objeto de ellos ; respecto d ella posesión hereditaria, lo es también el de la jurisdicción en que se ha abierto la sucesión.

SECCION II

De los Interdictos Posesorios.


Art. 573.- Cuando el heredero pida la posesión de la herencia, deberá acompañar el testamento o justificar la falta de testamento, y acreditar lo demás que exige el artículo 682 del Código Civil.


Art 574.- Dentro de veinticuatro horas de haberse pedido la posesión d ella herencia, el Juez mandará darla, y se dará en efecto al heredero, sin citar a la persona o personas que estuvieren poseyendo las cosas pertenecientes a la herencia.


Art. 575.- Cuando el Juez no considere suficiente la justificación  producida por el heredero, mandará ampliarla, indicando el defecto. El heredero, en este caso podrá apelar, si no creyere conforme la determinación , e interpuesto el recurso por escrito o verbalmente, se practicará lo que queda establecido en este Código para la apelación de la sentencia definitiva.

Art. 576.- Cuando el que sea despojado de su posesión solicite se le restituya, justificará que su posesión era legítima y que no ha transcurrido un año después del despojo ; y el Juez procederá del modo prevenido para la posesión hereditaria en los artículos precedentes de esta Sección.


Art. 577.- El que estando en posesión de alguna cosa sea perturbado, o con fundamento tema serlo, puede pedir que se le ampare en la posesión, y justificado que la tiene con derecho, el Juez mandará a la persona o personas contra quienes sea dirigida la queja se abstengan de todo hecho que perjudique al poseedor, bajo la pena pecunaria o de prisión que considere proporcionada y que señalará.


Art. 578.- Llevando a cabo y si en virtud de lo dispuesto en el artículo 684 del Código Civil, no se hubiere suspendido el decreto que acuerda la posesión hereditaria, la restitución o  el amparo, se procederá en lo demás de conformidad con las disposiciones respectivas en dicho Código sobre Posesión.


Art. 579.- Puede cualquier persona, haciéndose responsable de las resultas del juicio y caución, presentare por el poseedor o por el que se dice perturbador o despojador, aun sin poder, interviniendo en la articulación de que habla el artículo 685 del Código Civil.


Art. 580.- En todo caso aquello contra quienes obren los decretos de interdictos, tendrán derecho a ser oído en juicio ordinario ; pero el despojador no podrá reclamar el perjuicio que haya sufrido por la restitución decretada por el juez.


Art. 581.- Si dos o más personas pidieren a la vez la posesión de alguna cosa, se procederá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 687 del Código Civil.


Art. 582.- En la decisión d ella articulación a que se refiere el artículo 685 del Código Civil, se condenará en las costas a los que resultaren despojadores o perturbadores. Las reclamaciones de perjuicios y frutos contra los mismos se deducirán en juicio ordinario.


Art. 583.- En el juicio sumario no se oirá recurso de apelación sino en el efecto devolutivo, salvo lo dispuesto en el artículo 575.


Art. 584.- Después de pasado el año fijado para intentar los interdictos, no podrá pedirse la posesión hereditaria, la restitución o el amparo sino en juicio ordinario ; a menos que se haya hecho uso d ella fuerza contra el legítimo poseedor, a quien en este caso se favorecerá por el interdicto posesorio en cualquier tiempo.


Art. 585.- Cuando en el juicio ordinario se pruebe que fueron falsos los fundamentos alegados por el querellante para la restitución o el amparo, se le condenará a satisfacer todos los perjuicios que por esta causa sufriere la parte contraria, inclusive las costas que hubiere pagado por el interdicto.

Art. 586.- El Juez que privare a alguno de su posesión sin las formalidades que previene esta Ley, será responsable de todos los perjuicios ante su Superior inmediato.

SECCION III

De los Interdictos Prohibitivos.


Art. 587.- La denuncia de obra nueva se hará por escrito ante cualquier Juez que tenga jurisdicción en lo civil en el lugar en que se halla la obra, y el Juez, procediendo de conformidad con lo  dispuesto en el artículo 688 del Código Civil, proveerá lo que corresponde. No se oirá apelación de la providencia que prohiba la continuación de la obra.


Art. 588.- Si se prohibiere la continuación d ella obra nueva, quedará abierta la articulación desde el momento en que se lleve a efecto la providencia. Esta articulación se sustanciará y decidirá del mismo modo que la de que trata el artículo 685 del Código Civil, siendo aplicable también la disposición del artículo 578 del presente Código.


Si el decreto prohibitivo fuere pronunciado  por un Juez que no sea el que deba conocer d ella causa, remitirá la expediente, inmediatamente después de ejecutado dicho decreto, al Tribunal competente para que sustancie y decida la articulación, concediéndose al efecto el término d ella distancia si hubiere lugar, cuando los dos Tribunales residan en lugares diferentes.


El fallo del Tribunal sobre la articulación comprenderá no solo el punto sobre continuación o prohibición, sino los demás mencionados en el artículo 688 del Código Civil.


Art. 589.- Para llevar a cabo la prohibición de continuar la obra, el Juez pasará personalmente o dará comisión bastante a su secretario para que pase al lugar en que estuviere haciéndose la obra nueva a notificar la prohibición, bajo la pena de que se destruirá a costa del dueño d ella obra todo lo que se adelantare después y de que se exigirá a cada trabajador el duplo de su jornal o salario, en calidad de multa, por el tiempo de su contravención, si estuviere impuesto d ella prohibición.

Esta se hará válidamente no solo al dueño de la obra, sino también a los trabajadores que allí se encuentren, y en defecto de aquel y de éstos, a cualquiera persona dependiente del dueño de la obra, dejando siempre escrita la orden prohibitiva en que se dará razón de la persona que la ha solicitado y de la fecha en que se ha expedido.


Art. 590.- Cuando el Juez hubiere dictado la prohibición no fuere el mismo llamado a conocer de la causa, no podrá dar ninguna otra determinación, a menos que sea para suspender la prohibición por desistimiento del demandante antes de que se haya dirigido el expediente al Juez de Primera Instancia, y aún después, si estuvieren de acuerdo las dos partes, dando aviso inmediatamente en este caso a aquel magistrado.


Art. 591.- De la providencia recaída en la articulación que prohiba la continuación de la obra, no se admitirá apelación sino en un solo efecto.


Art. 592.- Por el mismo hecho de haber quedado decidido en la articulación que se suspenda la obra, tanto el demandante como el demandado se entienden citados para comparecer ante el Juez competente, en el término ordinario, para la contestación y conciliación, y secuela del juicio, si la conciliación no tuviere efecto.


Art. 593.- En lo demás se observarán los trámite del juicio ordinario y se concederán los recursos que por este Código pueden interponerse.


Art. 594.- Los demás interdictos prohibitivos se sustanciarán y decidirán  de la manera establecida para el de obra nueva.

Pero en caso de que el peligro sea inminente, se ocurrirá a las autoridades de policías, antes o después de haberse intentado el reclamo judicial y sin perjuicio de lo que se determinare por el Juez respectivo.

CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL

DE 14 DE MAYO DE 1897  

TITULO VI

DE LOS INTERDICTOS

SECCION I

Interdictos en General


Art. 560.- El conocimiento de los interdictos corresponde exclusivamente a la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuero d ella parte contra quien se intente.


Art. 561.- Es Juez competente para conocer de los interdictos del lugar en que esté situada la cosa objeto de ellos ; respecto de la posesión hereditaria, lo es también el de la jurisdicción en que se ha abierto la sucesión.

SECCION II

Interdictos Posesorios


Art. 562.- Cuando el heredero pida la posesión d ella herencia, deberá acompañar el testamento o justificar la falta de testamento, y acreditar lo demás que exige el artículo 674 del Código Civil.


Art. 563.- Dentro de veinticuatro horas de haberse pedido la posesión de la herencia, el Juez mandará darla y se dará en efecto al heredero, sin citar a la persona o personas que estuvieren poseyendo las cosas pertenecientes a la herencia.


Art. 564.- Cuando el Juez no considere suficiente la justificación producida por el heredero, mandará ampliarla, indicando el defecto. El heredero en este caso, podrá apelar, si no creyere conforme la determinación, e interpuesto el recurso por escrito o verbalmente, se practicará  lo que queda establecido en este Código para la apelación de la sentencia definitiva.


Art. 565.- Cuando el que sea despojado de su posesión solicite ser restituido a ella, justificará que su posesión era legítima y que no ha transcurrido un año después del despojo ; y el Juez procederá del modo prevenido para la posesión hereditaria, en los artículos precedentes de esta Sección.


Art. 566.- El que estando en posesión de alguna cosa sea perturbador, o con fundamento tema serlo, puede pedir que se le ampare en la posesión y justificando que la tiene con derecho, el Juez mandará a la persona o personas contra quienes se dirija la queja se abstengan de todo hecho que perjudique al poseedor, bajo la pena pecunaria o de prisión que se considere proporcionada.


Art. 567.- Llevado a cabo, y si virtud de lo dispuesto en el artículo 679 del Código Civil, no se hubiere suspendido el decreto que acuerda la posesión hereditaria, la restitución o el amparo, se procederá en lo demás de conformidad con las disposiciones respectivas dicho Código sobre Posesión.


Art. 568.- Puede cualquier persona, haciéndose responsable de las resultas del juicio y dando caución, presentarse por el poseedor o por el que se dice perturbador o despojador, aun sin poder, interviniendo en la articulación de que habla el artículo 679 del Código Civil.


Art. 569.- En todo caso, aquellos contra quienes obren los decretos de interdictos, tendrán derecho a ser oído en juicio ordinario ; pero el despojador no podrá reclamar el perjuicio que haya sufrido por la restitución decretada por el juez.


Art. 570.-  Si dos o más personas pidieren a la vez la posesión de alguna cosa, se procederá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 687 del Código Civil.


Art. 571.- En la decisión de la articulación a que se refiere el artículo 679 del código Civil, se condenará en las costas a los que resultaren despojadores o perturbadores. Las reclamaciones de perjuicios y frutos contra los mismos se deducirán en juicio ordinario.


Art. 572.- En el Juicio Sumario no se oirá recurso de apelación sino en el efecto devolutivo, salvo lo dispuesto en el artículo 564.


Art. 573.- Después de pasado el año fijado para intentar los interdictos, no podrá pedirse la posesión hereditaria, la restitución o el amparo, sino en juicio ordinario, amenos que se haya hecho uso de la fuerza contra el legítimo poseedor, a quien en este caso favorecerá por el interdicto posesorio en cualquier tiempo.


Art. 574.- Cuando en el juicio ordinario se pruebe que fueron falsos los fundamentos alegados por el querellante para la restitución o el amparo, se le condenará a satisfacer todos los perjuicios que por esta causa sufriere la parte contraria, inclusive las costas que hubiere pagado por el interdicto.


Art. 575.- El Juez que privare a alguno de su posesión sin las formalidades que previene esta Ley, será responsable de todos los perjuicios ante su anterior inmediato.

SECCION III

Interdictos Prohibitivos


Art. 576.- La denuncia de obra nueva se hará por escrito ante cualquier Juez que tenga jurisdicción en el lugar en que se halle la obra, y el Juez, procediendo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 682 del Código Civil, proveerá lo que corresponda. No se oirá apelación de la providencia que prohiba la continuación de la obra.


Art. 577.- Si se prohibiere la continuación d ella obra nueva, quedará abierta una articulación desde el momento en que se lleve a efecto la providencia ; esta articulación se sustanciará y decidirá del mismo modo que se sustancia la de que trata el artículo 679 del Código Civil, siendo aplicable también la disposición del artículo 568 del presente Código.


Si el decreto prohibitivo fuere pronunciado por un Juez que no sea el que deba conocer de la causa, remitirá el expediente al Tribunal competente para que sustancie y decida la articulación, concediéndose al efecto el término de la distancia. Si hubiere lugar, cuando los dos Tribunales residan en lugares diferentes.


El fallo del tribunal sobre la articulación comprenderá no solo el punto sobre continuación o prohibición , sino los demás mencionados en el artículo 682 del Código Civil.


Art. 578.- Para llevar a cabo la prohibición de continuar la obra, el Juez pasará personalmente o dará comisión bastante a su secretario para que pase al lugar en que estuviere haciéndose la obra nueva a notificar la prohibición, bajo la pena de que se destruirá a costa del dueño de la obra todo lo que se adelantare después y de que se exigirá a cada trabajador el duplo de su jornal o salario, en calidad de multa, por el tiempo de su contravención, si estuviere impuesto d ella prohibición. Esta se hará válidamente no solo al dueño de la obra, sino también a los trabajadores que allí se encuentren, si aquel no estuviere en ella, y, en defecto de éstos, cualquiera persona dependiente del dueño dejando siempre escrita la orden prohibitiva en que se dará razón de la persona que la ha solicitado y de la fecha en que se ha expedido.


Art. 579.- Cuando el Juez hubiere dictado la prohibición no fuere el mismo llamado a conocer de la causa, no podrá dar ninguna otra determinación, a menos que sea para suspender la prohibición por desistimiento del demandante antes de que se haya dirigido el expediente al Juez de Primera Instancia, y aún después, si estuvieren de acuerdo las dos partes, dando aviso inmediatamente en este caso a aquel magistrado.


Art.580.- De la providencia recaída en la articulación que prohiba la continuación de la obra, no se admitirá apelación sino en un solo efecto.


Art. 581.- Por el mismo hecho de haber quedado decidido en la articulación que se suspenda la obra, tanto el demandante como el demandado se entienden citados para comparecer ante el Juez competente, en el término ordinario, para la contestación y conciliación, y secuela del juicio, si la conciliación no tuviere efecto.


Art. 582.- En lo demás se observarán los trámite del juicio ordinario y se concederán los recursos que por este Código pueden interponerse en todas las causas.


Art. 583.- Los demás interdictos prohibitivos se sustanciarán y decidirán  de la manera establecida para el de obra nueva.

Pero en caso de que el peligro sea inminente, se ocurrirá a las autoridades de policías, antes o después de haberse intentado el reclamo judicial y sin perjuicio de lo que se determinare por el Juez respectivo.

CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL

DE 10 DE DICIEMBRE DE 1880  

TITULO VI

DE LOS INTERDICTOS

SECCION I

 De los Interdictos en General


Art. 418.- El conocimiento de los interdictos corresponde exclusivamente a la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuero d ella parte contra quien se intente.


Art. 419.- Es Juez competente para conocer de los interdictos del lugar en que esté situada la cosa objeto de ellos ; respecto de la posesión hereditaria, lo es también el de la jurisdicción en que se ha abierto la sucesión.

SECCION II

Interdictos Posesorios


Art. 420.- Cuando el hecho pida la posesión de la herencia, deberá acompañar el testamento o justificar la falta de testamento, y acreditar lo demás que exige el artículo 657 del Código Civil.


Art. 421.- Dentro de veinticuatro horas de haberse pedido la posesión de la herencia, el Juez mandará darla y se dará en efecto al heredero, sin citar a la persona o personas que estuvieren poseyendo las cosas pertenecientes a la herencia.


Art. 422.- Cuando el Juez no considere suficiente la justificación producida por el heredero, mandará ampliarla, indicando el defecto. El heredero en este caso, podrá apelar, si no creyere arreglada la  determinación, e interpuesto el recurso por escrito o verbalmente, se practicará  lo que queda establecido en este Código para la apelación de la sentencia definitiva.


Art. 423.- Cuando el que sea despojado de su posesión solicite ser restituido a ella, justificará que su posesión era legítima y que no ha transcurrido un año después del despojo ; y el Juez procederá del modo prevenido para la posesión hereditaria, en los artículos precedentes de esta Sección.


Art. 424.- El que estando en posesión de alguna cosa sea perturbador, o con fundamento tema serlo, puede pedir que se le ampare en la posesión y justificando que la tiene con derecho, el Juez mandará a la persona o personas contra quienes se dirija la queja se abstengan de todo hecho que perjudique al poseedor, bajo la pena pecuniaria o de prisión que se considere proporcionada.


Art. 425.- Llevado a cabo, y si virtud de lo dispuesto en el artículo 661 del Código Civil, no se hubiere suspendido el decreto que acuerda la posesión hereditaria, la restitución o el amparo, se procederá en lo demás de conformidad con las disposiciones respectivas dicho Código sobre Posesión.


Art. 426.- Puede cualquiera persona, haciéndose responsable de las resultas del juicio y dando caución, presentarse por el poseedor o por el que se dice perturbador o despojador, aún sin poder, interviniendo en la articulación de que habla el artículo 662 del Código Civil.


Art. 427.- En todo caso, aquellos contra quienes obren los decretos de interdictos, tendrán que ser oídos, con derecho, en juicio ordinario ; pero el despojador no podrá reclamar el perjuicio que haya sufrido por la restitución decretada por el juez.


Art. 428.-  Si dos o más personas pidieren a la vez la posesión de alguna cosa, se procederá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 664 del Código Civil.


Art. 429.- En la decisión de la articulación a que se refiere el artículo 662 del Código Civil, se condenará en las costas a los que resultaren despojadores o perturbadores. Las reclamaciones de perjuicios y frutos contra los mismos se deducirán en juicio ordinario.


Art. 430.- En el juicio sumario no se oirá recurso de apelación sino en el efecto devolutivo, salvo lo dispuesto en el artículo 422.


Art. 431.- Después de pasado el año fijado para intentar los interdictos, no podrá pedirse la posesión hereditaria, la restitución o el amparo, sino en juicio ordinario, a menos que se haya hecho uso de la fuerza contra el legítimo poseedor, a quien en este caso favorecerá por el interdicto posesorio en cualquier tiempo.


Art. 432.- Cuando en el juicio ordinario se pruebe que fueron falsos los fundamentos alegados por el querellante para la restitución o el amparo, se le condenará a satisfacer todos los perjuicios que por esta causa sufriere la parte contraria.

Art. 433.- El Juez que privare a alguno de su posesión sin las formalidades que previene esta Ley, será responsable de todos los perjuicios ante su Superior inmediato.

SECCION III

Interdictos Prohibitivos


Art. 434.- La denuncia de obra nueva se hará por escrito ante cualquier Juez que tenga jurisdicción en el lugar en que se halle la obra, y el Juez, procediendo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 665 del Código Civil, proveerá lo que corresponda, no se oirá apelación de la providencia que prohiba la continuación de la obra.


Art. 435.- Si se prohibiere la continuación de la obra nueva, quedará abierta una articulación desde el momento en que se lleve a efecto la providencia ;  articulación se sustanciará y decidirá del mismo modo que se sustancia la de que trata el artículo 662 del Código Civil, siendo aplicable también la disposición del artículo 426 del presente Código.


Si el decreto prohibitivo fuere pronunciado por un Juez que no sea el que debe conocer de la causa, remitirá el expediente inmediatamente después de ejecutado dicho decrete al Tribunal competente para que sustancie y decida la articulación, concediéndose al efecto el término de la distancia, si hubiere lugar, cuando los dos Tribunales residan en lugares diferentes.


El fallo del tribunal sobre la articulación comprenderá no solo el punto sobre continuación o prohibición , sino los demás mencionados en el artículo 665 del Código Civil.


Art. 436.- Para llevar a cabo la prohibición de continuar la obra, el Juez pasará personalmente o dará comisión bastante a su secretario para que pase al lugar en que estuviere haciéndose la obra nueva a notificar la prohibición, bajo la pena de que se destruirá a costa del dueño de la obra todo lo que se adelantare después y de que se exigirá a cada trabajador el duplo de su jornal o salario, en calidad de multa, por el tiempo de su contravención, estando impuesto de la prohibición. Esta se hará válidamente no solo al dueño de la obra, sino también a los trabajadores que allí se encuentren, si aquel no estuviere en ella, y, en defecto de éstos, cualquiera persona dependiente del dueño dejando siempre escrita la orden prohibitiva en que se dará razón de la persona que la ha solicitado y de la fecha en que se ha expedido.


Art. 437.- Cuando el Juez hubiere dictado la prohibición no fuere el mismo llamado a conocer de la causa, no podrá dar ninguna otra determinación, a menos que sea para suspender la prohibición por desistimiento del demandante antes de que se haya dirigido el expediente al Juez de Primera Instancia, y aún después, si estuvieren de acuerdo las dos partes, dando aviso inmediatamente en este caso a aquel magistrado.


Art.438.- De la providencia recaída en la articulación que prohiba la continuación de la obra, no se admitirá apelación sino en un solo efecto.


Art. 439.- Por el mismo hecho de haber quedado decidido en la articulación que se suspenda la obra, tanto el demandante como el demandado se entienden citados para comparecer ante el Juez competente, en el término ordinario, para la contestación y conciliación, y secuela del juicio, si la conciliación no tuviere efecto.


Art. 440.- En lo demás se observarán los trámite del juicio ordinario y se concederán los recursos que por este Código pueden interponerse en todas las causas.


Art. 441.- Los demás interdictos prohibitivos se sustanciarán y decidirán  de la manera establecida para el de obra nueva.

Pero en caso de que el peligro sea inminente, se ocurrirá a las autoridades de policías, antes o después de haberse intentado el reclamo judicial y sin perjuicio de lo que se determinare por el Juez respectivo.

CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL

DE 20 DE FEBRERO DE 1873  

TITULO VI

DE LOS INTERDICTOS

SECCION I

 Interdictos en General


Art. 416.- El conocimiento de los interdictos corresponde exclusivamente a la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuero d ella parte contra quien se intente.


Art. 417.- Es Juez competente para conocer de los interdictos del lugar en que esté situada la cosa objeto de ellos ; respecto de la posesión hereditaria, lo es también el de la jurisdicción en que se ha abierto la sucesión.

SECCION II

Interdictos Posesorios


Art. 418.- Cuando el heredero pida la posesión de la herencia, deberá acompañar el testamento o justificar la falta de testamento, y acreditar lo demás que exige el artículo 657 del Código Civil.


Art. 419.- Dentro de veinticuatro horas de haberse pedido la posesión de la herencia, el Juez mandará darla y se dará en efecto al heredero, sin citar a la persona o personas que estuvieren poseyendo las cosas pertenecientes a la herencia.


Art. 420.- Cuando el Juez no considere suficiente la justificación producida por el heredero, mandará ampliarla, indicando el defecto. El heredero en este caso, podrá apelar, si no creyere arreglada la  determinación, e interpuesto el recurso por escrito o verbalmente, se practicará  lo que queda establecido en este Código para la apelación de la sentencia definitiva.


Art. 421.- Cuando el que sea despojado de su posesión solicite ser restituido a ella, justificará que su posesión era legítima y que no ha transcurrido un año después del despojo ; y el Juez procederá del modo prevenido para la posesión hereditaria, en los artículos precedentes de esta Sección.


Art. 422.- El que estando en posesión de alguna cosa sea perturbador, o con fundamento tema serlo, puede pedir que se le ampare en la posesión y justificando que la tiene con derecho, el Juez mandará a la persona o personas contra quienes se dirija la queja se abstengan de todo hecho que perjudique al poseedor, bajo la pena pecuniaria o de prisión que se considere proporcionada.


Art. 423.- Llevado a cabo, y si virtud de lo dispuesto en el artículo 665 del Código Civil, no se hubiere suspendido el decreto que acuerda la posesión hereditaria, la restitución o el amparo, se procederá en lo demás de conformidad con las disposiciones respectivas dicho Código sobre Posesión.


Art. 424.- Puede cualquiera persona, haciéndose responsable de las resultas del juicio y dando caución, presentarse por el poseedor o por el que se dice perturbador o despojador, aún sin poder, interviniendo en la articulación de que habla el artículo 656 del Código Civil.


Art. 425.- En todo caso, aquellos contra quienes obren los decretos de interdictos, tendrán que ser oídos, con derecho, en juicio ordinario ; pero el despojador no podrá reclamar el perjuicio que haya sufrido por la restitución decretada por el juez.


Art. 426.-  Si dos o más personas pidieren a la vez la posesión de alguna cosa, se procederá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 658 del Código Civil.


Art. 427.- En la decisión de la articulación a que se refiere el artículo 656 del Código Civil, se condenará en las costas a los que resultaren despojadores o perturbadores. Las reclamaciones de perjuicios y frutos contra los mismos se deducirán en juicio ordinario.


Art. 428.- En el juicio sumario no se oirá recurso de apelación sino en el efecto devolutivo, salvo lo dispuesto en el artículo 420.


Art. 429.- Después de pasado el año fijado para intentar los interdictos, no podrá pedirse la posesión hereditaria, la restitución o el amparo, sino en juicio ordinario, a menos que se haya hecho uso de la fuerza contra el legítimo poseedor, a quien en este caso favorecerá por el interdicto posesorio en cualquier tiempo.


Art. 430.- Cuando en el juicio ordinario se pruebe que fueron falsos los fundamentos alegados por el querellante para la restitución o el amparo, se le condenará a satisfacer todos los perjuicios que por esta causa sufriere la parte contraria.


Art. 431.- El Juez que privare a alguno de su posesión sin las formalidades que previene esta Ley, será responsable de todos los perjuicios ante su Superior inmediato.

SECCION III

Interdictos Prohibitivos


Art. 432.- La denuncia de obra nueva se hará por escrito ante cualquier Juez que tenga jurisdicción en el lugar en que se halle la obra, y el Juez, procediendo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 659 del Código Civil, proveerá lo que corresponda, no se oirá apelación de la providencia que prohiba la continuación de la obra.


Art. 433.- Si se prohibiere la continuación de la obra nueva, quedará abierta una articulación desde el momento en que se lleve a efecto la providencia ;  articulación se sustanciará y decidirá del mismo modo que se sustancia la de que trata el artículo 656 del Código Civil, siendo aplicable también la disposición del artículo 424 del presente Código.


Si el decreto prohibitivo fuere pronunciado por un Juez que no sea el que debe conocer de la causa, remitirá el expediente inmediatamente después de ejecutado dicho decrete al Tribunal competente para que sustancie y decida la articulación, concediéndose al efecto el término de la distancia, si hubiere lugar, cuando los dos Tribunales residan en lugares diferentes.


El fallo del tribunal sobre la articulación comprenderá no solo el punto sobre continuación o prohibición , sino los demás mencionados en el artículo 659 del Código Civil.


Art. 434.- Para llevar a cabo la prohibición de continuar la obra, el Juez pasará personalmente o dará comisión bastante a su secretario, para que pase al lugar en que estuviere haciéndose la obra nueva a notificar la prohibición, bajo la pena de que se destruirá a costa del dueño de la obra todo lo que se adelantare después y de que se exigirá a cada trabajador el duplo de su jornal o salario, en calidad de multa, por el tiempo de su contravención, estando impuesto de la prohibición. Esta se hará válidamente no solo al dueño de la obra, sino también a los trabajadores que allí se encuentren, si aquel no estuviere en ella, y, en defecto de éstos, cualquiera persona dependiente del dueño dejando siempre escrita la orden prohibitiva en que se dará razón de la persona que la ha solicitado y de la fecha en que se ha expedido.


Art. 435.- Cuando el Juez hubiere dictado la prohibición no fuere el mismo llamado a conocer de la causa, no podrá dar ninguna otra determinación, a menos que sea para suspender la prohibición por desistimiento del demandante antes de que se haya dirigido el expediente al Juez de Primera Instancia, y aún después, si estuvieren de acuerdo las dos partes, dando aviso inmediatamente en este caso a aquel magistrado.


Art.436.- De la providencia recaída en la articulación que prohiba la continuación de la obra, no se admitirá apelación sino en un solo efecto.


Art. 437.- Por el mismo hecho de haber quedado decidido en la articulación que se suspenda la obra, tanto el demandante como el demandado se entienden citados para comparecer ante el Juez competente, en el término ordinario, para la contestación y conciliación, y secuela del juicio, si la conciliación no tuviere efecto.


Art. 438.- En lo demás se observarán los trámite del juicio ordinario y se concederán los recursos que por este Código pueden interponerse en todas las causas.


Art. 439.- Los demás interdictos prohibitivos se sustanciarán y decidirán  de la manera establecida para el de obra nueva.

Pero en caso de que el peligro sea inminente, se ocurrirá a las autoridades de policías, antes o después de haberse intentado el reclamo judicial y sin perjuicio de lo que se determinare por el Juez respectivo.

CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL

DE 2 DE MARZO DE 1863

INTERDICTOS

SECCION I

Interdictos en general


Artículo 1.- Los interdictos solo pueden intentarse :


1º Para adquirir la posesión.


2º Para retenerla.


3º Para recobrarla.


4º Para impedir una obra nueva o cualquiera otra cosa perjudicial.


5º Para impedir que una obra vieja cause daño.


Art.2.- El conocimiento de los interdictos corresponde exclusivamente a la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuero de la parte contra quien se intenten.


Art.3.- Es Juez competente para conocer de los interdictos el del lugar en que está situada la cosa objeto de ellos.

SECCION II

Interdicto de adquirir


Art. 4.- Para que proceda el interdicto de adquirir, se requiere.


1º Que se presente título suficiente con que poder adquirir la posesión según derecho.


2º Que nadie posea título de dueño o de usufructuario de los bienes cuya posesión se pide.


Art. 5.- Intentando este interdicto, el Juez dicta la resolución dentro de los tres días siguientes, otorgando o negando  la posesión.


Art. 6.- En el primer caso se procede a darla dentro de tres días y la distancia, haciéndose las intimaciones necesarias a los inquilinos o colonos de los bienes, si están arrendados, o a los que deban tenerlos bajo su custodia o administración, para que reconozcan al nuevo poseedor, a cuyo efecto se libran los exhortos necesarios.


Art. 7.- Al que ha obtenido la posesión se le da testimonio del expediente si la pide.


Art. 8.- Concedida la posesión, el Juez dispone que se publique por edictos, fijados a las puertas del Tribunal y en algún otro lugar público de la población, por el término de sesenta días, el auto en que se ha acordado, con expresión de la fecha en que efectivamente se ha dado. Esta prohibición se hace también por la imprenta, si hay algún periódico en el lugar.


Art. 9.- Vencidos los sesenta días de que trata el artículo anterior sin que se haya hecho ninguna reclamación, solo se oye en juicio ordinario al que se crea perjudicado.


Art. 10.- Si dentro del término indicado o antes de darse la posesión se presenta alguno oponiéndose a ello, el Tribunal fija el tercer día después de hecha la oposición para que comparezcan ambos interesados, sin necesidad de citación a exponer verbalmente el fundamento de su derecho. El mismo día, hayan o no comparecido las partes, queda abierto el juicio a pruebas por ocho días, y el noveno se proceda a la vista del proceso.


Art. 11.- Si el título en cuya virtud se ha pedido la posesión emana del mismo opositor, se prefiere éste, si aquel documento se deduce que para pasar la posesión al que la había solicitado, deben llenarse ciertas condiciones cuyo cumplimiento no resulta comprobado de una manera auténtica.

SECCION III

Interdicto de retener


Art. 12.- El interdicto de retener la posesión solo tiene lugar cuando ha habido manifestaciones exteriores de parte de alguno para turbar o inquietar en ella al que la tiene.


Art. 13.- No se intenta este interdicto sin haberse acreditado previamente :


1º Que el que lo intenta se halla en posesión.


2º Que se ha tratado de inquietar en ella, expresando el acto que motiva este honor.


3º Que no ha transcurrido un año después de la perturbación.


Art. 14.- Dentro de los días dos días siguientes, después de hecha la solicitud, dicta el Juez su resolución, otorgando o negando el amparo, según que de la información presentada resulten o no comprobados los extremos del artículo anterior.


Art. 15.- En el decreto de amparo se previene a la persona o personas contra quienes se ha dirigido la queja, que se abstenga de todo hecho que perjudique al poseedor, bajo peno pecunaria proporcionada a juicio del Juez.


Art. 16.- El tercer día después de librado el decreto de amparo, puede el que es tenido por perturbador pedir la reposición alegando no encontrarse el caso en alguno de los extremos del artículo 13. El Juez en la audiencia siguiente abre a pruebas el juicio sumario por término de ocho días, y sentencia el noveno.

SECCION IV

Interdictos de recobrar


Art. 17.- El que solicita ser restitución en la posesión de que ha sido despojado, debe acreditar previamente :


1º Que el o su causante se hallaban en posesión de la cosa.


2º Que ha sido despojado de ella, designando al autor del hecho.


3º Que no ha transcurrido un año después de haberse cometido el despojo.


Cuando se comprueba que en éste ha habido fuerza, no se necesita hacerlo respecto a terceros de estos extremos.


Art. 18.-  El Juez resuelve dentro de los días siguientes, ordenando la restitución inmediata de la posesión, si aparecen comprobados los requisitos que establece el artículo anterior.


Art.19.- El octavo día después de haberse dado posesión efectiva, puede el que es tenido por despojador, pedir reposición del decreto restitutivo y la casación de sus efectos, alegando faltar alguno de los extremos del artículo 17.


El Juez en la audiencia siguiente, declara abierto a pruebas el juicio sumario por el término de ocho días, y sentencia el noveno sin necesidad de notificación.

SECCION V

Disposiciones comunes los tres interdictos anteriores.

Art. 20.- Los términos establecidos en los artículos 16 y 19 no principian a contarse sino después que termina el de la distancia entre la residencia del Juez que ha librado el decreto de amparo o de restitución y el lugar de la situación d ella cosa que ha sido objeto de una u otra.


Art. 21.- Puede cualquier persona, haciéndose responsable de las resultas del juicio y dando caución suficiente a juicio del Juez, presentarse por el perturbador o despojador, aun sin poder, promoviendo el juicio de que tratan los artículos 16 y 19.


Art. 22.- Si después de haberse pedido, amparo o restitución, y antes de que haya recaído providencia, se presentan otras u otras solicitudes sobre la misma cosa, el Juez determina en favor del que con mejor derecho ; o pone en depósito la cosa en caso de duda, hasta la sentencia definitiva en juicio ordinario, ordenando en el mismo acto que en término también ordinario, comparezcan los interesados, sin necesidad de citación a contestar cada uno de ellos las pretensiones de los demás.


Art. 23.- El perturbador o despojador es condenado en las costas del interdicto.


Art. 24.- Toda reclamación de perjuicios o de frutos contra perturbaciones o despojadores se deduce en juicio ordinario.


Art. 25.- El que es tenido por perturbador o despojador puede pedir en juicio ordinario la indemnización de los perjuicios que haya sufrido y sufra en lo sucesivo, a consecuencia del amparo o restitución, probando la falsedad de los fundamentos alegados por el querellante.


Art. 26.- Si dentro de tres días después de haber pasado en autoridad de cosa juzgada la sentencia de Primera Instancia, o de haber vuelto los autos a poder del Juez que conoció en primera, por haber terminado la última apelación, pide el juicio ordinario el vencido en el sumario, el Juez lo acuerda en la misma audiencia o en la inmediata, ordenando que las partes, sin necesidad de citación, comparezcan en el término, también ordinario, al acto de la contestación.


En este caso, si el que intentó el interdicto fue vencido en el juicio sumario, se considera como libelo de demanda el escrito en que pidió la posesión, el amparo o la restitución ; y en caso contrario, se considera como libelo la solicitud en que se pidió la reposición.


El juicio ordinario de que trata este artículo versa sobre la posesión únicamente, si el que lo promueve no expresa que quiere ventilar propiedad.


Art. 27.- Si el juicio ha de versar únicamente sobre la posesión, el que hace de demandado puede contrademandar  a la otra parte para que le reconozca como propietario de la cosa.


Art. 28.- El Juez que priva a alguno de su posesión con omisión de alguno de los requisitos establecidos en esta Ley, es responsable de los perjuicios causados.

SECCION VI

Denuncia de Obra Nueva.


Art. 29.- Se entiende por obra nueva, para los efectos de esta Ley, el trabajo en la tierra o en un edificio, o cualquiera construcción adherida a aquella de una manera sólida.


Art. 30.- La denuncia de obra nueva se hace por escrito ante cualquier Juez que tenga jurisdicción en el lugar en que se halla la obra, sin necesidad de justificación, y solo con el juramento de no proceder de malicia.


Art.31.- El Juez decreta inmediatamente la suspensión provisional de la obra, y pasa en persona o comisiona a su Secretario para que pase al lugar donde se está haciendo, a prohibir su continuación bajo la pena de que destruirá a costa del dueño de la obra todo lo que se adelante después, y de que exigirá a cada trabajador el duplo de su jornal o salario en calidad de multa, por el tiempo de su contravención, estando notificados.

Para la validez de esta intimación, basta que se haga a los trabajadores presentes si no se encuentra el dueño, o cualquier persona dependiente de éste, si no se encuentra tampoco ninguno de aquellos en el lugar. En todo caso, se deja escrita la orden prohibitiva, expresándose en ella el nombre de la persona que la ha solicitado y la fecha en que lo ha hecho.


Del decreto en que manda suspender la nueva obra no se concede apelación.


Art. 32.- Por el solo hecho de haberse intimado la prohibición, quedan citados el denunciante y el denunciado para comparecer ante el Juez de Providencia en el término de diez días.


Si la denuncia se ha hecho ante un Juez inferior al de Provincia, se remite a éste la denuncia original con las diligencias practicadas. El Juez inferior y las partes tienen, además del término indicado, el de distancia para cumplir lo que se proviene en este artículo.


Art. 33.- Vencido el término establecido en el artículo anterior, se procede a contestar la demanda, y se sigue el procedimiento del juicio ordinario sobre la suspensión o continuación de la obra.


Si la intimación de que trata el artículo 31 no se ha hecho al dueño de la obra en persona, y éste no comparece al vencimiento del término señalado, se suspende el juicio ordinario hasta que pida la citación del demandante a quien se oye su contestación dentro del indicado término después de citado, o se tiene por dada si no comparece, y continúa el juicio en la forma ordinaria.


Art. 34.- El Juez inferior, después de haber prohibido la continuación de la obra, se abstiene de dictar otra providencia, a no ser que el denunciante desista de su pretensión antes de la remisión de los autos al Juez de Provincia, en cuyo caso hace cesar la prohibición. Lo mismo practica después de la revisión indicada, si ambas partes convienen en ello, avisando al Juez de Provincia con remisión de copia certificada del acta del convenio.


Art. 35.- En cualquier estado de la causa en que el demandado ofrezca caución satisfactoria a juicio del Juez de Provincia de que destruirá la obra a su costa, cuando se le ordene, se permite su continuación con tal no resulte daño irreparable o algún peligro.


Esta circunstancia se acredita previamente con informe de expertos.


Art. 36.- Para impedir cualquiera otra cosa perjudicial, que según la Ley ésta, no pueda calificarse de obra nueva, se sigue el procedimiento estableciendo pero para obtener el decreto prohibitivo es necesario comprobar previamente el perjuicio o peligro que se teme.


Art. 37.- En caso de peligro inminente, el Tribunal dicta medidas provisionales para evitarlo ; pudiendo ocurrir el interesado a la autoridad de policía con el mismo objeto, todo sin perjuicio de lo que se resuelva en la sentencia definitiva.

SECCION VII

Interdicto de obra vieja.


Art. 38.- El interdicto de obra vieja puede tener por objeto :


1º La adopción de medidas urgentes para evitar los riesgos que el mal estado de cualquiera construcción puede causar.


2º Obtener su demolición.


Art. 39.- Este interdicto puede intentarse ante cualquier Juez que tenga jurisdicción en el lugar en que se encuentra la obra ; pero la decisión final del asunto corresponde al Juez de provincia.


Art. 40.- Cualquier persona hábil para comparecer en juicio puede intentarlo.


Art. 41.- Intentado, practica inmediatamente el Juez una inspección ocular de la obra, acompañado de expertos que nombra el efecto, y hace constar el estado en que la encuentra y la opinión de los peritos.


Art. 42.- Si el Juez ante quien se ha promovido el interdicto, no es el de Provincia, se le remite la actuación inmediatamente.


Art. 43.- Cuando se ha intentado el interdicto con el primero de los objeto indicados en el artículo 38, el Juez de Provincia, atendiendo a la inspección ocular y al juicio de los expertos, decide en el perentorio término de tres día después de practicadas aquellas diligencias o después de haber llegado a su poder la actuación, según el caso.


Art. 44.- Si se decretan medidas solicitadas se compele a su ejecución al dueño d ella obra o a su administrador, y a falta de uno u otro se ejecuta la acordado a costa del actor, reservándosele su derecho para reclamar del dueño de la obra los gastos causados, sin necesidad de nuevo juicio.


Si la obra está arrendada, se le previene al arrendatario en el último caso, que entregue al actor que ha hecho los gastos las pensiones que se vayan venciendo hasta la concurrencia de dichos gastos.


Art. 45.- Si el interdicto se propone con el segundo de los objetos del artículo 38, el Juez de Provincia, inmediatamente después  de practicadas las diligencias prevenidas en el artículo 41, o después que ha llegado a su poder al actuación, convoca a las partes por edictos fijados en lugares públicos durante tres días.

Vencidos este término, abre el juicio a pruebas por otro que no baja de cuatro días ni excede de ocho, y sentencia precisamente al día siguiente, después de concluido.


Por el dueño de la obra puede comparecer cualquier persona sin necesidad de prestar caución.


Art. 46.- En los casos de urgencia puede ocurrirse a la policía con el fin de que se tomen las medidas necesarias para evitar el peligro.

CODIGO DE PROCEDIMIENTO JUDICIAL

DE 12 DE MAYO DE 1836

(CODIGO ARANDINO)

LEY II

De los Interdictos Posesorios


Art. 1º.- Cuando el heredero pida la posesión de la herencia, deberá acompañar el testamento, y su calidad de heredero, acreditando al mismo tiempo que las cosas en que consista la herencia las poseía al tiempo de su muerte la persona de quien sea heredero, como suyas propias, o por algún derecho transmisible a éste.


Art. 2º.- Dentro de veinticuatro horas de haberse pedido la posesión de la herencia, el Juez mandará darla, y se dará en efecto al heredero, sin citar a la persona o personas que estuvieren poseyendo las cosas pertenecientes a la herencia; pero aquellos podrán deducir en juicio ordinario el derecho con que se crean asistidas para pedir la devolución de éstas.


Art. 3º.- Solo en el caso de que pruebe el poseedor dentro de veinticuatro horas con título justo y auténtico que apareje ejecución, que es legítima su posesión, se suspenderá la posesión decretada por el Juez a favor del heredero, mientras se decide en juicio ordinario quien tenga mejor derecho. En este caso se entenderá citado el poseedor para contestar en el término ordinario sobre la solicitud del heredero, ante el Juez de la causa.


Art. 4º.- Cuando el Juez no considere suficiente la justificación producida por el heredero, mandará ampliarla, indicando el defecto. El heredero en este caso, podrá apelar, si no creyere arreglada la  determinación, e interpuesto el recurso por escrito o verbalmente, se practicará  lo que queda establecido en este Código para la apelación de la sentencia definitiva.


Art. 5º.- Cuando el que sea despojado de su posesión solicite ser restituido a ella, justificará que su posesión era legítima y que no ha transcurrido un año después del despojo; y el Juez procederá del modo prevenido para la posesión hereditaria, en los artículos precedentes de esta Ley.


Art. 6º.- Si el despojo se cometió con fuerza, y se justificare esta circunstancia, no se suspenderá la posesión del despojado, aun cuando el despojador presente título justo y auténtico que apareje mérito ejecutivo para probar su derecho a la posesión.


Art. 7º.- En todo caso se oirá al despojador en juicio ordinario, pero nunca para reclamar el perjuicio que haya sufrido conforme a la ley por la restitución decretada por el Juez.


Art. 8º.- El que estando en posesión de alguna cosa sea perturbador, o con fundamento tema serlo, puede pedir que se le ampare en la posesión y justificando que la tiene con derecho, el Juez mandará a la persona o personas contra quienes se dirija la queja se abstengan de todo hecho que perjudique al poseedor, bajo la pena pecuniaria o de prisión que se considere proporcionada.


Art.9º.- Se suspenderán los efectos del decreto de amparo, si dentro de veinticuatro horas de haberse notificado a la persona o personas quienes se dirige, presentaren éstas título justo y auténtico que apareje méritos ejecutivo para probar el derecho con que procede en lo que haya sido causa de la queja.

En todo caso se les oirá también en juicio ordinario para que revoque dicho decreto de amparo, si pretendieren tener mejor derecho que el querellante.


Art. 10.-  Si dos o más personas pidieren a la vez la posesión de alguna cosa, o pretendieren ser amparadas en la posesión, con documentos que justifiquen su derecho , el Juez dará la posesión o amparará en ella al que creyere que tiene mejor título, y en caso de duda pondrá en depósito la cosa cuya posesión se disputa, todo hasta la determinación definitiva en juicio ordinario, y citará a los interesados para la contestación y conciliación en el término ordinario.


Art. 11.- Todo reclamo de perjuicios y frutos como despojadores y perturbadores de la posesión, se deducirá en juicio ordinario, y en el sumario no se oirá recurso de apelación sino en el efecto devolutivo.


Artt.12.- Después de pasado un año del despojo, o de la perturbación, no podrá pedirse la restitución o el amparo sino en juicio ordinario, a menos que se haya hecho uso de la fuerza contra el legítimo poseedor, a quien en este caso se favorecerá por el interdicto posesorio en cualquier tiempo.

Art. 13.- Cuando en el juicio ordinario se pruebe que fueron falsos los fundamentos alegados por el querellante para la restitución o amparo, se le condenará a satisfacer todos los perjuicios que por esta causa sufriere la parte contraria.


Art. 14.- El Juez que privare a alguno de su posesión sin las formalidades que previere esta Ley, será responsable de todos los perjuicios ante su superior inmediato.

LEY III

De los Interdictos Prohibitivos.


Art. 1º.- La denuncia de nueva obra se hará por escrito ante cualquier Juez que tenga jurisdicción en el lugar en que se halla la nueva obra sin necesidad de justificación, y solo con el juramento de no proceder de malicia.


Art. 2º.- El Juez pasará personalmente, o dará comisión bastante a su secretario para que pase al lugar en que se estuviere haciendo la nueva obra, a prohibir su continuación bajo la pena de que destruirá a costa del dueño de la obra todo lo que se adelantare después, y de que exigirá a cada trabajador el duplo de su jornal o salario en calidad de multa, por el tiempo de su contravención, estando impuestos d ella prohibición. De ésta no podrá apelarse, y se hará válidamente no solo al dueño de la obra, sino a los trabajadores que allí se encuentren, si aquel no estuviere en ella y, en defecto de  éstos o cualquiera persona dependiente del dueño, bien sea siervo o libre, dejando siempre escrita la orden prohibitiva en que se dará razón de la persona que la ha solicitado y la fecha en que se ha expedido.


Art. 3º.- Por el mismo hecho de haberse intimado la prohibición, tanto el denunciante y el denunciado se entienden citados para comparecer ante el Juez de Primera Instancia del circuito, en el término ordinario para la contestación y conciliación, y secuela del juicio si ésta no tuviere efecto.


Art. 4º.- Si la denuncia se hubiese hecho ante el Alcalde Parroquial o Juez de Paz, remitirá al Juez de Primera Instancia del circuito la denuncia original con las diligencias practicadas.

El Alcalde Parroquial o Juez de Paz y las partes tienen, además del término de seis días, el de la distancia para cumplir lo que se previene en éste y en el anterior artículo.


Art. 5º.- Ninguna otra determinación podrá dar el Alcalde Parroquial o Juez de Paz, amenos que sea para suspender la prohibición por desistimiento del demandante, antes que se haya dirigido el expediente al Juez de Primera Instancia, y aun después si estuvieren de acuerdo las dos partes, dando inmediatamente aviso en este caso a aquel magistrado.


Art. 6º.- Si después de la contestación y acto conciliatorio solicitase el dueño de la obra nueva el permiso para continuarla, ofreciendo fianza de estar a las resultas del juicio, y de destruir la obra a su costa siempre que se le mande, se le concederá dicho permiso por el Juez de Primera Instancia, con tal que no resulte daño irreparable, lo cual acreditará previamente con el informe de expertos. La fianza debe ser a satisfacción del demandante ; pero el Juez no atenderá su oposición cuando fuere caprichosa.


Art. 7º.-  En lo demás se observarán los trámites del juicio ordinario, y se concederán los recursos que por este Código pueden interponerse en todas las causas.


Art. 8º.- Para intentar los otros interdictos prohibitivos, se necesitará instruir justificación del daño actual o próximo que se denuncia, y deberá siempre ocurrirse al Juez de Primera Instancia que tenga jurisdicción en el lugar en que se recibe o puede recibirse el daño. En caso de que el peligro sea inminente, se ocurrirá a las autoridades de policía, antes o después de haberse intentado el reclamo judicial, sin perjuicio de lo que se determine por el Juez de la causa.


Art. 9º.- Con vista de la justificación y sin necesidad de oír al demandando, podrá el Juez expedir aquellas providencias precautelativas del daño a que se refiere el artículo, que puedan adoptarse sin gravamen irreparable. Contra estas providencias solo se admitirá recurso en el efecto devolutivo, para que no se interrumpa el curso d ella demanda que se sustanciará y determinará por los trámites del juicio ordinario en todo lo demás.

CAPITULO VIII

JURISPRUDENCIA NORMATIVA SOBRE INTERDICTOS

JURISPRUDENCIA NORMATIVA SOBRE INTERDICTOS.

(Arts. 594 al 616 del C.P.C.) 


Artículo 594.- El conocimiento de los interdictos corresponde exclusivamente  a la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuero de la parte contra quien se intenten.

Jurisprudencia de Instancia.

1.  JTR Vol. XV, pág. 310. “Aun cuando dentro d ella vía especial de protección posesoria no existe el acto de contestación de demanda, es evidente que el querellando deberá referir su defensa a los hechos y circunstancias mencionados en la querella. En consecuencia, al escrito de querella le son aplicables, dentro de lo posible, las previsiones que con respecto al libelo de la demanda, contiene el art. 237 de C. de P.C.”. DFMIC6-14-11-67.

2.  JTR Vol. XV, pág. 315. “La fase plenaria del juicio interdictal se inicia a partir de la notificación del decreto provisional de ejecución al querellado”. BAIC-3-3-67.


Jurisdicción de Casación.

1.  En decisión del 17 de enero de 1967, la Sala estableció que era de la competencia exclusiva de la jurisdicción ordinaria conocer de los juicios interdictales, cualquiera que sea el fuero de la parte contra quien se intenten (en el caso concreto era contra la Nación), de acuerdo con el artículo 594 C. de P.C. S.P.A. G.F. Nº 65, pág. 138.

2.  Se ratifica fallo de 18 de enero de 1966, o sea que la citación en los interdictos es esencial antes de proseguir el juicio interdictal en fase plenaria. Casación 16, marzo 1971.

1.  En los interdictos, la estimación del valor únicamente interesa a las partes para cobro de costos y no en la cuestión de competencia, pues ésta ha sido fijada por ley cualquiera que sea su valor. Casación, 14-12-66.

2.  La Sala ratifica sentencia de 22 de noviembre de 1960, que es requisito indispensable la rectificación de los testimonios del justificativo para la querellada pueda repreguntarlos, si no concurren los testigos, sea cual fuere la causa de no concurrencia, de nada vale el justificativo. Casación. 3-3-71.


Art. 595.- Es Juez competente para conocer de los interdictos el que ejerza la plena jurisdicción ordinaria en primera instancia en el lugar donde esté situada la cosa objeto de ellos ; respecto de la posesión hereditaria, lo es también el de la jurisdicción del lugar donde se haya abierto la sucesión.


Art. 596.- En los casos de los artículos 782 y 783 del Código Civil, habiendo constancia d ella perturbación o del despojo, el Juez deberá decretar el amparo o la restitución sin citación de la otra parte, con la mayor celebridad en el procedimiento contra el autor de la perturbación o del despojo.


Interdicto de amparo conservatorio, o sea la acción ejercida con el objeto de obtener el cese de actos de turbación o perturbación de que se queja el poseedor contra el autor del hecho. En campo de la controversia solo se extiende a evidenciar el hecho d ella posesión legítima.


Interdicto restitutorio, o sea la acción dirigida a obtener la devolución o restitución del inmueble del cual ha sido privado el reclamante poseedor.


Jurisprudencia de Instancia.

1.  JTR, Vol, X, pág. 337. “Decretado el amparo o la restitución, no se crea necesariamente, a favor del querellante, una situación de derecho favorable que el querellando deba destruir”. AFAS-64-3 - 17 de abril de 1962.

2.  JTR. Vol. X, pág. 344. “Las cuestiones vinculadas al cumplimiento a la inejecución de los contratos no pueden ser ventilados por la vía interdictal”. DFMICI - 23  de febrero de 1962.

3.  JTR. Vol. XI, pág. 345. “Las controversias derivadas de la interpretación o del cumplimiento de cláusulas contractuales no pueden ser ventiladas por la vía interdictal”. DFMSC1 - 110-1 7 de febrero de 1962.

4.  JTR. Vol. XI, pág. 326. “Es improcedente la acción interdictal restitutoria cuando el hecho alegado como despojo lo constituye un acto procesal cumplido por el órgano jurisdiccional”. DFMSC2 - 504 . 1 - 21 DE OCTUBRE DE 1963.

5.  JTR. Vol. XI, pág. 329. “El despojo no se compagina con el ejercicio de un derecho contractual ; por ello es por lo que en un contrato de sub-arrendamiento, la perturbación que cause el sub-arrendamiento al arrendador, no da lugar a la acción interdictal de amparo ni de despojo”. DFMSC2 - 525-1, 18 de octubre de 1963.


Jurisprudencia de Casación.

1.  Toca resolver si procede o no la querella contra el acto judicial de ocupación, decretado y practicado en un proceso de quiebra. En este sentido, nuestra Casación ha cambiado su tradicional criterio y últimamente ha sido categórica en negar la procedencia de acciones interdictales para cambiar o dejar sin efecto medidas judiciales. Al respecto, ha dicho : “La sentencias y sus ejecuciones, las providencias dictadas por los jueces competentes en uso de su legítima autoridad, no configuran ni pueden figurar actos de despojo que den derecho a las acciones posesorias que tramiten por la vía interdictal”. (Sentencia 2.-6-1965 Acedo Toro. “Doctrina Civil de Casación”, pág. 172). Tratándose, pues, de una ocupación ejecutada por un Juez Mercantil, en uso de sus atribuciones, dentro de un proceso de quiebra, debemos concluir, cónsonos con la Casación, que el interdicto es improcedente. En sus informes en la alzada, el apoderado actor, doctor José Andrés Fuenmayor, sostiene que, si bien el interdicto no es una vía idónea para combatir los efectos del embargo, ya que existe una protección legal específica cual es la oposición al embargo, si lo es efecto para recuperar bienes ocupados por una quiebra. Al respecto, la Corte Observa : Nuestra Casación ha establecido que la oposición de los terceros a la medida de embargo, puede realizarse también en otras medidas preventivas, tales como el secuestro. (Sentencia 15-11-61), Mariano Arcaya, “Código de Procedimiento Civil”. Tomo IV, pág. 497).

2.  Nuestra jurisprudencia de instancia, en el caso concreto de las ocupaciones judiciales decretadas en los juicios de quiebras, ha señalado que “en ausencia de una disposición especial que en el Código de Comercio regule la tramitación de las oposiciones que puedan hacerse a una ocupación judicial, la Corte considera que deben aplicarse a tales casos las previsiones consagradas en el Titulo correspondiente a las oposiciones al embargo en el Código de Procedimiento Civil”. (Planchart Hernández Jurisprudencia anotada, pág. 81). De manera que la posición del tercero afectado por una medida de embrago, viene a ser idéntica en el caso de tratarse de una ocupación judicial ; y de ahí que en ambas situaciones no cabe la posibilidad de destruir los efectos de ninguna de las dos medidas, acudiendo a la vía interdictal. Esto por consecuencia de la nueva jurisprudencia que en tal sentido ha preferido nuestro más alto Tribunal, a la cual se hizo alusión anteriormente. Queda de esta manera resuelto, el punto previo planteado por el actor en los últimos informes. DFMSC3 - 31 de octubre de 1968.

3.  Es absurdo esperar que en un interdicto de amparo se ponga en posesión al querellante de una determinada zona, pues en ese tipo de interdicto, el querellante no ha dejado de tener la posesión. Lo contrario de lo que ocurrirá en caso de despojo. La Corte ratifica de la Sala en el sentido de que en los interdictos de amparo y restitución el período sumario reviste el carácter de una actuación de jurisdicción voluntaria. G.F.Nº 43, pág. 238.

4.  En otras palabras, si bien es cierto que el testigo declaró en la oportunidad de evacuar el justificativo que debería servir de fundamento a la querella, es lo cierto que luego en la articulación probatoria no ratificó esas declaraciones, y la no haberlo, ello equivalía a no haber declarado en el juicio Interdictal, pues la falta de ratificación de esas declaraciones impedía que pudieran ser apreciadas en la sentencia definitiva, como lo decidió el juez a- quo. (Sentencia de 11 de marzo de 1975.Ponencia del Presidente de la Sala, doctor José Ramón Duque Sánchez), C.S.J.

5.  El querellante debe demostrar que es poseedor del bien objeto del interdicto, no importando la clase de posesión. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 783 del Código Civil, quien haya sido despojado d ella posesión, cualquiera que ella sea, de una cosa mueble o inmueble, puede dentro del año del despojo, pedir contra el autor de el, aunque fuere el propietario, que se le restituya en la posesión”. De consiguiente, cuando la recurrida, tanto en el párrafo arriba transcrito y al cual hace referencia la formalización, como en otro más adelante, expresa que “del análisis que se ha hecho de la testifical del querellante, de las pruebas y demás recaudos que cursan en autos, este Juzgado Superior Accidental llega a la conclusión de que la parte querellante no demostró en el presente procedimiento ser poseedora d ella extensión de terreno de que dice fue despojada por los querellados”, lejos de violar el citado artículo 783 del Código Civil, lo aplicó correctamente, dado que precisamente uno de los extremos requeridos para que proceda la acción interdictal por despojo, es el querellante demuestre que es poseedor del bien objeto del interdicto, no importando la clase de posesión y claramente se vio que la recurrida no habla sino de posesión, sin exigir para ésta ningún requisito, y consecuencialmente, tampoco infringió los arts. 771 y 775 del mismo Código. (Sentencia de 11 de marzo de 1975. Ponencia del Presidente de la Sala CMYT - C.S.J.)

6.  El Art. 596 del Código de Procedimiento Civil dispone que : “En los casos de los Artículos 782 y 783 del Código Civil, habiendo constancia de la perturbación o del despojo, el Juez debe decretar el amparo o la restitución sin citación de la otra parte, con la mayor celebridad en el procedimiento contra el autor de la perturbación o del despojo”. Indica la frase subrayada que fue intención del legislador la de que en los interdictos, no obstante ser contenciosos en el mismo grado en que lo son los demás de su misma naturaleza, porque así los consideró expresamente el legislador en el Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil, no se citara o notificara al querellando en alguna forma y siguiera en alguna parte del proceso, pudiendo así condenárselo sin ser oído. El problema es indudablemente, de marcada trascendencia, y requiere, por tanto, un análisis interpretativo, esto es, una indagación o esclarecimiento que, tomando como punto de partida el propio texto legal, busque el pensamiento contenido en el, así como el sentido que le marque la finalidad perseguida con la citada frase “Sin citación de la otra parte”, accionada de nulidad. Como garantía del derecho de defensa consagrado en la Constitución, el Art.133 del Código de Procedimiento Civil dispone : que “es formalidad necesaria para la validez de todo juicio la citación del demandado para la litis-contestación”. Y el Art. 134 ejusdem, agrega que hecha esa citación, no hay necesidad de practicarla de nuevo para cualquier otro acto del juicio, debiendo, por tanto, las partes estar a derecho para toda la secuela del mismo. Conforme a las disposiciones indicadas, la citación del demandado constituye la regla general que ha de cumplirse en todo proceso. A este respecto, la jurisprudencia de esta Suprema Corte ha sostenido que “es fundamental y de tanta trascendencia en el juicio la citación del demandado, que cualquier omisión, descuido o fraude que se incurra respecto a ello, puede infectar de radical nulidad el procedimiento. Siendo la citación principio y fundamento del juicio, hay que extremar en ella las disposiciones de la Ley. Es de principio universal que nadie puede ser juzgado y sentenciado sin haber sido previamente oído, a fin de que haga uso de su natural derecho de defensa”. (Gaceta forense Nº 2, 1949, págs. 240 a 241). Y en otra sentencia se dijo : “La citación del demandado para el acto de la litis-contestación, persigue un fin de seguridad social y la omisión de este procedimiento o de sus requisitos esenciales acarrea la nulidad del procedimiento” (Gaceta Forense, Nº 4, 1954, págs. 554).

7.  Ahora bien, el Art. 596 del Código de Procedimiento Civil contiene una excepción al principio que consagra la obligatoria citación del demandado que rige en el derecho procesal venezolano. En efecto , dicha norma dispone que “el Juez debe decretar el amparo o la restitución sin citación de la otra parte”. Hay que tener en cuenta que, por tratarse de una norma de excepción, su interpretación tiene que ser destructiva, conforme al principio : exceptio est strictisima interpretationis. En el caso concreto, pues, la frase “sin citación de la otra parte”, tanto por el lugar del texto legal en que aparece, es decir, en la frase previa y sumaria del interdicto, y su conexión con otras frases contenidas en el mismo Art. 596, como por la razón de ser de las acciones posesorias : garantías y amparo d ella posesión, lo que evidencia el sentido y alcance restringido de esa norma y el problema de emergencia que con ella quiso resolver el legislador, es indudable que fue su intención la de que la omisión de la citación tuviera lugar únicamente por lo que respecta a la inmediata y urgente restitución a su estado normal, si bien provisional, de la posesión molestada o arrebatada, como que en ello va envuelto el orden social y la garantía no solo de la misma posesión, sino aún de la propiedad, “de la cual la posesión es su manifestación visible” (sentencia de la Corte del 29-1-57), y porque - como lo expresa la Exposición de Motivos del Proyecto del Código Civil de 1942 -, “la restitución inmediata al poseedor de su posesión es medida la tranquilidad social”. Pero restablecido provisionalmente el orden y normalizada así la situación, el juicio interdictal deberá continuar ajustado no solo a las normas procesales especiales a que lo sujeta el legislador, sino también a las generales del procedimiento ordinario en todo aquello que no fue previsto en la especialidad de aquel. Entre ellas, la que su fase plenaria se suceda con intervención del demandado, pues como dice Feo : “como no es racionalmente posible condenar a uno, ni aún en juicio sumario, sin oírle, acuerda la Ley aquel contra quien obren los efectos del amparo o la restitución, el derecho de haber oposición al decreto judicial librado”. (Estudio sobre el Código de Procedimiento Civil Venezolano. Nueva edición. Tomo III, pág. 77).

8.  De consiguiente, dentro de esa interpretación restrictiva, mal podría considerarse presente al querellado en el juicio interdictal, sin aparecer en autos que estuvo oportunamente conociendo del mismo en el momento de la ejecución del decreto provisional y por el solo hecho de esa misma ejecución.  Es que de la propia acta de ejecución del decreto debe aparecer que aquel contra quien obra tuvo conocimiento de dicha ejecución, en cuyo único caso ésta equivale a su notificación ; lo contrario , sería presumirlo notificado por el solo hecho d ella ejecución en referencia, llevada a cabo en su ausencia, y la notificación, como la citación, por una misma naturaleza y fines, en ningún caso ni por ningún motivo, puede ser presunta. Queda a salvo el caso de que sin haber tenido ese conocimiento en el momento de la ejecución aludida, el querellado se hiciera presente para formular su oposición al decreto ; en este supuesto su comparecencia oportuna al juicio subsana la falta de notificación. Se dijo que la notificación no podía ser presunta. En efecto, si se observan los requisitos exigidos para la citación, la que, como se expresó “es formalidad necesaria para la validez de todo juicio” (Art.133 del Código de Procedimiento Civil), se advertirá que ésta se hace, en primer lugar, en forma personal, entregándole al demandado copia del libelo, quien dará recibo ; si se negarse, los testigos que acompañen al Alguacil darán fe de dicha entrega ; y si no se encuentra al demandado o éste no se encuentra en la República, se le nombrará en uno u otro caso, un defensor, con quien se entenderá la citación, pues no basta la sola publicación de los carteles por la prensa y su fijación en lugares públicos y en la propia casa de habilitación del demandado, ya que ello equivaldría a darlo por citado presuntamente, y ya se dijo que tal cosa no puede ocurrir en nuestro sistema procesal. Por otra parte , la prescindencia d ella citación en obsequio a la celebridad del procedimiento que debe observar el juzgador en los juicios interdictales, motivada a su vez en la urgencia de reparar el interés social lesionado, no contraría en esa primera fase del interdicto los principios referentes a la citación, pues se trata allí de una actuación sumaria y precautelativa y en la que no se produce  una sentencia definitiva obligante del demandado, sino in decreto provisional, cuya suerte queda sujeta a la definitiva que debe dictarse necesariamente al décimo quinto día, conforme a lo ordenado por el Art. 593 del Código de Procedimiento Civil. No quebranta, pues, la ejecución de ese decreto provisional, sin citación del querellado, los principios constitucionales y ordinarios contenidos en las normas que sustentan la presente demanda de nulidad. En otras palabras, ni se está con ello arrebatando el derecho de defensa, ni se está condenando a nadie sin ser oído. En cambio, si esa ejecución tuviera que ser llevada a cabo, previa la citación del querellado, los fines perseguidos por el legislador podrían burlarse y hacerse negatorios. Por cierto que el Art. 596 no dice que el Juez deberá “ejecutar” el decreto sin citación de la otra parte, sino que emplea la frase “deberá decretar el amparo o la restitución, sin citación de la otra parte”, como si lo autorizado sin esa citación fuera lo segundo y no lo primero, sin bien los Tribunales vienen interpretando que “decretar” comprende a su vez “ejecutar”, ya que la distinción sería ociosa y contraria a las finalidades de esa fase sumaria y brevísima. Pero para entrar en la fase del interdicto, que habrá de conducir a una sentencia definitiva que, de confirmar el decreto provisional, habría firme el amparo o la restitución, ejecutados provisionalmente y produciría fatalmente para el querellado su condenatoria en costas sin poder ser eximido como en los juicios ordinarios (Art. 604 del Código de Procedimiento Civil), lógico es que no pase a esa fase plenaria sin que el demandado haya sido notificado, para lo cual se requiere que se le dé conocimiento del asunto. Ese conocimiento, cuya vía normal en los juicios ordinarios es la citación del demandado, practicada conforme a lo pautado en los Artículos 133 y siguiente del Título V, del Libro Primero del Código citado, se logra en los juicios interdictales mediante la ejecución del decreto provisional si el querellado se encuentra presente, ya que al ejecutarse dicho decreto, es indudable que habrá de conocer la existencia de una acción posesoria contra él, lo que hace innecesaria su citación por las vías regulares ; conocimiento que le permitirá contestar dicha acción mediante la oposición formulada en el término de veinticuatro horas de ejecutado el decreto, cumpliéndose así la norma de que nadie puede ser condenado sin ser oído. Principios éstos que han encontrado consagración en sentencias de Casación, en las que se ha venido sosteniendo que “la ejecución del decreto provisional equivale en los interdictos a la citación de la parte contra quien obra el decreto, para que comparezca a deducir sus decretos en dicho juicio sumario” (sentencia del 11-8-52, reiterada en decisiones de 27-2-62 y auto del 8 de noviembre de 1962).

9.  Y así es, en efecto, pues ¿qué se logra con la copia del libelo de demanda entregada por el Alguacil al demandado ? ; sencillamente, que éste conozca que hay una demanda contra él para se defienda. Y ¿qué se logra cuando la ejecución del decreto provisional tiene lugar en presencia del demandado, o por lo que menos en presencia del demandado, o por lo menos en presencia de quien lo representa en forma legal ? : que aquel conozca la acción posesoria que le ha sido propuesta y pueda así defenderse. Si, pues, el legislador en el citado artículo 596 del Código de Procedimiento Civil, ordenó proceder “sin citación de la otra parte”, ello no fue nunca con la intención de que, tratándose de interdictos, se procediera en contra de principios constitucionales que garantizan el derecho de defensa y de normas del legislador ordinario que los querellan y aseguran su cumplimiento, ya que frente al interés social de la protección a la posesión, estaría también el interés social de la garantía de los individuos en lo que podríamos llamar “ el sagrado derecho de defensa”. Al disponer, por tanto, que el juez decrete el amparo o la restitución, “sin citación de la otra parte”, lo hizo porque en su pensamiento estaba el que dicha garantía no iba a ser vulnerada, toda vez que el querellado por estar presente al ejecutarse el decreto se impondría de ese interdicto, lo que le daría oportunidad de defenderse haciendo la oposición dentro de las veinticuatro horas que fija la Ley y concurriendo a la correspondiente articulación probatoria, para esperar luego sentencia definitiva armado de todos los recursos de que gozan los demandados en juicios. Pero si se ejecutare el aludido decreto y el querellado o quien lo represente no se encontrare presente en el momento de la ejecución, vale decir, en el momento que debía ser notificado para esa ejecución, conforme a la doctrina de la Corte y al espíritu e intención que informan esa disposición legal, otra es la situación. Tal ocurrió en el caso a que se contrae la documentación que con fines ilustrativos acompañó el demandante de la nulidad en informes, la cual evidencia que al ejecutarse el decreto no se encontró “a quien notificar”, como lo hizo constar el Juez, habiendo seguido el juicio hasta su terminación, “sin que el demandado pudiera defenderse por no haber tenido noticias del proceso”, según lo afirma el demandante ; y con el consiguiente pago de honorarios y costas, como lo demuestra la aludida documentación. De repetirse estos casos, ello daría lugar a arbitrariedades y abusos que los Tribunales están en el deber de evitar. Debiendo los jueces para sentenciar atenerse a lo alegado y probado en autos, sin que les sea dado sacar elementos de convicción fuera de éstos, si del expediente aparece que no hubo ningún notificado (lo que equivale a decir ningún citado), porque no se encontró a quien notificar como lo hizo constar el Juez en el caso antes referido, y no pudiendo presumirse que, a pesar de ello, el querellado pudo conocer de alguna manera la ejecución de decreto, porque la notificación o citación no se presumen, según se expresó antes, proseguir el juicio en tales condiciones conduciría a condenar al querellado sin habérsele dado conocimiento de la demanda, y, por ende, sin habérsele dado oportunidad de defenderse. No es éste el único caso en que el legislador hace excepción a la regla general de la citación, para permitir que una notificación, o, como en el caso en estudio, que hasta la ejecución de un decreto interdictal haga las veces de citación. Ya lo hizo notar la extinguida Corte de Casación en sentencia que dice así : “En este sentido pueden traerse a colación las disposiciones que rigen el sistema en los interdictos prohibitivos, calificados éstos por el propio legislador, como procedimiento contenciosos. Se ve de aquel sistema, en casos de interdictos de obra nueva, que para llevar a cabo la medida de prohibición de continuar la obra, es suficiente que se haga la notificación del caso ya al dueño de la obra, ya a los trabajadores que en ella se encuentren o, en defecto de éste, a cualquier persona dependiente del dueño. Ya partir del momento en que se efectúe esta providencia, quedará abierta una articulación, en la que las partes expondrán sus alegatos y defensas, para que el juez, al décimoquinto día decida, manteniendo la medida acordada o revocándola. Es evidente, pues, que a contar del momento en que se hace la notificación de no continuar la obra, se empeña entre las partes una litis, que no requiere la citación especial de que habla el Artículo 135 del mismo. Se trata de un caso sui generis en el cual basta una simple notificación no solo al dueño de la obra, sino aún a los trabajadores que se encuentren en ella, quienes en algunas circunstancias, podrían ser de mínima actividades y casi extraños a aquel. Pero no se detiene el legislador en considerar que con la sola notificación de prohibición de la obra, aún hecha a personas diferentes del dueño de ella, las partes están a derecho para comparecer a la articulación, sino que a esa misma notificación le da el carácter de citación, para el caso de que haya de efectuarse la litis-contestación “. (Gaceta Forense Nº2, pág.317). En el caso planteado, es claro que de la misma manera el legislador le dió a la ejecución del decreto provisional interdictal los efectos de una notificación o citación, pero con el presupuesto desde luego de la presencia del querellado o de quien en alguna manera lo represente en esa ejecución. En consecuencia, mal podría pensarse que quiso el legislador que los juicios interdictales de amparo o de despojo fueran válidos sin notificación de ninguna especie, pues esta tesis sería absurda y chocaría con nuestro ordenamiento constitucional. En efecto, si se analiza nuestra legislación procesal, se observará que desde el Código de Procedimiento Judicial de 1836, del Licenciado Aranda, hasta el vigente de 1916, en todos ellos se ha establecido en la fase sumaria de los interdicto s posesorios la “no citación de la otra parte” para la ejecución del decreto provisional. El demandante, confundido quizás con los términos usados en la redacción del Artículo 68 de la Constitución promulgada en 1961, en el cual, por primera vez se consagró de modo expreso que “la defensa es derecho inviolable en todo estado y grado de la causa”, creyó encontrar en tal circunstancia un fundamento que no había descubierto en los textos constitucionales anteriores para intentar su demanda. Pero, bien es verdad que en las Constituciones que rigieron en el especificado período de 1836 a 1916, no se consagraba en forma concreta “el derecho de defensa”, es lo cierto que ello no autoriza para pensar que alguna vez dejó de privar en la mente del legislador la necesidad de la citación o notificación del demandado para la validez de los juicios contenciosos, pues tal principio ha inspirado siempre nuestro sistema jurídico e institucional. El Art.68 de nuestra Constitución de 1916 solo ha venido a dar total consagración a lo que siempre ha estado en el espíritu de todas nuestras constituciones. De consiguiente, mal sostenerse hoy, que en virtud del Artículo 596 del Código de Procedimiento Civil, en los juicios interdictales no hay obligación de dar conocimiento al demandado, en alguna forma, de la acción posesoria seguida contra él. Ello habría colidido con las disposiciones pertinentes de la Constitución de 1914, bajo cuya suprema tutela fue dictado el Código de Procedimiento Civil de 1916, como también colidaría con el Artículo 68 de la Constitución vigente. La frase, por tanto, “sin citación de la otra parte”, contenida en el citado Artículo 596 del Código de Procedimiento Civil, al aplicarse en los juicios interdictales en el sentido en que se deja sustentado, no viola la norma constitucional en que se apoyó la presente demanda de nulidad. Esta declaratoria entraña por todos los razonamientos consignados en el presente fallo, que este Supremo Tribunal no considera correcta la práctica seguida por los Tribunales de Instancia, de dar curso a los juicios interdictales en su fase plenaria, sin que aparezca de autos que en alguna forma el querellado, una vez ejecutado el decreto provisional que fue dictado a espaldas suyas, “tuvo conocimientos de la ejecución del mismo”, ya que ese conocimiento, cualquiera que sea el medio con el cual lo haya obtenido, por equivaler a su notificación, es formalidad necesaria para la validez de esos juicios especiales en su fase plenaria, como lo es la citación para los juicios ordinarios. Esta tesis en nada choca con lo establecido por el legislador en cuanto a la apertura de la articulación probatoria (fase plenaria del interdicto), pues ya la Sala de Casación Civil, de esta Corte, en sentencia del 5 de mayo de 1965, estableció ante la defectuosa antinómina redacción del Artículo 598 del Código de Procedimiento Civil que “la articulación probatoria a que se refiere el citado Artículo, debe abrirse desde el día siguiente a la fecha en que se declaró sin lugar la oposición y se mantuvo el decreto provisional, y no desde la ejecución del mismo decreto, pues será solo desde esa declaratoria sin lugar de la oposición, cuando podrá saberse si se suspendieron o no los efectos de dicho decreto, como el mismo artículo lo expresa”. Es decir, que ejecutado el decreto provisional, si el querellado no estuvo presente ni aparece de autos que en alguna manera conoció de esa ejecución, la articulación probatoria no se abrirá mientras ese querellado, habiendo sido notificado, haya dejado transcurrir el lapso que la Ley establece para formular oposición sin haberla hecho, o propuesta ésta, hasta que haya decidida, pues será solo entonces, en uno y otro caso, cuando podrá saberse si se suspendieron o no los efectos del decreto en referencia, como lo estableció la sentencia que acaba de citarse, con lo cual se armonizan los principios sustentados en este fallo con la disposición legal citada y la jurisprudencia aludida. Por las razones expuestas, esta Corte Suprema de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara sin lugar la demanda de nulidad de la frase “SIN CITACION DE LA OTRA PARTE” contenida en el Artículo 596 del Código de Procedimiento Civil. (Sent. 18-1-66, producida por la Corte Suprema de Justicia en Sala plena, con motivo del recurso de nulidad intentado por el Dr. Enrique Bustamante Luciani.)

10.  Aunque en algunas decisiones de la extinguida Corte de Casación, hoy integrada por la Corte Suprema de Justicia, llegó a admitirse como constitutivo de despojo, a los efectos del interdicto de restitución, “las sentencias y sus ejecuciones, y medidas o providencias judiciales”, reconociéndose así a los terceros que se pretendan perjudicados por ellas, la vía interdictal, la actual Sala de Casación Civil del Supremo Tribunal, penetrada en serias dudas sobre la corrección y jurisdicidad de tal solución, ha juzgado necesario considerar nuevamente tal delicada materia y, después de un profundo estudio, ha llegado a las conclusiones expuestas a continuación. El fundamento jurídico y filosófico de los interdictos posesorios, y especialmente el de despojo, está en el principio de que nadie puede hacerse justicia por si mismo ; y es por ello que la Ley ampara a quien se vea perturbado en su posesión o despojo de ella, por quienquiera que sea e independientemente del derecho que el perturbador o despojador crea tener sobre la cosa, y concede a quien sea víctima del despojo o perturbador, la vía interdictal de amparo o restitución, según el caso. Ahora bien y concretándonos ahora al despojo : ¿qué es despojo ?. Podría muy bien decirse que es el acto de quitar a otro una cosa, o de apoderarse de la cosa de que otro esté en posesión, por propia autoridad del que lo hace. Este concepto es el que precisa magistralmente el que da la Enciclopedia Espasa de la aceptación jurídica del vocablo, y que se copia a continuación :


“Despojo (Der.) Apoderamiento, violento o no, que una persona hace por sin autorización de los Tribunales o del poder público, de cosa o derecho de otra persona. La privación de la cosa o derecho por la autoridad competente y por trámites legales no constituye propiamente despojo, aunque se haga violentamente y se le dé tal nombre. El despojo puede ser justo e injusto, según que asista o no al despojante razón jurídica para el apoderamiento de la cosa o del derecho ; pero siempre es ilegal, pues nadie puede hacerse justicia por si mismo”. La sociedad pone a disposición de quien sea dueño de una cosa, las vías e instrumentos legales para garantizar su derecho, cuando ello sea necesario, y no admite, por ello, que quien se encuentre en situación de requerir el uso de esas vías, prescinda de ellas y proceda por su propia cuenta y autoridad arrebatar la cosa a quien la esté deteniendo, aunque no emplee violencia o clandestinidad, pues tales circunstancias no son requeridas en el estado actual de nuestra legislación, para que el acto sea considerado de todos modos como despojo. Lo que caracteriza a este último es el hecho de tomar uno, por su propia autoridad, la cosa de que otro está posesión, aunque se considere tener derecho a ella.


Sentados estos principios, cabe preguntar : ¿Cuadra tal concepto de despojo al acto de un juez en el ejercicio de su legítima autoridad ? ¿Una sentencia que ordene la entrega de una cosa, o un decreto de embargo sobre ella, pueden ser considerados como actos de despojo ? Juzga esta Corte que no.


El despojo es el fruto del acto arbitrario, y como tal ilícito, del propio interesado que procede por su propia autoridad. Lo ordenado y ejecutado por la autoridad judicial legítima no puede construir despojo, porque el despojo es ilícito, y lo que la autoridad judicial hace dentro de sus atribuciones, es ilícito.


Si en la práctica tales actos llegan a lesionar en algún modo en sus derecho, a terceros ; ellos pueden valerse se las vías legales que garantizan esos derechos, pero de la vía interdictal posesoria destinada exclusivamente a obtener la restitución de despojo, cuando se trata de actuaciones legales de una autoridad judicial legítima en ejercicio de sus funciones.


De otro modo, se llegaría a consecuencias que las más elemental lógica rechaza. En efecto, si llamamos despojo al acto judicial de embargo de unos bienes, ocurre preguntar : ¿quien es el despojador ? ¿El particular que solicitó la medida, o el juez que la decretó en uso y por ministerio de su autoridad legal y sin que nadie lo obligara a ello ? No parece que pueda dudarse que, en tal caso, lo sería el Juez, ya que dicha medida, aunque solicitada por un particular, es obra y responsabilidad exclusiva del funcionario judicial. Y si tal es el caso, llevando las cosas hasta sus últimas consecuencias, habría que concluir que, de ser declarado con lugar el interdicto, se debería imponer necesariamente las costas al autor del despojo, o sea al juez que decretó el embargo en cumplimiento del Artículo 604 del Código de Procedimiento Civil, que ordena condenar en costas, en la decisión respectiva del interdicto, a quien resultare perturbador o despojador. Estas costas, por ministerio de la Ley, son de imposición imperativa, como lo tiene establecido esta Corte.


He aquí, pues una de tantas consecuencias absurdas a que conduce la aplicación indebida del procedimiento interdictal, a situaciones que están sujetas a otras disciplinas.


De lo expuesto resulta que, en hipótesis como la de un embargo, por ejemplo, que es el caso de autos, si el tercero que se dice perjudicado por la medida, en lugar de ocurrir a la vía normal, de oposición al embargo, o a la tercería, propone un juicio interdictal de despojo, por considerar como tal el embargo practicado, no hay duda de que desnaturaliza el interdicto posesorio, desviándolo de su propia y verdadera finalidad, y desnaturaliza también la oposición al embargo, al procurar sus fines de manera indirecta, sin cumplir las exigencias que la Ley requiere para ella.


En efecto, en el procedimiento de oposición al embargo, el opositor debe acreditar dos extremos : a) que la cosa se encontraba en su poder, y b) presentar prueba fehaciente de su derecho a poseer o tener la cosa por un acto que la Ley no considere inexistente.


 Ahora bien, cuando se acude indebidamente a un interdicto a efecto de enervar o dejar sin efecto un embargo, se elimina el segundo e importante requisito para toda oposición a embargo, el de la prueba del derecho a poseer, limitándose entonces la comprobación al hecho de la tenencia, que es lo que se requiere en el juicio interdictal de despojo. En esta forma, pues, a la par que se desnaturaliza la institución legal de los interdictos posesorios, se burla la Ley relativa a la oposición a embargo, al conseguirse indebidamente los fines de la oposición, sin cumplir con las exigencias legales relativas a ese procedimiento.


Con esta doctrina que aquí se consagra, abandona este Alto Tribunal la jurisprudencia anterior de que al principio se hizo referencia, por considerar que el criterio que la inspiró no corresponde realmente al justo valor de los conceptos jurídicos entrañados en las disposiciones legales comentadas.


Como consecuencia de lo expuesto, juzga esta Corte que al reconocer la recurrida al procedimiento interdictal posesorio, como legalmente apto y eficaz para suspender una medida de embargo, con desconocimiento de las disposiciones específicas establecidas por la Ley a ese fin, que son las consagradas en los Artículos 469 y 387 del Código de Procedimiento Civil, infringió esas disposiciones, violando también por indebida aplicación la contenida en el Artículo 783 del Código Civil, que constituye el interdicto de despojo. - CSJ, SdC) (C.M.T.), Sent. 2-6-65.

11.  Tanto la sentencia recurrida como la de Primera Instancia, han dado la espalda a la doctrina y la jurisprudencia extranjeras en esta materia repetidas durante un siglo hasta la hora presente y acogidas por la Casación venezolana en varios fallos, a saber : en sentencia del 29 de mayo de 1914 (memoria de 1915, página 163= se dijo : “ no deja de revestir el carácter de despojo el hecho de privar a otro de su posesión, aunque ese hecho haya sido ejecutado por una autoridad judicial, cuando la persona a quien se priva de la posesión no ha sido citada, oída y vencida en el juicio”. En sentencia del 16 de abril de 1915 (memoria de 1916, pág. 113), se ratifica la anterior y se agrega : “Consta de autos que los querellantes se encontraban en posesión de los terrenos que reclaman cuando se efectuó el acto judicial que los despojo de ellos sin haber sido citados ni oídos”. Bien es verdad que en sentencia muy posterior de 21 de octubre de 1929 (Memoria de 1930, pág. 233), Casación se apartó de estos precedentes, sin siguiera tratar de justificar con la más ligera apreciación crítica tal apartamiento. Decidió en tal ocasión así : “No puede decirse que comete despojo quien apoyado en una definitiva que el favorece, se ha hecho poner judicialmente en posesión de bienes poseídos por terceros, aun cuando estos terceros hayan sido extraños al juicio precedente durante el cual hubiesen adquirido los dichos bienes ; ni que un acto cumplido así en los límites de la posesión propia pueda constituir despojo de una pretendida posesión ajena”. Para desechar este fallo de 1929 no es necesario ocurrir al arsenal de un siglo de doctrina y de jurisprudencia en que se sostiene la tesis universal, hasta considerar un tan corto párrafo la fundamental contradicción entre los hechos que asienta y la calificación al revés de las dos posesiones que pone en conflicto. No obstante, afirmar que la posesión invocada por los terceros querellantes, venía ya desde antes de la sentencia porque adquirieron los terceros en el curso del juicio, y que en cambio el querellado no entró en posesión de los mismos sino después de la sentencia definitiva, cuando el Tribunal le hizo la entrega, se califica “de pretendida” a aquella efectiva posesión, contraponiéndola como verdadera o propia la que acaba de transferir el Tribunal al querellado, quitándosela a terceros que venían gozándola hasta ese momento. Más aún, a la partida de nacimiento de esta nueva posesión, o sea, el acto de entrega judicial, la considera como “acto cumplido en los límites de la posesión propia” del querellado.


La verdadera doctrina, la de los precedentes citados en primer término, fue restablecidas por la Casación patria, en su sentencia de 20 de diciembre de 1946, publicada en el número 197 extraordinario de la Gaceta Oficial correspondiente al 13 de diciembre de 1947, y posteriormente en la Memoria de la Corte Federal y de Casación de 1947, pág. 297.


Por los muy variados pormenores del caso a que se refiere esta sentencia de la extinta Corte Federal y de Casación, solo procede consignar aquí, en síntesis, y en forma de glosa lo más directamente aplicable al caso actual, a saber :


“El secuestro no se dictó para que surtiera sus efectos contra otros ocupantes del inmuebles que no eran inquilinos (del actor en el juicio de desocupación por falta de pago de alquileres) ni causahabientes del demandado, sino que según se probó en el interdicto, poseían legítimamente en nombre propio, creyéndose herederos ( de su padre natural, con quien vivían en el inmueble junto con el hijo legítimo, arrendador de una pieza o cuarto, después de fallecido el padre). Al no amparar interdictalmente a estos terceros (extraños al juicio de desocupación) por respetar un secuestro judicial que no fue dictado contra ellos, violaron los jueces aquel precepto legal (artículo 375 del Código de Procedimiento Civil) y además el 782 del Código Civil que ordena amparar al poseedor legítimo”. (Los subrayados son nuestros).


Nada tiene que ver aquí la legalidad del acto (secuestro judicial) considerado en si mismo y respecto al juez ; lo que importa en este caso son las repercusiones injustas que pueda tener ese acto en personas extrañas al juicio y que no debieran sufrir sus consecuencias. Las sentencias y sus ejecuciones, y las medidas o providencias judiciales, por legítimas que sean, pudieran perjudicar a terceros que no tuvieron oportunidad de defenderse (contra tales perjuicios) en el juicio (por ausencia u otros motivos que no les sean imputables) ; estos terceros tienen varias vías entre las cuales pueden optar para defenderse de dichos perjuicios, una de ellas es la interdictal, como se reconoce en doctrina y en jurisprudencia. La Corte Superior, al afirmar que fue solo en el mismo juicio de desocupación de cas, en que no fueron partes, donde debieron las señoritas A. defender su posesión, desconoció aquel derecho de optar entre varias vías : la oposición, la tercería, la vía interdictal, etc.


Por su lado, el Juez de Primera Instancia, al considerar que fuera del caso de apelación no podía revocar secuestros decretados por jueces inferiores, olvidó que para amparar (interdictalmente) a los terceros poseedores (de la casa secuestrada) no era necesario (en el caso concreto) revocar el secuestro, porque el interés de esos terceros era que no se hiciera efectivo contra ellos, importándoles poco que continuase (esa medida) en vigencia contra el inquilino demandado, que fue contra quien se decretó. Pasó por alto el juzgador que la máxima de Ulpiano : res inter alios indicate alii non preiudicant, se aplica no solo a las sentencias, sino con mayor razón determinación o medida del juez en el proceso, con lo cual queda dicho que no pueden aplicarse ni oponerse a terceros porque sus efectos habrán de limitarse a las partes que intervinieron en el juicio y a sus causahabientes.


Sorprende que tanto el juez de primera como el de segunda instancia hayan afirmado, respectivamente, que la citada máxima del derecho romano fue “erróneamente aplicada” por el querellante y que “no se aplica en esta materia”.


Habría sido interesante conocer en que examen crítico fundamentaron tal criterio, pues esa máxima fue precisamente concebida por aquel jurisconsulto para dejar establecido que la cosa juzgada no puede sostenerse en perjuicio de los terceros extraños al proceso, y es la misma que han aplicado siempre en casos como el presente los autores y la jurisprudencia.


  Las limitaciones introducidas en el derecho moderno en cuanto al alcance de la regla, solo se refieren a circunstancias de hecho que permiten hacer distintos sobre quienes han de considerarse terceros extraños al juicio, no considerándose tales, a ciertas clases de causahabientes de alguna de las partes , pues éstos deben sufrir las consecuencias o tienen el derecho de aprovecharse de lo decidido respecto a su causante. Ahora bien, es evidente que no fue ésta la limitación tenida en cuenta en el presente caso por los jueces de instancia ; desde luego que no basaron su fallo en la consideración de ninguna prueba, que ni siguiera mencionaron, de la cual resultare que el querellante por despojo sea causahabiente del demandado en el juicio de desocupación. 

En esos fallos de instancia se desconoció la regla supradicha como concepto a priori de mero derecho. Es de advertir que en cuanto a este punto, el formalizante de este recurso si trajo a Casación copia certificada de la contestación de la demanda en el juicio de desocupación, para acreditar la condición de causahabiente del querellante, respecto del demandado ; pero ni había ya oportunidad de producir pruebas ni esta Corte es Tribunal de instancia para admitirlas, ni puede basar su fallo en elementos probatorios que no se produjeron en los juzgados inferiores, a fin de que ellos los apreciaron oportunamente.


Se razona mal cuando se dice que el tercer perjudicado por un fallo solo tiene el derecho de oponerse en el mismo proceso a la medida judicial, o apelar, o el de recurrir a tercería ; éstas son facultades o derechos, no una condición indispensable para escapar del perjuicio. La omisión involuntaria de tales recursos no excluye la vía interdictal ; el legislador, al crear esos derechos de terceros, no ha pretendido que éste adivine que existe el proceso que queda perjudicarle, ni que está corriendo contra él. Ignorante de lo que sucede, un lapso para defenderse, Los terceros que por algún motivo no pudieron aprovechar oportunamente esos medios para salvarse del fallo o de la medida judicial, siguen amparados por la Ley, que limita a las partes la fuerza d ella cosa juzgada. El Artículo 1.395 del Código Civil, limita la autoridad de la cosa juzgada, a la unidad de objeto de la sentencia a que la cosa demandada sea la misma ; a la unidad de causa y muy especialmente para el caso actual, a que sea entre las mismas partes y vengan al juicio con el mismo carácter que tuvieron en el anterior. Este es el precepto que le juez de Primera Instancia echó de menos cuando dijo : “es inadmisible y ninguna norma legal sanciona que mediante una acción interdictal iniciada por un tercero se detenga la ejecución de una medida judicial recaída en juicio entre otra partes”.


En este precepto sobre la relativa fuerza de la cosa juzgada, encerró el legislador, junto con otros principios, la máxima romana de Ulpiano, desatendidas en los fallos de instancias. Y cabalmente, al referirse a este precepto, ya comentándolo o aplicándolo, los autores y la jurisprudencia se remiten a aquella máxima latina, copiándola casi siempre textualmente en alguna de sus formas tradicionales y otras veces glosándola. Se dice “en alguna de sus formas”, porque en diversos tiempos, ocasiones y pasajes, el mismo Ulpiano y otros juristas romanos, y romanistas modernos, presentan variantes de redacción, como por ejemplo ésta : Res inter alios acta, vel judicata nec nocere nec prodesse potest.


Es tan fundamental, tan racional y humana esta limitación de la fuerza de la cosa juzgada a los que fueron parte en el juicio y a sus causahabientes, que Laurent, admirado, dice : “Este principio es tan natural que no se comprende como los magistrados lo hayan desconocidos”.


Tampoco se razonó lógicamente al asentar que “las medidas de ejecución no pueden detenerse con decretos interdictales basados en declaraciones de testigos rendidas a espaldas de los interesados”, pues del mismo modo y con mayor razón cabía decir que, en los casos de esta naturaleza, el decreto interdictal es provocado por un despojo hecho a espaldas del querellante, en ejecución de un juicio en el que el no fue citado ni oído. Ni es de mejor calidad el otro argumento de que “a través de la sumarísima acción interdictal del tercero despojado no debe obstruir o paralizar la fuerza de una decisión revestida con la autoridad de la cosa juzgada”. Aparte de que con tal argumento desconoce, como ya se vió, que esa fuerza de la cosa juzgada es relativa, porque no obliga sino a las partes, también se olvida que lo sumarísimo del procedimiento interdictal, es su primera fase, se justifica porque no se trata sino de proteger la posesión actual, la situación de hecho en que se encontraba el despojador o perturbado en su posesión, sin prejuzgarse sobre ningún otro derecho, y la decisión es provisional, porque quien pierda en el interdicto puede ocurrir al juicio ordinario. Sent. 3-11-54, G.F. Nº 6,2º E. Vol. II, págs. 93 ss. (Corte Suprema de Justicia en Sala Civil, Mercantil y Trabajo).

Art 597

“Solo se suspenderán los efectos del decreto a que se refiere el artículo precedente, cuando aquel contra quien se dirija el interdicto se opusiere dentro de veinticuatro horas de ejecutado dicho decreto, acreditando con título justo y auténtico, que procede con derecho”.

Jurisprudencia de instancia.

1.  JTR. Vol. X, página 335. “El lapso de veinticuatro horas para hacer oposición al decreto interdictal, corre desde el momento de la ejecución de éste ; pero si el lugar de la ejecución dista más de 30 kilómetros del lugar en que resida el Tribunal, el opositor tendrá además derecho al término de distancia”. DFMSC1 - 562-1 - 26 de septiembre de 1962.
2.  “Decide la Corte que los hechos en que se fundamenta la querella son derivados de un conflicto laboral que no implica ánimo alguno de despojo y que la vía interdictal no es precisamente la  procedente para poner remedio a la situación creada. (Corte Superior Tercera). 25 de enero de 1971.
3.  “En aplicación del criterio de Casación, sostiene que, mediando entrega material, no puede calificarse de ilegítima o arbitraria la tenencia o posesión que tenga la persona a quien se haya hecho la entrega del inmueble...” (Corte Superior Primera). 8 de agosto de 1972.
4.  JTR. Vol. XII, pág. 471. “No puede calificarse como “título justo y auténtico”, a los efectos de la oposición al decreto interdictal, la copia certificada de un embargo practicado en el cual fue designada depositaria de la parte querellada.” DFMIC6-5-1. 6 de abril de 1964.
5.  JTR. Vol. XII, pág. 809. “Por título y auténtico, en materia de oposición a los decretos interdictales, debe entenderse aquel que, de una parte, establece la posesión y comprueba que el opositor ha estado en su derecho de ejercer los actos que se han calificado de perturbaciones o de despojo, ya como poseedor, o porque obró legalmente en lo que es materia de la controversia ; y, por parte , debe ser un documento público o privado reconocido o tenido legalmente por reconoció”. DFMIC2-13-1 - 6 de abril de 1964.
6.  JTR. Vol. XIII, pág. 572. “No constituye título justo y auténtico a los fines de la oposición al Decreto de Amparo o restitución una relación jurídica que solo vincula al querellado con un tercero, en virtud de que la misma no puede serle opuesta al querellado”. DFMIC2-6-1-1 de febrero de 1965.
7.  JTR. Vol. XIII, pág. 573. “En las querellas interdictales, la oposición al decreto interdictal que contempla el artículo 597 del C. de P.C., equivale a la contestación de la demanda”. DFMSC2-278-1 - 11 de junio de 1965.
8.  JTR. Vol. XIII, pág. 575. “Procede la oposición al decreto interdictal si la parte contra quien se produjo demuestra que los hechos calificados de despojo fueron autorizados por el querellante. Tal prueba puede dimanar de un documento privado que tiene entre las partes la misma fuerza atribuida al documento público”. POIC2-4-1 - 21 de septiembre de 1965.
9.  JTR. Vol. XIV, pág. 548. “Dentro de las 24 horas siguientes a la práctica de la medida interdictal, debe haber horas declaradas hábiles por el Tribunal para dar al querellado la posibilidad de hacer la oposición ; en consecuencia, el lapso no correrá sino el día en que haya audiencia y secretaría en el Tribunal”. DFMSC3 - 28 de junio de 1966.
10.  JTR. Vol. XIV, pág. 549. “Por justo y auténtico título debe entenderse aquel que indique la voluntad manifiesta del querellante, o de su causante, consignada en documento auténtico, en el sentido de que el querellado pudiese ejecutar los actos calificados como despojo o perturbación”. TAC - 23 de marzo de 1966.
Jurisprudencia de Casación.

1.  “El término de veinticuatro horas que tiene el querellado Civil. El término de veinticuatro horas que tiene el querellado para hacer oposición al decreto de amparo o restitución, es de los llamados perentorios, o preclusivos, y se cuenta por horas naturales, consecutivas. Además, no se requiere, en el caso de tener que habilitarse la audiencia, cumplir con los requisitos del artículo 148 ejusdem (habilitación con veinticuatro horas de anticipación con notificación a la otra parte)”. (C.S.J.- Casación). 14 de octubre de 1971.

2.  “La Corte mantiene su doctrina de que no procede el interdicto contra los efecto de las medidas judiciales”. (C.S.J.- Casación). 11 de agosto de 1970.
3.  “La Corte de Casación ha sostenido estos principios al decir :” Cuando el legislador emplea las palabras “justo título”, no quiere decir con el objetivo “justo” lo que se entiende por “capaz de transmitir el dominio”, según se ve en Dominici, Feo y Borjas, y lo dejó igualmente establecido la Corte Federal de Casación en sentencia de 14 de mayo de 1945, porque el mismo legislador no podía ignorar que el título de propiedad solo puede apreciarse para colorear la posesión, cuando se trata de la acción posesoria. Por ello, se ha estimado que no quiso reproducir en el artículo 597 del Código de Procedimiento Civil en concepto justo título contenido en el artículo 788 del Código de Procedimiento Civil, sino que empleó el vocablo “justo” con alguna otra de las acepciones corrientes de esa palabra, como puede ser la voluntad manifiesta del querellante o de su causante”, que permite ejecutar los actos en que se hubiese fundado la querella. Por tales consideraciones es que considera esta Corte ajustada a  derecho la decisión del sentenciador a-quo, que declaró sin lugar las oposición que hiciera el querellado, fundada en consideraciones y en recaudos que no fundaban que la voluntad manifiesta del querellante permitiera ejecutar los actos en que se funda la acción”. DFMSC2 - 20 de diciembre de 1968.
Art. 598

“Siempre que, habiéndose llevado a efecto el decreto, no se hubieren suspendido sus efectos, haya habido o no oposición, se entenderá de hecho abierta, desde la fecha de la ejecución del decreto, una articulación por ocho días, y se decidirá necesariamente al décimoquinto la confirmación o revocatoria de tal decreto”.

“Las declaraciones de los testigos del justificativo que haya servido de base al decreto de amparo o de restitución , no se apreciarán en la sentencia si no son calificados en la articulación”.

“Si el juez que ejecutare el auto posesorio residiere en lugar distinto de aquel donde se hubiere dictado, se concederá. Además de los ocho días que expresa este artículo, el término de la distancia entre aquellas dos lugares ; pero para la prueba no se concederá en ningún caso término de distancia”.
Jurisprudencia de Instancia y de Casación.

1 JTR. Vol. XII, pág. 467. “Las pruebas presentadas fuera del lapso del artículo 598 del C. de P.C., son extemporáneas, y lo serán aún tratándose de documentos públicos”. DFMIC1-2-1 - 16 de enero de 1964.

2 JTR. Vol. XIII, pág. 567. “La articulación probatoria de ocho días a que se contrae el artículo 598 del C. de P.C., se considera abierta desde el momento en que el querellado esté en conocimiento de la ejecución del decreto interdictal, bien por estar por si o por medio de apoderado en tal oportunidad, bien porque le haya sido comunicado la ejecución por persona responsable, o le hubiese sido notificada judicialmente”. DFMIC6 - 108 23 de noviembre de 1965.

3 “La defectuosa redacción del art. 598 del C. de P. C., ha dado lugar a opuestos criterios acerca de la oportunidad en que debe abrirse la articulación en los juicios interdictales. En sentencias del 26 de noviembre de 1928 y 23 de diciembre de 1947 se estableció que la articulación queda abierta desde la fecha de la ejecución del decreto, sin bien expuesta a la eventualidad de reputarse retroactivamente como no abierta en caso de que por razón de la oposición se suspendan los efectos del decreto. El voto salvado a la sentencia del 26 de noviembre de 1928, sostuvo que la articulación debía considerarse abierta desde la fecha en que quedó resuelto que no se suspenderían los efectos del decretos y no desde la fecha de su ejecución. La Corte acoge lo resuelto en el voto salvado y abandona así la anterior jurisprudencia”. G.F.Nº 48, pág. 346, C.S.J.

4 . “El documento privado puede ser producido como prueba en los juicios interdictales”. Casación, 4 de junio de 1969.

5 . “En cuanto al término de distancia, el lapso debe contarse a partir de la notificación de la querella”. Casación, 3 de febrero de 1971.

6 . “Admite, pues la recurrida que hay lugar a la reposición cuando se trate de “corregir vicios o errores procesales que afecten el orden público o perjudiquen los intereses de las partes en el juicio”, y no cuando se trate simplemente de “subsanar descuidos, desaciertos o negligencias de las partes”. Sentado esto, sorprende que los sentenciadores de la recurrida hayan considerado que decidir la oposición formulada en la oportunidad de  la sentencia definitiva, desarticulando así el juicio interdictal , ya que de esa decisión dependía, en el caso de autos, la apertura de la articulación probatoria, conforme a la jurisprudencia de este Supremo Tribunal de 5 de mayo de 1965, era un “mero descuido o negligencia” que no daba lugar a reposición, resulta incongruente con lo sustentado por la propia recurrida. Lo correcto era considerar esa falta según en su propio fallo lo expresan, como “un vicio o error procesal que afectó el orden público y perjudicó los intereses del querellante” que resultó condenado en costas en ambas instancias en un proceso que no debió haberse tramitado en esa forma, no convalidable por las partes, pues - como reiteradamente lo ha sostenido este Alto Tribunal - “aun cuando las partes litigantes manifiesten su acuerdo, no es potestativo de los Tribunales subvertir las reglas legales con que el Legislador ha revestido la tramitación de los juicios, pues su estricta observancia es materia íntimamente ligada al orden público”. (Sentencias de 24 de diciembre de 1915 y 7 de diciembre de 1961”. G.F.Nº64, pág. 541. C.S.J.

7 . “Tanto el Juzgado de la causa como el sentenciador de la recurrida, cometieron flagrante error procesal al alterar las diversas etapas que se suceden en los juicios interdictales y que constituyen la especialidad con la cual los revistió el legislador. Con ello contravinieron la jurisprudencia de este Supremo Tribunal, según la cual “no es potestativo de los Tribunales subvertir las reglas con que el legislador ha revestido la tramitación de los juicios, pues su estricta observancia es materia íntimamente ligada al orden público” (sentencias del 24 de diciembre y 7 de diciembre de 1961).


En efecto, tres decisiones suelen tener lugar en los interdictos posesorios de amparo o de despojo, a saber:

a)  El decreto provisional, del cual se da apelación libremente cuando se niegan el amparo o la restitución ; y en cambio, cuando se acuerdan, no hay apelación, sino oposición dentro de las veinticuatro horas de ejecutado el decreto, más el término de la distancia.

b)  La sentencia que decide la oposición, que debe dictarse dentro del término de tres audiencias siguientes a falta de un término especial para sentenciar, como lo dispone el Artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, apelable en un solo efecto cuando se suspenden los efectos del decreto provisional por declararse con lugar a la oposición ; y no apelable cuando se declare sin lugar la oposición y se mantenga el decreto provisional, porque en este caso la no suspensión de los efectos del decreto no causa gravamen irreparable por la definitiva.

c)  La sentencia definitiva, que se dicta necesariamente al décimoquinto día, conformando o revocando el decreto, con vista de las pruebas evacuadas en la articulación probatoria de ocho día. En el caso de autos, formulada por el querellado la oposición prevista en el Artículo 597 del Código de Procedimiento  Civil, debía el Juzgado de la causa decidir esa oposición dentro del término de tres audiencias, como antes se dijo. En esa decisión debían tener en cuenta los sentenciadores que, conforme al Artículo 597 citado, “solo se suspenderán los efectos del decreto provisional, cuando aquel contra quien se dirija el interdicto se  opusiere dentro de las veinticuatro horas de ejecutado el decreto, acreditando con título justo y auténtico que procede con derecho”.


En otras palabras, no procedía abrir la articulación probatoria prevista en el Artículo 598 ejusdem, como lo hizo el Juzgado de la causa, que es solo para la sentencia definitiva, sino que debía decidir la oposición dentro de tres audiencias siguientes, como antes se expresó con vista del “título justo y auténtico” presentado por el querellado como fundamento de su oposición ; siendo solo en el caso de que fuera un título de tal naturaleza, es decir “un título demostrativo de la voluntad manifiesta del querellante o su causante, consignada en documento auténtico, en el sentido de que el querellado pudiese ejecutar los actos en que se hubiese fundado la querella, es decir, demostrativo de que procedía este Alto Tribunal, cuando procedía suspender o revocar el decreto provisional, ya que bien claro es el legislador al respecto, cuando dice : “solo se suspenderán los efectos del decreto”, de lo cual se deduce que el decreto restitutorio o de amparo crea a favor del querellante una situación de derecho que el opositor debe desvirtuar en caso de hacer oposición, o sea, en esta etapa, la carga de la prueba corresponde al querellado ; mientras que el querellante le toca hacerlo en la articulación probatoria, pidiendo al menos la ratificación de las declaraciones de los testigos del justificativo que sirvió de fundamento al decreto provisional, para que la sentencia definitiva le conforme el amparo o la restitución decretados provisionalmente a su favor.


Es de recordar que conforme a jurisprudencia de este Supremo Tribunal del 5 de mayo de 1965, “la articulación se abrirá desde la fecha de ejecución del decreto provisional, solo cuando no hubiere habido oposición, pues cuando ésta se formulare, entonces dicha articulación se abrirá desde la fecha en que se declare sin lugar la oposición  y se haya mantenido, por tanto, el decreto provisional, pues será entonces cuando podrá saberse si los efectos del decreto no fueron suspendidos, que es la condición que pauta la ley para abrir la articulación referida”.


De consiguiente, se infringieron los artículos denunciados cuando el sentenciador de la recurrida, al igual que el Juzgado de la causa, decidió la oposición en una oportunidad que no era la establecida por la Ley, alterándose así por completo las etapas del juicio interdictal, invirtiendo además con ello la carga de la prueba, al examinar la del querellante, que no podía analizar en la oportunidad de decidir la oposición y absteniéndose, en cambio, de considerar la del querellado-opositor, que era la prueba que debía examinar para poder suspender en esa ocasión los efectos del decreto provisional, como lo ordena el Artículo 597 del Código de Procedimiento Civil. (Sentencia del 22 de mayo de 1974. Ponencia del Vice-Presiente de la Sala, doctor José Román Sánchez). C.S.J.

8.  “El último aparte del Artículo 598 del Código de Procedimiento Civil establece que “si el juez que ejecutare el auto posesorio, residiese en lugar distinto de aquel donde se hubiere dictado, se concederá, además de los ocho días que concede el Artículo, el término de la distancia entre aquellos dos lugares, pero para la prueba no se concederá en ningún caso término de la  distancia”. Sostiene el recurrente que el término de la distancia a que se refiere el Artículo citado, “solo procede cuando son dos Tribunales distintos los que actúan : uno decreta el auto posesorio y conoce de la causa, el otro, su comisionado o su exhortado lo ejecuta”. Y continúa : “La razón es obvia ; lo que ha querido el Artículo 598 es dar un término de  distancia, no tanto a las partes cuanto a los jueces para el envío del expediente de un lugar a otro. Pero si el expediente no sale de manos del juez que ha dictado el auto restitutorio y lo ha ejecutado el mismo y conoce de la causa, ya no existe razón para ese término de distancia. El término de la distancia del Artículo 598 se concede cuando un Tribunal tiene que enviarle a otro el expediente con las diligencias de la ejecución del decreto restitutorio, pero no cuando un mismo y solo tribunal es el que actúa dictando y ejecutando el decreto. Contrariamente a lo que sostiene el recurrente, esta Corte considera que el citado término de distancia es aplicable al caso de autos, pues si como lo afirma el propio formalizante, ese término se da a los “jueces para el envío del expediente de un lugar a otro, y cuando un Tribunal tiene que enviarle al otro el expediente con las diligencias de la ejecución del decreto restitutorio”, forzoso es concluir que le término de distancia se impone igualmente cuando el juez que dictó el decreto restitutorio es el mismo que lo va a ejecutar, pues si en el caso a que se contrae el recurrente, la distancia en que residen los dos jueces impone un término para que el expediente pueda llegar de un sitio a otro, no menos se impone ese término cuando el juez que dictó el decreto y el que lo va a ejecutar sea el mismo, pues la  identidad de funcionario y el hecho de que el expediente no salga de sus manos, no hace desaparecer la distancia existente entre el lugar donde reside dicho funcionario y el lugar donde se va a ejecutar el decreto. Si en un caso, ese término se hace necesario para poder “enviar el expediente de un lugar a otro” con un tercero, también lo necesitará el juez de la causa para hacer que ese expediente “llegue de un lugar a otro” cuando el mismo sea la persona que lo llevará. No otra puede ser la intención del legislador contenida en la citada disposición legal”. (Sent del 21 de octubre de 1959, G.F.Nº 26, 2ºE, pág. 18 Corte Suprema de Justicia en la Sala de Casación Civil, Mercantil y del Trabajo).

9.  “El justificativo de testigos promovidos por el querellante y la inspección ocular ordenada hacer por quien no es parte del interdicto, son constancia bastante de la perturbación o el despojo que se alega, para que el juez se pronuncie previamente”. (Corte Suprema Superior Primera), 11 de agosto de 1970.

10.  “En la articulación probatoria de los interdictos no se concede término de distancia, sea ordinario o extraordinario, y sea también la prueba que fuere”. (Corte Superior Primera), 22 de septiembre de 1970.

11.  “Carecen el valor jurídico los testimonios rendidos por los testigos de un justificativo en querella interdictal, si los mismos ratificaron judicialmente sus testimonios, pero no asistieron al acto de repreguntas”. (C.S.J. Casación), 3 de marzo de 1971.

12.  “La Corte ratifica su doctrina de que no era correcta la práctica seguida por los tribunales de instancia de dar curso a los juicios interdictales en su fase plenaria, sin que aparezca de autos que en alguna forma el querellado, una vez ejecutado el decreto provisional que fue dictado a espaldas suyas, tuvo conocimiento de la ejecución del mismo”. (C.S.J. Casación) 16 de marzo de 1971.

13.  “El Artículo 598 del Código de procedimiento Civil no impide que, además de los testigos del justificativo acompañado a la querella, el querellante promueva y haga evacuar otras pruebas. Se declara sin lugar la apelación interpuesta por el querellado basado en que los testigos del justificativo, además de ratificar sus declaraciones, expusieron otros hechos”. (Corte Superior Primera), 26 de julio de 1971.

14.  “A criterio de la Corte, en los juicios interdictales las posiciones juradas deben evacuarse dentro del lapso de la articulación probatoria. Diferencias con los juicios ordinarios....” (Corte Superior Tercera), 16 de mayo de 1972.

15.  “Ha alegado la parte querellada que las declaraciones de los testigos y las posiciones fueron extemporáneas, o sea, pasado el lapso de la articulación. Este alegato fue rechazado en la sentencia por el juzgador a-quo en razón de la manera peculiar como hizo el cómputo, y esa manera peculiar fue así : según el juez de la causa, comisionado el Tribunal, la cuenta de las audiencias en este último se hace a partir de la fecha “cuando se le dé entrada y ordene evacuar la prueba”, fecha inclusive. Esa manera de contar el lapso no la encuentra ajustada a derecho esta Corte, porque introduce un paréntesis o lapso que no prevé la Ley ; ese paréntesis es únicamente previsto para cuando se comisiona a un Tribunal de otra localidad y se concede término de distancia ; pero cuando no hay tal término, lapso es corrido y sin interrupciones, se cuenta sin solución de continuidad, siendo que la ley no prevé el que debe dictarse por el comisionado un  auto “dando entrada u ordenando cumplir la comisión” y de permitir esto, resultaría entonces que el lapso vendría a prolongarse, extenderse o prorrogarse más allá de su tiempo natural y normal. Cuando se comisiona sin término de distancia, se cuenta primero las audiencias transcurridas en el comitente hasta la fecha de expedición del despacho y, de inmediato y sin solución de continuidad, las que transcurrieron en el comisionado desde el recibo, o sea, que la primera audiencia en ese comisionado es la primera que desde la fecha del recibo del despacho, exclusive, y no de fecha “auto dándole entrada y ordenando el cumplimiento”, porque, se repite, aceptar esa peculiar manera equivaldría a crear un lapso intermedio o “no previsto en la ley”, sino para cuando se conoce el término de la distancia, y en este caso el término es previo y no está sometido a que el comisionado dicte o no el auto de “entrada y cumplimiento”. Por tanto, esta Corte entiende que el lapso se cuenta sin interrupción y se computa en el comisionado a partir de la fecha del recibo del despacho, lo cual, en el caso de autos, rige especialmente para el Tribunal de Parroquia comisionado, porque no hay término de distancia. Establecida la manera de contar el lapso según criterio de esta Corte, se observa : En los despachos librados quedó constancia de que habían transcurrido cinco (5) audiencias hasta la fecha de librados, que fue el 19 de febrero de 1968, de modo que faltaban solamente tres audiencias, Veamos, por tanto que ocurrió en los dos comisionados :


a) Juzgado Segundo de Parroquia. De acuerdo con la inspección ocular.... en ese Juzgado comisionado hubo audiencia los días 20,21 y 22 de febrero de 1968 y el despacho se recibió el propio 19 de febrero de 1968, por lo cual lo que faltaba del lapso probatorio venció, justamente, el 22 de febrero de 1968. Ahora bien, las testigos....declaró el día siguiente. 23 de febrero de 1968, y el testigo comenzó a hacerlo en la misma fecha, o sea, cuando era la novena audiencia y, por tanto, fuera del lapso...”.

16.  “Además, este comisionado absolvió posiciones del querellado, y evidentemente que lo hizo después del vencido el lapso, ya que fue citado el día 23 de febrero de 1968 para la tercera audiencia que ocurrió el 4 de marzo de 1968 y, según certificación que hay en la misma acta de posiciones, desde el 20 de febrero, inclusive, y hasta esa fecha 4 de marzo de 1968, también inclusive, transcurrieron en el comisionado seis audiencias. Y aun de descontar la audiencia del 20 de febrero de 1968,  resulta que, por lo menos, transcurrieron cinco audiencias, que sumadas a las  cinco transcurridas en el comitente, dan un total de diez audiencias, o sea, que este querellado absolvió las posiciones en la décima audiencia, es decir, dos después de fenecido el lapso, siendo de advertir que por la ley no existe término de distancia, y que aún de aceptar que ocurrió como tal término, de todos modos el acto se había celebrado en la décima audiencia cuando menos, resultando siempre extemporánea por tardía la absolución de posiciones, pues en ese sentido la Corte tampoco comparte el criterio del aquo acerca de que por ser posiciones pueden absolverse hasta la décima-quinta audiencia cuando ha de dictarse la sentencia, y no lo comparte porque tratándose, como se trata, de un juicio especial que en Primera Instancia se decide sin relación y sin informes, no es aplicable la norma del juicio ordinario que permite las posiciones “hasta los informes”, ya aquí, en el interdicto y en Primera Instancia, no hay ese acto y, por tanto, las posiciones deben evacuarse dentro del lapso especial, porque no rige la norma del juicio ordinario”.

17.  “Con todo, de aceptarse la tesis del fallo apelado, tampoco son apreciables las posiciones ; veamos : en el caso de los querellados son tres personas integrantes de una sucesión, y de ellos se reclama una misma y única cosa : la servidumbre. De modo que una litis consorcio pasivo en un proceso sobre cosa que no puede dividirse o partirse, y como la confesión es personalísima, lo que diga un consorte no pueden producirla los demandados, de lo cual resulta entonces que esa confesión única no puede servir de fundamento, ya que no vale como plena prueba contra todos, y por ser indivisible el objeto no podría decirse entonces que la acción prospere contra uno (el que confesó) y no contra los demás. Por este motivo, las posiciones absueltas por uno solo de los litis-consorte, en el caso de que demandada tenga por objeto una individualidad no susceptible de división o partición y son inapreciables y carecen por completo de valor y mérito probatorio”.

18.  “No habiendo oposición, el lapso probatorio se computa, por tanto, a partir de la ejecución del decreto. Con todo, el lapso de oposición es de veinticuatro horas, y habiendo sido hábil el 9 de febrero de 1968, es claro que, a partir de la ejecución que fue a las diez de la mañana del 8 de febrero de 1968, tal lapso venció a la misma hora del 9 de febrero de 1968, siendo que según indica el Juez en su fallo, la primera audiencia fue el 12 de febrero de 1968, de modo que por lo que hace a la oposición es un lapso de horas, venció el 9 de febrero de 1968, aun cuando no haya habido audiencias, porque tal día era procesalmente hábil”. (Corte Superior 3ª en lo Civil. D.F., 16 de mayo de 1972.)

19.  “Se denuncia la infracción del artículo 446 del Código de Procedimiento Civil, “al abstenerse -dice el recurrente- el Juzgado de Primera Instancia de ejecutar la sentencia definitivamente firme, por el hecho de negar la demolición de los ranchos existentes en el terreno objeto del interdicto y que constituían la perturbación”. Alega el recurrente que “el sentenciador fundamentó su negativa a dicha demolición, aduciendo su incompetencia a tal medida por haber cesado su autoridad al decidir en sentencia definitivamente firme dicha restitución”. Ahora bien, se pregunta el recurrente, ¿a cuál autoridad enfocar la cuestión de la perturbación anotada en autos, cuando ya se han agotado todas las providencias posibles, inclusive la policial ?, ¿de cuál forma valerse pata hacer efectiva la ejecución de la sentencia sino logrando la destrucción que constituyen precisamente el objeto de la perturbación ?. De lo contrario, el decreto restitutorio quedaría como una cuestión simbólica, algo improcedente e inoperante, pero en ningún caso efectivo ; la sentencia dictada quedaría como una cuestión meramente convencional para ver si era o no acatada por las personas contra quienes opera, pero en ningún caso algo efectivo que garantice los derechos del querellante”.


La Corte observa :


Asienta la recurrida que “habiendo declarado el Juzgado de la causa que se “ratifica en todas y cada una de sus partes el auto restitutorio dictado por este Tribunal, con motivo de la querella interdictal restitutoria”, no se colige que dentro de lo sentenciado, esté comprendido lo de la demolición de las construcciones levantadas sobre el terreno cuya restitución fue ordenada, por lo cual obró ajustado a derecho el Juzgado a quo, cuando por auto de 3 de marzo de 1972, estimó como cuestión ajena a lo decidido por el en su fallo de 13 de mayo de 1971, la de la solicitud de la querellante para que se demolieran las construcciones levantadas en el terreno objeto de la querella”.


Este pronunciamiento es correcto y se ajusto a la jurisprudencia de este alto Tribunal de 17 de julio de 1962. Dijo la Corte:


“Cuando se pida interdictalmente la restitución de un terreno y allí el despojador ha construido construido un edificio, no se puede con la sola petición de restitución ordenar en el decreto provisional la destrucción del edificio, pues para pedir al propietario de un fundo en que se edificare, la destrucción de la edificación es necesario que el constructor en ese fundo ajeno hubiera procedido de mala fe, al tenor del artículo 557 del Código Civil, lo que hacía necesaria al demanda expresa en tal sentido, alegando y probando la mala fe, y no la simple solicitud de restitución interdictal. De lo contrario, el derecho del propietario es el de hacer suya la obra de mano y demás gastos inherentes a la obra, o el aumento de favor adquirido por el fundo”. Y si esto rige para el propietario de un fundo, con mayor razón deberá regir para el que es solo poseedor, como ocurre en los juicios interdictales.


De lo consiguiente, el Juzgado de la causa procedió con arreglo a lo dispuesto en el artículo 446 del Código de Procedimiento Civil, cuando ordenó la ejecución de la sentencia, limitándola a la restitución del terreno objeto del interdicto y absteniéndose de ordenar la demolición de las casas o ranchos allí existentes que no podía quedar comprendida en lo dispositivo de la sentencia definitivamente firme, y, por ende, al confirmar esa decisión el sentenciador de la recurrida no pudo tampoco quebrantar el citado artículo que ha sido denunciado como infringido. Por el contrario, lo aplicó correctamente. (C.S.J., 30 de mayo de 1973).

Art. 599


“Podrá cualquier persona, haciéndose responsable de las resultas del juicio, y dando caución, presentarse por el poseedor o por aquel a quien se atribuya la perturbación o el despojo, aun sin poder, interviniendo en la articulación de que trata el artículo anterior”.


Jurisprudencia de Instancia y de Casación .

1.  “Considera la Corte que si el caucionero puede intervenir en la articulación probatoria, deberá también poder hacerlo en los actos subsiguientes a esa articulación cuya culminación habrá de ser sentencia definitiva”. (Casación, 14 de agosto de 1963. G.F.Nº41,Pág.500).

Art.600


“Cuando el heredero pida la restitución de la posesión hereditaria o el amparo en ella, comprobará previamente su calidad de heredero, y, de un modo directo, el hecho de que las cosas sobre que verse el interdicto las poseía su causante al tiempo de morir, como suyas propias o por algún otro derecho transmisible al heredero, o que las poseía hasta su muerte quien haya precedido en le derecho al solicitante ; y se procederá como se establece en el artículo 596 y los siguientes.”


Jurisprudencia de Instancia y de Casación.

1.  JTR. Vol. X, pág. 340. “......Constituye un principio generalmente admitido por la jurisprudencia venezolana que las acciones interdictales pueden ser intentadas por un comunero coposeedor actual contra un pretendido comunero o contra una persona cualquiera que se pretenda comunera. Ahora bien, la oposición al decreto interdictal no prosperaría si la posesión alegada por el opositor es equívoca por no constar que ha actuado de manera exclusiva respecto de los bienes objeto del juicio posesorio....” (ZUSTI - 29 de octubre de 1962).

2.  JTR. Vol. XI, pág. 319. “Para la procedencia del amparo de la posesión hereditaria, a través del denominado interdicto hereditario o de adquisición, no es necesario que el actor pruebe la posesión ultra anual de su causante, porque la remisión que hace el C. de P.C., arts. 600 al 596 ejusdem al procedimiento especial interdictal, pero no somete la procedencia de la acción al cumplimiento de los requisitos exigidos por las normas sustantivas a que dicho artículo 596 hace referencia”. (DFM1 -14 de octubre de 1963).


Jurisprudencia de Casación.

1.  La acción interdictal que los herederos podían ejercer para ser puestos en posesión material de los bienes de la herencia, o sean el interdicto adipiscendae posesionis introducido en el Código Arandino, subsitió en nuestro derecho positivo hasta la reforma de 1916, en que el legislador se percató de la inutilidad ante la norma sustantiva ya en vigor de que la posesión de los bienes del de cujus, pasa de derecho a la persona del heredero a título universal, sin necesidad de toma de posesión, por lo que, teniendo los herederos por ministerio de la Ley de posesión de los bienes hereditarios , carecía de objeto dotarlos de un interdicto para reclamar la posesión que ya tenían.


En la actualidad siguen en vigor las normas sustantivas (Artículos 781 y 995 del Código Civil), que dan apoyo a la ficción legal de que la posesión de los bienes del de cujus pasa de derecho a la persona del heredero, sin necesidad de toma de posesión material. Conforme al citado Artículo 995, si alguno que no fuese heredero tomara posesión de los bienes hereditarios, los herederos se tendrán por despojados de hechos y pueden ejercer todas las acciones que les competen, entre ellas, naturalmente, los interdictos de amparo o de restitución a que se refiere el Artículo 600 del Código de Procedimiento Civil.


Esta disposición procesal se contrae, pues, a la posesión hereditaria que, aunque se transmite ipso jure a los sucesores a título universal, como continuadores que son sin solución de continuidad de la personalidad jurídica del de cujus, no impide la perturbación o el despojo que sea posesión hereditaria pueda sufrir de hecho por parte de algún tercero, antes de que los herederos hayan realizado materialmente la aprehensión de los bienes. En esta situación, resulta lógico, como lo dispone el Artículo 600, que para la procedencia de la acción interdictal el querellante tenga que probar su cualidad de heredero y que el bien objeto del interdicto fue poseído hasta la muerte por el causante como suyo propio o por cualquier otro derecho transmisible al heredero o que lo poseyó hasta ese mismo término, quien hubiere  precedido en el derecho al solicitante, como el albacea por ejemplo.


Un autorizado comentarista patrio, al glosar dicha disposición procesal, opina que muy bien ha podido ser suprimida, puesto que en verdad no es sino la aplicación a los bienes de una sucesión hereditaria de las normas que rigen los interdictos de amparo y de restitución, pero que “el legislador ha creído conveniente, sin embargo, ser explícito sobre el particular, a fin de que no sea posible pensar que por el hecho de haber sido suprimida la toma de posesión material de la herencia del número de las acciones posesorias, se haya querido excluir la universalidad de la herencia del beneficio de los interdictos de amparo y de restitución.


Distinta es la situación del heredero que, haciendo tomado posesión material de la herencia, es perturbado luego en dicha posesión o despojado de la misma por actos injustos de terceros, pues introducida la querella de amparo o de restitución, le basta al heredero o despojador conforme a los Artículos 782 y 783 del Código Civil, sin que sea indispensable acreditar la condición de heredero, la cual vendría a ser entonces super abundante.


Ahora bien, según aparece de la sentencia recurrida, los querellantes ejercieron en el caso concreto un interdicto de restitución de la posesión de determinado inmueble y acreditaron en autos no solo la posesión que sobre dicha cosa ejerció, hasta su muerte la persona de quien se dicen causahabientes a título universal, sino que también los querellantes demostraron tanto la posesión personal que ellos habían ejercido sobre el inmueble hasta la fecha del despojo como el despojo mismo consumado por los querellados, evidenciados ambos extremos a juicio del sentenciador con prueba de confesión y con prueba testimonial.


Estima este Corte que con esa declaración el juez de la recurrida infringió, por errada aplicación, el Artículo 600 mencionado, pues conforme a la doctrina sentada, la aludida disposición se refiere a la protección de la posesión hereditaria menoscabada o vulnerada de hecho por terceros antes de que los herederos hayan tomado posesión material de los bienes hereditarios, supuestos diferentes al caso como el presente en que los herederos, aunque hayan invocado y probado la posesión hereditaria como reafirmación de su derecho, han invocado y probado también la tenencia personal y actual de la cosa sobre que versa el interdicto restitutorio. Probada la posesión personal es ilógico y superfluo exigir, como lo hizo la recurrida, la comprobación de la calidad de heredero.


También fue infringido el Artículo 783 del Código Civil, por falta de aplicación, pues al no requerirse en el presente caso la comprobación de la expresada calidad de herederos, dicha disposición sustantiva ha debido ser acatada por el sentenciador, pues en criterio de ésta plenamente comprobados en autos “los hechos aducidos por el querellante como fundamento de la acción promovida”. (Sent. 12-7-65. Corte Suprema de Justicia en Sala Civil, Mercantil y del Trabajo).

Art. 601.


“Cuando el Juez no considere suficiente la justificación producida por el heredero, mandará ampliarla, indicando el defecto. El heredero, en este caso podrá apelar, si no creyere conforme la determinación, e interpuesto el recurso, por escrito o verbalmente, se practicará lo que queda establecido en este Código para la apelación de la sentencia definitiva”.


Jurisprudencia de Casación.

1.  El Juez puede hacer uso de la facultad de mandar ampliar la justificación cuando no considere la prueba producida por el actor ; es éste un punto de apreciación sobre el cual carece de jurisdicción la Corte de Casación. (6-12-1905).

Art.602.


“En todo caso, aquellos contra quienes obren los decretos de interdictos, tendrán a ser oídos en juicios ordinario ; pero el despojador no podrá reclamar el perjuicio que haya sufrido por la restitución decretada por el Juez”.


Jurisprudencia de Casación.

1.  Las decisiones judiciales en materia de interdicto tienen carácter provisional, pues la ley deja expedito el medio de ocurrir al juicio ordinario (13-7-1901).

2.  “..... Lo sumarísimo del procedimiento interdictal, en su primera faz, se justifica porque no se trata sino de proteger la posesión actual, situación de hecho en que se encontraba el despojado o perturbado en su posesión, sin prejuzgarse sobre ningún otro derecho, y la decisión es provisional, porque quien pierda en el interdicto puede ocurrir al Juicio (1954).
Art. 603.


“Si dos más personas pidieren a la vez la posesión de alguna cosa, o pretendieren ser amparadas en la posesión, con los recaudos del caso, el Juez dará la posesión a amparará en ella a la que apareciere haber probado mejor su derecho posesorio”.


“Si hubiere duda, de tal naturaleza que no pudiere el Juez resolver en justicia, podrá mandar ampliar las pruebas presentadas, fijando los puntos que deban esclarecerse”.


Cuando, a juicio del Juez, no bastare la ampliación, podrá, si se tratare de cosa embargable, acordar su depósito en poder de uno de los mismos peticionarios, si el otro consintiere, o del que diere mayor garantía de conservarla sin alteración ni menoscabo, con cargo de rendir cuenta, si fuere productiva, o, en último caso, en poder de un tercero que tenga las condiciones para depositario”.


“Si la cosa sobre que versare el interdicto fuere un servidumbre de acueducto, de cloacas o de desagüe, u otros derechos incorporales, el Juez hará o mandará practicar inspección ocular, con asistencia de prácticos inteligentes en la materia, para examinar si algunos de los fundos o ambos quedan expuestos a la ruina o graves perjuicios, según las pretensiones de las partes ; y dictará medidas conducentes a evitar aquellas daños, las cuales deberán cumplirse hasta la resolución definitiva del interdicto”.


“Ejecutado el decreto del Juez, en los casos que quedan previstos, se entenderá abierta la articulación de que trata el artículo 598 y el juicio interdictal continuará su curso legal”.


Jurisprudencia de Casación.

1.  En interdicto (al tenor del art. 603. C. de P.C.), el Juez puede practicar oficiosamente inspecciones oculares para formarse concepto sobre la situación. G.F.Nº22, 2ª etapa, pág. 103.

2.  El querellado y recurrente alegaba la improcedencia del interdicto restitutorio, porque entre otras razones el querellante no tenía la plena posesión d ella cosa objeto del interdicto, ya que ésta era poseída conjuntamente por ambos. Se desestima la denuncia formulada con base a ese alegato, con fundamento en que el coposeedor no puede arbitrariamente tomar para si de modo exclusivo el ejercicio de un derecho que por definición debe ser compartido. (C.S.J.- Casación. 26 de octubre de 1971.)
Art. 604.


“En la decisión de la articulación a que se refiere el artículo 598, se condenará en las costas a quienes resultaren despojadores o perturbadores”.


“A los efectos del artículo 173, se estimará en la demanda el valor de la cosa sobre que verse el interdicto”.


“Las reclamaciones de perjuicio y frutos contra los mismos, se deducirán en juicio ordinario”.


Jurisprudencia de Instancia.

1.  JTR. Vol X, pág. 169. “La obligatoriedad de la condena en costas en la decisión interdictal procede cuando se confirma el Decreto de Restitución o de Amparo”. POIC1 - 8 junio 1962.

2.  JTR. Vol XIII, pág. 257. “Las costas en los juicios posesorios son indivisibles. Se imponen en la decisión final en que se conforme o revoque el decreto restitutorio”. MDAS - 24 de febrero de 1965.
3.  Observa la Corte que el apoderado de los querellados en los informes presentados ante esta Corte, sostiene que “no debe pros por cuanto prosperar la querella por cuanto no se estimó, como lo prevé el artículo 604 del Código de Procedimiento Civil”, alegato que es improcedente, pues como lo tiene decidido la Corte de Casación : “La estimación en la querella del valor sobre que versa el interdicto es solo a los efectos de la determinación de las costas” (Gaceta Forense, tomo 25, 2ª etapa, págs. 81, 82). En cuanto a que la prueba que trajo “la actora” para hacer constar la pretendida perturbación es irrita por cuanto los testigos del justificativo se limitan a calificar la posesión, que no está demostrada la ultr-nulidad “por lo que no debió ser admitida la querella, es cuestión estrictamente de fondo que no puede ser decidida en esta oportunidad : como tampoco puede resolverse la referente a que la parte querellante “incurre en infracción, ya que habla de posesión legítima, pública y pacífica, como si fueran distintas clases, olvidando e ignorando que la publicidad o pacificidad son tan solo aspectos de la llamada “Posesión Legítima”.

Jurisprudencia de Casación.

1.  La norma del Art. 604 del C. de P.C., consagra el principio de que el valor de la cosa demandada es igual al valor de la acción o demanda, aunque se trate de cuestiones meramente posesorias. En nuestra legislación procesal, pues, no existe diferencia entre las locuciones “valor de la acción” y “valor de la cosa sobre la que verse el interdicto”. G.F.Nº46, pág. 602.

2.  Declarado sin lugar el interdicto, aunque la parte querellada no hubiere logrado suspenderlo con oposición formulada, se reputa como vencimiento total y proceden las costas. Casación, 4 de junio de 1969. G.F.Nº64, pág. 577.
3.  “La admisibilidad o no del recurso de casación en casos de interdictos, como el presente, por no haberse hecho la estimación del valor de la demanda ordenada por el artículo 604 del Código de Procedimiento Civil, ha sido objeto de decisiones de esta misma Corte y de las que le precedieron, Corte Federal y de Casación ; y la jurisprudencia establecida sucesivamente al respecto no ha sido uniforme, sino que ha oscilado entre concepciones diferentes del punto. En efecto, en decisión del 4 de diciembre de 1944, publicada en la Memoria de 1945, Tomo II, pág. 305, la Corte falló en el sentido de considerar admisible el recurso. Más adelante, en la sentencia que cita el impugnante, de 3 de febrero de 1949, se estableció una jurisprudencia opuesta, declarando inadmisible el recurso, como se ha visto. Pero posteriormente la Corte actual, por considerarlo más jurídico y justo, ha vuelto al primitivo criterio de admitir el recurso en  esos casos, y en tal sentido se ha pronunciado en decisiones de  17 de febrero de 1960 y 5 de marzo de 1963.

En estas últimas ocasiones, este Alto Tribunal sentó los siguientes conceptos, que ahora ratifica expresamente, a saber : que la omisión de la estimación no obsta a la admisión del recurso de casación, a menos que conste en autos que el valor inferior a cuatro mil bolívares”. G.F.Nº41, pág.447.


En cuanto a la oposición, la Corte de Casación en forma constante, ha decidido : “Cuando el legislador emplea las palabras “justo título, no quiere decir con el adjetivo “justo”, lo que se entiende por “capaz de transmitir el dominio”, según se ve en Dominici, Feo y Borjas, y lo dejó igualmente establecido la Corte Federal y Casación en sentencia del 14 de mayo de 1945, porque el mismo legislador no podía ignorar que el título de propiedad solo puede apreciarse para colorear la posesión, cuando se trata de la acción posesoria. Por ello, se ha estimado que no quiso reproducir en el artículo 597 del Código de Procedimiento Civil, el concepto justo título contenido en el artículo 788 del Código Civil, sino que empleó el vocablo “justo” con alguna otra de las acepciones corrientes de esa palabras, como puede ser “la voluntad manifiesta del querellante o de su causante” que permite ejecutar los actos en que se hubiese fundado la querella”. (Sentencia de la Corte de Casación de fecha 6 de agosto de 1957, págs. 171, 172, tomo 17 2ª etapa, Gaceta Forense).


En la misma gaceta (pág.57) se dice que la incidencia de oposición al decreto de amparo está limitada a resolver si el querellado procede con algún derecho emanado del querellante, dentro de la celebridad del juicio interdictal, cuya decisión le exima al Juez de la obligación de apreciar posteriormente todos los elementos probatorios que corren en autos en favor o en contra de una y otra parte, inclusive el o los documentos que no constituyeron pruebas bastantes para la suspensión inmediata del decreto de amparo.


Y en la página 165, repite la Corte : “Cuando el legislador dice en el artículo 597 del Código de Procedimiento Civil “acreditado con título justo y auténtico que procede con derecho”, no quiso referirse al derecho a poseer, ni a la posesión actual del opositor al decreto, sino el derecho a ejecutar los actos o hechos que se le incriminen como perturbación”. De lo expuesto, es evidente que los documentos (ni lo expuesto en los capítulos II y III del escrito de oposición) producidos por la parte opositora no reúnen los requisitos para que prospere esa oposición al decreto de amparo, porque ellos no ponen de manifiesto la voluntad del querellante o de su causante, que  permite ejecutar los actos en que se hubiese fundado la querella.


Por otra parte, con respecto al título de propiedad, la misma Corte ha  sostenido que nuestro legislador no pudo haber incurrido en el grave error de que el título de propiedad presentado por el opositor para que se levante el decreto obtenido por un poseedor que la Ley supone legítimo. Siendo principio universal que la querella interdictal procede también contra el propietario del inmueble, si es el quien turba la posesión del usufructuario o de su acreedor a quien ha dado el inmueble en anticresis, u obstaculiza la tenencia de su arrendatario. No podía ignorar nuestro legislador el lugar común en todos los tratadista, clásicos y modernos, de que título de propiedad solo puede apreciarse ad-colorandem posesionem, cuando se trata de la acción posesoria”. (Gaceta Forense, Nº17, pág. 171, volumen III y 40, página 525”, 526, 2ª etapa). 29 de noviembre de 1971. Corte Superior 2ª.

4.  En los procedimientos interdictales, la impugnación de la cuantía puede proponerse en cualquier momento antes de que sea dictada sentencia. (Corte Superior 2ª), 23 de julio de 1970.

Art. 605.


“En el juicio sumario no se oirá el recurso de apelación sino en el efecto devolutivo, salvo lo dispuesto en el art. 601”.


Jurisprudencia de Instancia.

1.  “Que en razón de la naturaleza del juicio, la apelación interpuesta que el querellante fue oída en su solo efecto, a tenor del art. 605 del Código de Procedimiento Civil, por el Juez de la causa conservando éste facultad suficiente para haber conocido de las actuaciones posteriores a la apelación, que por otra parte fueron todas conducentes a la ejecución del fallo ejecutado. No hubo, pues, extralimitación de funciones por parte del sentenciador y, en consecuencia, los juzgadores superiores no tenían que subsanar falta alguna en el procedimiento ; no existen, por tanto, las infracciones de los artículos denunciados, y así se decide”.


La Corte considera que la apelación d ella sentencia definitiva dictada en juicio interdictal debe ser oída en un solo efecto ; se desestima, por lo tanto el recurso de hecho interpuesto a fin de que fuese oído libremente. (Corte Superior 3ª) 27 de junio de 1972.

2.  El auto destinado a hacer efectivas la posesión del querellante sobre el terreno objeto de la querella interdictal, no tiene apelación por un tercero, ya que no constituye ni sentencia definitiva ni interlocutoria con fuerza de tal. (Corte Superior 2ª). 11 de abril de 1972.

3.  La Corte comparte la tesis de que la apelación de las sentencias definitivas en los juicios interdictales, debe ser oída en ambos efectos. Cita de doctrina y jurisprudencia al respecto. (Corte Superior 2ª). 16 de febrero de 1971).


Jurisprudencia de Casación.

1.  En el juicio interdictal propuesto por el Juzgado Primero, después de haber concluido el término probatorio de la articulación, dictó sentencia revocando el decreto interdictal que había sido dictado. El querellante apeló de esa decisión y el Tribunal oyó dicha apelación en un solo efecto. Contra el auto que oyó la apelación en un solo efecto, el querellante ocurrió de hecho alegando que la apelación debió ser oída en ambos efectos. La Corte Superior 3ª, confirmó el auto del juez de causa, para lo cual dijo que conforme al Art. 605 del Código de Procedimiento Civil, la apelación fue bien oída en el solo efecto devolutivo por tratarse que la sentencia apelada fue dictada en un procedimiento excepcional, sumario, como es el interdictal. Contra esta decisión, el querellante anunció el recurso de casación ; se procede a decidir dicho recurso , así :


Se denuncia la infracción del Art. 178 del Código de Procedimiento Civil, en conexión del artículo 605 ejusdem, por haber sido éste mal aplicado y el primero por falta de aplicación.


La Corte, para decidir, observa :


El Art. 605 del Código de Procedimiento Civil, establece que en el juicio sumario no se oirá apelación sino en el efecto devolutivo, salvo lo dispuesto en el Art. 601. Para entender lo que quiso instituir el Legislador en este precepto legal, se han sostenido tres criterios diferentes, a saber : 1º) según este criterio, la expresión “juicio sumario” significa todo el procedimiento interdictal, por éste un juicio excepcional en el que debe actuarse con rapidez, por lo que todas las apelaciones que se interpongan en él deben ser oídas en un solo efecto ; 2º) este criterio sostiene que es sumario el procedimiento que se tramita en la primera instancia, pero que al dictarse la definitiva, se transforme en ordinario, por lo que las apelaciones interpuestas contra los pronunciamientos en esa instancia deben oírse en un solo efecto, con exclusión de la definitiva que debe serlo en ambos efectos ; 3º) conforme a este criterio, el juicio interdictal se divide en la primera instancia en dos partes : sumaria y plenaria, siendo la primera la que comienza con la introducción de la querella hasta la apertura de la articulación, previa la notificación del querellado, pues que ella se caracteriza por la absoluta celeridad con que debe actuar el Juez. Y la plenaria es aquella que comienza con la notificación del querellado del decreto interdictal que abre la articulación. Por manera que los pronunciamientos que se dicten en la primera parte se dará apelación en un solo efecto, salvo lo establecido en el artículo 605 del Código de Procedimiento Civil, y lo que se dicten en la segunda parte se dará apelación conforme a lo estatuido en el Título VIII, Sección V Libro 1º, del Código de Procedimiento Civil. Ante esta diversidad de criterios , la Sala se pronuncia por el expuesto en el último lugar, por considerar que en realidad el juicio interdictal comprende dos etapas : la sumaria que comienza con la solicitud interdictal hasta el momento de abrirse la articulación correspondiente, y la contenciosa o plenaria que comienza al ésta abrirse, con la consecuencia lógica de que los pronunciamientos dictados en la primera se da apelación conforme al Art. 605 del Código de Procedimiento Civil, con el efecto devolutivo solamente, salvo lo estatuido en el Art. 601 ejusdem, y de los dictados en la segunda, conforme a lo estatuido en el Título VIII, Sección V, Libro 1º del Código de Procedimiento Civil.


Considera la Sala que este criterio es reforzado con el final del Art. 605 del Código de Procedimiento Civil. En ella se deja a salvo en materia de apelación lo que dice el Art. 601 ejusdem. Y en este último se da, excepcionalmente, apelación en ambos efectos contra los pronunciamientos que se dicten ordenando la ampliación de las pruebas presentadas por el herederos para obtener el decreto provisorio afirmativo, o sea, sobre materia que corresponde a la primera parte del procedimiento interdictal arriba dicha, debiendo aceptarse entonces que el legislador, al expresar en el 605 que en el “juicio sumario” solo se da apelación en un solo efecto, salvo lo dicho en el 601, está admitiendo la división del juicio interdictal en parte sumaria y plenaria , conforme a la tesis acogida por la Sala, y que la primera comprende los actos preparatorios del decreto interdictal. De la exposición de estos principios se llega a la conclusión de que, tratándose de que la sentencia a la cual se contrae el recurso de hecho declarado sin lugar en la recurrida, es la definitiva del interdicto, puesto que fue dictada en la etapa contenciosa del mismo, poniendo fin a éste, la apelación debió ser oída en ambos efectos. (CSJ - 12 de agosto de 1971).

2.  De acuerdo con las actuaciones remitidas por el Tribunal a que la parte actora solicitó que la apelación fuese oída por ante este alto Tribunal, fundándose en que el ordinal 33 del Artículo 7º de la Ley orgánica de la Corte Federal en concordancia con la décimoquinta disposición transitoria d ella Constitución, atribuye a la Corte, en Sala Político Administrativa, el conocimiento “de las apelaciones y recursos interpuestos contra las decisiones en Primera Instancia, en todas las controversias fiscales relativas a impuestos federales y en todas aquellas decisiones en proceso en las cuales la Nación o el Fisco sean  parte o intervengan en ellos, salvo lo dispuesto en procedimiento especiales”.


Sin embargo, después de establecer la regla general que determina el fuero competente en los casos que concurran los supuestos establecidos por ella, se deja a “salvo lo dispuesto en procedimiento especial”.


Por tal motivo, aunque la Corte conoció alguna vez en segundo grado de recurso contra decisiones dictadas en primera instancia en un juicio interdictal, en el cual no se discutió posteriormente en otro procedimiento, hubo de observar que, con  arreglo a lo dispuesto en el Art. 594 del Código de Procedimiento Civil el “conocimiento de los interdicto corresponde exclusivamente a la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuero de la parte contra quien se intenten”, motivo por el cual, a partir de 1967, viene sustentando el criterio de que son las Cortes y Tribunales Superiores competentes en razón de la materia, los que deben conocer en grado de apelaciones y recursos interpuestos en los juicios interdictales, contra las sentencias de primera instancia, aun cuando en ellos intervenga o sea parte de la República.


La norma en referencia es tan clara y terminantes, que no requiere interpretación más ; la Corte juzga oportuno destacar el acierto del legislador ordinario en el conocimiento de los interdictos, pues esa solución resulta más conforme con la naturaleza posesoria de tales acciones y con el procedimiento sumario que la rige, que aquellas que serían procedentes con arreglo a las normas generales de competencia que determinan el fuero de la nación. (C.S.J. - 27 de febrero de 1973.)

Art. 606.


“después de pasado el año fijado para intentar los interdictos, no podrá pedirse la restitución o el amparo sino en juicio ordinario ; a menos que se haya hecho uso de fuerza contra el legítimo poseedor, a quien en este caso se favorecerá por el interdicto posesorio en cualquier tiempo”.


Jurisprudencia de Instancia.

1.  “.......afirma el autor que en Venezuela se ha planteado la problemática publiciana a propósito de la exégesis del artículo 606 del Código de Procedimiento Civil, manifestando que quien se pronunció por su inadmisibilidad como acción autónoma por primera vez en la doctrina venezolana, ha sido el Dr. Pedro Manuel Arcaya, así como también el Dr. Silvestre Tovar Lange. Que, en cambio, el Dr. Ramiro Antonio Parra no se pronuncia por la  inadmisibilidad de la publiciana, tal como se la concebía en el Derecho Romano, aunque reduce su amplitud al problema de determinar el mejor o más probable derecho. Que el Dr. Arminio Borjas no formula expresamente criterio alguno, pero indirectamente la admite al hablar de la posibilidad de oponer excepciones petitorias al juicio posesorio ordinario. Ahora bien, el Dr. Arcaya se funda en el artículo 606 del Código de Procedimiento Civil y en el 686 del Código Civil (actualmente 784) y dice que no se necesita ser propietario ni comprobar que se tiene dominio inatacable, sino que basta la posesión legítima, concluyendo que es prudente que “junto con la acción reivindicatoria se intente como subsidiaria la publiciana, aunque afirma también que ésta (la publiciana) puede intentarse sola sin necesidad de acumularse con la reivindicatoria”.


En cuanto Al Dr. Tovar Lange, reconoce la posibilidad de que “el actor, aun dentro del año, puede escoger la vía ordinaria a la interdictal”.


Conclusión de lo que antecede, es que ante la ausencia de la reglamentación de la acción posesoria de juicio ordinario, la solución no puede consistir en negar la existencia del derecho en que se fundamente, sino analizar si en la práctica dicha acción puede tener otra causa  lo que también debe hacerse dada la posibilidad de concebirla como acción autónoma. (Subrayado de la Corte). Que la problemática consiste en determinar si el régimen de pruebas establecido a propósito de la acción reivindicatoria puede deducirse que en ausencia de títulos en el actor y en el  demandado, la controversia debe resolverse en favor del mejor poseedor. Con esta solución y dotada de régimen, la acción posesoria ordinaria se salvarían lasa objeciones formuladas en la doctrina Arcaya-Tovar-Lange, ya que la acción estaría sujeta al régimen de la reivindicación resultando “una tutela jurídica intermedia entre petitorio y posesorio, un instituto antiguo”. (Ludovico Baraci). Que en cuanto a la objeción de que se acumula el petitorio con posesorio, debe desecharse ese criterio, pues como ha afirmado Couture, esta distinción “se refiere a procesos y no acciones” y aquí no se trataría de acumular procesos o acciones, sino de determinar en juicio ordinario cual de dos relaciones posesorias merecen mayor protección.


Señala el Dr. Certad que “el primer inconveniente se encuentra al tratar de determinar el régimen de pruebas de la acción  reivindicatoria, ya que no aparece en el Código una precisa regulación en el artículo 548. A este respecto, Andrade Delgado, en “comentario a una sentencia venezolana sobre reivindicación”, señala : “La sentencia que comentamos, hace notar la indeterminación, en el texto del citado artículo 548, de los requisitos que deben cumplirse para poder ejercitar con éxito la acción de reivindicación reconocida al propietario como consecuencia de su derecho, y considera que al sentenciador no le queda otro camino sino atenerse a lo que al respecto enseña la doctrina y jurisprudencia. Refiriéndose el mismo autor a la circunstancia de que “al efecto de salvar las lagunas de la Ley la jurisprudencia francesa ha establecido una clasificación de las reglas de pruebas aplicables a la acción reivindicatoria, distinguiendo tres casos :


1º) Ninguna de las partes tiene título etc....”.


Estas reglas de la doctrina y jurisprudencia francesa son plenamente asimilables al Derecho Venezolano, Planiol , citado por el propio Andrade Delgado, a propósito del análisis del primer supuesto señalado (ninguna de las partes tiene título), señala que “el demandado debe conservar la cosa si tiene de ella la posesión útil para usucapir. Esto es resultado de la presunción de propiedad que va unida al derecho de posesión.....”. Se da la misma solución y por el mismo motivo al caso en que el actor tiene esa posesión”. La fórmula precedente señalada significa que esa posesión ad usucapionem del actor, priva sobre la situación de ausencia de detentación material en el demandado o ante posesión legítima, por lo que de hecho la protección posesoria del juicio ordinario se encuentra embebida en el marco de la acción reivindicatoria, lo que expresamente se ha reconocido por el Tribunal Supremo Español”, no obstante que también España como Venezuela, solo puede deducirse la existencia de la acción publiciana de una disposición procesal carente de reglamentación. Que aún en el Derecho Mejicano, en el existe la acción autónoma, su ejercicio y su régimen de pruebas, se regula “en los mismos términos de la acción reivindicatoria”. Queda así la protección posesoria ordinaria con el ropaje, no hecho a su medida , del juicio reivindicatorio, llegándose indirectamente a la acción posesoria ordinaria.

Desde luego que lo expuesto, contribuye una excepción al principio de que en la reivindicación debe, en todo caso, probarse la propiedad u obviar la “probatio diabólica” con la prueba de la prescripción, excepción que se explica dado el carácter sui generis de la protección realmente posesoria de que se trata. Conclusiones a las que solo puede llegarse ante la ausencia de regulación de la acción publiciana”.


Termina el Dr. Certad, diciendo : “Para el Derecho urgente lo más interesante es que el actor con reivindicación, pida subsidiariamente en el supuesto de que no se le conozca la propiedad que el sea entregada la posesión de la cosa de conformidad con el art. 606 del Código de Procedimiento Civil.


Hechas las consideraciones anteriores, observa la Corte que, si la acción intentada está “embebida en el marco de la acción reivindicatoria” y que su ejercicio y régimen de pruebas se regula en los mismos términos que aquellas, la decisión que debió dictar el sentenciador a-quo era declarar sin lugar la acción por las siguientes razones” : (DFMSC2 - 15 de julio de 1968).

2.  La actora ha deducido en juicio la acción contemplada en el artículo 606 del Código de Procedimiento Civil. Por vía no interdictal, pretende que se le restituya en la posesión del derecho de paso perteneciente a su finca por el viento. Este con la del demandado, a través de la éste y hacia la vía pública avenida G5, del cual fue despojada por haber éste levantado una cerca de alambre que impidió el paso. La demanda fue contradicha en los hechos y en el derecho, y el demandado alegó de modo expreso la ausencia de título en la actora que legitimara su pretendido derecho de paso. Según la sentencia de primera instancia, le demandante sostiene la existencia del derecho de paso consagrado en el artículo 660 del Código Civil, pero no reclama que se le conceda ese derecho sino que se le restituya en el mismo por tenerlo y haberlo perdido, haciendo uso de la vía procesal que consagra el artículo 606 del Código de Procedimiento Civil, según el cual “después de pasado el año fijado para intentar los interdictos, no podrá pedirse la restitución o el amparo sino en juicio ordinario...”. Y como el artículo 783 del Código Civil, pauta que quien haya sido despojado de la posesión, cualquiera que ella sea, podrá ejercer la acción, concluye que su ejercicio por la vía ordinaria no impone ni exige requisitos distintos a los propios de la vía interdictal, y por lo mismo rechaza la defensa perentoria fundada en la ausencia de título legítimo de derecho de paso en la actora. Esta interpretación del artículo 606 del Código de Procedimiento Civil que favorece al querellante negligente que no autorizó dentro del año de la perturbación o del despojo la vía interdictal al permitirle por la ordinaria mayor amplitud y facilidades para su ejercicio es opuesta a la opinión de Borjas, parcialmente aceptada por el Tribunal cuando asienta que como la acción interdictal caduca al año de haberse verificado los hechos de perturbación o de despojo, la restitución o el amparo no podrán pedirse después sino en juicio ordinario, vale decir, en juicio petitoria, pues aun cuando el demandado se limitase a ejercer una acción meramente posesoria, con prescindencia de su derecho o poseer, la contraparte podrá oponer las excepciones de mérito o de modo sobre la propiedad o sobre cualquier otro derecho preferente al de simple poseedor. LA lectura del libelo muestra elementos que salen del esquema de la demanda interdictal y de la acción meramente posesoria. La actora comienza por afirmarse propietaria de una cosa que adquirió en el año de 1961, y en el acto de la contestación de la demanda, al insistir en tal hecho, hace constar que el título de propiedad de dicha cosa que adquirió por compra consta de documento notariado ante el Notario Cuarto. Igualmente admite que el demandado es propietario del terreno “por donde queda el paso” y le pide que se lo restituya. Las expresiones transcritas excluyen que sea ésta la situación contemplada en el artículo 603 del Código de Procedimiento Civil, donde se enfrentan las pretensiones contrarias de dos o más personas que pidieron la posesión de alguna cosa o pretendieron ser amparados en ella, acción ésta acentuadamente posesoria, en cuyo desarrollo no hay necesidad de proclamar ni exigir titularidad específica, porque el debate se vincula a la posesión o tenencia. Pero en el caso de autos, la actora, aunque sin expresarlo libremente, asienta su derecho a exigir la restitución del paso en el hecho ya confesado de ser ella la propietaria de un fundo enclavado dentro del fundo del demandado. Porque es antecedente lógico del derecho a pedir esa restitución, haber tenido o poseído ese derecho y es precisamente el apoyo en su título de propiedad del fundo lo que dirige y fundamente el ejercicio de su acción. Debe entonces averiguarse si es ella, en realidad, titular del derecho real discutido. En principio - ya está dicho - la ley reconoce el derecho a obtener o constituir la servidumbre del beneficio de un fundo en determinadas condiciones, en cuyo caso, si así es admitido por el propietario del fundo sirviente, se establece formalmente la servidumbre mediante título. En caso de desacuerdo, como ese derecho a obtenerla, no debe mantenerse simplemente escrito en la ley, sino que exige estar dotado de acción, se ha protegido a las servidumbre con una “in rem actio”, la acción confesoria, así llamada porque tiende a hacer confesar o reconocer el derecho del que la ejercita. Aquí no se ha establecido la servidumbre mediante título, ni tal cosa ha sostenido al actora, pero pretende, sin embargo, la restitución de ese derecho. Pudo haberlo adquirido por prescripción, conforme a la novedad legislativa introducida en el vigente Código Civil (1942), pero ninguna mención se hizo en tal sentido ni tampoco se ha pretendido probar el hecho en este juicio. A pesar de tratarse de una servidumbre discontinua aparente, en principio difícil de adquirirse por prescripción ante la dificultad de calificar los actos de ejercicio como efectivamente posesorios o de simple tolerancia o de no uso de la facultad del otro propietario, lo cierto es que la reforma señalada admitió este modo de constituirse o de adquirir a servidumbre. Más no existe indicio de que haya podido constituir en esa forma lo que aquí se discute. La otra afirma haber poseído el paso y para probarlo dejó constancia de la realización de actos posesorios sin señalamiento del momento en que comenzó a ejercitarse el derecho ni el tiempo preciso durante la cual haya continuado ese ejercicio, en condiciones que permitieran, por lo menos, suponer que por esta vía posesoria, hubiera podido adquirir la servidumbre su afirmación en el libelo de poseer sin interrupción desde el año 1960, aun demostrada sería insuficiente. (DFMSC1 - 14 de agosto de 1969.)

Art. 607.


“Cuando en el juicio ordinario se pruebe la falsedad de los fundamentos alegados por el querellante para la restitución o el amparo, se le condenará a satisfacer todos los perjuicios que por esta causa sufriere la parte contraria , inclusive las costas que ésta hubiere pagado por el interdicto”.


Jurisprudencia de Casación.

1.  “La sentencia interdictal no produce ejecutoria sobre la posesión, los decretos de interdictos no produce cosa juzgada en cuando al fondo petitorio, pero si en cuanto al procedimiento (Memoria 1925, pág. 319)”.

2.  “en efecto, al tenor del artículo 604 del Código de Procedimiento Civil, se condenará en las costas a quienes resultaren despojadores o perturbadores. En otras palabras, esas costas - como lo dejó establecido el Alto Tribunal en sentencia del 4 de julio de 1959, “son de derecho, es decir, de imposición obligatoria contra el despojador de la posesión conforme al dicho artículo 604, que es de preferente e imperativa aplicación”. De consiguiente, si las sentencias dictadas en los juicios interdictales causan cosa juzgada en cuanto a la posesión - como el propio recurrente lo acepta- , es lógico que la imposición de costas decretadas en dicho juicio posesorio produzca también cosa juzgada y, por lo tanto no puede pedirse en otro juicio su exención. Otra cosa es que probada en juicio ordinario la falsedad de los fundamentos alegados por el querellante para la restitución o el amparo, se le pueda pedir al querellante favorecido con las costas la devolución de éstas al tenor del artículo 607 del Código de Procedimiento Civil, pero ello supone - así aparece en dicho artículo - que en juicio ordinario se ha demostrado previamente la falsedad referida, lo que no ocurre en el caso de autos en que se ha pedido pura y simplemente la exención de costas sobre la base de que en el juicio interdictal respectivo no fue citado el querellado (sentencia d ella Corte en Pleno de 18 de enero de 1966), pero sin que ahora se hubiera propuesto y decidido la invalidación de ese juicio interdictal, como lo expresa la recurrida”. (G.F.Nº.65, Pág. 373.)

Art. 608.


“El Juez que privare a alguien de su posesión sin las formalidades que previene esta Ley, será responsable de todos los perjuicios ante su superior inmediato”.

Art. 609.


La denuncia de obra nueva se hará por escrito ante cualquier Juez que tenga jurisdicción en lo civil en el lugar donde se halla la obra, y el Juez, procediendo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 774 del Código Civil, proveerá lo que corresponde. No se oirá apelación de la providencia que prohiba la continuación de la obra”.


Jurisprudencia de Instancia.

1.  JTR. Vol. XIV, pág. 556. “Si el legislador no permite, en aras de la celeridad que requiere el proceso interdictal de obra nueva, recurso de apelación contra el decreto de paralización de la obra, no es lógico pensar que cabe contra él revocatoria”. (DFMSC3 - 29 de noviembre de 1966).

2.  El dictar el Tribunal las medidas de prohibición de continuar la obra nueva, y de exigir al querellante que preste caución, para responder de los daños que se pudieren causar con la suspensión, es suficiente para la revocatoria del decreto de paralización de la obra nueva. (DFMSC3 - 16 de enero de 1969.) Puede suspenderse legítimamente un interdicto prohibitivo con fianza, pudiendo la parte presuntamente lesionada objetar la eficacia o suficiencia de la garantía. (DFMC1 - 23 de octubre de 1969).
3.  Nada obsta a que en el interdicto de obra nueva, un tercero solicite en nombre del querellado la suspensión de la medida de prohibición de continuar la obra y ofrezca caución para responder del juicio y de la medida suspensiva. (Corte Superior Primera - 9 de abril de 1970).
4.  “Quien denuncia la obra nueva, debe hallarse en posesión de las costas o derechos reales amenazados de perjuicio. La sola demostración de su titularidad no es suficiente”. (DFMIC1 - 20 de febrero de 1967).
5.   “Legitimado activo en el interdicto de obra nueva lo es cualquier poseedor, pero su posesión no puede ser demostrada a través de la simple declaración de testigos cuyos dichos versaren sobre conceptos jurídicos”. (DFMICV - 13 de enero de 1967.)
6.  En el juicio interdictal de obra nueva , la querellante aportó el resultado de una Inspección Ocular practicada con asesoramiento de un técnico, a fin de probar los daños que se le causaron. Sin embargo, el interdicto es declarado sin lugar en razón a que los hechos demandados requerían ser probados con una experticia y el asesoramiento técnico, tal cual fue practicado no llena los requisitos de ese medio de prueba. (C.S. Segunda . 18 de febrero de 1971.)
7.  En el procedimiento interdictal de obra nueva seguido por el ciudadano..... contra el ciudadano........ ante el Juzgado......., revocado el decreto de dicho Tribunal, de 23 de junio de 1969, practicado el 26 de los mismos mes y año, que prohibía la continuación de la obra nueva emprendida por el querellado ; y, en consecuencia, fue declarado sin lugar el interdicto de obra nueva presentado por el querellante a quien por resultar totalmente vencida, se le condena en costas. Por apelación de la querellante....subieron los autos a esta Corte....y siendo la oportunidad para decidir, se observa :

La apoderado actora expresó en la querella lo siguiente : Mi mandante es poseedor de un inmueble, situado en la ciudad de Caracas......., inmueble éste que fue constituido con anterioridad a la operación de compra que hiciera sobre el lote de terreno sobre el cual constituyó la susodicha casa...... El inmueble en cuestión lo tiene dado en arrendamiento al señor..... dos ha efectuado banquero y ha procedido a comenzar a levantar paredes de bloques e igualmente ha procedido a realizar excavaciones, impidiendo totalmente el paso que por el frente de la casa de acceso a la calle o a la vía pública, en virtud de que tales obras en construcción son contiguas con el patio cerrado de cemento que existe frente a la casa propiedad de mi mandante, el cual tiene unas igualmente de cemento, la cual constituyó la entrada de la casa, ocasionándole dicha construcción daños de consideración con el tenor consiguientes de que a medida que avance la construcción se ocasionen mayores daños al inmueble propiedad de mi mandante...  Para mayor abundamiento, anexo tres fotografías d ellas obras denunciadas de las cuales se puede apreciar que las mismas impiden la entrada y salida del inmueble de mi mandante a la vía pública. De conformidad con lo establecido en el Artículo 609 del Código de Procedimiento Civil, ocurro ante su competente autoridad para denunciar , como en efecto denuncio, la obra nueva mencionada, para que el Tribunal, procediendo de conformidad con el Art. 785 del Código Civil, tome las medidas conducentes, a fin de prohibir la continuación d ella obra mencionada....


Previa constitución y aceptación de fianza que exigiera el Juzgado a que, por auto del 23 de junio de 1969, fue prohibida la continuación de la obra nueva emprendida por el querellado, decreto prohibitivo que ejecutó la Secretaría del mismo Tribunal....


Como se desprende de la querella transcrita y de la reseña de la actividad probatoria de la querellante y del querellado, en el presente procedimiento de la caución que se debate, estriba en el obstáculo o impedimento pata tener acceso o pasar al inmueble de la querellada ; materia extraña al interdicto prohibitivo de obra nueva, que es de las pertinencias de los interdictos posesorios de los cuales se ha hecho uso la querellante. Siendo un problema para dilucidarse por la vía de los interdictos de amparo o de despojo, pero no a través del interdicto prohibitivo de la obra nueva, resulta impertinente el interdicto del presente procedimiento, y es forzoso declarar sin lugar la presente querella por obra nueva, y así se decide.


Declarada la impertinencia del procedimiento interdictal de obra nueva para decidir lo alegado por la querellante, es ocioso cualquier consideración acerca de las pruebas reseñadas, ya que las d ella querellante están dirigidas a demostrar la imposibilidad de acceso a su inmueble por la construcción del querellado, y las de éste están destinados a probar que la construcción no impide ni obstaculiza el paso o acceso al inmueble de la querellante. Así se declara. (Corte Superior Primera.- Sent. 24-9-73).

Art. 610.


“Si se prohibiere la continuación de la obra nueva, quedará abierta una articulación desde el momento en que se lleve a efecto la providencia. Esta articulación se sustanciará y decidirá del mismo modo de la que trata el artículo 598”.


“Si el decreto prohibitivo lo pronunciare un Juez que no sea el que deba conocer de la causa, remitirá el expediente, inmediatamente después de ejecutado el decreto, al Tribunal competente para que sustancie y decida la articulación, concediéndose al efecto el término de la distancia si hubiere lugar, cuando ambos Tribunales residan en localidades diferentes”.


“El fallo del Tribunal sobre la articulación comprenderá, no solo el punto sobre continuación o prohibición, sino los demás mencionados en el artículo 774 del Código Civil”.


Jurisprudencia de Instancia.

1.  La incidencia que origina el decreto de paralización de la obra nueva, hace que no obstante ser ésta una interlocutoria no sujeta a apelación (artículo 610 del Código de Procedimiento Civil), no puede ser revocado por el Juez de la misma instancia que lo dictó. (DFMSC3 - 29 de noviembre de 1966.)

Art. 611.


“Para llevar a cabo la prohibición de continuar la obra, el Juez pasará personalmente, o dará comisión bastante a su secretario para que pase al lugar donde estuviere haciéndose la obra nueva, a modificar que se la prohibe so pena de que se destruirá a costa del dueño todo lo que se adelantare después, y de que se exigirá a cada trabajador el duplo de su jornal o salario, en calidad de multa, durante el tiempo de su contravención si estuviere impuesto de la prohibición. Esta prohibición se hará válidamente, no solo al dueño d ella obra , sino también a los trabajadores que allí se encuentren, y, en defecto de aquel y de éstos, a cualquiera persona dependiente del dueño, dejando siempre escrita la orden prohibitiva en la cual se dará razón de la persona que la haya solicitado y de la fecha en que se la haya expedido”.


Jurisprudencia de Instancia.

1.  La fase inaudita partes, de los juicios interdictales, se refiere únicamente a la ejecución del decreto, esto es, de la providencia restitutoria o prohibitiva. Agotada esa fase, es menester, para que el proceso se desenvuelva legítimamente, la citación del demandado, sin cuyo recurso no operan las demás fases preclusivas. (DFMIC1 - 23 de noviembre de 1966).


Jurisprudencia de Casación.

1.  El Artículo 611 del Código de Procedimiento Civil contiene el formalismo que ha de seguir el Juez para que se lleve a cabo la prohibición de continuar la obra nueva, es decir, la constitución del Tribunal, o la del Secretario del mismo en el lugar donde se hace aquella ; la notificación al dueño de ella o a los trabajadores de la misma ; o, en defecto de uno u otros, a cualquier persona dependiente del dueño ; y, por último , la entrega de la  orden prohibitiva. Consiguiente para que haya infracción de dicha disposición, es menester que se haya observado erróneamente algunos de sus requerimientos o que la hayan dejado de aplicar en toda su integridad. Pero en el caso de autos, el formalizante no apoya su denuncia en ninguno de los extremos dichos, sino que se desvía hacia consideraciones tendientes a averiguar a quien debe conceptuarse como dueño de la obra, y contra quien ha decido intentarse la querella, puntos éstos que, en realidad, han sido resueltos en la sentencia impugnada. En consecuencia, ninguna relación entre la decisión que establece que la expresión “dueño de la obra”, que emplea la Ley en el aludido precepto, debe interpretarse en tal o cual sentido, y el Art. 611, que se limita a establecer los requisitos necesarios para llevar a cabo la prohibición de continuar la obra nueva. La determinación del carácter d ellas partes en el proceso, podrá dar nacimiento a infracciones de otra índole, mas no a la del susodicho Artículo 611 del Código de Procedimiento Civil, el cual, por tanto, declara la Corte que no ha sido infringido. (Sent. del 21 de octubre de 1953, G.F.Nº 2, 2ª, págs. 314 ss . Corte Suprema de Justicia en sala Civil Mercantil y del Trabajo.)

Art. 612.


“Cuando el Juez que hubiere dictado la prohibición no fuere el mismo a conocer d ella causa, no podrá dar ninguna otra determinación, a menos que sea apara suspender la prohibición por desistimiento del demandante, hecho antes de que se haya dirigido el expediente al Juez de Primera Instancia, y aún después, si estuvieren de acuerdo ambas partes : se dará aviso inmediatamente en este caso a aquel magistrado”.

Art. 613.


“De la providencia recaída en la articulación que prohiba continuar la obra, no se admitirá apelación sino en un solo efecto”.

Art.614.


“Por el mismo hecho de haber quedado decidido en la articulación que se suspenda la obra, tanto el demandante como el demandado, se entenderán citados para comparecer ante el Juez competente, en el término ordinario, para la contestación y consolidación, y para la secuela del juicio si la conciliación no tuviere efecto”.


Jurisprudencia de Casación.

1.  Es cierto que el Artículo 133 del Código de Procedimiento Civil establece como formalidad necesaria para la validez de todo juicio la citación del demandado para la litis-contestación, y que, por tanto  la falta de aquella a los juicios de que adolezca pueden originar la reposición de la causa. Mas no es menos verdad que, a pesar de la existencia de ese principio general, asuntos de carácter contencioso han, en los cuales no se requiere citación con arreglo a lo dispuesto en el Título V del nombrado Código, sea porque en ellos no exista el acto de la litis-contestación, bien porque el legislador haya creído necesario hacer excepción a la norma consagrada en el susodicho Artículo 133. En este sentido, pueden traerse a colación las disposiciones que rigen el sistema de los interdictos prohibitivos, calificados éstos, por el propio legislador, como procedimientos contenciosos. Base de aquel sistema, en casos, de interdicto de obra nueva, es suficiente que se haga la notificación del caso, ya al dueño de la obra, ya a los trabajadores que en ella se encuentren, o, en defecto de éste, cualquier persona dependiente del dueño. Y a partir del momento en que se efectúe esta providencia, quedará una articulación en la cual las partes expondrán sus alegatos y defensas para que el Juez, al décimoquinto día, decida, manteniendo la medida acordada o revocándola. Es evidente, pues, que a contar del momento en que se hace la notificación de no continuar la obra, se empeña entre las partes una litis, que no requiere la citación especial de que habla el artículo 133 del Código de Procedimiento Civil, hecha de acuerdo con lo que dispone el Artículo 135 del mismo. Se trata de un caso sui generis en el cual basta una simple notificación no solo al dueño de la obra, sino aún a los trabajadores que se encuentren en ésta, quienes en algunas circunstancias podrían ser de mínimas actividades y ser casi extraños a aquel. Pero no se detiene el legislador en considerar que con la sola notificación de la prohibición de la obra, aún hecha a personas diferentes al dueño de ella, las partes están a derecho para comparecer a la articulación, sino que a esa misma notificación le da el carácter de citación, para el caso de que haya de efectuarse la litis-contestación, llenos que hayan sido los extremos previstos por el Artículo 614 del Código de Procedimiento Civil.


Sentados los principios expuestos y manifestado por el propio recurrente que la prohibición de continuar la obra se notificó a los ingenieros y trabajadores que el Tribunal respectivo encontró en el lugar donde se constituyó, concluye y declara esta Corte que no fueron infringidos los Artículos 133 y 135 del Código de Procedimiento Civil y que no procede, en consecuencia, la nulidad solicitada. (Sentencia del 21 de octubre de 1953. Corte Suprema de Justicia en Sala Civil, Mercantil y del Trabajo).

Art. 615.


“En los demás se observarán los trámites del juicio ordinario, y se concederán los recursos que por este Código puedan interponerse”.

Art. 616.


“Los demás interdictos prohibitivos se sustanciarán y decidirán de la manera establecida para el de obra nueva ; pero, caso de que el peligro sea inminente, se ocurrirá a las autoridades de policía, antes o después de haberse intentado el reclamo judicial, y sin perjuicio de lo que se determinare por el Juez respectivo”.


Jurisprudencia de Instancia.

1.  No es procedente el interdicto de daño temido, si el daño para la fecha de la querella ya se había producido totalmente. (C.S. Primera), 29 de abril de 1971.


Jurisprudencia de Casación.

1.  Para intentar el interdicto de obra vieja o daño temido, es necesario, pues, que el querellante tenga motivo racional para temer la amenaza de un daño próximo sobre la cosa poseída por él, siendo indiferente que para el momento de ser ejercida la acción se haya ya algún daño o no haya ocurrido ninguno todavía. A juicio de esta Corte, la circunstancia de haberse producido para la fecha de la introducción de la querella algunos de los daños temidos, no excluye la procedencia de la referida acción interdictal ; por el contrario, ello podría servir de base al motivo racional que haya tenido el actor para temer en un futuro próximo la reproducción de daños de igual naturaleza. (Sentencia del 4 de febrero de 1964. Corte Suprema de Justicia en Sala Civil, Mercantil y del Trabajo.)

2.  En el presente caso se trata de una acción fundada en las disposiciones del Artículo 786 del Código Civil, es decir, del interdicto que doctrinariamente se denomina “amenaza de daño próximo” (acción damni infesti en el Derecho Romano). Los fines perseguidos por nuestro legislador con la consagración de tales denuncias sobre temores a daños inminente, tienden exclusivamente a evitar el riesgo de que los mismos (los daños) puedan producirse, y por ello la citada disposición legal inviste al Juez con facultades para dictar y ejecutar según las circunstancias aquellas medidas que tiendan a conjurar el peligro, así como también  para intimar al interesado la obligación de caucionar posibles daños. No están en consecuencia, autorizados los jueces, dentro de sus funciones en tal especie de interdicto, a resolver problemas que corresponden a cuestiones petitorias - como la aspira el formalizantes en sus razonamientos - y que solo tienen cabida en el juicio ordinario. En consecuencia, al apreciar el sentenciador pruebas promovidas en la incidencia y declarar que conforme a las mismas “el establecimiento de las aguas en la carretera sur del bar y  restaurante “C”, se debió a la acumulación hecha por el querellado, de piedra, arena y aguas”, “a haberse destruido la cañería y desagües que daban salida a las aguas” y concluir por tales motivos confirmado el auto de 14 de enero de 1956, que contiene las medidas tomadas por el Juez de la causa en resguardo de que no acontecieran los daños temidos, cumplió con las prescripciones de los Artículos 162 y 12 del Código de Procedimiento Civil en cuanto a lo aplicable de ellos a los autos. Por tales razones, se declaran improcedentes las denuncias formuladas sobre el recurso de forma. (Sent. del 11 de noviembre de 1958, G.F. Nº.22, 2ª E., págs. 95 s. Corte Suprema de Justicia en Sala Civil, Mercantil y del Trabajo).
Apéndice

PRELIMINARES COMENTARIOS DEL TRATAMIENTO INTERDICTAL EN EL PROYECTO DE CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL VENEZOLANO.


Introducción


En data reciente el Ministerio de Justicia ha presentado al Poder Legislativo Nacional un Proyecto de Código de Procedimiento Civil, modificatorio de la normativa vigente que data  de 1916, denominado por el Dr. Miguel Santana Mujica “Código de Procedimiento Civil Secreto” debido al inusitado estilo utilizado por los redactores y el Ministro presentante que evitaron hasta donde les fue posible que el contenido del proyecto se conociera por Abogados Juristas, Profesores de la materia, entes gremiales, asociaciones especializadas y por el Público en general. Sin embargo, la cortesía de la Comisión Permanente de Política Interior del Senado de la República, ha permitido que el proyecto llegue a nuestras manos con la invitación cordial que emitamos nuestras personales apreciaciones que pensamos producir al estudiarlo detenidamente.


Exigencias especiales de amigos no han impuestos iniciar preliminares de nuestra opinión sobre el tema interdictal, con la observación previa, que las presentes consideraciones constituyen una apreciación superficial que no pretende el análisis profundo requerido, el cual formularemos luego  de una meditación más definida sobre las normas contenidas en el proyecto. Analizar una normativa, supone problematizar todos y cada uno de los supuestos presentados en sus normas, indagar sobre la fuente legislativa utilizada, las conclusiones fenomenológicas que pretendemos presentar, partiendo de este primer papel de trabajo.


Los interdictos son tratados en el proyecto en el libro cuarto, parte primera, Título III, Capítulo II, entre los Artículos 697 al 719 inclusive, dividido entres secciones ; la primera referida a los interdictos en general, la segunda a los interdictos posesorio, y, la tercera a los interdictos prohibitivos.

SECCION PRIMERA

Artículo 697


“El conocimiento de los interdictos corresponde exclusivamente a la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuero de la parte contra quien se intenten”.


Esta norma corresponde al Artículo 594 del Código vigente y no existe ningún cambio en ella. Nuestro fallecido jurista ARMANDO HERNANDEZ-BRETON siguiendo la doctrina de Borjas, calificada este Artículo como “disposición sin objeto”, criterio que no compartimos y que consideramos saludable incorporado en su mismo tenor en el proyecto comentado, porque permite la determinación absoluta de la competencia civil en los asuntos interdictales e impide la brecha permanente que dificulta el deslinde de lo civil y de lo mercantil. Toda la materia interdictal será siempre civil “ cualquiera sea el fuero de la parte contra quien se intente”.


No es cierta la afirmación de Borjas cuando expresa :

“....el derecho Jurídico de la Posesión es de la exclusiva competencia del Derecho Civil y por ello las acciones interdictales son siempre civiles, aún refiriéndose a cosas mercantiles o a hechos delictuosos”, porque , si tal fuera el caso, aplicaríamos el mismo principio para las ejecuciones de hipoteca, las resoluciones de contrato de arrendamiento y otros problemas que están tratados en el Código Civil, estudiados en el derecho civil, pero que a la hora de determinar la competencia por razón de la materia, siguiendo la no bien ponderada doctrina de casación, se le atribuye competencia a los Tribunales mercantiles si el fuero de una de las partes es de naturaleza comercial.

Art. 698


“Es Juez competente para conocer de los interdictos el que ejerza la jurisdicción ordinaria en Primera Instancia en el lugar donde esté situada la cosa objeto de ellos ; respecto de la posesión hereditaria lo es el de la jurisdicción del lugar donde se haya abierto la sucesión”.


La confrontación de esta norma del proyecto con su igual del Código vigente (595) nos lleva a señalar la siguientes diferencias : a) El proyecto elimina el abverbio “también” y el adjetivo “plena”, decatando  la sintaxis de la norma, b) El proyecto expresa : “jurisdicción ordinaria en Primera Instancia....” usando mayúsculas al expresar “Primera Instancia” pretendiendo con ello sustantivar el expresado con miras posiblemente, a la diferenciación con conocimiento en Primera Instancia”, que podría corresponder, y al efecto así sucede con otras materias, a Tribunales de Distrito y a Tribunales de Municipio (Departamento o Parroquia en Caracas) con los Tribunales de Primera Instancia Civil, distintos a aquellos ; c) la última diferencia radica en la supresión de una coma a renglón seguido de la frase “...en el lugar donde esté situada la cosa” que a nuestro entender termina por decantar la sintaxis del Artículo comentado.


Las modificaciones señaladas no varían el contexto de la norma y por tanto su interpretación debe coincidir con la existencia hasta ahora, siendo válidas las críticas que ella ha recibido en lo relativo a los conflictos de competencia territorial en casos que la cosa esté situada en límites que comprenden dos o más jurisdicciones y la falta de calificación de la naturaleza del Procedimiento Interdictal.


El caso de conflicto territorial lo ha solucionado la jurisprudencia aplicando el dispositivo contenido en el aparte primero del Artículo 77 del Código de Procedimiento Civil que deja a elección del demandante la autoridad judicial ante el cual debe proponerse la demanda.


La falta de calificación de la naturaleza de la acción interdictal provocará, como ha provocado  hasta ahora, confusión, jurisprudencia encontrada y negará existencia de instituciones valederas como la que deviene de la acción publiciana, con todo y las anotaciones enfáticas favorables que s desprenden de varios supuestos habidos en otros artículos. No se trata de calificar el juicio interdictal como sumario o sumarísimo por la reducción de términos y compendiosidad de sus formas procesales, se trata de calificar la acción como tal.


Para motivar nuestra posición en este asunto hemos de reiterar como Calamandrei que “la actuación de la Ley en el proceso puede asumir tres formas ; cognición, conservación y ejecución”, siendo que la acción tiende a lograr una declaración concreta de la voluntad de la Ley, la realización forzosa de lo declarado o la conservación del contenido de cuanto se pretende en la misma acción.


Venezuela se encuentra entre los países cuyas legislaciones no se han pronunciado sobre la existencia del “poder cautelar general” que como dice Alí Venturini “existe para el tratamiento del tema preventivo, un eje de interpretación sumamente precario”. Por esa razón nuestra legislación habla solo de un sistema cautelar taxativo, tenida siempre la cautela como instrumentalidad hipotética del proceso referido, fundamentalmente, a las clásicas medidas preventivas.


La sumariedad del propio procedimiento interdictal, ya lo hemos dicho, radica no solo en las características de abreviación y compendiosidad sino también en la interinidad de sus decisiones y en la provisionalidad de ellas.


La propia jurisprudencia venezolana, tan timorata en este tipo de definiciones ha señalado que la cosa juzgada de los juicios interdictales es formal, o lo que es lo mismo constituyen en el caso de las perturbaciones un amparo de un derecho no desconocido y en los despojos una reivindicación provisoria como anotara Julio Dassen. La cosa juzgada formal en criterio de Humberto Cuenca “se agota dentro de su mismo proceso” señalando posteriormente que producen Cosa Juzgada formal, aquellas sentencias provisionales que pueden ser revocadas en otros procesos.


Teniendo los interdictos estas características se produciría por conclusión que la acción interdictal es una acción cautelar autónoma, no excluyente por tanto de las acciones ordinarias donde se discuta el mejor derecho a poseer.

 
Sostenemos que los interdictos  son medidas cautelares contempladas como tales en el tercer grupo de la calificación de Calamandrei.


Haría falta una disposición más o menos del siguiente tenor :


“Todo el juicio es sumario no excluyendo su decisión (pasada con autoridad de cosa juzgada, el ejercicio del ordinario posesorio”.


Creemos que por con la definición del juicio en forma definitiva de sumaria y con el señalamiento expresa que la decisión recaída en el juicio interdictal no impide el ejercicio o de las acciones ordinarias a que haya lugar, en forma específica, el ordinario posesorio, se le cierra el paso a las especulaciones .

SECCION SEGUNDA

Artículo 699 y 700


En la sección segunda del proyecto comentado titulado “De los interdictos posesorios” aparecen los Artículos 699 y 700 que correspondería al Artículo 598 de nuestro Código vigente donde empieza a distinguirse con claridad las diferencias entre el proyecto y el Código actual. En efecto tales Artículos son del tenor siguiente :


“Artículo 699.- En el caso del Artículo 783 del Código Civil el interesado demostrará al juez la ocurrencia del despojo, y encontrando éste suficiente la prueba o pruebas promovidas exigirá al querellante la constitución de una garantía, cuyo monto fijará para responder de los daños y perjuicios que pueda causar si solicitud en caso de ser  declarada sin lugar y decretará la restitución de la posesión dictando y practicando todas las medidas y diligencias que aseguran el cumplimiento de su decreto, utilizando la fuerza pública si ello fuera necesario. El Juez será subsidiariamente responsable de la insuficiente de la garantía.


Si el querellante manifestare no estar dispuesto a constituir la garantía, el Juez solamente decretará el secuestro de la cosa o derecho objeto de la posesión, si a juicio de las pruebas presentadas se establece una presunción a favor del querellante. Los gastos de depósito serán por cuenta de la parte que en definitiva resultare no tener derecho a la posesión de la cosa”.


“Artículo 700.- En el caso del Artículo 782 del Código Civil, el interesado demostrará ante el Juez la ocurrencia de la perturbación, y encontrando el Juez suficiente la prueba o pruebas promovidas, decretará el amparo a la posesión del querellante, practicando todas las medidas y diligencias que aseguren el cumplimiento de su secreto”.


El dispositivo que corresponde a nuestro Código actual es radicalmente diferente si lo confrontamos con los Artículos citados, que vamos a transcribir solo a fines didácticos.


“Artículo 596.- En los casos de los Artículos 770 y 771 del Código Civil haciendo constancia de la perturbación o del despojo, el Juez deberá decretar el amparo o la restitución sin citación de la otra parte, con la mayor celeridad en el procedimiento, contra el autor de la perturbación o despojo”.


Para comentar los Artículos del proyecto transcritos conforme a la sistemática hasta ahora señalados lo siguiente :

a)  La normativa actual habla de “haber constancia de la perturbación o del despojo”, en tanto que “el interesado demostrará al Juez la ocurrencia del despojo” y de la perturbación en su caso, con lo cual el proyectista aporta el principio inquisitivo que obliga al decreto interdictal, ahora es el Juez quien valorará el mérito de la prueba o pruebas presentadas. Ya el Juez no es mercenario, es juzgador y director del proceso.

El justificativo tan de moda en nuestros tribunales no tendrá, por si, toda la eficacia procesal con la que se le ha considerado hasta ahora, tendrá que contener algo más que hechos afirmados, deberá poseer elementos demostrativos que lleven a la convicción del Juez una verdadera presunción iuris tantum, solo desechada por prueba en contrario.

b)  Muy a pesar del valor que pueda inferirse de la pretensión presentada por el “interesado” a todo evento el Juez “exigirá el querellante la constitución de una garantía que responderá de los daños y perjuicios que pueda causar su solicitud en caso de ser declarada sin lugar”. El monto a fijar es de la discrección del Juez para lo cual tomará en cuenta la magnitud de los daños posibles, el valor de la cosa objeto de la querella y otras circunstancias racionalmente aprehensibles. No solamente es juiciosa y sana esta garantía en los casos del despojo presunto, sino que es la resultante del uso y del abuso habido en el foro, que con esta condición de procedencia del decreto interdictal evitará o minimizará el llamado “chantaje interdictal”. Se argüirá en contra señalando que por razones sociológicas, los poseedores sin título son generalmente ciudadanos de escasos recursos económicos, pero la razón habrá de imponerse sobre la conspiración manteniéndose la exigencia de la garantía para el decreto restitutorio.

c)  No entendemos el porque de la escisión y separación en la caracterización de los interdictos de despojo y de amparo en dos artículos diferentes, creando valorización diferente entre ellos, siendo que para el amparo no se exige la presentación de la garantía para responder de los daños y perjuicios que pueda ocasionar la acción ejercida. Los proyectista han teorizado sobre amparo interdictal llegando a la conclusión que su ejecución no debe, al menos, presentar signos de gravedad que impongan una condición relevante como la de garantizar previamente  los pretendidos perjuicios que la medida pueda causar. Obviamente que la realidad es distinta de esa referencia teórica, pués por razones de idiosincracia, y hasta de costumbre, no existen motivos para suponer un cambio de mentalidad si el legislador mantiene casi los mismos términos anteriores. En nuestra experiencia profesional hemos visto como un derecho de amparo, bienhechuría, cercas, construcciones y derechos han caído en cumplimiento del mismo y como se han obtenido restituciones con pretendidos amparos. Es una brecha demasiado evidente la que se abre, como para pensar que el patrón de conducta judicial será diferente. Consideramos que ambos artículos (699 y 700) del proyecto deben refundirse en uno solo que exprese en su acápite inicial lo siguiente : “en los casos de los Artículos 782 y 783 del Código Civil, el interesado demostrará al juez la ocurrencia de la perturbación o del despojo y éste encontrando suficiente la prueba o pruebas promovidas....” y a renglón seguido mantener la redacción del Artículo 699 del proyecto.

d)  La práctica del decreto interdictal, según el texto del proyecto, más que un acto formal habrá de constituirse en una actuación material y efectiva que permitirá que las actuaciones judiciales se cumplan realmente hasta con el auxilio de la “fuerza pública, si ello fuere necesario”. Esta ratificación del dispositivo consagrado en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Artículo 6) le configura al decreto interdictal una validez excepcional que dimensiona aún más responsabilidad del magistrado que dicte el decreto. No puede existir entre el instrumento presentado como prueba y el decreto una relación directa de causa a efecto, tiene que existir un proceso previo en la conciencia del Juez, que lo evidencia haber lugar al decreto. Hasta ahora, en muchos de los casos, la ejecución del decreto ha sido formal al punto que el querellante no pueda amparado ni restituido con el mismo. Esta circunstancia lleva a Leonardo Certad en su obra “Algunos problemas específicos del Interdicto Restitutorio” a decir : “El Código de Procedimiento Civil de 1904 permitía deducir que podía considerarse que del decreto de restitución derivaba una presunción en favor del querellante, presunción que debía desvirtuar el querellado en la secuela de la articulación probatoria del juicio de Posesión. Tal interpretación no cabe a la luz del Código de Procedimiento Civil vigente, cuyo Artículo 598 impone a los testigos del justificativo la ratificación de sus disposiciones. El decreto, en nuestro concepto, no crea presunción alguna a favor del querellante, ni siguiera una mejor posición procesal...”. Con el proyecto actual el decreto interdictal supone una presunción a favor del querellante, solo desvirtuable en la articulación correspondiente y una mejor posición no solo procesal sino material, porque el querellante discutirá las razones o sinrazones de su contrincante en posesión efectiva del bien objeto de la querella interdictal. Se mutila entonces, el valor del justificativo de testigos a los efectos de demostrar la posesión legítima y la cesión posesoria. Pensamos que no, solo que ahora el Juez es responsable de su propia decisión, en cuanto que le atribuirá valor a la testifical contenida en su justificativo conforme al mérito que pueda inferir de ellas, podrá pedir a priori que ratifiquen tales declaraciones en el Tribunal, podrá interrogarlos si lo considera conveniente, y ampliar (si lo estima necesario) la cobertura de sus declaraciones. A la parte querellada queda el derecho de promover aquellos testigos como testigos de su causa con el interrogatorio que estime conveniente, y en caso de contumacia, de los testigos, debe considerarse desvalorizada la presunción y el mérito que se infirió de ellos, a los efectos d ella práctica del decreto interdictal.

e)  El Artículo 699 del proyecto comentado en su aparte único señala que “Si el querellante manifestare no estar dispuesto a constituir la garantía, el Juez decretará el secuestro de la cosa o derecho objeto de la posesión, si a su juicio de las pruebas presentadas se establece una presunción grave en favor del querellante”. El expresado comentado resulta incompleto, por cuanto no solo debe proceder cautela de la cosa litigiosa en los casos que el querellante manifieste no estar dispuesto a constituirla, sino que, también, debe proceder para los casos en que constituirla ella, resultare insuficiente a criterio del Juez, o simplemente cuando no la constituyera aún no manifestando nada al respecto. El legislador no puede abrir camino a la vía interpretativa ex profeso, porque a ella hay que acudir cuando no percibida la duda, que dejaría la norma consagrada, se haga imperativo tener presente los principios generales sobre interpretación de normas.  Cuando la norma habla de “presunción grave a favor del  querellante” está ratificando el principio contenido en el Artículo 368 del Código de Procedimiento Civil vigente y repetido en el Artículo 585 del Proyecto comentado que se refiere al denominado “Fomus boni juris” (humo de buen derecho) que determina la existencia de un juicio conjetural por parte del Juez actuante debiendo concluir significando que de los instrumentos presentados existe una evidente presunción )iuris tamtum) de verosimilitud del derecho que se reclama, sin que tal juicio conjetural o proceso de silogismo prejuzgue sobre el fondo, porque a los efectos de la sentencia definitiva, tal presunción puede ser desechada por prueba en contrario, y por tanto revisados los supuestos que condujeron a la apreciación de procedencia d ella acción cautelar por existir “presunción grave” a favor del querellante. La calificación de grave de una presunción solo tiende a conformar la necesaria evidencia que debe existir en esa presunción diferenciándola de la presunción simple, o de los llamados indicios y simples conjeturas.

f)  En cuanto al secuestro, técnicamente se ha utilizado con rigor, pero desde al propósito decantatorio de vicios producidos por la normativa vigente sería prudente afirmar la característica del mismo. Podría hablarse de secuestro efectivo si se aspira que se prive al querellado de la posesión, depositándolo en manos de un terceros. Secuestro efectivo si con el decreto cautelar el Tribunal lo debe ejecutar poniendo materialmente la cosa secuestrada en manos de ese Tercero secuestratario. Podrá también hablarse de secuestro de secuestro especial en los términos del Artículo 375, ordinal séptimo (Artículo 599 del proyecto), en cuanto que el depósito se realice en la persona del querellante quien será el secuestratario del mismo. Podría hablarse del secuestro con apostamiento policial previo si la cosa o derecho objeto de la posesión sirve de vivienda al querellado. Resulta obvio que al no afirmarse la característica de este secuestro va a producirse la aplicación analógica del Artículo 375, ordinal séptimo (Artículo 599 del proyecto) del Código actual, o se va a recurrir al apostamiento policial que a los efectos de un proceso sumario como el interdictal sería nugatorio, o se va a practicar una medida notificada querellando, o a el cual el ejecutante de la medida notificada querellado, o a quien se encuentre en el momento de la práctica que el bien queda secuestrado. Los jueces por razones que no son de nuestro trabajo discutir, escogen siempre el procedimiento menos antipático, aún cuando éste sea el que jurídicamente sea menos aplicable, por ello estimo que aún no siendo muy ortodoxo, la norma debe hablar de secuestro efectivo. La medida de secuestro efectivo para los casos de perturbación y consiguiente amparo, si resultare valedera nuestra tesis de refundir en uno los dos artículos 699 y 400 del proyecto, sería procedente para los casos en que no se constituyera la garantía a que se refiere el acápite del artículo reseñado. La acción de subsidiaridad contra el Juez, aunque es un  modo permanente de presionarlo sobre todo en quienes confundan subsidiarlo con solidario, se ajusta la eficacia que el nuevo operativo del proyecto consagra, porque de esta manera los jueces en materia tan delicada como violenta, decretarán la restitución y el amparo solo a conciencia de ser realmente procedente.

g)  La oración final del Artículo 699 comentado expresando que los gastos de depósito serán por cuenta de la parte que en definitiva resultare no tener derecho a la posesión de la cosa o derecho traduce, por una parte, el criterio de que el secuestro de que habla ese artículo es implícitamente efectivo (aún cuando insistimos debe afirmarse expresamente), y por la otra, una razón de justicia ya consagrada en la Ley sobre Depósitos Judiciales en términos generales y aplicable, sin lugar a dudas, a esta situación, aunque así no se hiciere constar.

Art. 701.


El Artículo 701 del proyecto, que concordándolo diríamos corresponde al Artículo 598 actual pero que también resuelve el problema de la citación a que se refiere el Artículo 598 del Código actual pero también resuelve el problema d ella citación a que se refiere el Artículo 596 ejusdem, es del tenor siguiente :


“Practicada la restitución, o el secuestro, o las medidas que aseguren el amparo, según el caso, el Juez ordenará la citación del querellado y consumada ésta la causa quedará abierta a pruebas por diez días. Concluido dicho lapso, las partes presentarán dentro de los tres días siguientes, los alegatos que consideren convenientes en apoyo de su derecho a poseer, y el Juez dentro de los ocho días siguientes dictará sentencia definitiva sobre el derecho posesorio. Esta sentencia será apelable en un solo efecto, pero el Tribunal remitirá al Superior el expediente completo de las actuaciones. El Juez será responsable de los daños y perjuicios que cause por su demora en dictar la sentencia prevista en este Artículo”.


Tal la cuestión procedimental la ha resumido el proyectista en este Artículo porque los Artículos  porque los artículos siguientes contienen supuestos no referidos a la cuestión procedimental sino a situación posibles distintas, más no contrarias al patrón consagrado en este Artículo. El cronograma interdictal, como lo hemos denominado otras veces, aparece en este Artículo, que será motivo de profundas y hondas discusiones, no solo por los procesalistas y abogados litigantes sino por los civilistas y privatistas apasionados del derecho material por razones que señalaremos nosotros en este preliminar análisis que estamos realizando.

a)  El problema de la citación en los interdictos ha llenado páginas de nuestro quehacer profesional, por cuanto hasta el 26 de enero de 1966 campeaba en estrados el abuso y la confusión al generar el Artículo 596 del Código vigente, situaciones lesivas a la justicia procesal. Este artículo 701 del proyecto cortó por lo sano y consagra que para dar inicio al contradictorio, mal llamado por nuestra alta corte “ordenará la citación del querellado...” Siendo necesario un supuesto como este, se estima la calidad sumaria del proceso interdictal que hace del procedimiento menos sumario de lo necesario. Existe razón para dar al traste con la  fórmula de casación mediante el cual si al ejecutarse el decreto interdictal la persona notificada es el querellado, desde ese mismo momento queda el juicio abierto a pruebas por diez días.

b)  El artículo referido debería contemplar un aparte que más o menos, sea del tenor siguiente : “Durante el proceso interdictal no se admitirán excepciones de ningún género, salvo aquellas que se refieran a la incompetencia del Tribunal, cuando se alegare con fundada razón. En los mismos términos no se admitirán incidencias que retarden la sentencia interdictal. En todo caso, los alegatos procesales, las excepciones recusaciones, inhibiciones y demás circunstancias que en el proceso ordinario producen incidencias, podrían ser alegadas para que el Juez se pronuncie sobre ellas en la propias sentencias definitiva”.

c)  La cronología procesal siguiente a la citación ha sido modificado por el proyecto al plantear una articulación probatoria de diez días, cuando ahora es de ocho días, un lapso para presentar conclusiones escritas de tres días, cuando ahora no existe y la sentencia que procederá al octavo días siguiente a aquel en que se han presentado las conclusiones cuando en la normativa actual ella se produce al décimoquinto día de iniciado el mal llamado proceso plenario. Ha eliminado este artículo la oposición del querellado a que se refiere el Artículo 597 del Código vigente que procede en un término de 24 horas siguientes a la ejecución del decreto interdictal, y que habrá lugar a ello siempre que el querellado acredite haber actuado con título justo y auténtico que procede en derecho.

d)  Uno de los aspectos más resaltantes del artículo que comentamos es su definición sobre el contenido de la tutela interdictal al adherirse claramente a la escuela que considera que la posesión protegida está referida al “derecho a poseer” y no al “hecho posesorio” simplemente. Con esta noción queda entendido que la protección jurisdiccional se solicita porque el querellante tiene derecho sobre el objeto de la querella, porque ese derecho es el que produce la eficacia procesal necesaria para obtener la tutela interdictal. La mayor parte de los civilistas venezolanos habían estado de acuerdo con que en Venezuela se imponía la tesis del maestro Federico de Carlos Savigny que condicionaba la capacidad real de disposición sobre la cosa y de someterla a su poder físico (corpus) a una voluntad de actuar sobre la cosa en conciencia de alguna intención (animus). Con este proyecto se nos da una razón hasta ahora negada y combatida para proteger a la persona que, probando tener una relación fáctica con la cosa , prueba la legitimidad de la posesión que implica, conforme al mismo artículo 772 del Código Civil vigente, al ánimo de tenerla como suya propia por estimar y considerarse con derecho sobre ella, haciendo falta una causa en su poder o tratándose de un derecho ejercido : (Ihering). La Posesión es un Derecho.

e)  Aclara el proyecto otro debatido problema : el de la apelación. Hasta ahora muy a pesar que de la normativa tiene que entenderse que las apelaciones en materia interdictal son en un efecto la casación venezolana, en una interpretación que no tenía que realizar, porque existía norma expresa, señaló que la apelación de la sentencia definitiva debía ser oída en ambos efectos. Con el análisis que se expresa el problema de la apelación no debe quedar dudas de que ella debe ser oída en un solo efecto. Al definirse la apelación en la sentencia definitiva debe entenderse que cualquiera incidencia procesal natural o procurada no debe ser objeto de apelación y mucho menos admitirse en doble efecto. S a cualquiera d ellas partes en el proceso se le ocurre promover una prueba leonina que no debe ser admitida, o cuando analogía del Artículo 279 (402 del proyecto) de la normativa actual se deseche la articulación probatoria, la apelación que realice la contraparte afectada es improcedente, ya que ello debe ser motivo de análisis en la sentencia definitiva. Queda la excepción, no muy prudente por cierto, contemplada en los artículos 704 y 705 del proyecto. Complementa el proyectista esta primera parte de la apelación señalando que a pesar de ser oída la apelación en un solo efecto “el tribunal remitirá al Superior el expediente completo de las actuaciones”, con lo cual se elimina el requerimiento de las copias certificadas para remitirlas al Superior que debe conocer de la apelación. Esa es una excepción al principio general, dentro d ella hipótesis normativa de no haber necesidad de conservar el expediente, resultando acertada y valedera.

f)  La responsabilidad del Juez por su demora en dictar sentencia no se compagina con la realidad de nuestro medio judicial y de nuestra sociedad. Son pocos los Tribunales para el número de causas que instruyen ; la sentencia debe contener análisis de todas las pruebas y de todos los alegatos de derecho presentados en el juicio ; el procesal disponible y competente por cada Tribunal es limitado ; el número de problemas más urgentes por resolver en un Tribunal debe guardar relación con su disposición a sentenciar ; las circunstancias fortuitas y de fuerza mayor también entran en juego a la hora de sentenciar ; las decisiones interdictales no se producen en índice bajo, sobre todo en provincia, conocen también de quiebras, problemas sucesorales, seguros, transportes, asuntos inmobiliarios, hipotecarios, daños y perjuicios ; reclamaciones de altas envergaduras, divorcios y problemas colaterales, menores y en algunos estados hasta de trabajos , de cuestiones agrarias, etc., por lo cual encasillarlos a dictar bajo pena de responsabilidad una sentencia en un término dado resulta exagerado. Estamos de acuerdo con la responsabilidad subsidiaria del Juez y estoy de acuerdo con que se le establezcan exigencias procesales para que éste dicte su sentencia en el menor tiempo posible ; pero de allí a hacerlo responsable por no dictarla en un término dado, muy pequeño por cierto, traduce la visión extrema del litigante de grandes bufetes que con pocas causas en estrados y un personal auxiliar competentes del Juez la resolución de sus casos en términos perentorios. Al Juez hay que enseñarle la dimensión de su cargo y la responsabilidad que deviene de sus decisiones. Al juez hay que juzgarle cuando resulte incompetente ; pero también hay que comprenderle, porque no el más elevado porcentaje son iguales y pueden los escribientes sentenciar sustituyendo el trabajo intelectual del Juez. Estamos hablando de jueces de Primera Instancia Civil, que en muchos casos son Mercantiles, del Trabajo, de Menores y un etcétera muy grande. Nos atreveríamos a proponer un cambio en la redacción de esta parte final del Artículo 701 del proyecto comentado, en este sentido : “Si transcurridos sesenta días de la fecha en que debe dictarse la sentencia prevista en este artículo, sin que ella se hubiere producido, el Juez será responsable de los daños y perjuicios que se causen por esta demora.

Art.702.


“En el caso previsto en la primera parte el Artículo 699, la sentencia definitiva hará pronunciamiento expreso sobre la extinción de la garantía en caso de que la querella fuere declarada con lugar ; y en caso de que fuere declarada sin lugar, ordenará la fijación de los daños y perjuicios mediante experticia complementaria del fallo, y una vez fijados éstos se ejecutará la garantía como si se tratarse de sentencia pasada con autoridad de cosa juzgada”.


Este artículo es completamente nuevo sin concordancia con el ordenamiento vigente y debe aplaudirse, pues conlleva dos circunstancias imperativas de disquisiciones jurídicas y teóricas que podrían traducir especulaciones de orden económico, ellas son :

a)  Que la garantía constituida para obtener el decreto interdictal se extingue cuando la querella fuera declarada con lugar debiendo el Juez hacer pronunciamiento expreso sobre ello en la sentencia definitiva, quedando sobreentendido que el silencio de tal circunstancia, en la sentencia, equivale a extinción de la garantía constituida.

b)  Que si la querella intentada fuere declarada sin lugar el Juez ordenará en la propia sentencia, experticia complementaria del fallo para determinar los daños y perjuicios  y proceder de inmediato a la ejecución de la garantía como si se tratara de sentencia de condena pasada con la autoridad de la cosa juzgada. Advertimos al hablar del Artículo 699 de la importancia y jerarquía que tendría la garantía exigida para obtener el decreto interdictal y en este Artículo 702 se observa que la finalidad de la garantía no queda en el orden teórico, sino que ella responde efectivamente, y para el mismo juicio, de los daños y perjuicios que pueda causar la temeridad de una querella intentada sin fundamento. La ejecución de la garantía no será independiente, como en otros casos se ha pretendido, ella integra el pronunciamiento dispositivo del juez en la sentencia definitiva ; y la declaración de no haber lugar a la querella intentada significa para la garantía una sentencia de condena para cubrir los daños y perjuicios causados por la acción ejercida, siendo que la determinación de estos daños y perjuicios no son objeto de debate sino que ella son fijados por experticia complementaria del fallo. Realizada la experticia complementaria del fallo la ejecución se realiza como si se tratara de sentencia pasada con autoridad de cosa juzgada. Esta circunstancia releva responsabilidad subsidiaria del Juez, pues la indisponibilidad o imposibilidad de la ejecución efectiva de la garantía conllevaría, subsidiariamente, que la obligación nacida se traslada a la figura del Juez quien responderá con su propio patrimonio. Por otra parte los fiadores profesionales o financiadores prestatarios del servicio de garantizar obligaciones de terceros, prestarían esta fianza solo cuando estimen haber razón al derecho reclamado.

Art. 703.


“Podrá cualquier persona, haciéndose responsable de las resultas del juicio, y dando caución suficiente, presentarse por el poseedor o por aquel a quien se atribuya la perturbación o el despojo, aún sin poder, e intervenir en la articulación de que trata el Artículo 701”.


La concordancia de este Artículo es el 599 del Código vigente no produciéndose ningún cambio, salvo en que resulta de nueva numeración en los artículos y de su orden. Por ello la norma vigente habla de “interviniendo en la articulación de que trata el artículo anterior” y este proyecto se expresa : “interviniendo en la articulación de que trata el Artículo 701”.


Esta norma está referida a la representación sin poder consagrada en el artículo 46 del Código vigente mediante el cual se permite que cualquier tercero en ausencia circunstancial, temporal o conocida del querellado, para evitar males peores, pueda comparecer en juicio y darse por citado en su representación cumpliendo con el requisito de la cautión judicatum solvi que permitirá que su gestión, de ser improductiva, ineficaz e inaceptada por el querellado, responsabilice su patrimonio o la caución que ofreció para que le fuera aceptada tal representación. Iniciada la representación sin poder, ella debe seguir hasta sus última consecuencias a menos que el querellado se haga presente, la ratifique, o simplemente la sustituya.


Esta disposición ha resultado, y así será en el proyecto, una redundancia, si se quiere, eficaz por cuanto, aún no consagrándose tal circunstancia, son valederos los principios generales d ella representación sin poder, que el propio proyecto consagra en su Artículo 168.


Esta representación se supone válida para ejercerla desde el momento mismo d ella citación y ejercerá todas las facultades inherentes al representante con poder con facultades restringidas a la defensa en la actuación judicial pero cualquier tercero, ya  no en representación del querellado pretendido perturbador o despojador, sino en su propio nombre, podrá hacerse parte del juicio sin afectar la pretensión original, bien apelando de al actual Artículo (297 del proyecto), o bien en los términos del Artículo 603 de la normativa vigente (707 del proyecto), o bien a través del ordinario posesorio por cuanto tal derecho no se menoscabe con la decisión interdictal, amén que no afecta por su condición de tercero.

Art. 704.


“Cuando el heredero pida la restitución d ella posesión hereditaria o el amparo de ella, comprobará previamente su calidad de heredero y, un modo directo, el hecho de que las cosas sobre que verse el interdicto las poseía su causante al tiempo de morir, como suyas propias por algún otro derecho transmitible al heredero. O que las poseía hasta su muerte quien haya precedido en el derecho al solicitante ; y, se procederá como se establece en los artículos anteriores”.

Art. 705.


“Cuando el Juez no considera suficiente la prueba producida por el heredero mandará ampliarla, indicando el defecto. El heredero, en este caso, podrá apelar, si no creyere conforme la determinación,  e interpuesto el recurso, se practicará lo que queda establecido en este Código para la apelación de la sentencia definitiva”.


Pareciere que este Artículo es la norma procesal de la posesión civilísima a que se refiere el Artículo 781 del Código Civil vigente en concordancia directa con el Artículo 995 ejusdem por medio del cual la posesión continúa de derecho en la persona del suceso y a título universal, pero tratándose de legatario o causahabiente singular se le transmite sus derechos con la posibilidad de unir propia posesión a la de su causante pata invocar los efectos y gozar de ellos. Sin embargo, en los Artículos que corresponden a la Ley procesal vigente (600 y 601) han dicho autores autorizados como Borjas, que tales disposiciones son inútiles y huelgan por cuanto, por una parte, es vestigio inoperante del interdicto de adquirir, hoy desaparecido de nuestra legislación sustantiva, y otra que los extremos exigidos para el amparo y la restitución no difieren de los requeridos en cualquier otro caso. Es lógica la posición de Borjas en este segundo aspecto porque salvo la condición de heredero en nada se cambia la condición de poseedor lesionado en sus derechos, y tratándose, como se trata, de heredero, singular o universal, lógico es que tiene que probarse la causa.


Lo que constituye una circunstancia importante en la normativa vigente no tiene sentido en el proyecto comentado. Nos estamos refiriendo a la capacidad del Juez para ordenar ampliar la justificación producida, que en el proyecto se sustituye por prueba producida, pues con la consagración del principio inquisitivo y la capacidad del Juez para juzgar si existe presunción del derecho que se reclama, tal norma carece de sentido.


El artículo 705 en el proyecto expresa que se debe indicar el “efecto” entendiendo nosotros que se trata de un error material y que lo expresado es “defecto”, porque de otro modo no tendría sentido.


Admitir por otra parte una apelación en un solo efecto del heredero querellante no tiene significación y resulta irrelevante, porque consagra una incidencia innecesaria, la decisión de ella en la segunda instancia habrá de producirse cuando el juicio esté pasada con autoridad de cosa juzgada por razones de conocimiento real de nuestra segunda instancia.


Sostenemos que tales artículos (704 y 705) deben ser eliminados del proyecto.


A título ilustrativo sostenemos que si bien es cierto el interdicto de adquirir fue derogado de este título, él existe parcialmente con el rubro de entrega material en el Artículo 792 del Código de Procedimiento Civil.

Art. 706.


“En todo caso aquellos contra quienes obren los decretos de interdictos tendrán derechos a ser oídos en juicio ordinario ; pero el despojador no podrá reclamar el perjuicio que haya sufrido por la restitución acordada por el Juez”.

Art. 709.


“Después de pasado el año fijado para intentar los interdictos no podrá pedirse la restitución o el amparo sino por el procedimiento ordinario ; a menos que se haya hecho uso de la fuerza contra el legítimo poseedor, a quien, en este caso, se favorecerá  con el interdicto posesorio, en cualquier tiempo”.


El Artículo 706 del proyecto es norma nueva consagrada en ella no así el artículo 709 que tiene su concordancia con el artículo 606 del Código de Procedimiento Civil vigente que lo transcribe textualmente. 


Estos dos artículos hay que considerarlos conjuntamente porque significan la consagración definitiva en Venezuela de la ACCION PUBLICIANA, negada hasta ahora por la Jurisprudencia y por buena de la doctrina. Siempre los afectados por un juicio interdictal tendrán derecho a ser oídos en juicio ordinario posesorio donde habrá de discutirse no la circunstancia incidental del despojo o la perturbación sino el mejor derecho a poseer.


Observamos un error en la norma consagrada pues ella habla de “aquellos contra quienes obren los decretos de interdictos” y ello pudiera llevar a la interpretación, no inexacta por cierto, de tratarse solo de las personas contra quienes obren los decretos de amparo o restitución, y no contra quienes obren las sentencias interdictales que ordena el amparo o la restitución, siendo que ésta es la hipótesis que debe aceptarse.


El ejercicio de la acción publiciana queda limitado a discutir el mejor derecho a poseer porque ni siguiera el perjuicio sufrido por la restitución es motivo de la controversia en el ordinario posesorio.


El ejercicio de la especial acción interdictal consagrada en el Artículo 699 del proyecto, tiene un lapso de caducidad fijado por lo norma del 709 de un año a partir  del momento en que ha ocurrido la perturbación o el despojo, pasado el cual el despojado o perturbado solo podrá discutir sus derechos a través de la acción publiciana, a menos que la perturbación o el despojo se hubiera realizado con violencia (se haya hecho por la  fuerza) y en esos términos se alegare o se probare ; en cuyo caso el lapso anual de caducidad no funciona. La repetición al lapso de caducidad resulta contraproducente, pues la consagración de un término fatal para ejercer una acción, constituye una sanción a la pasividad observada en el tiempo, frente a la perturbación o el despojo y excepcionar el lapso para el supuesto donde menoscabe la excepción, deja sin efecto la norma misma. Menos puede aceptarse esa excepción a la caducidad consagrada para los casos de la violencia o la fuerza ejercida para perturbar o despojar, por cuanto constituyen los signos más evidentes de tales hechos a diferencia, por ejemplo, del despojo clandestino.


Realizándose una cesión con violencia no justifica privilegios para el lesionado, pues su pasividad en ejercer la acción bien conocida, debe sancionarse con la caducidad consagrada.

Art. 707.


“Si dos o más personas pidieron a la vez la posesión de alguna cosa o pretendieron ser amparadas en la posesión, con los recaudos del caso, el Juez dará posesión, con los recaudos del caso, el Juez posesión o amparará en ella a la que apareciera haber probado mejor su derecho posesorio.


Si hubiera duda, de tal naturaleza que no pudiere el Juez resolver en justicia, podrá mandar ampliar las pruebas presentadas, fijando los puntos que deben esclarecerse.


Cuando, a juicio del Juez, no bastare la ampliación, podrá, si se tratare de cosa embargable, acordar su depósito en poder de uno de los mismos peticionarios, si el otro consintiere, o del que diere mayor garantía de conservarla sin alteración ni menoscabo con cargo de rendir cuenta, si fuere productiva, o, en último caso, en poder de un tercero que tenga las condiciones para depositario.


Y si la cosa sobre que versare el interdicto fuere una servidumbre de acueducto, de cloacas o desagüe, u otros derechos incorporables, el Juez hará o mandará practicar inspección ocular, con asistencia de prácticos inteligentes en la materia, para examinar si alguno de los fundos o ambos quedan expuestos a ruina o graves perjuicios, según las pretensiones de las partes ; y dictará las medidas conducentes a evitar aquellos daños, los cuales deberán cumplirse hasta la resolución definitiva del interdicto.


Ejecutado el decreto del Juez, en los casos que quedan previstos, se entenderán abierta la articulación de que trata el Artículo 701 y el juicio interdictal seguirá su curso legal”.


La referencia a la normativa actual concuerda con el Artículo 603 sin que se hubiese alterado en nada su contenido salvo la remisión a otro artículo del texto legal. El proyectista se limitó a transferir la norma sin adecuarla siguiera a los propios conceptos consagrados por este proyecto.


Existe una condición de tiempo para la actuación jurisdiccional y es que “A LA VEZ”, es decir simultáneamente dos o más personas la posesión de una cosa, o pretendieran ser amparados en la posesión. No se trata en general de la acumulación procesal por considerar el legislador (entiéndase el proyectista) que tratándose de una acción real, la sentencia a dictarse puede resultar contradictoria en términos que se excluyan entre si, no se trata de un litis consorte activo o de una comunidad posesoria. Se trata de una acción ejercida simultáneamente, lo cual es bastante difícil que ocurra, aunque revisando la jurisprudencia de los Tribunales y de la Casación hemos encontrado una que otra decisión aplicando este dispositivo.


Por otra parte la norma de “PEDIR LA POSESION” y “DARA LA POSESION” siendo que estando en el capítulo correspondiente a los interdictos denominar dos posesorios, no existe ningún supuesto en que la acción sea de PEDIR LA POSESION para que de consiguiente con los recaudos presentador se les DE LA POSESION. Esta materia de PEDIR LA POSESION, por tener mejor derecho, es materia del juicio ordinario sobre posesión, o acción publiciana y no de debate interdictal, debemos entender que el legislador venezolano, y hablamos de legislador porque el proyectista copió una norma ya vigente, quiere expresar : “Si dos o más personas pidieran a la vez la restitución o el amparo de una cosa o derecho, el Juez con los recaudos aportados cada querellante, individualmente, restituirá o amparará al que apareciere haber probado mejor su derecho.


Por la misma razón interdictal, antes citada, el Juez determinará la existencia de un despojo o una perturbación, declarando restituida o amparada en su posesión a quien, con aquellos recaudos, demostrare ser el poseedor perturbado o despojado, remitiendo al ordinario posesorio la controversia del mejor derecho a poseer, pero si hubiere dudas, para resolver con justicia, el Juez puede dictar los autos pertinentes mandando ampliar las pruebas, sobre los puntos que estima conducente, para resolver con equidad y justicia. Ello sería parte de la facultad saneadora del Juez, creada por este proyecto, pero no existente, sino por esta vía de excepción, en la normativa actual.


Sin embargo, en la normativa del proyecto ya estudiado (artículos 699 y 700) habla de encontrar el Juez, suficientes las pruebas promovidas para solicitar la garantía allí establecida y, en consecuencia, decretar la restitución o el amparo, lo significa que esta controversia debe, por virtud de estas normas agotarse al momento en que el Juez solicite la garantía al querellante con mejores recaudos, porque pasado ese momento el debate de devenir habrá de ser sobre la existencia de un despojo o de una perturbación, y no sobre el mejor derecho a poseer.


El aparte segundo nos parece una disposición inútil porque si para proceder al decreto interdictal se ha solicitado garantía a una de las partes, a la que hubiere demostrado mejor su derecho, mal puede presentarse la duda porque el Juez no puede declarar la restitución y/o el amparo a ambos pretendientes, lo cual sería ilógico. En caso de que se aceptara como probable el supuesto señalado en el Artículo 699 que consagra la posibilidad de cautelar el bien objeto de la controversia pero no a través del embargo, que en la mayoría de los casos sería improcedente, sino del secuestro de la cosa, en cuyo caso si podría funcionar la posibilidad que algunos de los pretendientes los tenga en su custodia. Esto nos llevaría a que el Juez en la sentencia definitiva deberá realizar un pronunciamiento sobre el mejor derecho a poseer, lo cual es grave porque se trata de una sentencia y de un procedimiento no adecuado, y lo que es peor,  convierte a la articulación en fase probatoria de los derechos en disputa, desviando un poco la principal del interdicto.


Lo que es aplicable al aparte segundo, lo es aplicable al aparte tercero sobre la posibilidad que la posesión controvertida esté referida a derechos incorporales ; pero si la tesis del legislador se mantiene, nada más prudente que la previsión allí contenida.

Artículo 708.


“En la sentencia definitiva sobre el derecho posesorio se hará pronunciamiento expreso sobre  costas, condenando en estas siempre a quien resulte despojador o perturbador. En caso de ser declarado sin lugar el derecho del querellante, éste pagará  las costas. El querellante debe cumplir con el Artículo 38 de este Código.


La correspondiente concordancia de este Artículo con la normativa vigente está referido al Artículo 604 que es del tenor siguiente :


“En la decisión de la articulación a que se refiere el Artículo 598 se condenará en costas a quien resultare despojadores o perturbadores.


A los efectos del Artículo 173 se estimará en la demanda el valor de la cosa sobre que verse el interdicto.


Las reclamaciones de perjuicio y frutos contra los mismos, se deducirán en juicio ordinario”.


Resaltan a la vista las diferencias entre ambas normas que nosotros sistematizamos en las siguientes :                                                            

a)  La norma actual es bastante imprecisa y la imposición de las costas al querellante deben imponerse por aplicación analógica del principio que obliga a la imposición al querellado declarando despojador o perturbador, en tanto que la norma del proyecto realiza la afirmación para evitar las interpretaciones y las especulaciones. Sin embargo creo que hubiera sido más sobrio señalar enfáticamente “es obligatoria la imposición de las costas a quien resultare vencido en el juicio interdictal y sobre ello el Juez hará pronunciamiento expreso en la sentencia definitiva.

b)  La remisión al Artículo 38 de los efectos de la estimación del valor de la demanda no corrige el vicio resultante de aquellas demandas no estimadas. Mientras en la norma vigente se expresa que “a los efectos del Artículo 173 se estimará de demanda el valor de la cosa sobre que verse el interdicto” en la norma del proyecto se dice que “el querellante debe cumplir con el Artículo 38 de este Código”. Amebas disposiciones tienen la misma finalidad y lo único que se cambia es la redacción.

c)  El artículo sobre costas del proyecto nada dice sobre reclamaciones por daños y perjuicios, como si lo contempla la norma vigente, en razón de que el proyecto define el problema de los perjuicios en el Artículo 702 determinando que los mismos se resolverán en el propio juicio interdictal, y no en forma independiente, y, a través del procedimiento allí señalado.

Artículo 710.


“Cuando en el procedimiento ordinario se pruebe la falsedad de los fundamentos alegatos por el querellante para la restitución o el amparo, se le condenará a satisfacer todos los perjuicios que por esta causa sufriere la parte contraria, inclusive las costas que éste hubiese pagado por el interdicto”.


Esta norma es una repetición al carbón del actual Artículo 607, pero en nuestra normativa vigente se justifica, no así en la normativa del proyecto, pues al repetirla resulta contradictoria con lo dispuesto en el Artículo 706 del mismo proyecto, a menos cuando la falsedad de los instrumentos y fundamentos sean de la persona declarada DESPOJADOR. Por otra parte si los daños y perjuicios de la querella declarada sin lugar se estiman en el juicio interdictal conforme al Artículo 702, en el entendido de que la garantía se ejecuta como sentencia pasada con autoridad de Cosa Juzgada, no es, jurídicamente válida repetir por algo que tiene la inmutabilidad de la cosa juzgada. Se plantea la necesidad de revisar este Artículo o simplemente derogarlo, porque las situaciones que puedan darse son las siguientes :

1)  Al querellante l es declarada su acción con lugar y el querellado, por consiguiente es declarado despojador, si ello fuere el caso. En esta situación, aún cuando en el juicio ordinario se prueba la falsedad de los fundamentos del querellante, el Despojador del juicio interdictal, vencedor en el juicio ordinario, no le es dable reclamar perjuicio, en virtud de lo dispuesto en el artículo 706.

2)  Al querellante le es declarada su demanda sin lugar, por lo cual el querellado le ejecuta la garantía dada dentro del  propio proceso interdictal. Como puede el querellante, posteriormente triunfador en el juicio interdictal, reclamar perjuicio “inclusive las costas” si a la ejecución se le ha dado el carácter de cosa juzgada con todas sus consecuencias.

3)  La tercera situación está referida al perturbador, que por no estar mencionado en el Artículo 706, si le queda abierta la posibilidad de reclamar perjuicios en juicio ordinario, lo cual es un contrasentido que crea una valoración inexistente entre perturbador y despojador.


En la acuciosidad semántica se puede afirmar que el Artículo 706 habla del “perjuicio que haya sufrido por la restitución decretada por el Juez” y que por lo tanto ello es diferente del perjuicio ocasionado por la contraparte. Tal posibilidad es absurda y exageradamente rebuscada.

Artículo 711.


“El Juez que privare a alguien de su posesión sin las formalidades que previene esta Ley, será responsable de todos los perjuicios”.


Esta disposición es la misma consagrada en el Artículo 608 de la normativa vigente y su interpretación es la misma. La  única diferencia es que la norma vigente tiene un añadido en la parte in fine, cual es que la responsabilidad de esos perjuicios es ante su superior inmediato.


Esta disposición siempre la hemos consagrado como inútil porque la responsabilidad civil de los jueces por sus actuaciones con ABUSO DE AUTORIDAD tienen un recurso excepcional, pero válido para todas sus actuaciones, cual es el recurso de queja. Si lo que se pretende es prevenir a los jueces de la gravedad de sus decisiones, este no es el camino, porque es presumir un desconocimiento en los jueces de su responsabilidad por actos ejecutados con abuso de autoridad.


LA sección del Capítulo II, Título III del Libro Cuarto, aparecen las normas referidas a los interdictos prohibitivos, tanto a la denuncia de obra nueva o interdicto de obra nueva (operis novi muniato) como a la denuncia de daño próximo o interdicto de obra vieja (dammun infectum), que han sido calificadas como posesorias a pesar de criterios en contrario sobre el particular.


A pesar de la consideración posesoria, en estos interdictos, en el proyecto como en la legislación vigente, reciben una tratamiento especial o diferente de aquellas que hemos reseñado y que han sido denominados interdictos posesorios propiamente dicho. Esto ha permitido que un sector de la doctrina denomine a los interdictos prohibitivos o interdictos posesorios especiales. No por ello la titulación de la sección que realiza el proyecto, siguiendo la tradición procesalista, de mentarlos como interdictos prohibitivos es incorrecta.

Art. 712.


“Es competente para conocer de los interdictos prohibitivos el Juez de Distrito o Departamento del lugar donde esté situada la cosa suya protección posesoria se solicita, menos que hubiese en la localidad un Tribunal de Primera Instancia en lo Civil, en cuyo caso corresponderá a éste el conocimiento del asunto”.


Este  Artículo correspondería al Artículo 609 del Código vigente presentando notorias diferencias, por lo cual vamos a transcribirlo a los efectos de confrontarlos.

Artículo 609.


“La denuncia de obra nueva se hará por escrito ante cualquier Juez que tenga jurisdicción en lo Civil en el lugar donde se halle la obra y el Juez procediendo de conformidad con lo  dispuesto en el Artículo 774 del Código Civil, proveerá lo que corresponda. No se oirá apelación de la providencia que prohiba la continuación de la obra”.


El Artículo 712 del proyecto especifica la competencia territorial para conocer de la primera fase del procedimiento interdictal (de los interdictos prohibitivos) y determina que es competente el Tribunal  del lugar donde esté situada la cosa, lo cual ratifica el principio de la norma vigente, pero en la norma del proyecto, para evitar especulaciones, se particulariza al Juez de Distrito o Departamento, a menos que el lugar donde está situada la cosa cuya protección posesoria se solicite, exista un Tribunal de Primera Instancia en lo Civil, en cuyo caso el conocimiento corresponderá a este órgano jurisdiccional.


Los interdictos prohibitivos, en especial este de la obra nueva, se desarrolla en dos fases claramente determinadas por la propia normativa, la primera que es sumaria y cuya competencia corresponde al Juez de Distrito o Departamento del lugar donde esté situada la cosa objeto de la pretensión posesoria solicitada, con la salvedad, ya señalada, cuando existen en ese ámbito espacial, Juzgados de Primera Instancia en lo Civil ; la segunda fase es definida como de Juicio Ordinario, en cuyo caso la competencia es de un Juez de Primera Instancia en lo Civil de la Circunscripción Judicial correspondiente.


Este Artículo del proyecto da la mención que faculta al órgano al que se le ha dado competencia para que actúe conforme al Artículo del Código Civil, proveyendo cuanto sea pertinente.

Artículo 713.


“En los casos del Artículo 785 del Código Civil, el querellante hará la denuncia ante el Juez competente, expresando el perjuicio que teme, la descripción de las circunstancias de hecho atinentes al caso, y producirá junto con su querella el título que invoca para solicitar la protección posesoria. El Juez, en el menor tiempo posible, examinará cuidadosamente si se han llenado  dichos extremos, se trasladará al lugar indicando en la querella, y asistido de un profesional experto, resolverá sin audiencia de la otra parte, sobre la prohibición de continuar la obra nueva o permitirla”.


Queda con esta norma, contestado todo el procedimiento sumario de los interdictos prohibitivos de obra nueva, matizándolo con una afirmación final que proyecta en su exacto contenido la fuerza de la sumariedad necesaria en esta fase procesal, cual es que las diligencias y decisiones que corresponden realizar se lleva a efecto INAUDITA PARTE, sin audición y conocimiento participativo, de aquel contra quien obre la medida.


Premisa la norma de la necesaria concurrencia de los supuestos sustantivos de temer que una obra nueva emprendida por otro, causa perjuicio a cosas o derechos por el poseídos, lo que alegará el denunciante en la querella, describiendo las circunstancias de hecho atinentes al caso y produciendo con la querella la instrumentación que acredite el título o derecho que le permite pretender la protección jurisdiccional. En este estado y sumariamente (aún cuando el proyecto sustituye el imperativo sustantivo por “menor tiempo posible” previo conocimiento “in faciem” asistido de expertos, el Juez deberá resolver si prohibe la continuación de la obra o la permite, por considerar no llenos los extremos exigidos.


Reafirmase en este sentido en este Artículo la calidad de la posesión exigida y no quedan dudas que se refiere a posesión con derecho o derechos a esa posesión por tener título (acto causal) del que se infiera la posesión alegada (Causa Possesionis).

Artículo 714.


“Si el Juez prohibiere la continuación de la obra nueva, total o parcialmente, dictará las medidas que considere necesarias por haber efectivo el decreto y exigirá las garantías oportunas al querellante conforme al Artículo 785 del Código Civil para asegurar al querellado el resarcimiento del daño que la suspensión de la obra pueda producir y que resultara demostrado en el juicio ordinario a que se refiere el Art. 716.


Las obras realizadas en contravención a la orden del Tribunal, serán destruidas por cuenta del dueño, y los respectivos gastos serán abonados por ésta. A falta de pago, se procederá como se indica en el Artículo 527.


De la resolución del Juez prohibiendo la continuación de la obra, se oirá apelación al querellado en un solo efecto, y de resolución que permita su continuación, se oirá apelación al querellante en ambos efectos”.


Con esta norma se introducen algunas modificaciones novedosas que ameritan una especulación algo más que pragmática aunque somera, y en este sentido debemos señalar que el proyectista ha consagrado lo que en doctrina cautelar se denomina “sistema cautelar general”, con medidas preventivas atípicas e inominadas que sugiere una actitud discrecional del Juez para dictar las providencias que sean necesarias a loa efectos de preservar o cumplir cuanto constituye objeto u esencia de la litis.

Frente a un año jurídico temido, y sin agotarse en las figuras restringidas institucionalizadas por el propio legislador procesal, el Juez dicta medidas de cautelares para satisfacer una necesidad jurídica. El establecimiento de este poder cautelar general es tan amplio que el Juez puede decretar medidas distintas de aquellas señaladas o pedidas por las partes querellante.


Cuando nuestro comentado artículo, expresa que si el Juez prohibiere la obra, total o parcialmente, dictará las medidas que considere necesarias para hacer efectivo el Decreto, el concede al Juez facultad soberana de determinar a su libre saber y entender, cuales son esas medidas que permitirán hacer efectivo el Decreto. Ordenará el cese de los trabajos, impondrá las multas que crea necesarias para casos de incumplimientos, decretará el apostamiento policial o la protección para-policial, inhabilitará facultades de personas que estime responsables y, en fin cuanto sea necesario para que el decreto sea efectivo en el orden real. Previendo aquellos casos en que el daño temido por la obra nueva resultare infundado, el Juez a todo evento, exigirá las garantías oportunas al querellantes, que no pueden ser distintas de aquellas exigidas por el Artículo 699 del mismo proyecto, cuyo monto lo determinará el Juez atendiendo al daño que pueda insurgir por la temeridad de la denuncia.


La facultad del Juez, para hacer efectiva la suspensión ordenada llega al extremo de tener facultad para ordenar la destrucción de aquellas obras realizadas en contravención a la orden de suspensión. Probarlo como sea que la obra ha continuado, a pesar de la orden de suspensión, esa parte construida desde el momento en que se suspendió, debe ser destruida, lo cual podrá ordenar el Juez, valiéndose para ello de todos los medios legales de que dispone el Estado para hacer cumplir las decisiones jurisdiccionales.


Si se prohibe la construcción de la obra nueva, la parte afectada podrá apelar, y dicha apelación deberá ser oída solo en el efecto devolutivo ; pero si el Juez no encontrara méritos suficientes como para paralizar la obra nueva y ordene continúe su construcción, para resolver en el juicio ordinario lo que sea pertinente, el querellante podrá apelar y dicha apelación deberá ser oída en ambos efectos. La razón de esta diferenciación para oír la apelación, deriva de la magnitud del daño que se pueda causar. La suspensión de una obra nueva causa un daño pecuniario, resarcible por la garantía exigida, en tanto que continuar una obra puede causar perjuicios a una posesión, producirá daños no garantizados hasta ese momento ; de allí que para la eventualidad de continuar la obra, con garantía a favor del  querellante se ha previsto el Artículo 715  que a continuación vamos a transcribir :

Artículo 715.


“Prohibida la continuación de la obra, total o parcialmente, el querellado puede pedir al Tribunal que lo autorice para continuarla. En este caso, el Juez mandará a practicar una experticia, a costa del querellado, y con el dictamen favorable de otros expertos, podrá autorizarse la continuación de la obra, previo cumplimiento de las recomendaciones y medidas de seguridad que hayan indicado los expertos, las cuales determinará el Tribunal circunstancias y explícitamente en el auto respectivo”.


El Tribunal exigirá al querellado las garantías oportunas para asegurar  al querellante el resarcimiento del daño que la continuación de la obra le pueda producir, y que resulten demostrados en el juicio ordinario a que se refiere el artículo siguiente”.

Art. 716.


“En lo sucesivo toda reclamación entre las partes se ventilará por el procedimiento ordinario. La demanda deberá proponerse dentro del año siguiente a la terminación de la obra nueva, o dentro del año siguiente al decreto que hubiera ordenado la suspensión total o parcial de la obra.


Consumada la caducidad, quedarán extinguidas las garantías constituidas en el interdicto”.


El procedimiento sumario y cautelar previo, ha supuesto dos extremos excluyentes a) que la obra quedó suspendida por decisión del Tribunal ; b) que la obra se continuó al realizarse la experticia y garantizar el querellado los posibles daños que la obra ocasionaría. Según fuere el supuesto vigente, la norma del  Artículo 716 del proyecto, al consagrar texativamente que el contradictorio se ventilará por el juicio sumario como si se tratara de un juicio que se inicia, quedando la acontecido como cautela previa, en la misma hipótesis del retardo perjudicial, establece un lapso de caducidad, siguiendo la tesis historicista de un año a partir del momento en que se terminó la obra, si el querellado hubiera garantizado en forma suficiente y a criterio del Juez los daños que su obra nueva podría ocasionar ; o del momento en que se suspendió la obra si en ese estado se hubiese terminado el sumario.


Ese término de caducidad anual resulta, en estos casos en que ha existido una actividad jurisdiccional exagerado y extensa sobre todo en las circunstancias en que paralizada la obra, y practicada la experticia, se determine un daño presunto al querellante. Por otra parte al determinarse que el impulso procesal corresponde al querellante, quien tendrá que proponer demanda en forma desigual, porque no puede hacerse procesal hasta que el querellante proponga la demanda en forma. No todos los querellados disponen de fortuna cuantiosa, pues la mayoría son personas de medianos y hasta escasos recursos económicos.


El procedimiento que se había establecido hasta este momento resulta menos complicado y más justo, pero al exigir nueva demanda para que el procedimiento ordinario se cumpla, la desigualidad se hace notoria. La mecánica de la norma vigente, para esta circunstancia, es más aconsejable, pues finalizado el procedimiento sumario, si el Tribunal que debe conocer y decidir la causa no es el que practicó las diligencias sumariales de cautela, remitirá el expediente al Tribunal competente, inmediatamente después de ejecutado el decreto - para que previo auto del Tribunal competente se inicie una articulación que resolverá el fondo mismo del asunto presentado - . Si el Tribunal que practicó las diligencias sumarias fuere el mismo que debe conocer, la articulación se abrirá desde el mismo momento (ipso facto) en que se lleve a cabo la providencia. Quizás la carencia de la actual norma sea el problema de incorporación del querellado al proceso a través d ella institución de la citación, pero ello se arreglaría en los términos que se dictaminaron para los interdicto posesorios. Como solución inmediata nos atreveríamos a proponer que se estableciera que la demanda deberá proponerse dentro del lapso de tres meses a la terminación de la obra o de la fecha en que hubiese quedado suspendida la obra, total o parcialmente.

Artículo. 717.


“En los casos del Artículo 785 del Código Civil, se procederá en la forma prevista en el Artículo 713 de este Código, y el Juez resolverá según las circunstancias, sobre las medidas conducentes a evitar el peligro, o que se intime al querellado la constitución de una garantía suficiente para responder de los daños posibles, de acuerdo a lo pedido por el querellante”.


Esta norma al igual que la norma vigente remite al procedimiento de la obra nueva para el caso que sea procedente la denuncia de obra vieja conforme a los supuestos de la norma sustantiva correspondiente. Se ratifica la idea de conferir al Juez un poder cautelar general a los efectos de evitar el peligro.

Frente a las medidas que dicte el Juez la parte querellada, pregunta responsable de la obra vieja que determina el peligro, tiene derecho a una contracautela personal o real suficiente.

El Juez, de oficio o a solicitud de la parte, puede intimarlo para que constituya una garantía compensatoria del daño que puede causar la obra de su responsabilidad.


La normativa vigente consagrada para los casos de inminente peligro, la opción del afectado de cautelares a través de los órganos policiales, independientes de la denuncia damni-infecti incoada por el reciamente, para que este sumarísimamente tomara previsiones en salvaguardia de los derechos a que corren peligro. La eliminación de esta circunstancia debe haber obedecido a una realidad social de nuestro sistema policial, ineficaz para cualquier actuación jurisdiccional.


En todo caso, las virtudes de esta reforma que hemos ponderado en la obra nueva, son aplicables a la denuncia de  obra vieja, como también le son aplicables nuestras personales observaciones.

Art. 718.


“De la resolución del Juez, cualquiera que ella sea, se oirá la apelación en un solo efecto”.


La sumariedad del proceso había de mantenerse y hacerse respetar y nada más indicado que repetir el supuesto que impida que se interpongan recursos ordinarios o extraordinarios que desnaturalizan la condición de sumaria del juicio interdictal.


Insistimos que hace falta precisar que en el Juicio interdictal de obra nueva u obra vieja, no se oirán excepciones ni incidencias de ninguna clase, salvo aquellas que se refieren a la incompetencia del tribunal, y aún en esos casos, la decisión del Tribunal de ser competente solo debe admitir recursos en los términos del Artículo comentado.

Artículo 719.


“En lo sucesivo, toda reclamación entre las partes se ventilará por el procedimiento ordinario”.


La incorporación de esta norma no está bien definida. Si para los interdictos de obra nueva y vieja el debate sobre la veracidad de la pretensión del querellante, han de realizarse por los trámites del juicio ordinario, resulta, por consecuencia, que la decisión en tal procedimiento habido, debe producir cosa juzgada material con las consecuencias de inmutabilidad.

No debe haber nueva reclamación salvo la que se refiere a los daños y perjuicios para lo cual debe aplicarse la instrumentación consagrada para los interdictos posesorios, por lo cual creemos que esta disposición debe eliminarse y consagrar en su lugar una que de tratamiento a la problemática de los daños y perjuicios.
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